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- Relacionadas con la administración del trans- 
porte aéreo comercial, con obras en la Ruta 19, 
con la necesidad de mejoras en la Ruta 6 y con 
el planteamiento de ediles de la Junta Departa- 
mental de Río Negro por la situación de la Co- 
lonia Tomás Berreta. 


Modificaciones a la Constitución de la Repúbli- 
ca. 


Lo presenta cl señor senador Blanco. 


7) Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 


- Las presenta el señor senador Elso Goñi para ES 
Presupuestal, ejercicio 1992, Proyecto de ley .... 13 


ser remitidas al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y al Directorio del Banco de la Repú- e 
blica Oriental del Uruguay. - En consideración. 


- Se resuelve enviarlas. Manifestaciones de varios señores senadores. 


(Cuarto intermedio) 
- Continúa su consideración. 


- — Aprobado en general. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 27 de setiembre de 1993. 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión ex- 
traordinaria, el próximo jueves 30, a la hora 15, a fin de infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 
ORDEN DEL DIA 
Discusión general y particular del proyecto de ley de Rendi- 
ción de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, ejercicio 
1992. 
(Carp. N* 1225/93 - Rep. N* 677/93 Anexos 1, II y IID) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 
ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Arana, Astori, Batalla, Blanco, Bouzas, Brue- 
ra, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Boismenu, Elso Goñi, 
Gargano, González Modernell, Grenno, Irurtia, Jude, Kor- 
zeniak, Lenzi, Millor, Moreira Graña, Pereyra, Pérez, Poz- 


zolo, Priore, Ricaldoni, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Belvisi, Bou- 
za, Librán Bonino y Silveira Zavala. ] 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, cstá abierta la 
sesión. 


(Es la hora 15 y 02 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 30 de setiembre de 1993, 
La Presidencia de la Comisión Administrativa remi- 
te el texto de las modificaciones presupuestales introdu- 


cidas a su presupuesto interno. 


-Téngase presente. 
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Se levanta la Sesión ........ooommmoncioscsramonsocosrarnsesos 

- Se resuelve, por moción del señor senador San- 
toro, pasar a cuarto intermedio hasta el día de 
mañana a la hora 10. 


La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


por el que se excluye a las instituciones de enseñan- 
za privada y culturales de lo dispuesto por el artículo 
346 de la ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 
1992, 


-A la Comisión de Hacienda integrada con tres miem- 
bros de la Comisión de Educación y Cultura. 


por el que se autoriza al Banco Hipotecario del Uru- 
guay a emitir Títulos Hipotecarios en moneda nacio- 
nal con cláusula de ajuste o en moneda extranjera. 


-A la Comisión de Hacienda. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo comunicando las re- 
soluciones adoptadas por el Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación Pública 
por las que se modifican las asignaciones de varios pro- 
yectos de inversión. 


-Ténganse presente. 


El Tribunal de Cuentas remite la información solici- 
tada por el señor senador Carlos W. Cigliuti, relaciona- 
da con el viaje a Europa realizado por el señor intenden- 
te de Canetones Dr. José Andújar. 


-Oportunamente le fue entregado al señor senador 
Carlos W. Cigliuti. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprueba la Convención sobre Prohibi- 
ciones O Restricciones del Empleo de Ciertas Armas 
Convencionales que puedan considerarse Excesiva- 
mente Nocivas o de Efecto Indiscriminado; 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 
por el que se aprueba el Convenio de cooperación 
Técnica y Científica entre el gobierno de la Repúbli- 


ca y el gobierno de la República Popular China; 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 
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por el que se aprueba el Acuerdo sobre Servicio 
Móvil Celular entre el gobierno de la República Ar- 
gentina, República Federativa del Brasil, República 
del Paraguay y República Oriental del Uruguay; 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales, 


por el que se aprueba el Convenio Sanitario Veleri- 
nario con el gobierno de la República de Bulgaria; 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


por el que se aprueba el Convenio entre la República 
y la República de Chile para evitar la doble tributa- 
ción por los ingresos que perciben las empresas de 
navegación aérea de Uruguay y Chile que operen en 
ambos países, 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


y por el que se aprueba el Convenio Internacional 
del Trabajo N* 172, sobre condiciones de trabajo en 
hoteles, restaurantes y establecimientos similares: 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Cámara de Representantes remite varias notas 
comunicando la sanción de los siguientes proyectos de 
ley: 


por el que se aprueba el Convenio entre el gobierno 
de la República y el gobierno de la República de 
Bolivia para la prevención del uso indebido y repre- 
sión del tráfico ilícito de estupefacientes; 


por el que se aprueba el Acuerdo de Cooperación 
entre el gobierno y el gobierno de la República Fe- 
derativa del Brasil para la reducción de la demanda, 
prevención del uso indebido y combate de la produc- 
ción y tráfico ilícito de estupefacientes; 


por el que se aprueba el Acuerdo entre la República 
y la República de Chile sobre prevención, control, 
fiscalización y represión del consumo indebido y trá- 
fico ilícito de estupefacientes; 


por el que se aprueba el Acuerdo Comercial entre la 
República y la República Argelina Democrática y 
Popular. 


-Ténganse presente y agréguense a sus antecedentes. 


Los señores senadores Leopoldo Brucra, Reinaldo 
Gargano, José Korzeniak y Jaime Pérez, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución, 
solicitan se curse un pedido de informes al Tribunal de 
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Cuentas relacionado con la nota cursada por el Tribunal 
a la Comisión de Constitución y Legislación de la Asam- 
blea Gencral el 10 de setiembre. 

-Oportunamente fuc tramitado”. 


4) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de varias solicitudes 
de envío de exposiciones escritas. 


(Sc da de las siguientes:) 

-“El señor senador Wilson Elso Goñi, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 169 del Reglamento, solicita se 
cursen las siguientes exposiciones escritas: 


Al Ministerio de Transporte y Obras Públicas: 


relacionada con la administración del transporte aéreo-co- 
mercial; 


relacionada con las obras en la Ruta 19 en los tramos entre 
Cerro Chato y Comercio Sainz; 


y relacionada con la necesidad de mejoras en la Ruta 6. 


Al Directorio del Banco de la República Oriental del Uru- 
guay: 

relacionada con el planteamiento de los ediles de la Junta 

Departamental de Río Negro por la situación de la Colonia 

Tomás Berreta y en la Zona de Farrapos'”. 


-Se va a votar la solicitud de envío de las exposiciones 
mencionadas. 


(Sc vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de las exposiciones escritas:) 
“Montevideo, 27 de setiembre de 1993. 

Señor presidente de la Cámara de Senadores, 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez. 
Presente. 
Sr. presidente: 

En uso de la facultad que me concede el Art. 169 del 
Reglamento del Senado, solicito se curse a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, al Ministerio de Transporte 


y Obras Públicas y al Ministerio de Defensa Nacional, 
la siguiente exposición: 


4 


-C.S. CAMARA DE SENADORES 


Sucesivas normas jurídicas, algunas emanadas del 
Poder Ejecutivo y otras que son leyes o decreios-leyes, 
han establecido que la administración del transporte ac- 
rocomercial se encuentre en la órbita del Ministerio de 
Defensa Nacional, implicando, de este modo una excep- 
ción al resto de la actividad sectorial que se encuentra 
cometida al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


En efecto, el decreto 574/974 de julio 12 de 1974 
atribuyó en su Art. 7% al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas la política nacional del transporte, las 
cuestiones atinentes al transporte y lo que se relacione 
con ello en materias atribuidas a otros Ministerios, así 
como al régimen, desarrollo, coordinación y contralor 
del transporte en todas sus formas y vías. Por el Art. 16 
se estableció que la vinculación de PLUNA con el Poder 
Ejecutivo se hará a través del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Por su parte, el Art. 5 de esta misma 
norma atribuyó al Ministerio de Defensa Nacional el 
estudio, construcción, mantenimiento y administración 
de la infraestructura aérea nacional y los servicios de 
aviación civil. 


A su vez, el decreto-ley N* 14.747 de 28 de diciem- 
bre de 1977 (Ley Orgánica de la Fuerza Aérca) le atri- 
buye al Arma el carácter de órgano asesor nato del Po- 
der Ejecutivo en materia de política acroespacial de la 
República y órgano ejecutor del Poder Ejecutivo en ma- 
teria de conducción, integración y desarrollo del Poten- 
cial Aeroespacial Nacional. Finalmente, el Art. 21, dis- 
pone que la Dirección Nacional de Aviación Civil e 
Infraestructura Aeronáutica (DINACIA) estará integrada 
por la Dirección General de la Aviación Civil, cuyo 
cometido es entender en todos los asuntos relacionados 
con la actividad aérea, comercial, privada y deportiva, 
de acuerdo con las disposiciones nacionales e interna- 
cionales, y por la Dirección General de Infracstructura 
Aeronáutica. , 


Obviamente la concurrencia de normas legales y de 
decretos impondría la necesidad del dictado de normas 
legales para establecer la estructuración institucional de- 
finitiva en la materia. Pero, dado que la situación actual 
se deriva de las especiales circunstancias que han rodea- 
do las relaciones entre los diferentes órdenes de la socie- 
dad, en los últimos decenios de la vida de la República, 
lo más urgente es habilitar el comienzo del proceso de 
modificación del régimen vigente. En mérito a lo ante- 
rior puede resultar apropiado la utilización del instituto 
de la redistribución de atribuciones y competencias mi- 
nisteriales, de acuerdo al Art. 174 inc. 2? de la Constitu- 
ción de la República, y de esta manera pasar el contra- 
lor, organización, regulación y superintendencia del trans- 
porte aéreo al Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas, sin perjuicio de las funciones de policía aérca, scgu- 
ridad aeronáutica y vigilancia de cumplimiento de nor- 
mas sobre circulación aérea, que deban continuar cn 
manos de la Fuerza Aérca. 


Parece innecesario insistir en la conveniencia de uni- 
ficar conceptos, políticas, direcciones y administración 
de los diversos sectores del transporte bajo una sola 
conducción superior. Este debe ser el primer paso en 
orden a establecer una verdadera política aeronáutica y 
acrocomercial nacional. 


Por todo lo anterior, y sabiendo que en los propósi- 
tos de reforma del Estado que constituyen una parte 
relevante de la actual orientación del gobierno nacional, 
está la definición del órgano regulador del transporte 
acrocomercial, es que estimamos que no debe demorar- 
se más el dictado de los actos jurídico-institucionales 
correspondientes. 


Wilson Elso Goñi. Senador”. 
“Montevideo, 21 de setiembre de 1993. 


Señor presidente de la 

Cámara de Senadores 

Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente. 


Adjunto a la presente Exposición Escrita dirigida al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, de acuerdo 
al artículo 169, del Reglamento de la Cámara de Sena- 
dores. 


Wilson Elso Goñi. Senador. 
Montevideo, 21 de setiembre de 1993. 


Por la presente descamos llegar al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, a los efectos de hacerle 
conocer necesidades de obras a realizar en distintos tra- 
mos de la Ruta 19. 


Ruta 19 une a la localidad de Cerro Chato con Sa- 
randí del Yi y con la ciudad de Durazno en los tramos a 
los cuales queremos referirnos concretamente son de 
Ruta 19 entre Cerro Chato y Comercio Sainz y el tramo 
que une Ruta 6 con Ruta 14. 


En ambos tramos el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas llamó a licitación para arranque, carga y trans- 
porte de material realizando el tendido y compactado 
por parte de la Regional de la Dirección Nacional de 
Vialidad respectiva. Deseo manifestar que el trabajo en 
ambos tramos ya está realizado mejorando sensiblemen- 
te las condiciones de transitabilidad. 


Por haberse mejorado las condiciones en los mismos 
y tener la Ruta 19 una cantidad importante de peligrosas 
curvas es necesario que a la mayor brevedad, se realice 
una señalización acorde con la importancia de la ruta. 
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Por tratarse de una ruta que atraviesa importantes 
zonas de producción, transitada además por líneas de 
Ómnibus que diariamente circulan por ese lugar sería 
necesaria la bituminización de dicha ruta. 


Wilson Elso Goñi. Senador”. 
“Montevideo, 21 de setiembre de 1993. 


Señor presidente de la 

Cámara de Senadores 

Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente. 


Adjunto a la presente Exposición Escrita, dirigida al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, de acuerdo 
al artículo 169, del Reglamento de la Cámara de Sena- 
dores. 


Wilson Elso Goñi. Senador. 
Montevideo, 21 de setiembre de 1993, 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha dis- 
puesto la continuación de los trabajos en el Puente de 
Picada de las Piedras sobre el río Negro en el Km. 329, 
Las obras en dicho puente han sido iniciadas hace mu- 
chos años y de acuerdo a la información que tenemos, 
dichas obras se finalizarían en el próximo año. 


Una vez terminadas dichas obras, núcleos impor- 
tantes de vecinos de los departamentos de Rivera, Ta- 
cuarembó y Durazno, utilizarán la Ruta 6 para trasladar- 
se a la capital ahorrando uná importante cantidad de 
kilómetros. 


La construcción de dicho puente traerá aparejado un 
tránsito mucho más intenso por Ruta 6 determinando sin 
duda una serie de trabajos importantes por parte del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


En esta exposición deseamos hacer referencia a las 
mejoras que son muy necesarias, como ser: 


1) refacción de Ruta 6 desde Montevideo hasta Sa- 
randí del Yi en el depas amento de Durazno: 


2) bituminización del tramo de Ruta 6 entire Sarandí 
del Yi y Comercio Faustino Sainz (en este tramo 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas rea- 
lizó una licitación de arranque y transporte de 
material, trabajos que se están realizando actual- 
mente); 

3) construcción de puentes en el tramo de Sarandí 

del Yi a Comercio Sainz en Paso Pichula (actual- 

mente en construcción) y Malbajar: 


mí 
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4) reacondicionamiento del tramo que va desde lo- 
cal Don Faustino hasta Picada de las Piedras. 


Considero que estos arreglos son muy necesarios a 
los efectos de transformar a Ruta 6 de acuerdo a las 
necesidades de un tráfico mayor por la construcción o 
mejor dicho terminación del Puente en el río Negro en 
el Km. 329. 


Wilson Elso Goñi. Senador”. 
“Montevideo, 27 de setiembre de 1993. 


Señor Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente. 


De acuerdo a la facultad que me concede el Art. 169 
del Reglamento del Senado, solicito se curse al Directo- 
rio del Banco de la República Oriental del Uruguay y al 
Directorio del Instituto Nacional de Colonización, la si- 
guiente exposición: 


He recibido el planteamiento de los Sres. ediles de la 
Junta Departamental de Río Negro, quienes inquietos 
ante la situación que se vive en muchos lugares de la 
Colonia Tomás Berreta y en la zona de Farrapos, luego 
de las inclemencias del tiempo vividas en los últimos 
días del mes de agosto, solicitan algunas aspiraciones, 
que puedan resolver los problemas, que en estos mo- 
mentos allí se están padeciendo. 


Cabe señalar que una gran granizada provocó enor- 
mes daños sobre la producción de la Colonia Tomás 
Berreta, así como una fuerte sudestada ahogara alrede- 
dor de unos doscientos cincuenta animales vacunos, cu- 
yos propietarios son colonos de la zona de Farrapos. 


Todos sabemos que el departamento de Río Negro, 
fue uno de los más afectados a nivel edilicio, social, 
etc., recibiendo la ayuda inmediata de entidades públi- 
cas y privadas. 


Ante esta situación, la Junta Departamental en su 
unanimidad, votó elevar notas a las Entidades respecti- 
vas, solicitándoles se considere en la medida de las posi- 
bilidades el pago de las deudas y rentas, de los colonos 
y personas perjudicadas por la situación climática que 
sufriera dicho departamento, 


Por lo tanto, y haciendo eco de lo que considero un 
justo petitorio, es que sumo mi inquietud a la de ellos, 
ante lo cual es que solicito el curso de mis palabras a los 
Directorios ya mencionados. 


Wilson Elso Goñi. Senador”. 
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5) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Alvaro Alonso Tellechea solicita 
licencia por el término de treinta y un días”. 


-L£ase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 27 de setiembre de 1993, 
Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr, Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Con motivo de participar en la 48a. Asamblea Gcne- 
ral de las Naciones Unidas, a llevarse a cabo en la ciu- 
dad de Nueva York, solicito al señor presidente, licencia 
por el término de 31 días a partir del 4 de octubre del 


año en curso. 


Sin otro particular, saludo a Ud. con mi más alta 
estima. 


Alvaro Alonso Tellechea. Senador”. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud de li- 
cencia por treinta y un días presentada por el señor senador 
Alvaro Alonso Tellechea. 
(Se vota:) 


-21 en 22. Afirmativa. 


Se convocará oportunamente a su suplente, el contador Da- 
niel Azzini. 


6) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto de 
ley presentado, 


(Se da del siguiente:) 

“El señor senador Blanco presenta un proyecto de 
ley constitucional por el que se introducen modificacio- 
nes a la Constitución de la República”. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


(Texto del proyecto de ley presentado: ) 


“EXPOSICION DE MOTIVOS 
Il ANTECEDENTES 


1. Existen numerosos planteos de reforma constitu- 
cional. La proximidad del acto electoral limita, en tér- 
minos políticos, el tiempo disponible para la considera- 
ción del tema en toda su profundidad. 


2. Las propuestas reformistas, aunque presentan ele- 
mentos comunes, también exhiben importantes diferen- 
cias. 


3. Algunos aspectos de las iniciativas en la materia, 
tienen, o podrían tener, incidencia política en el planteo 
y desarrollo de las elecciones de 1994, 


4. Las diversas propuestas se han formulado fucra 
del ámbito parlamentario. 


5. Existe el riesgo de que, en virtud de los factores 
anotados, se frustre la posibilidad de un perfecciona- 
miento del sistema institucional y político. 


Il OBJETO 


1, El propósito del proyecto adjunto (en adelante, el 
Proyecto) es dar estado parlamentario a la reforma cons- 
titucional. 


2. Aspira a servir de base para un entendimiento 
amplio. Está abierto, por tanto, a los aportes y a las 
críticas. 


3. Se encuadra en las bases elaboradas por una comi- 
sión partidaria, integrada por los representantes naciona- 
les Dr. Mario Cantón y Prof. Oscar Amorín Supparo y 
por el suscrito, publicitadas por la Unión Colorada y 
Batllista el 14 de julio del corriente. 


4, En ese contexto, se reafirma la voluntad de contri- 
buir a perfeccionar las instituciones. 


IN ANALISIS DEL PROYECTO 
A. PROCEDIMIENTO 


1. Se elige el procedimiento de la ley constitucional 
por considerarlo el más adecuado a las presentes cir- 
cunstancias políticas. La mayoría requerida asegura que, 
de ser aprobado -con ésta u otra formulación- el proyec- 
to cuente con un amplio consenso, lo cual es convenien- 
te y deseable. 


2. Las enmiendas propuestas son de dos clases: aqué- 
llas que ya constituyen de por sí una modificación del 
actual texto y aquéllas que habilitan la modificación o 
derogación por ley ordinaria de otras disposiciones hoy 
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vigentes. Esta modalidad se conjuga con los elementos 
referidos en el capítulo de Antecedentes, los que acotan 
las posibilidades de realizar, ahora, todas las modifica- 
ciones necesarias. De esta manera, se trata de avanzar en 
algunos puntos sustantivos en los que podría haber acuer- 
do y se flexibiliza el procedimiento de reforma para 
otros aspectos que se presume ofrecerían mayores difi- 
cultades de concretar en el momento. 


3. En suma, se opta por una vía gradual de reforma. 
B. CONTENIDO 


Artículo 77, numeral 9. La modificación al texto 
actual consiste en suprimir, en el segundo párrafo de ese 
numeral las palabras “individualizada con el mismo 
lema”. De esta manera se habilita el voto por lemas 
diferentes en lo nacional y en lo departamental. Esta 
modificación, junto con lo relativo a lemas accidentales 
en el texto proyectado del artículo 79, apunta a dar ma- 
yor libertad al elector y, a la vez, a reconocer la especi- 
ficidad de las cuestiones departamentales y locales. La 
posibilidad de “cruzar” el voto nacional y el departa- 
menta! fortalece políticamente la autonomía de los de- 
partamentos y permite construir soluciones de gobierno 
según la conveniencia de cada uno de ellos y no necesa- 
riamente encadenadas a las fórmulas nacionales. Este es, 
por lo demás, el sistema más seguido en cl derccho 
comparado. 


Artículo 79, El párrafo segundo vigente se mantiene 
sin modificaciones como párrafo cuarto. El actual párra- 
fo primero también se mantiene, en la misma ubicación, 
pero el agregado de la palabra “nacional” como califi- 
cativo de “cargo electivo”, elimina la diferencia entre 
lemas permanentes y accidentales para los cargos depar- 
tamentales. La justificación de este punto se hizo al co- 
mentar la modificación anterior: fortalece la autonomía 
departamental y da más libertad al elector. 


Los párrafos segundo y tercero son nuevos, Este últi- 
mo condiciona la acumulación bajo un lema a que éste 
registre ante la Corte Electoral diversos documentos ten- 
dientes a asegurar que tal acumulación responde a una 
realidad política: unidad de programa de gobierno -con 
suficiente grado de detalle- compromiso de los candida- 
tos del lema a apoyar al triunfador, mecanismos de dis- 
ciplina y una carta orgánica expresión de una vida parti- 
daria genuina. 


La Corte Electoral recibe la facultad de observar los 
documentos que se registren, a fin de lograr que se ajus- 
ten a las condiciones constitucionales, 


Es claro que las normas propuestas no garantizan de 
por sí la coherencia partidaria pero contribuyen a ella, 
así como a modificar ciertos hábitos políticos que desna- 
turalizan el voto y engañan al elector. La acumulación 
de votos en un lema como simple expediente para sumar 
votos no merece existir. Sirve, sin duda, para lograr la 
elección, pero es destructiva a la hora de gobernar. 
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El párrafo segundo admite la acumulación bajo un 
lema nuevo siempre que haya dado cumplimiento debi- 
damente a las condiciones mencionadas como garantía 
de coherencia y de seriedad y que, además, cuente con 
el patrocinio y participación de un número sustancial de 
legisladores, un 30%. Se flexibiliza así la diferencia en- 
tre lemas permanentes y accidentales, pero se ponen a 
ambos condiciones severas para justificar su identidad. 
Más que al número de elecciones a las que hayan com- 
parecido -se sabe que ello no garantiza la unidad- se 
insiste en las condiciones internas de estructura orgáni- 
ca, identidad de propuestas políticas, disciplina política 
y un compromiso explícito y escrito de respetar lo pre- 
sentado a la ciudadanía. 


Artículos 147, 148, 148 A y 174. Estos artículos 
abordan las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Po- 
der Legislativo. Aunque la Sección VIII es reestructura- 
da y en el artículo 174 se introduce un procedimiento 
nuevo en la materia, el equilibrio entre los Poderes no se 
ve afectado y el sistema continúa siendo de carácter 
presidencialista con clementos de parlamentarismo. 


Las reformas en esta materia consisten básicamente 
en lo siguiente: 


a. Se facilitan tanto la censura con caída de los mi- 
nistros como la facultad correlativa de disolución del 
Parlamento (artículo 147). 


b. Se incorpora la cuestión de confianza que puede 
plantear el gobierno. Representa la contracara de la cen- 
sura: ésta la inicia el Parlamento, aquélla la promueve el 
Poder Ejecutivo (artículo 148). 


c. Se introduce la presentación del gabinete y del 
programa de gobierno al comienzo del período, con la 
posibilidad para el Parlamento de expresar su desapro- 
bación por la vía de la Sección VHI (artículo 174). 


El sentido de las normas propuestas es el de facilitar 
la consulta al pueblo cn el caso de graves diferencias 
entre los poderes o de bloqueo político del funciona- 
miento institucional. 


A la vez, esa mayor facilidad puede contribuir a un 
mejor entendimiento, operando como un disuasivo de 
conductas proclives al enfrentamiento o a la desconside- 
ración. Si, pese a ello, la desinteligencia persiste y es 
seria, no sobreviene la parálisis institucional: el pueblo 
arbitra. 


La permanencia del presidente en todo caso, asegura 
la estabilidad. 


En un aspecto diferente, referido sólo al Poder Eje- 
cutivo, el artículo 174 habilita al presidente a atribuir a 
un Ministerio funciones de coordinación, así como a 
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designar ministros sin Cartera. Ambas facultades tienen 
un carácter funcional y su utilización o no dependerá, ad 
libitum, de la forma como el presidente quiera organizar 
su gobierno. 


Artículo 185. El dominio industrial y comercial del 
Estado, como tal, permanece. Se cambia su administra- 
ción. En lugar del sistema actual, prácticamente unifor- 
me para todas las empresas, y regido por el derecho 
público, se hace posible -sin imponer- la adopción de 
cualquier forma jurídica y la aplicación del derecho pri- 
vado. La autonomía se delimita en sus caracteres gene- 
rales y se la refiere no a los directorios sino a las perso- 
nas jurídicas. Los directores deberán reunir condiciones 
de idoneidad para el cargo y no podrán ser candidatos a 
ningún cargo electivo antes de los cinco años de su cese. 
La administración del patrimonio estatal no puede ser 
escala o etapa de una carrera política. 


La reestructuración del dominio se completa por la 
ley que, según se verá, queda habilitada para modificar 
las demás normas de la Sección XI, salvo las relativas a 
la enseñanza. 


Artículo 218, - Se establecen cn este artículo las 
características principales del Tribunal de Cuentas. Una 
disposición de esta naturaleza se hace necesaria en tanto 
que las demás de la Sección XIII se podrán modificar 
por ley (9%, letra c). La autonomía funcional del Tribu- 
nal, su condición de auditor dei Estado y su vínculo 
directo con la Asamblea General para transmitirle obser- 
vaciones, se mantienen, mientras que se incluyen crite- 
rios de razonabilidad y practicidad para guiar sus activi- 
dades. 


Artículo 262. - La reforma del gobierno y la admi- 
nistración de los departamentos será tarea que la ley 
deberá y podrá desarrollar (9%, letra 1). En cl artículo 262 
se fijan los elementos centrales, de carácter permanente, 
Las innovaciones que se proponen desde ya: 


a. Obligación de constituir Juntas Locales, electivas, 
con un presidente ejecutivo, en todas las poblaciones. 


b. Distinción entre la materia departamental y la ma- 
teria municipal. Se procura, así, retornar al sistema de 
gobiernos locales, los municipios, seguida en práctica- 
mente todo el mundo, conjugándosela con la tradición 
nacional de las Intendencias, gobierno de todo cl depar- 
tamento, que tiene similitudes con las regiones italianas 
y los departamentos franceses. 


c. Posibilidad de más de una autoridad municipal, en 
ciudades mayores. 


d. Posibilidad de establecer diferentes soluciones or- 
ganizativas e institucionales en los depariamentos, según 
las características de cada uno, dándole además inictali- 
va legislativa a los mismos en esa materia. 


e. Posibilidad de organizaciones intermunicipales y 
regionales y de acuerdos para la prestación de servicios 
nacionales. 


Artículos 324, 325, 326 y 327. La Corte Electoral, 
según el artículo 324, se integra con miembros neutrales 
exclusivamente. Se prevé la renovación de dos miem- 
bros cada dos años. Los cambios propuestos se orientan 
a fortalecer el papel de la Corte como organismo impar- 
cial a cargo de delicados asuntos electorales y políticos. 
Ello corresponde a las facultades que le asigna el nuevo 
artículo 79 y las que la ley pueda atribuirle. Los miem- 
bros no podrán ser candidatos a cargos electivos hasta 
transcurridos cinco años del cese (artículo 325). 


Los artículos 326 y 327 son enmendados para adap- 
tarlos a la integración que se propone con miembros 
neutrales solamente. 


Modificaciones o derogaciones por ley (numeral 
9%). El numeral 9* del artículo 1* del proyecto permite la 
modificación o derogación de determinadas disposicio- 
nes mediante leyes que cuenten con el voto de dos ter- 
cios de los componentes de cada Cámara. 


Este procedimiento ya está recogido en la Constitu- 
ción actual para diversas disposiciones, cuyo número se 
ampliaría ahora. A los efectos de seleccionar estas dis- 
posiciones, que se añaden, se tuvieron en cuenta los 
criterios siguientes: 


a. No flexibilizar aspectos esenciales en la Constitu- 
ción -como derechos y garantías, forma de gobierno, 
separación de poderes, competencias de los poderes, fa- 
cultades de los poderes políticos con respecto a las per- 
sonas, sus bienes y la sociedad, relaciones entre los po- 
deres y disposiciones básicas sobre la administración- y 
tampoco flexibilizar otros que, sin tener esa jerarquía, 
podrían ser especialmente polémicos (Entes de enseñan- 
7a, recursos departamentales). 


b. Abarcar el mayor número posible de disposiciones 
reglamentarias o de detalle, cuya vigencia ha demostra- 
do ser, actual o potencialmente, un obstáculo para la 
modernización del Estado, y que, habitualmente el dere- 
cho comparado confía a la ley ordinaria. 


c. Flexibilizar normas cuya adecuación por ley pue- 
de tener el mayor impacto en la transformación del Es- 
tado: Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
gobiernos departamentales, Hacienda Pública, Tribunal 
de Cuentas (numeral 9%, literales c, d, f). 


d, Permitir una completa renovación de la organiza- 
ción de la función jurisdiccional, en el Poder Judicial y 
en cl Tribunal de lo Contencioso Administrativo. No se 
habilita ta reforma por ley ordinaria de la acción de 
inconstitucionalidad ni de la acción de nulidad. Estos 
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importantes y prestigiosos institutos han funcionado efi- 
cazmente, configurando una valiosa jurisprudencia en 
torno a los mecanismos existentes (numeral 9%, literales 


e y 8). 


e. Habilitar la reforma del régimen electoral de todos 
los cargos públicos. Este es el cambio que con mayor 
urgencia y profundidad requiere el sistema político-insti- 
tucional. Es el corazón de cualquier reforma verdadera- 
mente profunda. 


Las limitaciones temporales no permiten, lamenta- 
blemente, abordarla ahora. Pero es preciso permitir que 
ello ocurra pronto, por la vía legal. Esta es la solución 
aplicada en la mayor parte de los países (numeral 9, 
literal h). 


IV EVALUACION POLITICA 


1. La reforma del sistema político es necesaria. La 
insatisfacción que se percibe así lo muestra -aunque no 
se concentre en un reclamo específico- y parece dirigida 
a la vida política en general. 


2. La reforma, sin embargo, no puede suplir la con- 
ducta de los agentes políticos. Una “ortopedia institucio- 
nal”, en la expresión del Sr. Pacheco Areco, no es suli- 
ciente. Se necesita que los cambios constitucionales va- 
yan acompañados de una renovación en los hábitos de 
acción política. Sin ésta, aquéllos no darán frutos. 


3. El Proyecto reconoce este hecho y tiende en su 
conjunto a incentivar las conductas positivas y a fortalc- 
cer los medios y oportunidades para que el pueblo diri- 
ma los conflictos de poderes y las situaciones de blo- 
queo político. El gobierno tiene que funcionar. 


4. Las consideraciones mencionadas bajo el título de 
Antecedentes (supra I) aconsejan avanzar por Ja vía gra- 
dual para la reforma. No es posible hacer hoy todo lo 
que es necesario. El régimen electoral, por ejemplo, es 
el elemento central de la reforma que el Uruguay necesi- 
ta. Pero su tratamiento en las presentes circunstancias es 
imposible. Por eso, en ese aspecto y en otros, el Proyec- 
to se limita a permitir que la ley ordinaria, en una próxt- 
ma legislatura, pueda hacer los cambios apropiados. 


En otras circunstancias, se hubiera propuesto mucho 
más, y más profundamente. 


5. La restricción dada por el tiempo político no impi- 
de que el Proyecto incluya ya reformas significativas 
dirigidas a la gobernabilidad y a la transparencia: 


a. La relación entre el Poder Ejecutivo y el Poder 
Legislativo se hace más nítida, con ur arbitraje popular 
siempre factible. La presentación explícita y detalladi 
del gabinete y del plan de gobierno es un elemento de 
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certidumbre al comienzo del período y la posibilidad de 
-si es necesario- hacer en ese momento inicial los cam- 
bios políticos requeridos. 


b. Las normas que se incorporen como eje tanto del 
dominio industrial y comercial como de los gobiernos 
departamentales importan una revolucionaria transfor- 
mación de la administración descentralizada. La vida 
local adquiere una nueva perspectiva y los ciudadanos 
en sus departamentos tienen un rol renovado. 


c. Se flexibiliza la distinción entre lemas permanen- 
tes y accidentales en lo nacional y se la elimina en lo 
departamental y locat. También se hace posible sufragar 
por un lema en lo nacional y por otro en lo departamen- 
tal. Se inicia, así, con fuerza, un proceso hacia la mayor 
tansparencia, libertad y claridad en el ejercicio del su- 
[ragio y en la relación entre clectores y elegidos. 


d. Se reorganiza la Corte Electoral como un cuerpo 
integrado sólo por neutrales y se fortalece su papel. 


e. Se abre el camino para una reforma independiente 
del Poder Judicial, postergada a menudo por aspectos 
políticos más inmediatos relativos a los otros Poderes 
del gobierno. 


f. El Tribunal de Cuentas adquiere la posibilidad de 
desarrollar su trascendente labor con mayor flexibilidad 
y adecuación a las circunstancias. 


6. El Proyecto no está ligado a ningún interés político 
circunstancial o sectorial. Por tanto, está abierto -como 
se dijo- a todas las opiniones y aportes. Aspira a contri- 
buir a la concordia y al progreso de las instituciones 
políticas. 


Juan Carlos Blanco. Senador. 


PROYECTO DE LEY CONSTITUCIONAL 


Artículo 1%, - Apruébanse las siguientes enmiendas 
a la Constitución de la República: 


12, Sustitúyese el numeral 9 del artículo 77 por el 
siguiente: 


92, La elección de los miembros de ambas Cámaras 
del Poder Legislativo, de presidente y vicepresidente de 
la República, de los miembros de las Juntas Departa- 
mentales, de los Intendentes y de las Juntas Locales, así 
como la de cualquier Órgano para cuya constitución O 
integración las leyes establezcan el procedimiento de la 
elección por el cuerpo electoral, se realizarán el último 
domingo del mes de noviembre de cada cinco años, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 148. 
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Las listas de candidatos para ambas Cámaras y para 
presidente y vicepresidente de la República, deberán fi- 
gurar en una hoja de votación. En hoja aparte, figurarán 
conjuntamente las listas de candidatos a Juntas Departa- 
mentales, intendentes y Juntas Locales, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 79; 


2*. Sustitúyese el artículo 79 por el siguiente: 


Artículo 79, La acumulación de votos por lema para 
cualquier cargo electivo nacional, sólo puede hacerse en 
función de lemas permanentes, sín perjuicio de cumplir- 
se en todo caso, para la elección de representantes, con 
lo dispuesto en la primera parte del artículo 88. Un lema 
para ser considerado permanente, debe haber participa- 
do en el comicio nacional anterior obteniendo represen- 
tación parlamentaria. La ley, por dos tercios de votos 
del total de componentes de cada Cámara, podrá modili- 
car dicho requisito, 


Se considerará permanente, asimismo, el lema que, 
dando cumplimiento a lo dispuesto cn el inciso siguiente 
de este artículo, cuente, además, con cl apoyo y la parti- 
cipación de al menos el 30% de los legisladores. 


La acumulación de votos por lema sólo puede hacer- 
se en función de lemas que registren en ta Corte Electoral: 


a. Un programa de gobierno común suficientemente 
detallado. 


b. Un compromiso escrito de los candidatos de apo- 
yar dicho programa y de respaldar a los electos bajo el 
mismo lema. 


c. Un procedimiento de disciplina política interna 
para los casos de incumplimiento del programa o del 
compromiso. , 


d. Una carta orgánica común, de conformidad con el 
artículo 77 numeral 11. 


La Corte Electoral podrá observar los documentos 
mencionados. 


La ley podrá modificar los requisitos para la acumu- 
lación. 


El veinticinco por ciento del total de inscriptos habi- 
litados para votar, podrá interponer, dentro del año de su 
promulgación, el recurso de referéndum contra las leyes 
y ejercer el derecho de iniciativa ante cl Poder Legislati- 
vo. Estos institutos no son aplicables con respecto a las 
leyes que establezcan tributos. Tampoco caben en los 
casos en que la iniciativa sea privativa del Poder Ejecu- 
tivo. Ambos institutos serán reglamentados por ley, dic- 
tada por mayoría absoluta del total de componentes de 
cada Cámara. 
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3". Sustitúyose la Sección VIII por la siguiente: 
SECCION VIII 


De las relaciones entre el Poder Legislativo y el 
Poder Ejecutivo 


CAPITULO UNICO 


Artículo 147. Cualquiera de las Cámaras por mayo- 
ría absoluta de componentes podrá promover ante la 
Asamblea General la censura de uno o de varios minis- 
tros o del Consejo de Ministros, en razón de sus actos 
de gobierno o de administración. La Cámara donde se 
plantcare la censura deberá reunirse al efecto dentro de 
las cuarenta y ocho horas y pronunciarse al respecto en 
las veinticuatro horas siguientes. Si no lo hiciere, se 
tendrá por desechada la moción, la que no se podrá 
replantear, 


La Asamblea General decidirá la censura por la ma- 
yoría absoluta de sus componentes. El ministro o minis- 
tros o el Consejo de Ministros cuyos actos fueran censu- 
rados deberán renunciar. Sin embargo, el presidente de 
la República podrá mantener el o los ministros o el 
Consejo de Ministros censurados, disolver las Cámaras 
y convocar a clecciones de senadores y de representan- 
Les para el octavo domingo siguiente. El mantenimiento 
de los ministros, la disolución de las Cámaras y la con- 
vocación a elecciones estarán contenidos en un mismo 
decreto. 


Artículo 148. Los ministros podrán plantear colecti- 
vamente ante la Asamblea General una cuestión de con- 
fianza con motivo de una cuestión particular o específ1- 
ca, de una cuestión política general o a propósito de un 
proyecto de ley. El voto de confianza se otorgará o se 
negará por la mayoría absoluta de componentes de la 
Asamblea General. Si se negare, el presidente de la 
República podrá disolver las Cámaras y convocar a elec- 
ciones de senadores y de representantes para el octavo 
domingo siguiente. La disolución de las Cámaras y la 
convocación a elecciones estarán contenidas en un mis- 
mo decreto. 


El otorgamiento de la confianza con respecto a un 
proyecto de ley equivale a su sanción legislativa. 


Artículo 148 A, La censura y la cuestión de con- 
fianza sólo se podrán plantear, cada una de ellas, una 
vez en cada período de la legislatura, excepto el último 
cuando no se admitirán, 


La Asamblea General deberá pronunciarse sobre la 
censura y sobre la cuestión de confianza dentro de los 
diez días corridos desde que una u otra fueron plantea- 
das. Si no lo hiciere, la censura se tendrá por desechada 
y la confianza por otorgada. 
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Disueltas las Cámaras, éstas quedarán suspendidas 
en sus funciones pero subsistirá el estatuto y fueros de 
los legisladores. 


Desde el momento en que el Poder Ejecutivo no dé 
cumplimiento al decreto de convocatoria a las nuevas 
elecciones, las Cámaras volverán a reunirse de pleno 
derecho y recobrarán sus facultades constitucionales como 
Poder legítimo del Estado y caerá el Consejo de Minis- 
tros, 


Si a los noventa días de realizada la elección, la 
Corte Electoral no hubiese proclamado la mayoría de 
los miembros de cada una de las Cámaras, las Cámaras 
disueltas también recobrarán sus derechos. 


Proclamada la mayoría de los miembros de cada una 
de las nuevas Cámaras por la Corte Electoral, la Asam- 
blea General se reunirá de pleno derecho dentro de! 
tercer día de efectuada la comunicación respectiva. 


La nueva Asamblea General se reunirá sin previa 
convocatoria del Poder Ejecutivo y simultáneamente co- 
sará la anterior. 


Dentro de los quince días de su constitución, la nue- 
va Asamblea General, por mayoría absoluta del total de 
sus componentes, mantendrá o revocará el voto de des- 
aprobación. Si lo mantuviera caerá el Consejo de Minis- 
tros, 


Las Cámaras elegidas extraordinariamente, comple- 
tarán el término de duración normal de las cesantes. 


42, Sustitúyese el artículo 174 por el siguiente: 


Artículo 174, Habrá once Ministerios que tendrán 
cada uno su denominación propia, y las atribuciones y 
competencias, en razón de materia que les señalare la 
ley dictada por mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de cada una de las Cámaras. 


El presidente de la República actuando en Consejo 
de Ministros, podrá redistribuir dichas atribuciones y 
competencias. Podrá, asimismo, atribuir a uno de cllos 
funciones de coordinación y designar ministros sin car- 
tera. 


La ley también podrá modificar su número a iniciati- 
va del Poder Ejecutivo, requiriéndose en cada caso el 
voto conforme de la mayoría absoluta del total de mien:- 
bros de cada una de las Cámaras. 


El presidente de la República adjudicará los Ministe- 
rios entre ciudadanos que, por contar con apoyo parla- 
mentario, aseguren su permanencia en el cargo. Los mi- 
nistros, dentro de los diez días de la toma de posesión, 
comparecerán colectivamente ante la Asamblea General 
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donde expondrán el programa de gobierno y los linea- 
mientos de las leyes principales que le propondrán. 


La Asamblea General, dentro de los diez días si- 
guientes a esa presentación, podrá desaprobar a los mi- 
nistros individual o colectivamente o rechazar el progra- 
ma de gobiemo. La desaprobación estará sujeta a las 
reglas de la Sección VIH para la censura. 


En caso de renovación conjunta de la mayoría de los 
ministros, se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto pre- 
cedentemente. 


Los ministros cesarán en sus cargos por resolución 
del presidente de la República, sin perjuicio de lo esta- 
blecido en la Sección VIT. 


5%, Sustitúyese el artículo 185 por el siguiente: 


Artículo 185. El dominio industrial y comercial del 
Estado será administrado por personas jurídicas. La ley, 
en cada caso, dispondrá su creación y determinará su 
naturaleza y régimen jurídico. Este podrá ser de derecho 
público o privado. 


Los actos de esas personas no podrán ser impuestos 
ni modificados por otras personas, públicas o privadas. 
Esta regla no obsta a: 


a. La tutela administrativa. 


b. Los controles sobre la gestión de sus directores 
por razones de mérito o de legalidad. 


c. Las acciones ante cl Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo o el Poder Judicial, ni a las sentencias 
que resultaren de ellos, según prevea la ley. 

La ampliación del dominio industrial y comercial 
del Estado requerirá una ley sancionada por los dos ter- 
cios de componentes de cada Cámara. 


La ley determinará las condiciones de idoneidad que 
deberán reunir los directores de personas jurídicas del 
dominio industrial y comercial del Estado y determinará 
el régimen de prohibiciones e incompatibilidades. No 
podrán ser candidatos a ningún cargo electivo hasta trans- 
currido un período de cinco años desde su cese. 


6”. Sustitúyese el artículo 210 por el siguiente: 


Artículo 210, El Tribunal de Cuentas actuará con 
autonomía funcional. Ejercerá la auditoría de todos los 
órganos del Estado, inclusive gobiernos departamenta- 
les, Municipios, Entes Autónomos y Servicios Descen- 
tralizados. Aplicará al respecto las prácticas contables 
generalmente admitidas, teniendo en cuenta la naturale- 
za y características de los órganos y organismos sujetos 
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a la auditoría, Tendrá los poderes jurídicos necesarios 
para cumplir sus cometidos. El Tribunal informará a la 
Asamblea General. La ley reglameniará las funciones 
del Tribunal de Cuentas y podrá atribuirle otras no espe- 
Cificadas en la Constitución, 


72. Sustitúyese el artículo 262 por el siguiente: 


Artículo 262, El gobierno y la administración de los 
departamentos, con excepción de los servicios de segu- 
tidad pública, serán ejercidos por una Junta Departa- 
mental y un intendente. Tendrán sus sedes en la capital 
de cada departamento e iniciarán sus funciones el 15 de 
febrero siguiente a la elección. 


En toda población fuera de la planta urbana de la 
capital del departamento, habrá una Junta Local, electi- 
va, la que será competente en materia municipal. Su 
presidente ejercerá las funciones ejecutivas. 


La Junta Departamental y el intendente, en la capital 
del departamento, serán también competentes cn mate- 
ria municipal, además de la departamental. 


La ley podrá autorizar la existencia de más de una 
autoridad municipal en ciudades cuyas características lo 
justifiquen, asegurando la debida coordinación entre ellas. 


La ley, asimismo, establecerá la materia departamen- 
tal y la municipal, los cometidos y los poderes jurídicos 
de los órganos departamentales y municipales y la es- 
tructura e integración de los mismos. Cada intendente, 
con el acuerdo de la respectiva Junta Departamental, 
tiene iniciativa legislativa en estos asuntos. El Poder 
Ejecutivo podrá presentar proyectos alternativos. 


Los departamentos podrán acordar con las autorida- 
des nacionales la organización y la prestación de servi- 
cios de ese carácter y de carácter regional O interdepar- 
tamental. 


8”. Sustitúyense los artículos 324, 325, 326 y 327 por 
los siguientes: 


Artículo 324. La Corte Electoral se compondrá de 
nueve titulares que tendrán doble número de suplentes. 
Serán designados por la Asamblea General en reunión 
de ambas Cámaras por dos tercios de votos del total de 
sus componentes y deberán ser ciudadanos que, por su 
posición en la escena política, constituyan garantía de 
imparcialidad. Durarán diez años en sus funciones, a 
contar de la designación y se renovarán a razón de dos 
miembros cada dos años. No podrán ser candidatos a 
ningún cargo que requiera la elección por cl Cuerpo 
Electoral sin que medien cinco años desde su cose. 


Artículo 325. Los miembros de l1 Corte Electoral 
no podrán ser candidatos a ningún cargo clectivo hasta 
transcurrido un período de cinco años desde su cese. 
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Artículo 326. Las resoluciones de la Corte Electoral 
se adoptarán por mayoría de votos. 


Artículo 327. La Corte Electoral podrá anular total 
o parcialmente las elecciones, requiriéndose para ello el 
voto conforme de seis de sus miembros. 


En tal caso, deberá convocar a una nueva elección 
-total o parcial- la que se efectuará el segundo domingo 
siguiente a la fecha del pronunciamiento de nulidad. 


9%, La ley sancionada con el voto de los dos tercios 
de los componentes de cada Cámara podrá derogar o 
modificar: 


a. En la Sección Y, los artículos 91, 92, 100 y 105 a 
111 inclusive. 


b. La Sección XI, salvo el artículo 185 en la redac- 
ción dada por el numeral 5? precedente y los artículos 
202 a 205 inclusive, 


c. La Sección X1ll excepto el artículo 210 en la 
redacción dada por el numeral 6* precedente. 


d. En la Sección X1V, los artículos 221 a 227 inclu- 
sive y la estructura del Presupuesto Nacional prevista en 
el artículo 214. 


e. La Sección XV, excepto los artículos 233, 236, 
237, 250, 253 y 256 a 261 inclusive. 


f. La Sección XVI, excepto los artículos 262 en la 
redacción dada por el numeral 7* precedente y 297 a 
306 inclusive, 


g. En la Sección XVII, los artículos 307, 308 y 314 a 
318 inclusive. 


h. Las normas relativas al régimen de elección de 
todos los cargos públicos, y su reelección, en particular, 
las contenidas en los artículos 77, 79, 88, 95, 96, 151, 
152, 266, 270, 271 y 272. 


Art. 2*, - El Poder Ejecutivo ajustará la numeración 
de los artículos de la Constitución, según resultare nece- 
sario por aplicación de esta ley constitucional o de las 
leyes que se dictaren conforme a las facultades que la 
misma otorga. 


Art. 3%, - La presente ley constitucional será someti- 
da a plebiscito de ratificación conjuntamente con las 
elecciones nacionales del día 27 de noviembre de 1994, 
Entrará en vigencia el 1 de marzo de 1995, 


Juan Carlos Blanco. Senador”. 
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7) RENDICION DE CUENTAS Y BALANCE DE EJE- 
CUCION PRESUPUESTAL, EJERCICIO 1992. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado ingresa a la considera- 
ción del único punto del orden del día: “Proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, 
ejercicio 1992, (Carp. N* 1225/93 - Rep. N* 677/93, Anexos l, 
II y ID”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1225/93 
Rep. N* 677/93 
Anexo Il 


Montevideo, 22 de junio de 1993. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir al Poder 
Legislativo, la Rendición de Cuentas y Balance de Eje- 
cución Presupuestal correspondiente al Ejercicio 1992. 


El estado de resultados arroja un superávit de 
$ 38.351.995 (pesos uruguayos treinta y ocho millones 
trescientos cincuenta y un mil novecientos noventa y 
cinco). 


Comparando los resultados del Ejercicio 1992 con 
los de 1991 a valores constantes, resulta que los recursos 
se incrementaron en un 8.18% y los gastos de funciona- 
miento e inversiones aumentaron un 6.91%. Correspon- 
de destacar que en materia de inversiones, se revirtió la 
tendencia decreciente de los últimos ejercicios, pues en 
la ejecución del año 1992, aumentó en un 4,67%, 


Respecto al gasto, cabe señalar que el concepto asis- 
tencia financiera a la seguridad social tuvo un incremen- 
to relevante del 92,67%. 


Realizando un análisis objetivo de las finanzas pú- 
blicas en el último trienio, se deduce claramente que el 
esfuerzo realizado para sanear las cuentas del Estado ha 
dado su resultado, 


En ese aspecto cabe puntualizar que a valores 
constantes de 1992, el déficit en el Ejercicio 1990 
fue de $ 529.224.038 (pesos uruguayos quinientos 
veintinueve millones doscientos veinticuatro mil treinta 
y ocho); en 1991 arrojó un déficit de $ 92.665.643 


(pesos uruguayos noventa y dos millones seiscientos se- 
senta y cinco mil seiscientos cuarenta y tres) y en 1992 
se constata un superávit de $ 38.352.001 (pesos urugua- 
yos treinta y ocho millones trescientos cincuenta y dos 
mil uno). 


En definitiva la continuidad en la evolución positiva 
de las cuentas del Estado, permite consolidar las expec- 
tativas favorables de los agentes económicos y la credi- 
bilidad en el mantenimiento de la actual política, 


Saludan al señor Presidente de la Asamblea General 
muy atentamente, 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Manuel A. Romay, José 
Villar, Guillermo García Costa, Alvaro Car- 
bone, Eduardo Ache, Juan Carlos Raffo, An- 
tonio Mercader, Mariano Brito, Ignacio de 
Posadas Montero, Sergio Abreu, Pedro Sara- 
via, Juan Andrés Ramírez. 


PROYECTO DE LEY 


RENDICION DE CUENTAS Y BALANCE DE 
EJECUCION PRESUPUESTAL 1992 


SECCION 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 12, - Apruébase la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al 
Ejercicio 1992, con un superávit de $ 38.351.995 (pesos 
uruguayos treinta y ocho millones trescientos cincuenta 
y un mil novecientos noventa y cinco), según los anexos 
que “acompañan a la presente ley y que forman parte 
integrante de la misma. 


Art, 22, - La presente ley regirá a partir del 1* de 
enero de 1994, excepto en aquellas disposiciones en que, 
en forma expresa, se establezca otra fecha de vigencia. 


Los créditos establecidos para sueldos, gastos e in- 
versiones, corresponden a valores de 1* de enero de 
1993. Dichos créditos se ajustarán en la forma dispuesta 
por los artículos 6%, 68, 69, 70 y 82 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986, 


El Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de la Contaduría General 
de la Nación, podrá efectuar las correcciones de los 
errores u omisiones numéricos o formales que se com- 
prueben en la presente ley, dando cuenta a la Asamblea 
General. 


E.S.- 13 


114 -C.S, 


Según lo establecido en el artículo 214 de la Constitución, 
la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
puede ser mirada desde dos puntos de vista: uno de carácter 
jurídico<contable y otro de carácter político. 


Cuando digo que daremos nuestro voto afirmativo a la Ren- 
dición de Cuentas y, en particular, al artículo 1”, hago mención 
especificamente a que encontramos que las cuentas del Estado 
presentadas a nuestra consideración son correctas. En cuanto al 
punto mencionado por algunos señores senadores, relacionado 
con una abstención de opinión del Tribunal de Cuentas de la 
República, personalmente he realizado averiguaciones que me 
permiten manifestar verbalmente -no las tengo por escrito y, 
por lo tanto, no las puedo expresar de manera formal- que los 
elementos de crédito que aún no han sido contabilizados por 
falta de respaldo, se deben simplemente a una cuestión de 
carácter temporal por el momento en que debió emitirse el 
pronunciamiento del Tribunal de Cuentas. Debemos notar que 
ello no afecta a la seriedad de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal efectuado por el Poder Eje- 
cutivo y auditado por el Tribunal de Cuentas. Una vez hechas 
las cuentas, con los ajustes correspondientes y las compulsas 
del caso, los resultados no arrojarán una diferencia sustancial 
en cuanto a un superávit; por el contrario, se me ha dicho que 
esos resultados pueden ser aún menores en términos de superávit. 


He tenido la inquietud de buscar información a los efectos 
de analizar este punto del dictamen del Tribunal de Cuentas. Se 
me ha dado la respuesta que señalé y confío que en el tiempo 
que nos resta para terminar la discusión del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
tengamos la oportunidad de recibir un informe completo sobre 
ese aspecto. En los grandes números, el documento que consi- 
deramos no implica una cuantía que lleve a pensar en una 
diferencia sustancial en los resultados. 


El artículo 214 de la Constitución establece que en oportu- 
nidad de presentarse este instrumento de carácter jurídico-con- 
table, se podrán presentar las modificaciones que se estimen 
indispensables al monto global del Presupuesto. En el día de 
hoy se comentaba -y en cierto modo es exacto- que tenemos un 
régimen de Presupuesto quinquenal establecido en. la Constitu- 
ción, pero, en los hechos, es anual, ya que en esta instancia se 
produce una especie de revisión del Presupuesto, es decir, un 
mini Presupuesto que consiste en una nueva etapa de ajuste y 
aproximación. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Por ello, quiero reivindicar la validez del presupuesto quin- 
quenal como instrumento que, al comienzo de cada legislatura, 
señala las grandes pautas y principios que en esta trascendente 
materia seguirá el gobierno que comience su gestión en ese 
momento, dando los ajustes indispensables para la instancia en 
que se traten los distintos proyectos de ley de Rendición de 
Cuentas. 


Hoy en día se hacen muchas referencias sobre la reforma 
constitucional; quien habla es también responsable de mencio- 
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nar esa materia y de proyectar sobre ella. Creo que a la vez 
debería insistirse también en cumplir estrictamente con las nor- 
mas que integran la Constitución vigente, muchas de las cuales 
son sabias y algunas de ellas están inscriptas precisamente en 
la Sección de la Hacienda Pública, donde está encuadrada la 
Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presu- 
puestal, 


Así, junto con la Ley de Rendición de Cuentas sólo se 
deberían abordar modificaciones presupuestales indispensables 
y por montos globales. Quienes hemos trabajado en la Comi- 
sión de Presupuesto integrada con Hacienda sabemos muy bien 
que hemos hecho lo contrario, porque realizamos modificacio- 
nes que, aunque necesarias y tal vez urgentes, no estaban en 
realidad incluidas en el concepto constitucional de indispensa- 
bles y por un monto global, 


Por otra parte, el artículo 215 de la Constitución establece 
que el Poder Legislativo no puede efectuar modificaciones 
que aumenten los gastos propuestos por el Poder Ejecutivo. 
El artículo 216, en su segundo inciso expresa: “No se incluirá 
ní en los presupuestos ni en las leyes de Rendición de Cuentas, 
disposiciones cuya vigencia exceda la del mandato de gobierno 
ni aquéllas que no se refieran exclusivamente a su interpreta- 
ción o ejecución”. Sé muy bien -dado esta experiencia parla- 
mentaria en la que tengo la oportunidad de compartir esta 
noble tarea- que esta no es la práctica seguida, no ya por esta 
legislatura, sino por las anteriores. Entonces, en este momento, 
no quiero efectuar un gesto inútil de protesta frente a una 
práctica que parece, por lo inveterada, imposible de cambiar, 
sino señalar que nuestro régimen constitucional tiene disposi- 
ciones sabias. 


Como integrante de un partido con vocación y expectativa 
de gobierno, señalo firmemente -en este período, en que la 
ciudadanía otorgó la conducción del país a otro partido políti- 
co- estos criterios políticos que están inspirados en claras nor- 
mas constitucionales y que tienen que ver con el debido y 
adecuado relacionamiento de los Poderes, con la buena admi- 
nistración de la Hacienda Pública y con el orden del proceso de 
autorizar los gastos, autorización que, como es sabido, es com- 
petencia privativa del Parlamento desde tiempo inmemorial. 
Digo esto al tiempo que reconozco la imposibilidad práctica de 
cortar con una costumbre tan arraigada. Este propio Cuerpo 
crcó una Comisión encargada de examinar los artículos de la 
Rendición de Cuentas que no tenían que ver con la materia 
presupuestal, lo que claramente muestra que estas disposicio- 
nes están fuera de la normativa constitucional, 


Entonces, pienso que algunas de las normas que votamos -y 
aquí me incluyo- con buena fe y buena voluntad, y de las que 
afirmamos que no tienen costo en términos de dinero pero que 
pueden solucionar determinadas situaciones, podrían causar di- 
ficultades en su ejecución práctica cuando fueran contestadas o 
controvertidas en la vía jurisdiccional por ser, algunas de ellas, 
dictadas “contra legem” e ir claramente en contra de un pre- 
cepto constitucional. 
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Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Oficina Nacio- 
nal del Servicio Civil y Contaduría General de la Nación. 


Art. 8%. - Los funcionarios de los Incisos 02 y 05 al 
14, que desempeñen efectivamente funciones de mayor 
jerarquía en cada Unidad Ejecutora, que constituyan el 
primer nivel inmediato inferior a la Dirección de la mis- 
ma, y que ocupen un cargo o función contratada corres- 
pondiente a los dos grados superiores de los escalafones 
respectivos de la Unidad, percibirán una compensación 
equivalente al 20% (veinte por ciento) del total de sus 
retribuciones presupuestales permanentes, sujetas a mon- 
tepío, con exclusión de la prima por antigiledad, sin 
perjuicio de lo dispuesto por el artículo 105 del Decreto- 
Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre de 1983. 


La nómina de funcionarios que reúnan las condicio- 
nes establecidas en el inciso anterior, con los recaudos 
que fundamenten la petición, será elevada por el jerarca 
del Incisco, a propuesta de cada Unidad Ejecutora, al 
Poder Ejecutivo, que resolverá, previo informe conjunto 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Oficina 
Nacional del Servicio Civil y Contaduría General de la 
Nación. 


En los casos de fusión de unidades ejecutoras con- 
forme a lo previsto en el inciso 3* del artículo 15 de la 
Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, la compensa- 
ción establecida precedentemente se mantendrá como una 
compensación a la persona. 


CAPITULO Il 
Escalafones y racionalización administrativa 


Artículo 9%, - El 1% de enero de 1994 los cargos 
vacanies presupuestados serán suprimidos, salvo aque- 
llos que deban ser provistos por las reglas del ascenso, y 
serán asimismo suprimidas las funciones contratadas asi- 
miladas a las vacantes del último grado. 


Las unidades ejecutoras dispondrán de un plazo máxi- 


mo de un año, a partir del vencimiento de cada Ejerci- 
cio, para realizar los ascensos que correspondan o dispo- 
ner las modificaciones contractuales que se entiendan 
indispensables de acuerdo con los artículos 8* y 9* del 
Decreto-Ley N* 14,985, de 28 de diciembre de 1979. 


Vencido dicho plazo serán suprimidas las vacantes 
de cargos presupuestados y funciones contratadas, así 
como la totalidad del crédito respectivo. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el presente artículo, 
los siguientes cargos presupuestados y funciones contra- 
tadas: 


1) electivos, políticos, de particular confianza, in- 
cluidas en la nómina del artículo 7* de la Ley 
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N? 16.320, de 1* de noviembre de 1992, milita- 
res, policiales, docentes y del Servicio Exterior; 


2) aquellos cuyos titulares ejerzan la función juris- 
diccional; 


3) directores de unidades ejecutoras que no integren 
los escalafones referidos en el numeral 1). 


No se suprimirán los cargos presupuestados y fun- 
ciones contratadas en el caso que deban proveerse por 
concurso, cuando se haya determinado la persona a la 
cual le corresponda la designación por acto definitivo 
del Tribunal correspondiente. 


Derógase el artículo 12 de la Ley N* 16.320, de 1* 
de noviembre de 1992. 


CAPITULO II 
Normas sobre funcionarios 


Artículo 10, - Derógase el inciso 2* del artículo 22 
de la Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, 


Art. 11. - Sólo podrán celebrarse contratos de arren- 
damiento de obra con personas físicas cuando éstas no 
tengan la calidad de funcionarios públicos, salvo que los 
mismos sean necesarios para el cumplimiento de conve- 
nios internacionales. 


En el ámbito de la Administración Central dichos 
contratos deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo 
actuando en acuerdo con el Ministro de Economía y 
Finanzas y el Ministro respectivo, previo informe de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría 
General de la Nación. 


Los contratos de arrendamiento de obra que celebren 
los Servicios Descentralizados y los Entes Autónomos 
industriales y comerciales, deberán ser autorizados por 
el Poder Ejecutivo, debiendo contar con el informe de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


Las disposiciones de este artículo serán de aplicación 
para la renovación de los contratos de arrendamiento de 
obra vigentes. 


Art. 12, - El Poder Ejecutivo y los organismos com- 
prendidos en los artículos 220 y 221 de la Constitución 
de la República, podrán conceder a los funcionarios de 
sus dependencias, un beneficio de retiro mediante un 
subsidio mensual por el plazo de dos años equivalente al 
75% (setenta y cinco por ciento) de sus retribuciones 
permanentes sujetas a montepío, de monto fijo o varia- 
ble, excluida la prima por antigiledad, cuando se cum- 
plan las siguientes condiciones: 


C.s.- 15 


16 -C.S. 


1) que se trate de funcionarios presupuestados o con- 
tratados con un mínimo de cinco años de antt- 
giedad en la Administración Pública y con un 
máximo de SO años de edad, 


2) que presente renuncia antes del 1% de marzo de 
1994, 


Dicho subsidio no estará sujeto a montepío, y se 
actualizará en las mismas fechas y montos en que se 
reajuste la retribución del cargo o función contratada 
que ocupaba el funcionario renunciante. 


El funcionario que reingresare a la Administración 
Pública antes de los cuatro años de la fecha de acepta- 
ción de su renuncia, deberá restituir, previamente a su 
designación el importe percibido, salvo que se efectuare 
en un cargo electivo, político de particular confianza o 
docente. Dicho importe se actualizará conforme al De- 
creto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976, con más 
los intereses que la citada norma legal prevé. 


Los jerarcas que dispongan designaciones sin previo 
cumplimiento de lo establecido en cl inciso anterior, 
serán solidariamente responsables de dicha obligación. 


No tendrán derecho al beneficio de retiro creado por 
el presente artículo: 


A) los funcionarios que ocupen cargos electivos, 
políticos, de particular confianza o que cum- 
plan las funciones previstas en el artículo 7* de 
la Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, 


B) los funcionarios militares, policiales, del Servicio 
Exterior y docentes, 

C) los funcionarios que tengan pendiente sumario 
administrativo. No obstante éstos podrán acoger- 
se al beneficio de retiro si como consecuencia de 
dicho sumario, no recae destitución. 


D) los funcionarios integrantes del escalafón judi- 
cial, los Secretarios Letrados de órganos Jurisdic- 
cionales, los actuarios y alguaciles. 


El beneficio establecido en el presente artículo es 
incompatible con cualquier otro régimen especial de re- 
tiro y la asignación de éste, será financiada con cargo a 
los mismos fondos con que se abonaba el cargo o fun- 
ción contratada. A esos efectos los créditos respectivos 
se transferirán anualmente a un renglón especial en los 
montos necesarios para atender los subsidios, quedando 
suprimido el remanente correspondiente. Los cargos pre- 
supuestados y las funciones contratadas respectivas, se- 
rán eliminados. 
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SECCION lll 
INVERSIONES 


Artículo 13. - Los jerarcas de los diferentes Incisos, 
previa autorización del Poder Ejecutivo, podrán dispo- 
ner de los fondos establecidos en los artículos 98 y 99 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, a los efectos 
de dar cumplimiento a convenios internacionales, 


Art. 14. - Sustitúyese el artículo 57 de la Ley 
N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 57. - Autorízase al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas en los años 1993 
y 1994 a realizar trasposiciones entre proyectos 
de diferentes programas del Inciso, sin incremen- 
tar el monto máximo de ejecución establecido 
para dichos ejercicios”. 


Art. 15. - Incorpóranse los siguientes proyectos de 
inversión: 


a) En el Inciso 02 “Presidencia de la República”, 
Programa 002 “Planificación, Desarrollo y Ase- 
soramiento Presupuestal Sector Público”, Uni- 
dad Ejecutora 006 “Proyecto de Infraestructura 
Social”, el proyecto “Fortalecimiento al Area 
Social”, con una asignación presupuestal para 
1994 de $ 348.200 (pesos uruguayos trescien- 
tos cuarenta y ocho mil doscientos) equivalen- 
tes a U$S 100.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América cien mil), financiada con Rentas 
Generales y $ 1:392.800 (pesos uruguayos un mi- 
llón trescientos noventa y dos mil ochocientos) 
equivalentes a U$S 400.000 (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América cuatrocientos mil), finan- 
ciada con endeudamiento externo. 

b) En el Inciso 02 “Presidencia de la República” 

en el Programa 002 “Planificación, Desarrollo 

y Asesoramiento Presupuestal Sector Público”, 

Unidad Ejecutora 004 “Oficina de Planeamien- 

to y Presupuesto”, el proyecto “Fortalecimiento 

al Area Social”, con una asignación presupues- 
tal para 1994 de $ 348.200 (pesos uruguayos 
trescientos cuarenta y ocho mil doscientos) equi- 
valentes a U$S 100.000 (dólares de los Estados 

Unidos de América cien mil), financiada con Ren- 

tas Generales y $ 1:392.800 (pesos uruguayos un 

millón trescientos noventa y dos mil ochocien- 
tos) equivalentes a U$S 400.000 (dólares de los 

Estados Unidos de América cuatrocientos mil), 

financiada con endeudamiento extemo. 


Na 


En el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
el Proyecto N* 748 “Desarrollo de Recursos Hí- 


— 


C 
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d) 


e) 


g) 


dricos y Naturales” del Programa Administración 
Superior con una asignación presupuestal para el 
Ejercicio 1994 de $ 12.187.000 (pesos uruguayos 
doce millones ciento ochenta y siete mil) equiva- 
lentes a U$S 3.500.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América tres millones quinientos mil) 
con cargo a Rentas Generales y $ 17,410,000 (pe- 
sos uruguayos diecisiete millones cuatrocientos 
diez mil) equivalente a U$S 5,000,000 (dólares 
de los Estados Unidos de América cinco millo- 
nes) con cargo a Endeudamiento Extemo. 


A la nómina de proyectos establecida en el artículo 
58 de la Ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 
1992, Programa 003 “Dirección Nacional de Via- 
lidad”, el Proyecto “R.9: R.99 - Pan de Azúcar”. 


En el Inciso 11 “Ministerio de Educación y Cul- 
tura”, en el Programa 001 “Administración Ge- 
neral”, el proyecto “Fortalecimiento al Area So- 
cial”, con una asignación presupuestal para 1994, 
de $ 174.100 (pesos uruguayos ciento setenta y 
cuatro mil cien) equivalentes a U$S 50.000 (dó- 
lares de los Estados Unidos de América cin- 
cuenta mil), financiada con Rentas Generales y 
$ 696.400 (pesos uruguayos seiscientos noventa y 
seis mil cuatrocientos) equivalentes a USS 200.000 
(dólares de los Estados Unidos de América dos- 
cientos mil), financiada con endeudamiento ex- 
terno. 


En el Inciso 12 “Ministerio de Salud Pública”, 
en el Programa 001 “Administración Superior”, 
el proyecto “Fortalecimiento al Area Social”, 
con una asignación presupuestal para 1994, de 
$ 5.223.000 (pesos uruguayos cinco millo- 
nes doscientos veintitrés mil), equivalentes 
a U$S 1.500.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América un millón quinientos mil) fi- 
nanciada con Rentas Generales y $ 20.892.000 
(pesos uruguayos veinte millones ochocientos no- 
venta y dos mil) equivalentes a USS 6.000.000 
(dólares de los Estados Unidos de América seis 
millones), financiada con endeudamiento externo. 


En el Inciso 13 “Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social”, en el Programa 001 “Administración 
General” el proyecto “Fortalecimiento al Area So- 
cial”, con una asignación presupuestal para 1994, 
de $ 417.840 (pesos uruguayos cuatrocientos dic- 
cisiete mil ochocientos cuarenta) equivalentes a 
U$S 120.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América ciento veinte mil), financiada con Ren- 
tas Generales y $ 1.671.360 (pesos uruguayos un 
millón seiscientos setenta y un mil trescientos se- 
senta) equivalentes a U$S 480,000 (dólares de los 
Estados Unidos de América cuatrocientos ochen- 
ta mil) financiada con endeudamiento externo. 
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SECCION IV 
INCISOS DELA ADMINISTRACION CENTRAL 
INCISO 02 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 


Artículo 16. - Increméntase al cuatro por ciento la 
partida establecida en el artículo 44 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, 


Fíjase en un 50% (cincuenta por ciento), el 
porcentaje a que refieren los artículos 76 y 83 de 
la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. Los 
funcionarios que pasen a prestar servicios en comisión 
en el Inciso 02, a partir del 30 de junio de 1993 sólo 
podrán percibir la compensación por “Permanencia a la 
Orden” cuando cuenten con un año de antigiledad en la 
referida situación. 


Duplícase la partida anual establecida en el artículo 
43 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


Derógase el artículo 39 de la Ley N* 16.226, de 29 
de octubre de 1991, 


INCISO 03 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


Artículo 17. - Las remuneraciones correspondientes 
a los cargos de maestro del Ministerio de Defensa Na- 
cionál, se equipararán a las de los cargos de igual deno- 
minación pertenecientes al Consejo de Educación Pri- 
maria de la ANEP. 


Art. 18. - Increméntase la compensación otorgada 
por los Incisos 1 y 2 del artículo 77 de la Ley N* 16.320, 
de 1* de noviembre de 1992, en los siguientes porcenta- 
jes: 


Personal superior en un 20% 
Sub oficiales y clase en un 15% 
Alistados y Cadetes en un 10% 


A partir del 1? de enero de 1994, la referida compen- 
sación estará sujeta a montepío. 


Créase una compensación mensual, del 20% (veinte 
por ciento) sobre el total de las retribuciones sujetas a 
montepío, por concepto de Permanencia a la Orden, para 
el siguiente personal: 
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- Personal Superior de los Cuerpos de Servicios 
Generales, determinado en el artículo 116 del De- 
creto-Ley N* 14.157, de 21 de febrero de 1974, 
en la redacción dada por el artículo 94 de la Ley 
N?* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


- Personal Reservista Incorporado de acuerdo con 
lo dispuesto por el artículo 111 del Decreto-Ley 
N* 14.157, de 21 de febrero de 1974, 


- Personal del Escalafón H del Cuerpo Técnico de 
la Fuerza Aérea Uruguaya. 


- Personal Superior y Subaltemo de los Sub Pro- 
gramas 001 “Administración Superior” y 002 
“Asesoramiento, Coordinación y Planificación de 
las Fuerzas Armadas”, del Programa 001 “Admi- 
nistración Central del Ministerio de Defensa Na- 
cional”, Programa 005 “Administración y Con- 
trol Aviatorio y Aeroportuario”, Programa 006 
“Salud Militar”, Programa 007 “Seguridad Social 
Militar”, Programa 008 “Justicia Militar” y 009 
“Investigaciones y Estudios Meteorológicos”. 


- Personal Civil Equiparado de todos tos progra- 
mas del Inciso. 


Esta compensación estará sujeta a montepío, no será 
tenida en cuenta a los efectos de la aplicación del artícu- 
lo 42 de la Ley N* 12,802, de 30 de noviembre de 1960, 
modificativas y concordantes y no será considerada para 
calcular ninguna otra retribución de carácter porcentual. 


Quedan excluidos de su percepción cl personal en 
situación de excedencia establecido por el artículo 81 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Suprímense las vacantes de cargos del escalafón K 
“Personal Militar” existentes al 30 de junio de 1993, 


Art. 19, - Otórgase a los oficiales generales y ofi- 
ciales superiores una compensación sujeta a montepío 
de $ 1.540 (pesos uruguayos mil quinientos cuarenta), 
por concepto de equipo. 


Art. 20. - Fíjanse como Gastos de Representación, 
sobre las retribuciones básicas y complementarias su- 
jetas a montepío excluidas la prima por antigiicdad y 
la permanencia en el grado, en $ 801 (pesos urugua- 
yos ochocientos uno) para los Comandantes en Jefe, y 
en $ 412 (pesos uruguayos cuatrocientos doce) para los 
Oficiales Generales, de las Fuerzas Armadas. 


INCISO 04 
MINISTERIO DEL INTERIOR 
Artículo 21. - Increméntase la compensación otorga- 


da por el artículo 118 de la ley N" 16,320, de 1 de 
noviembre de 1992 en los siguientes porcentajes: 
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Inspector General en un 20% 
Inspector Principal en un 20% 
Inspector Mayor en un 20% 
Comisario Inspector en un 20% 
Comisario en un 20% 
Sub Comisario en un 20% 
Oficial Principal en un 20% 
Oficial Ayudante en un 20% 
Oficial Sub-A yudante en un 20% 
Sub-Oficial Mayor en un 15% 
Sargento 1* en un 15% 
Surgento en un 15% 
Cabo en un 15% 
Agente la. en un 10% 
Agente 2a. en un 10% 
Cadete en un 10% 


A partir del 1% de enero de 1994, la referida compen- 
sación estará sujeta a montepío. 


Otórgasc a los Inspectores Generales, Inspectores 
Principales e Inspectores Mayores, una compensación 
sujeta a monmtepío de S 1.540 (pesos uruguayos mil qui- 
nientos cuarenta) por concepto de equipo. 


Art. 22. - Extiéndese lo previsto en los artículos 286 
y 281, de la Ley N*” 16.226, de 29 de octubre de 1991, a 
todo el personal del Area de Enfermería de la Dirección 
Nacional de Sanidad Policial. 


INCISO 12 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 


Artículo 23. - Otórgase a los funcionarios del Minis- 
terio de Salud Pública -con exclusión de los cargos polí- 
ticos, de particular confianza, funciones incluidas en la 
nómina del artículo 7% de la Ley N* 16,320, de 1* de 
noviembre de 1992 y quienes perciban los beneficios 
establecidos por el artículo 305 de la Ley N* 16.320, de 
1% de noviembre de 1992- una compensación mensual 
del 6,95% (seis con noventa y cinco por ciento). 


Dicha compensación se calculará a valores de 31 de 
diciembre de 1992 más los aumentos dispuestos para el 
Inciso 12 a partir del 1% de mayo de 1993 sobre: 

a) sueldo básico: 


b) compensación máxima al grado; 


= 


c) artículo 278 de la Ley N* 16.226, de 29 de octu- 
bre de 1991: y 


d 


Decreto 203/992, de 12 de mayo de 1992. 


Otúrgase a los funcionarios presupuestados, contra- 
tados y eventuales del Ministerio de Salud Pública que 


30 de Setiembre de 1993 
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revistan en los escalafones A, B, D, E y F las siguientes 
compensaciones mensuales: 


Grado Importe 
02 $ 307,36 
03 $ 274,13 
04 $ 253,75 
05 $ 227,95 
06 $ 188,52 
07 $ 163,99 
08 $ 150,25 
09 $ 131,23 
10 $ 100,77 
11 $ 61,91 
12 $ 72,15 
13 $ 64,85 
14 $ 60,26 
15 $ 37,15 
16 $ 53,00 

SECCION V 


ORGANISMOS DEL ARTICULO 220 DE LA 
CONSTITUCION DE LA REPUBLICA 


INCISO 16 
PODER JUDICIAL 


Artículo 24, - Autorízase a la Suprema Corte de 
Justicia a realizar un programa con financiamiento ex- 
terno, correspondiente a la solicitud de préstamo ges- 
tionada ante el Banco Interamericano de Desarrollo, 
proyecto “Fortalecimiento Area Social”, UR-0087, por 
$ 8.705.000 (pesos uruguayos ocho millones setecientos 
cinco mil), equivalentes a U$S 2.500.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América dos millones quinientos mil) 
de los cuales $ 1.741.000 (pesos uruguayos un millón 
setecientos cuarenta y un mil) corresponden a la contra- 
partida nacional. 


Dicho programa tendrá una asignación presupues- 
tal para 1994, de $ 417.840 (pesos uruguayos cualro- 
cientos diecisiete mil ochocientos cuarenta) equiva- 
lentes a U$S 120.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América ciento veinte mil), financiada con Rentas 
Generales y $ 1.671.360 (pesos uruguayos un millón 
seiscientos setenta y un mil trescientos sesenta) equi- 
valentes a U$S 480.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América cuatrocientos ochenta mil), financiada con 
endeudamiento extemo. 


INCISO 25 


ADMINISTRACION NACIONAL DE 
EDUCACION PUBLICA 


Artículo 25. - Otórgase a los funcionarios de la Ad- 
ministración Nacional de la Educación Pública, con cx- 
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cepción de los cargos políticos y de particular confianza, 
una compensación mensual de 5.91% (cinco con noven- 
ta y uno por ciento), a los funcionarios docentes que 
cumplan sus tareas en régimen de veinte horas semana- 
les de labor una compensación de $ 255.30 (pesos uru- 
guayos doscientos cincuenta y cinco con treinta centési- 
mos) y a los funcionarios no docentes que cumplan sus 
tareas en régimen de cuarenta horas semanales de labor 
una compensación de $ 94,11 (pesos uruguayos noventa 
y cuatro con once centésimos). 


Art. 26. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública a realizar un programa con fi- 
nanciamiento externo, correspondiente a la solicitud 
de préstamo gestionada ante el Banco Interamericano 
de Desarrollo, proyecto “Fortalecimiento Area Social”, 
UR-0087, por $ 27.856.000 (pesos uruguayos veinti- 
siete millones ochocientos cincuenta y seis mil), equi- 
valentes a U$S 8.000.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América ocho millones) de los cuales $ 5.571.200 
(pesos uruguayos cinco millones quinientos setenta y un 
mil doscientos) corresponden a la contrapartida nacio- 
nal. 


Dicho programa tendrá una asignación presupuestal 
para 1994, de $ 1.392.000 (pesos uruguayos un millón 
trescientos noventa y dos mil) equivalentes a U$S 400.000 
(dólares de los Estados Unidos de América cuatrocientos 
mil), financiada con Rentas Generales y $ 5.571.200 
(pesos uruguayos cinco millones quinientos setenta y un 
mil doscientos) equivalentes a U$S 1.600.000 (dólares 
de los Estados Unidos de América un millón seiscientos 
mil), financiada con endeudamiento externo. 


INCISO 26 


UNIVERSIDAD DE LA REPUBLICA 
Artículo 27, - Increméntase el Rubro 0 de la Univer- 
sidad de la República en el equivalente a USS 18.161.765 
(dólares de los Estados Unidos de América dieciocho 
millones ciento sesenta y un mil setecientos sesenta y 
cinco). 


INCISO 27 
INSTITUTO NACIONAL DEL MENOR 


Artículo 28. - Otórgase a los funcionarios del Insti- 
tuto Nacional del Menor con excepción de los titulares 
de los cargos políticos y de particular confianza y perso- 
nal docente una compensación mensual de $ 248,48 (pe- 
sos uruguayos doscientos cuarenta y ocho con cuarenta 
y ocho centésimos) y un incremento del 13,38% (trece 
con treínta y ocho por ciento), sobre sus retribuciones de 
carácter permanente sujetas a montepío, con excepción 
de la prima por antigiiedad y la compensación estableci- 
da en el presente artículo. 
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SECCION VI 
INCISO 24 
DIVERSOS CREDITOS 


Artículo 29. - Asígnase una partida anual para los 
años 1993 y 1994 de $ 17.400.000 (pesos uruguayos 
diecisiete millones cuatrocientos mil) equivalentes a 
USS 5.000.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica cinco millones), que se financiará con recursos del 
Fondo de Inversiones del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas para la ejecución directa de obras de 
mantenimiento y adecuación de infraestructura física de- 
partamental que esté a cargo de las Intendencias Munici- 
pales del interior del país conforme a la capacidad ope- 
rativa de las mismas, o como contrapartida local de obras 
financiadas con recursos provenientes de organismos in- 
ternacionales de crédito. 


RECURSOS 


Artículo 30. - Exclúyense el Impuesto a las Rentas 
de la Industria y Comercio, el Impuesto al Valor Agre- 
gado, el Impuesto al Patrimonio y el Impuesto a los 
Activos de las Empresas Bancarias, de las exoneraciones 
tributarias de que gozan las Cooperativas de Ahorro y 
Crédito autorizadas por el Poder Ejecutivo a funcionar 
en el régimen del artículo 1? del Decreto-Ley N* 15,322, 
de 17 de setiembre de 1982. 


Art. 31, - Agrégase al artículo 5* del Título 4 del 
Texto Ordenado 1991, el siguiente literal: 


“F) Las Cooperativas de Ahorro y Cré- 
dito autorizadas por el Poder Ejecutivo a 
funcionar en el régimen del artículo 1* del 
Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982”. 


Art. 32, - Sustitúyese el literal E) del numeral 2) del 
artículo 17 del Título 10 del Texto Ordenado 1991, por 
el siguiente: 


“E) Las operaciones bancarias efectuadas por los 
Bancos y Casas Bancarias, con excepción 
del Banco de Seguros del Estado, y las reali- 
zadas por las Cooperativas de Ahorro y Cré- 
dito autorizadas por el Poder Ejecutivo a 
funcionar en el régimen del artículo 1* del 
Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982. 


No quedan comprendidas en la presente exo- 
neración los intereses de préstamos que se 
concedan a partir de la fecha de vigencia del 
Decreto-Ley N* 15,294, de 23 de junio de 
1982, a las personas físicas que no sean con- 
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tribuyentes del Impuesto a las Rentas de la 
Industria y Comercio o del Impuesto a las 
Actividades Agropecuarias e Impuesto a las 
Rentas Agropecuarias. 


Los intereses de los préstamos otorgados por 
la División Crédito Social del Banco de la 
República Oriental del Uruguay, por el Ban- 
co Hipotecario del Uruguay y por las Coo- 
perativas de Ahorro y Crédito no incluidas 
en el inciso primero de este literal, quedan 
exonerados en todos los casos”. 


Art. 33. - Sustitúyese el artículo 1? del Título 14 del 
Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO ?*. (Sujeto pasivo). - Créase con 
destino a Rentas Generales un impuesto anual 
que recaerá sobre el patrimonio de las personas 
físicas, de los núcleos familiares, de las sucesio- 
nes indivisas, de las cuentas bancarias con deno- 
minación impersonal, de las personas jurídicas 
constituidas en el país por la parte de su capital 
accionario al portador, de los sujetos pasivos del 
Impuesto a los Activos Bancarios y de las perso- 
nas jurídicas constituidas en el extranjero”. 


Art. 34. - Sustitúyese el literal A) del artículo 8? del 
Título 14 del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“A) Acciones de las sociedades y demás par- 
tes de capital, en sujetos pasivos de este impuesto”. 


Art. 35, - Sustitúyese el párrafo final del inciso 4* 
del artículo 13 del Título 14 del Texto Ordenado 1991, 
por el siguiente: 


“Las limitaciones establecidas en el presente 
Inciso no serán aplicables a los sujetos pasivos 
del Impuesto a los Activos Bancarios”. 


Art. 36. - Sustitúyese el numeral 3) del artículo 19 
del Título 14 del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


*3) Los Contribuyentes del Impuesto a los 
Activos Bancos: 2.8%”. 


Art. 37. - Sustitúyese el artículo 1* del Título 15 del 
Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 1". (Hecho generador y sujeto pa- 
sivo). - Créase un impuesto que gravará las dispo- 
nibilidades rentables, la tenencia de activos reali- 
zables, los créditos exigibles y eventuales y las 
inversiones ajenas al giro, del Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, del Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay, de los Bancos privados, de las 
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casas financieras y de las Cooperativas de Ahorro 
y Crédito autorizadas por el Poder Ejecutivo a 
funcionar en el régimen del artículo 1? del Decre- 
to-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, 
quienes serán los contribuyentes del impuesto”. 
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Facúltase al Poder Ejecutivo a conceder a las 
industrias manufactureras y extractivas una de- 
ducción complementaria de hasta el 25% (veinti- 
cinco por ciento) del patrimonio ajustado fiscal- 
mente, en función de la distancia de su ubicación 
geográfica con respecto a Montevideo. 


€.S.- 21 


Art. 38. - Sustitúyese el apartado segundo del nume- 
ral 2) del artículo 7* de la Ley N* 16.237, de 2 de enero 
de 1992, por el siguiente: 


Sólo se admitirá deducir como pasivo: 


“No están comprendidos en las disposiciones 
de este numeral las asociaciones y las cooperati- 
vas de cualquier naturaleza, excepto las de aho- 
rro y crédito autorizadas por el Poder Ejecutivo a 
funcionar en el régimen del artículo 1* del Decre- 
to-Ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, El 
impuesto será de cargo de las empresas sujetos 
pasivos del mismo, no pudiendo ser trasladado a 
los usuarios”. 


Art. 39. - Agrégase al artículo 14 del Título 14 del 
Texto Ordenado 1991, el siguiente literal: 


“*M) Los intereses y comisiones de préstamos 
otorgados por personas físicas o jurídicas domici- 
liadas en el exterior, excepto cuando el deudor 
sea sujeto pasivo del Impuesto a los Activos Ban- 
carios”. 


Art, 40. - Agrégase al ari culo 24 del Título 4 del 
Texto Ordenado 1991, el siguiente literal: 


*E) Los dividendos o utilidades no compren- 
didos en el literal D) del artículo 2%”. 


Art. 41, - Sustitúyese el artículo 13 del Título 14 del 
Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 13, El patrimonio de las perso- 
nas jurídicas, de las personas jurídicas del exte- 
rior y el afectado a actividades comprendidas en 
el Impuesto a las Rentas de la Industria y Comer- 
cio, se avalarán, en lo pertinente, por las normas 
que rijan para dicho impuesto. 


El valor de los inmuebles urbanos y suburba- 
nos, a excepción de los que sirvan de asiento a 
explotaciones industriales « comerciales, se com- 
putará por el mayor entre el valor real y el deter- 
minado conforme a las normas aplicables para la 
liquidación del Impuesto a las Rentas de la In- 
dustria y Comercio, vigente al cierre del Ejercicio. 


Los bienes muebles del equipo industrial di- 
rectamente afectado al ciclo productivo y que se 
adquieran con posterioridad al 1% de enero de 
1988, se computarán por el 50% (cincuenta por 
ciento) de su valor fiscal. 


A) Las deudas contraídas en el país con Bancos 
y casas financieras que operen en la Repú- 
blica, a condición que las mismas sean com- 
putables para el pago del Impuesto a los 
Activos Bancarios durante toda la vigencia 
del contrato. A este último efecto, será prue- 
ba suficiente para el deudor, la constancia 
de tal extremo expedida por el acreedor. 


B) Las deudas contraídas con organismos inter- 
nacionales de crédito que integre el Uru- 


guay. 


C) Las deudas contraídas con proveedores de 
bienes y servicios de todo tipo, salvo présta- 
mos, colocaciones, garantías y saldos de pre- 
cios de importaciones, siempre que dichos 
bienes y servicios se destinen a la actividad 
del deudor. 


Las deudas a que refiere este literal, cuyo 
acreedor sea una persona de Derecho Públi- 
co, no serán deducibles. 


D) Las deudas por tributos y prestaciones coac- 
tivas a personas públicas no estatales, cuyo 
plazo para el pago no haya vencido al cierre 

. — del Ejercicio, 


Las limitaciones establecidas en el presente 
Inciso no serán aplicables a los Bancos y casas 
financieras, 


Cuando existan activos en el exterior y acti- 
vos exentos se computará como pasivo el impor- 
te de las deudas deducibles que exceda el valor 
de dichos activos. 


El patrimonio de las sociedades personales y 
en comandita por acciones afectado a explotacio- 
nes agropecuarias se determinará de acuerdo con 
lo dispuesto por los artículos 9* y 10”. 


Art. 42. - Sustitúyese el artículo 14 del Título 10 del 
Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 14. (Tasas). - Fíjanse las siguien- 
tes tasas: 
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A) Básica del 22% (veintidós por ciento). 


Aféctase al Banco de Previsión Social la 
recaudación correspondiente a siete pun- 
tos de la tasa básica. 


B) Mínima del 12% (doce por ciento)”. 


Art. 43. - Suprímese la facultad del Poder Ejecutivo 
de exonerar rentas del Impuesto a las Rentas de la Indus- 
tria y Comercio al amparo del Decreto-Ley N* 15,637, 
de 28 de setiembre de 1984. 


Art. 44, - Agrégase al artículo 16 del Título 10 del 
Texto Ordenado 1991, el siguiente literal: 


'E) Transporte marítimo y aéreo de pasajeros 
prestado exclusivamente en territorio nacional, y 
transporte terrestre de pasajeros”. 


Art. 45. - Sustitúyese el literal C) del numeral 2 del 
artículo 17 del Título 10 del Texto Ordenado 1991, por 
el siguiente: 


“C) Transporte internacional aéreo y maríti- 
mo de pasajeros”. 


Art. 46. - Lo dispuesto por el artículo 461 de la Ley 
N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, será aplicable a 
las obligaciones de los sujetos pasivos de los tributos 
que recauda la Dirección General Impositiva. 


Art. 47. - Sustitúyese el literal N) del artículo 12 del 
Título 4 del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“N) La pérdida ajustada fiscalmente devenga- 
da en el Ejercicio anterior, actualizada por la des- 
valorización monetaria en la forma que determi- 
ne la reglamentación”. 


Art. 48. - Sustitúyese con vigencia al 1? de enero de 
1993, el artículo 6% del Título 19 del Texto Ordenado 
1991, por el siguiente: 


“ARTICULO €. (Tasas). - Los hechos grava- 
dos por este impuesto tributarán de acuerdo con 
las siguientes tasas: a) enajenante 2% (dos por 
ciento); b) adquirente 2% (dos por ciento) y c) 
los demás contribuyentes el 4% (cuatro por cien- 
to), excepto los herederos y legatarios en línea 
recta ascendente o descendente con el causante, 
para los cuales será el 3% (tres por ciento)”. 


Art. 49. - Sustitúyese el artículo 66 del Código Tri- 
butario por el siguiente: 


“ARTICULO 66. (Estimación de Oficio). - 
Las actuaciones administrativas tendientes a. la 
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determinación del tributo, deberán dirigirse al co- 
nocimiento cierto y directo de los hechos previs- 
tos en la ley como generadores de la obligación, 


Si no fuera posible conocer de manera cierta 
y directa aquellos hechos, el organismo recauda- 
dor deberá inducir la existencia y cuantía de la 
obligación, mediante una o más de las presuncio- 
nes a que se refiere este artículo, basadas en he- 
chos y circunstancias debidamente comprobados 
que normalmente estén vinculados o tengan co- 
nexión con el hecho generador y que sólo deja- 
rán de aplicarse si mediare prueba en contrario 
relativa al conocimiento cierto y directo de la 
obligación tributaria. 


Se entenderá que existe imposibilidad de co- 
nocer de manera cierta y directa los hechos pre- 
vistos por la ley como generadores del tributo, en 
los casos de inexistencia total o parcial o de no 
exhibición de los registros contables o documen- 
tación de operaciones del obligado según las pre- 
visiones legales o reglamentarias, cuando la con- 
tabilidad se apane de los principios y normas de 
técnica contable y cuando se demuestre que la 
contabilidad y la documentación no concuerdan 
con la realidad. Se considerarán inexistentes los 
registros contables o la documentación que resul- 
ten ilegibles o ininteligibles, 


La determinación administrativa sobre base 
presunta podrá fundarse en: 


A) Coeficientes o relaciones comprobadas por 
la Administración para el contribuyente su- 
jeto a determinación o establecidos con ca- 
rácter general para grupos de empresas o 
actividades análogas, que se aplicarán sobre 
el total de compras o de ventas, sueldos y 
jornales, consumo de energía u otros insu- 
mos representativos que se relacionen con 
la actividad desarrollada. La administración, 
si lo considera necesario, podrá recurrir a 
otros índices elaborados por los organismos 
estatales o paraestatales competentes. 


B) Cuando se comprueben una o más operacio- 
nes no documentadas, total o parcialmente, 
se podrá determinar el monto total de las 
realizadas incrementando las operaciones do- 
cumentadas o registradas por el contribu- 
yente, en el porcentaje que surja de compa- 
rar las primariamente mencionadas con el 
promedio diario de las documentadas o re- 
gistradas en el mes anterior al de la compro- 
bación. El porcentaje así establecido se apli- 
cará al Ejercicio en que se comprobó la re- 
ferida irregularidad. En el caso de activida- 
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0) 


D) 


E) 


des zafrales o similares dicho porcentaje no 
podrá superar el que resulte de efectuar la 
misma comparación con las operaciones del 
mismo mes calendario en que se comprobó 
la omisión correspondiente al Ejercicio in- 
mediato anterior actualizadas por la varia- 
ción del Indice de Precios al por Mayor re- 
gistrada en el período. 


Notorias diferencias físicas o de valuación 
comprobadas con relación al inventario re- 
gistrado o declarado que se considerarán res- 
pecto del Ejercicio en que se comprueben, 
según corresponda: renta neta gravada en los 
impuestos que gravan la circulación de bie- 
nes o prestación de servicios y activo com- 
putable en los impuestos que gravan al pa- 
trimonio. 


Los resultados de los controles que se prac- 
tiquen sobre bienes que representen por lo 
menos el 10% (diez por ciento) del valor 
total del inventario registrado o declarado, 
podrán generalizarse porcentualmente a la 
totalidad del mismo a los efectos de la apli- 
cación del parágrafo anterior. 


Cuando se realicen controles de las opera- 
ciones, la determinación presunta de las ven- 
tas, prestaciones de servicios o cualquier otra 
prestación, podrá determinarse promediando 
el monto de las operaciones controladas en 
no menos de cinco días de un mismo mes, 
multiplicados por el total de días hábiles co- 
merciales, que representarán las operaciones 
presuntas del sujeto pasivo bajo controi du- 
rante ese mes. Si el mencionado control se 
efectuara en cuatro meses de un mismo Ejer- 
cicio fiscal, de los cuales tres al menos de- 
ben ser alterados, el promedio se considera- 
rá suficientemente representativo y podrá 
aplicarse a los demás meses no controlados 
del mismo Ejercicio fiscal. 


Cualquier otro hecho o circunstancia debi- 
damente comprobado que normalmente es- 
tuviere vinculado o tuviera vinculación con 
el hecho generador. 


En todos los casos deberá fundamentarse cn 
forma circunstanciada la aplicación del cri- 
terio presuntivo a la situación de hecho. 


En caso de liquidación sobre base presunta, 
subsiste la responsabilidad del obligado por 
las diferencias en más que puedan corres- 
ponder respecto de la deuda realmente gene- 
rada”. 
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Art. 50, - Deróganse el literal G) del numeral 2* del 
artículo 17 del Título 10 del Texto Ordenado 1991, el 
literal C) del artículo 7* del Título 19 del Texto Ordena- 
do 1991 y el inciso segundo del literal A) del artículo 5* 
de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 1990, en el 
texto dado por el artículo 490 de la Ley N* 16,320, de 1* 
de noviembre de 1992, 


Art. 51. - Comuníquese, etc. 


Manuel A. Romay, José Villar, Guillermo Gar- 
cía Costa, Alvaro Carbone, Eduardo Ache, Juan 
Carlos Raffo, Antonio Mercader, Mariano Bri- 
to, Ignacio de Posadas Montero, Sergio Abreu, 
Pedro Saravia, Juan Andrés Ramírez. 


INFORME ECONOMICO-FINANCIERO 
RENDICION DE CUENTAS 1992 


En el contexto de un marco externo con luces y 
sombras para Uruguay, la política que se viene imple- 
mentando ha permitido compatibilizar un avance en el 
proceso de estabilización de la economía, con un impor- 
tante crecimiento productivo y un fortalecimiento de la 
posición externa del país. 


El avance en el proceso de estabilización, aunque 
más lento que lo que hubiera sido deseable, ha continua- 
do firme y persistentemente. La variación correspon- 
diente a los doce meses finalizados en diciembre de 
1992, con un 47% medido por los precios mayoristas de 
productos nacionales, y un 59% medido por los precios 
al consumo, marcan un abatimiento del ritmo inflacio- 
nario de más de veinte puntos con respecto a los guaris- 
mos de un año atrás. 


Aunque con una tendencia marcadamente declinante 
en el ritmo de incremento de los precios de los servicios 
no transables persiste -en forma concordante con la ex- 
pansión de la demanda interna- cierta falta de conver- 
gencia de dichos precios con los transables. En particu- 
lar los salarios privados, sujetos en la práctica a meca- 
nismos de indexación, registran promedialmente en 1992 
una variación que rebasa en cuatro puntos al IPC y en 
diez a los precios mayoristas. 


La disciplina fiscal, prerrequisito ineludible de la es- 
tabilización, ha sido profundizada durante 1992, El re- 
sultado financiero global del sector público, computando 
tanto su gestión operativa como el servicio de la deuda 
interna y externa y la pérdida originada por los dos ban- 
cos privados que aún se encuentran en proceso de repri- 
vatización, de los tres que el Estado se hizo cargo transi- 
toriamente cuando hicieron crisis, fue virtualmente equi- 
librado en el Ejercicio 1992, Mientras el sector público 
no financiero se ha tornado superavitario, el déficit del 
Banco Central -originado básicamente en el servicio de 
deuda- se ha reducido a menos de la mitad en los dos 
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últimos años medido en términos de PBI, y las pérdi- 
das anuales de los bancos originariamente privados y 
hoy todavía gestionados por el Estado se han abatido en 
80% merced a la capitalización y saneamiento de que 
han sido objeto. 


Es responsabilidad de la Administración, capitalizar 
para la performance macroeconómica de los próximos 
años el esfuerzo que la sociedad uruguaya ha realizado 
en términos de reducir los desequilibrios del sector pú- 
blico. Para consolidar los avances logrados en el abati- 
miento del ritmo inflacionario y dar sustento a un sano 
desenvolvimiento del sector externo, debe otorgarse per- 
manencia, y por consiguiente solidez a los resultados 
fiscales; sus problemas estructurales deben ser ineludi- 
blemente removidos. 


Pese al resultado del sector público consolidado, la 
base monetaria se incrementó en torno a un 75% durante 
1992, Este comportamiento obedeció a la monetización 
de divisas que concretó la autoridad monetaria, como 
respuesta a una fuerte demanda por dinero local por 
parte del público y, por lo tanto, sin carácter inflaciona- 
rio. 


Los mayores niveles de actividad productiva e ingre- 
so, así como el aumento del grado de monetización de la 
economía que acompañó al descenso de los guarismos 
inflacionarios, mantuvieron un alto ritmo de crecimiento 
de la demanda de saldos monetarios por pane de los 
agentes económicos. La intervención del Banco Central 
en el mercado cambiario posibilitó limitar al 5% el 
descenso de la capacidad de competencia de la produc- 
ción transable, sobre valores promedio anual. Paralela- 
mente, dicha intervención posibilitó mejorar sustancial - 
mente su posición en moneda extranjera, la que pasó a 
ser comprada, al tiempo que elevó la cobertura de la 
base monetaria. Al cierre del Ejercicio 1992, las reser- 
vas del Banco Central representaban un 160% de la base 
monetaria. 


A nivel global, el fortalecimiento de la posición ex- 
terna del país se trasunta en el abatimiento de la deuda 
externa neta medida en términos de las exportaciones de 
bienes y servicios. De representar un año de exportacio- 
nes en 1991, la misma pasó a ser equivalente a fines de 
1992 a once meses de exportaciones. 


Conjuntamente con esta reducción del peso de la 
deuda externa sobre la economía, se operó un cambio 
favorable en su perfil de vencimientos. A la refinancia- 
ción alcanzada durante 1991 al amparo del plan Brady, 
se unió en 1992 una reestructura entre pasivos de corto y 
largo plazo. Mientras creció la deuda externa contratada 
a largo plazo por el sector múblico no financiero, los 
pasivos de reserva del Banco Central se redujeron a me- 
nos de la mitad. Asimismo, dentro de los valores a cargo 
del Gobierno Central, se expandió la circulación de los 
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de largo plazo (Bonos del Tesoro), al tiempo que se 
contrajo la de los de corto plazo (Letras de Tesorería). 


La actividad productiva, que en los tres últimos años 
venía creciendo a tasas moderadas, se expandió durante 
1992 a una tasa oscilante en el 7%. Este crecimiento, 
conjuntamente con el del orden del 22% que en térmi- 
nos reales registraron las importaciones de bienes y ser- 
vicios no financieros, atendieron los acrecentados nive- 
les de demanda. 


Primordialmente el gasto doméstico, pero también 
las exportaciones, coadyuvaron al significativo crecimien- 
to de la demanda global. La formación bruta de capital 
fijo, con un aumento del 16%, mantuvo en 1992 prácti- 
camente la tasa de crecimiento del año precedente (17%), 
continuando con el proceso de reconversión que exige la 
inserción de la economía en el dinámico contexto inter- 
nacional. 


Carp. N* 1225/93 
Rep. N* 677/93 
Anexo l 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 
SECCION I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1%, - Apruébase la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al 
Ejercicio 1992, con un superávit de $ 38.351.995 (pesos 
uruguayos treinta y ocho millones trescientos cincuenta 
y un mil novecientos noventa y cinco), según los anexos 
que acompañan a la presente Ley y que forman parte 
integrante de la misma. 


Art. 22, - La presente Ley regirá a partir del 1* de 
enero de 1994, excepto en aquellas disposiciones en que, 
en forma expresa, se establezca otra fecha de vigencia. 


Los créditos establecidos para sueldos, gastos e in- 
versiones, corresponden a valores de 1? de enero de 1993, 
Dichos créditos se ajustarán en la forma dispuesta por 
los artículos 6*, 68, 69, 70 y 82 de la Ley N* 15.809, de 
8 de abril de 1986. 


El Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de la Contaduría General 
de la Nación, podrá efectuar las correcciones de los erro- 
res u omisiones, numéricos o formales, que se comprue- 
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ben en la presente Ley, dando cuenta a la Asamblea 
General. 


SECCION II 
FUNCIONARIOS 
CAPITULO 1 
Retribuciones y Complementos 


Artículo 3*. - Fíjase en $ 6.752 (pesos uruguayos seis 
mil setecientos cincuenta y dos) a valores de 1* de julio 
de 1993, la retribución de los siguientes cargos: 


Ministro de Estado. 

Secretario de la Presidencia de la República. 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 
Ministro del Tribunal de Cuentas, 


Ministro de la Corte Electoral. 


Presidente del Consejo Directivo Central de la Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública. 


Rector de la Universidad de la República. 


Presidente, Vicepresidente y Director del Banco de 
Previsión Social. 


Ministro de la Suprema Corte de Justicia, 


Ministro del Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo. 


Fíjase en $ 5.871 (pesos uruguayos cinco mil ocho- 
cientos setenta y uno) a valores de 1* de julio de 1993, la 
retribución de los siguientes cargos: 


Subsecretario de Estado. 


Consejero del Consejo Directivo Central de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. 


Presidente del Instituto Nacional del Menor. 


Las retribuciones establecivas para los cargos referi- 
dos en los incisos precedentes no incluyen la retribución 
complementaria por dedicación permanente dispuesta por 
el artículo 16 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre 
de 1990, en la redacción dada por el artículo 4* de la 
presente Ley, ni los gastos de representación estableci- 
dos por el artículo 17 de la Ley N* 16,170. 


El monto total de las retribuciones sujetas a monte- 
pío de los cargos antes referidos no podrá superar el que 
corresponda a los titulares del Poder Legislativo. 


CAMARA DE SENADORES 


Art. 4% - Sustitúyese el artículo 5* de la Ley N* 16,226, 
de 29 de octubre de 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 5*, - Sustitúyese el artículo 16 de la 
Ley N* 16,170, de 28 de diciembre de 1990, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 16. - Fíjase una retribución comple- 
mentaria por dedicación permanente, de un 45% (cua- 
renta y cinco por ciento) de sus respectivas retribuciones 
sujetas a montepío, excluida la prima por antigiledad, 
para los cargos pertenecientes a los escalafones P *Per- 
sonal Político”, Q “Personal de Particular Confianza”, N 
“Personal Judicial”, 1 del Poder Judicial, Magistrados 
del Ministerio Público y Fiscal, II del Poder Judicial, y 
para los funcionarios referidos en el artículo 326 de la 
Ley N* 15,903, de 10 de noviembre de 1987, 


En estos dos últimos casos la compensación se perci- 
birá cuando exista incompatibilidad total o parcial para 
el ejercicio de la profesión, estando los funcionarios re- 
feridos excluidos del beneficio dispuesto por el artículo 
477 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990”. 


Art. 5%, - Incorpórase al literal A) del artículo 17 de 
la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, a los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, a los del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, a los del 
Tribunal de Cuentas y a los de la Corte Electoral. 


Art. 6?. - El Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación y el Procurador del Estado en lo Contencioso 
Administrativo percibirán por concepto de gastos de re- 
presentación el porcentaje establecido en el literal B) del 
artículo 17 de la Ley N?* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 


Art. 7%, - Increméntase la compensación al grado 
establecida en el artículo 26 de la Ley N* 16.170, de 28 
de diciembre de 1990, al porcentaje máximo establecido 
en dicho artículo para todos los cargos y funciones con- 
tratadas pertenecientes a las unidades ejecutoras de los 
Incisos 02 al 14, A efectos de determinar el porcentaje 
de compensación vigente se tomarán en cuenta también 
los ingresos percibidos con cargo a fondos extrapresu- 
puestales, fondos de participación, redistribución de eco- 
nomías o cualquier otro recurso de similar naturaleza, 
con excepción de horas extras e incentivos o primas al 
rendimiento que no alcancen a la totalidad de los funcio- 
narios de la unidad ejecutora. 


En aquellas unidades ejecutoras que no tengan pre- 
vista la facultad de otorgar retribuciones o partidas per- 
manentes de gastos con cargo a los fondos referidos en 
el inciso precedente, el incremento se financiará con 
cargo a Rentas Generales. 


En las restantes unidades ejecutoras el Poder Ejecuti- 
vo, actuando en acuerdo con el Ministro de Economía y 
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Finanzas y el Ministro respectivo, podrá modificar la 
afectación en hasta el 80% (ochenta por ciento) de la 
parte de libre disponibilidad de fondos extrapresupuesta- 
les a efecto de alcanzar el tope máximo de compensa- 
ción al grado. Dicha modificación no podrá generar dis- 
torsión en las sumas necesarias para cubrir los gastos de 
funcionamiento. 


Cuando la recaudación por fondos extrapresupuesta- 
les no sea suficiente para alcanzar dicho tope máximo, 
el Poder Ejecutivo podrá disponer un incremento de has- 
ta un 10% (diez por ciento) de los ingresos respectivos. 


Si aún resultara insuficiente el Poder Ejecutivo habi- 
litará la transferencia de fondos de otras unidades ejecu- 
toras del Inciso, 


Alcanzado el tope máximo de compensación al gra- 
do el Poder Ejecutivo, actuando en acuerdo con el Mi- 
nístro de Economía y Finanzas y el Ministro respectivo, 
podrá autorizar igualmente la afectación de hasta el 80% 
(ochenta por ciento) de los fondos de libre disponibili- 
dad de cada unidad ejecutora, para atender cl pago de 
retribuciones personales, 


Las propuestas de modificación con las respectivas 
fundamentaciones serán elevadas, por el jerarca del Inci- 
so a propuesta de cada unidad ejecutora al Poder Ejecu- 
tivo que resolverá, previo informe conjunto de la Ofici- 
na de Planeamiento y Presupuesto, de la Oficina Nacio- 
nal del Servicio Civil y de la Contaduría General de la 
Nación. 


En ningún caso la aplicación de esta disposición su- 
pondrá disminución de los haberes actualmente percibi- 
dos por los funcionarios. 


Art. 82. - Los funcionarios de los Incisos 02 y 0S al 
14, que desempeñen efectivamente funcionés de mayor 
jerarquía en cada unidad ejecutora, que constituyan el 
primer nivel inmediato inferior a la Dirección de la mis- 
ma y que ocupen un cargo o función contratada corres- 
pondiente a los dos grados superiores de los escalafones 
respectivos de la unidad ejecutora, percibirán una com- 
pensación de carácter revocable, equivalente al 20% (vein- 
te por ciento) del total de sus retribuciones presupuesta- 
les permanentes, sujetas a montepío con exclusión de la 
prima por antigiiedad, sin perjuicio de lo dispuesto por 
el artículo 105 de la llamada Ley Especial N* 7, de 23 
de diciembre de 1983. 


La nómina de funcionarios que reúnan las condicio- 
nes establecidas en el inciso anterior, con los recaudos 
que fundamenten la petición, será elevada por el jerarca 
del Inciso, a propuesta de cada unidad ejecutora, al Po- 
der Ejecutivo, que resolverá, previo informe conjunto de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría General 
de la Nación. 
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Art. 92, - La Contaduría General de la Nación incre- 
mentará de oficio los créditos necesarios para efectivi- 
zar de inmediato, en oportunidad de cada modificación 
de las retribuciones, las equiparaciones con el personal 
docente del Consejo de Educación Primaria, de los do- 
centes de la Comisión Nacional de Educación Física y 
del Instituto Nacional del Menor, dispuestas por las Le- 
yes Nos. 16.170, de 28 de diciembre de 1990, y 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, respectivamente. 


CAPITULO Il 
Escalafones y Racionalización Administrativa 


Artículo 10, - A partir del 1* de enero de 1994 los 
cargos vacantes presupuestados existentes y las vacan- 
tes que se generen serán suprimidos, salvo aquellos que 
deban ser provistos por las reglas del ascenso. 


Serán, asimismo, suprimidas las funciones contrata- 
das asimiladas a las vacantes del último grado, en la 
misma forma prevista en el inciso anterior, 


Las unidades ejecutoras dispondrán de un plazo máxi- 
mo de un año, a partir del vencimiento de cada Ejerci- 
cio, para realizar los ascensos que correspondan o dis- 
poner las modificaciones contractuales que se entiendan 
indispensables, de acuerdo con los artículos 8* y 9* del 
Decreto-Ley N* 14,985, de 28 de diciembre de 1979. 


Vencido dicho plazo serán suprimidas las vacantes 
de cargos presupuestados y funciones contratadas, así 
como la totalidad del crédito respectivo. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el presente artículo 
los siguientes cargos presupuestados y funciones contra- 
tadas: 


1) Electivos, políticos, de particular confianza, in- 
cluidos en la nómina del artículo 7* de la Ley 
N* 16.320, de 1% de noviembre de 1992, milita- 
res, policiales, docentes y del Servicio Exterior. 


2) Aquellos cuyos titulares ejerzan la función juris- 
diccional. 


3) Directores de unidades ejecutoras que no inte- 
gren los escalafones referidos en el numeral 1). 


4) Los cargos del Ministerio de Salud Pública que 
deban ser provistos por concurso. 


No se suprimirán los cargos presupuestados y fun- 
ciones contratadas en el caso que deban proveerse por 
concurso, cuando se haya determinado la persona a la 
cual le corresponda la designación por acto definitivo 
del tribunal correspondiente. 
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CAPITULO HI 
Funcionamiento 


Artículo 11. - Derógase el inciso segundo del artícu- 
lo 22 de la Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, 


Art. 12. - El Poder Ejecutivo podrá autorizar, por un 
plazo no mayor de un año, aquellos pases en comisión 
del personal excedente del establecimiento “El Espini- 
llar” de la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Portland, que se hagan imprescindibles por 
razones de servicio derivadas de necesidades superve- 
nientes, siempre que el organismo receptor lo solicite, 
en las condiciones que establezca la reglamentación. 


Art. 13. - Sólo podrán celebrarse contratos de arren- 
damiento de obra con personas físicas cuando éstas no 
tengan la calidad de funcionarios públicos, salvo el caso 
de funcionarios docentes de enseñanza pública superior, 
ocupen o no otro cargo público. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior 
aquellos contratos que sean necesarios para el cumpli- 
miento de convenios internacionales, convenios celebra- 
dos por la Universidad de la República y por el Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas. 


En el ámbito de la Administración Central dichos 
contratos deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo 
actuando en acuerdo con el Ministro de Economía y 
Finanzas y el Ministro respectivo, previo informe de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría 
General de la Nación. 


Los contratos de arrendamiento de obra que celebren 
los Servicios Descentralizados y los Entes Autónomos 
industriales y comerciales deberán ser autorizados por cl 
Poder Ejecutivo, debiendo contar con el informe de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


Las disposiciones de este artículo serán de aplica- 
ción para la renovación de los contratos de arrendamien- 
to de obra vigentes. 


Deberá dejarse expresa corstancia que: 


A) El contrato cumple estrictamente con la descrip- 
ción del artículo 37 de la Ley N* 16.127, de 7 de 
agosto de 1990. 


B) Que el comitente no se encuentra en condiciones 
materiales de ejecutar con sus funcionarios el ob- 
jeto del arriendo. 


Art. 14. - Facúltase a los ordenadores primarios es- 
tatales a incorporar a los funcionarios de sus distintas 
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unidades y subunidades en la categoría de asegurados 
de los seguros sociales por enfermedad, prevista en el 
artículo 8* del Decreto-Ley N* 14,407, de 22 de julio 
de 1975, en sustitución de las previsiones vigentes en 
materia de licencias por enfermedad y pago de reinte- 
gros de cuotas mutuales, sujeto a las siguientes disposi- 
ciones: 


1) Se incrementan las retribuciones sujetas a monte- 
pío de los funcionarios incorporados, en un 3,09% 


(tres con cero nueve por ciento). 


2 


n= 


El organismo estatal pagará directamente al fun- 
cionario beneficiario del subsidio previsto en el 
numeral 2* del artículo 13 del Decreto-Ley refe- 
rido, según certificado expedido por la Dirección 
de los Seguros Sociales por Enfermedad, el que 
corresponda en sus tres primeros días no cubier- 
tos por dicho régimen. 


3) La Contaduría General de la Nación o el organis- 
mo competente en los restantes casos, realizará 
las trasposiciones y refuerzo de rubros y subru- 
bros para adecuar el presupuesto a esta nueva 
situación. 


El Banco de Previsión Social podrá exigir que cada 
organismo le reintegre, total o parcialmente, el costo de 
las licencias médicas a efecto de que esta disposición no 
genere déficit. 


Art. 15, - Declárase que la redistribución de funcio- 
narios, operada desde 1987 en la Administración de los 
Ferrocarriles del Estado y en Industria Lobera y Pesque- 
ra del Estado, en ningún caso podrá provocar perjuicio 
en sus respectivas carreras administrativas ni en el nivel 
de retribuciones que tenían en el momento de ser decla- 
rados excedentarios. 


La retroactividad que pudiera corresponderle a los 
funcionarios, por concepto de la adecuación, será actua- 
lizada, además, de acuerdo a lo dispuesto por el Decre- 
to-Ley N* 14,500, de 8 de marzo de 1976. 


El funcionario que ya hubiese sido incorporado y 
entienda que se han lesionado sus derechos, podrá diri- 
gir una petición simple al jerarca del organismo actual, 
dentro de los noventa días de vigencia de la presente 
Ley, pidiendo la recomposición de su situación. El res- 
ponsable del servicio dispondrá sin más trámite, la in- 
vestigación respectiva y propondrá a la Oficina Nacio- 
nal del Servicio Civil y al Ministerio de Economía y 
Finanzas la nueva adecuación, así como la liquidación 
de la retroactividad que pudicra corresponderle, 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos necesarios para atender las obligaciones que 
surjan del presente artículo. 
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Art. 16. - Interprétase el artículo 25 de la Ley 
N* 15,783, de 28 de noviembre de 1985, en el sentido 
que los funcionarios de la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado que hubieran sido restituidos al 
organismo al amparo de las Leyes Números 15,737, de 
8 de marzo de 1985, y 15.783, de 28 de noviembre de 
1985, y que se hubieran hecho acreedores a los 
beneficios a los que se remite el artículo 34 de ta 
Ley N* 15.783, podrán acogerse al amparo jubilatorio 
previsto en el artículo 183 y concordantes del Capítulo IV 
de dicha Ley o reformar su cédula jubilatoria, debiendo 
presentar al efecto la correspondiente solicitud ante el 
Banco de Previsión Social dentro de los noventa días 
siguientes a la promulgación de la presente Ley. 


Extiéndese el presente amparo a los funcionarios que, 
habiéndose encontrado en la misma situación a que re- 
fiere el inciso anterior, se hubieran acogido con postc- 
rioridad a los beneficios jubilatorios previstos por la le- 
gislación común o leyes especiales, quienes podrán re- 
formar su cédula jubilatoria presentándose en el mismo 
plazo y forma. 


Art. 17, - Declárase que lo establecido en el inciso 
primero del artículo 34 de la Ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, comprende a todos los funcionarios 
públicos en situaciones similares, quienes dispondrán del 
plazo de noventa días establecido en la norma citada. 


SECCION Ill 
INVERSIONES 


Artículo 18. - Los jerarcas de los diferentes Incisos, 
previa autorización del Poder Ejecutivo, podrán dispo- 
ner de los fondos establecidos en los artículos 98 y 99 
de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, a efectos de 
dar cumplimiento a convenios internacionales. 


Art. 19. - Sustitúyese el artículo 57 de la Ley 
N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 57. - Autorízase al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, en los Ejercicios 
1993 y 1994, a realizar trasposiciones entre pro- 
yectos de diferentes programas del Inciso, así 
como a utilizar los excedentes de asignaciones 
presupuestales de proyectos ya ejecutados, en otros 
proyectos de inversión, sin incrementar el monto 
máximo de ejecución establecido para dichos Ejer- 
cicios. 


En todos los casos se dará cuenta a la Conta- 
duría General de la Nación, a la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto, al Tribunal de Cuentas 
y ala Asamblea General. 
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Las trasposiciones no podrán superar el 100% 
(cien por ciento) del crédito presupuestal del pro- 
yecto reforzado. 


En ningún caso las trasposiciones podrán obs- 
tar ni hacer inviable la ejecución de los proyec- 
tos autorizados por las normas presupuestales. 


El procedimiento que se autoriza no podrá 
ser empleado a los fines de reforzar el proyecto 
702 “Convenios” del programa 01 del Inciso 10”. 


Art. 20. - Incorpóranse los siguientes proyectos de 
inversión: 


A) En el Inciso 02 “Presidencia de la República”, 
programa 002 “Planificación, Desarrollo y Ase- 
soramiento Presupuestal Sector Público”, uni- 
dad ejecutora 006 “Proyecto de Infraestructura 
Social”, el proyecto “Fortalecimiento al Area 
Social”, con una asignación presupuestal para 
1994 de $ 348.200 (pesos uruguayos trescien- 
tos cuarenta y ocho mil doscientos) equivalen- 
tes a U$S 100.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América cien mil), financiada con cargo a 
Rentas Generales y $ 1.392.800 (pesos urugua- 
yos un millón trescientos noventa y dos mil ocho- 
cientos) equivalentes a USS 400.000 (dólares de 
los Estados Unidos de América cuatrocientos mil), 
financiada con cargo a Endeudamiento Externo. 


B) En el Inciso 02 “Presidencia de la República”, 
programa 002 “Planificación, Desarrollo y Ase- 
soramiento Presupuestal Sector Público”, uni- 
dad ejecutora 004 “Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto”, el proyecto “Fortalecimiento al 
Area Social”, con una asignación presupuestal 
para 1994 de $ 348.200 (pesos uruguayos tres- 
cientos cuarenta y ocho mil doscientos) equi- 
valentes a U$S 100.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América cien mil), financiada con 
cargo a Rentas Generales y $ 1:392.800 (pesos 
uruguayos un millón trescientos noventa y dos 
mil ochocientos) equivalentes a U$S 400.000 (dó- 
lares de los Estados Unidos de América cuatro- 
cientos mil), financiada con cargo a Endeudamien- 
to Externo. 


C) En el Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca”, el proyecto 748 “Desarrollo de 
Recursos Hídricos y Naturales” del programa 
001 “Administración Superior” con una asigna- 
ción presupuestal para 1994 de $ 12:187.000 
(pesos uruguayos doce millones ciento ochenta 
y siete mil) equivalentes a U$S 3:500.000 (dóla- 
res de los Estados Unidos de América tres mi- 
llones quinientos mil), con cargo a Rentas Ge- 
nerales y $ 17:410.000 (pesos uruguayos dieci- 
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siete millones cuatrocientos diez mil) equivalen- 
tes a U$S 5:000.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América cinco millones), con cargo a En- 
deudamiento Externo. 


D) A la nómina de proyectos establecida en el ar- 
tículo 58 de la Ley N” 16,320, de 1* de noviem- 
bre de 1992, programa 003 “Dirección Nacional 
de Vialidad”, el proyecto “R. 9: R. 99 - Pan de 
Azúcar”. 


E) En el Inciso 11 “Ministerio de Educación y 
Cultura”, programa 001 “Administración 
General”, el proyecto “Fortalecimiento al 
Area Social”, con una asignación presupues- 
tal para 1994 de $ 174.100 (pesos urugua- 
yos ciento setenta y cuatro mil cien) equi- 
valentes a U$S 50.000 (dólares de los Es- 
tados Unidos de América cincuenta mil), 
financiada con cargo a Rentas Generales y 
$ 696.400 (pesos uruguayos seiscientos no- 
venta y seis mil cuatrocientos) equivalen- 
tes a USS 200.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América doscientos mil), financiada con 
cargo a Endeudamiento Externo, 


F) En el Inciso 12 “Ministerio de Salud Pública”, 
programa 001 “Administración Superior”, el pro- 
yecto “Fortalecimiento al Area Social”, con una 
asignación presupuestal para 1994 de $ 5:223.000 
(pesos uruguayos cinco millones doscientos vein- 
titrés mil), equivalentes a U$S 1:500.000 (dóla- 
res de los Estados Unidos de América un millón 
quinientos mil), financiada con cargo a Rentas 
Generales y $ 20:892.000 (pesos uruguayos vein- 
te millones ochocientos noventa y dos mil) equi- 
valentes a U$S 6:000.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América seis millones), financiada con 
cargo a Endeudamiento Externo. 


G) En el Inciso 13 “Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social”, programa 001 “Administración Ge- 
neral” el proyecto “Fortalecimiento al Area So- 
cial”, con una asignación presupuestal para 1994 
de $ 417.840 (pesos uruguayos cuatrocientos dic- 
cisiete mil ochocientos cuarenta) equivalentes a 
U$S 120.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América ciento veinte mil), financiada con cargo 
a Rentas Generales y $ 1:671.360 (pesos urugua- 
yos un milión seiscientos setenta y un mil tres- 
cientos sesenta) equivalentes a USS 480,000 (dó- 
lares de los Estados Unidos de América cuatro- 
cientos ochenta mil), financiada con cargo a En- 
deudamiento Externo, 


Art. 21. - Incorpórase al Plan de Inversiones 
Públicas del programa 004 “Fuerza Aérea Uru- 
guaya”, unidad ejecutora 023 “Comando Gencral 
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de la Fuerza Aérea” el proyecto “Reconversión 
Edilicia” por un monto de $ 1:396.800 (pesos uru- 
guayos un millón trescientos noventa y seis mil 
ochocientos). 


Art. 22, - Amplíase el proyecto 706 “Adquisición de 
Aeronaves” perteneciente al Inciso 03 “Ministerio de 
Defensa Nacional”, programa 004 “Fuerza Aérea Uru- 
guaya”, unidad ejecutora 023 “Comando General de la 
Fuerza Aérea” en $ 3:492.000 (pesos uruguayos tres 
millones cuatrocientos noventa y dos mil) equivalentes 
a U$S 1:000.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un millón) para el ejercicio 1993 y en $ 4:190,400 
(pesos uruguayos cuatro millones ciento noventa mil cua- 
trocientos) equivalentes a U$S 1:200,000 (dólares de los 
Estados Unidos de América un millón doscientos mil) 
para el Ejercicio 1994, 


Art. 23, - Incorpórase al Plan de Inversiones Públi- 
cas del Inciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional”, pro- 
grama 004 “Fuerza Aérea Uruguaya”, unidad ejecutora 
023 “Comando General de la Fuerza Aérea”, el proyec- 
to “Operaciones Aeronaves C-130” por un monto de 
U$S 1:840.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un millón ochocientos cuarenta mil) equivalentes a 
$ 6:425.200 (pesos uruguayos seis millones cuatrocien- 
tos veinticinco mil doscientos) para el Ejercicio 1994, 


Art. 24. - Incorpórase al Plan de Inversiones Públi- 
cas del Inciso 10 “Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas”, el proyecto de inversión “Acceso Ferroviario 
al Puerto de Nueva Palmira. Ramal: Estación Grito de 
Asencio-Puerto de Nueva Palmira”, declarado de interés 
nacional por el artículo 63 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990. 


Para los Ejercicios 1993 y 1994 el referido proyecto 
tendrá una asignación presupuestal anual de $ 1:741.000 
(pesos uruguayos un millón setecientos cuarenta y un 
mil), equivalentes a U$S 500.000 (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América quinientos mil) para cuyo finan- 
ciamiento tendrá carácter prioritario en el procedimiento 
autorizado por el artículo 57 de la Ley N* 16.320, de 1* 
de noviembre de 1992, en la redacción dada por el artí- 
culo 19 de la presente Ley. 


SECCION [V 
INCISOS DELA ADMINISTRACION CENTRAL 
INCISO 02 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 
Artículo 25. - Increméntase al 4% (cuatro por cien- 


to) la partida establecida en el artículo 44 de la Ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 
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Facúltase al Poder Ejecutivo a extender en todos sus 
alcances lo dispuesto en el inciso primero, a los progra- 
mas 002 “Planificación del Desarrollo y Asesoramiento 
Presupuestal para el Sector Público”, 003 “Elaboración, 
Supervisión y Coordinación de las Estadísticas Naciona- 
les” y 004 “Política, Administración y Control del Ser- 
vicio Civil”. 


Se imputarán a la financiación de esta disposición 
facultativa las economías que, a partir del 31 de diciem- 
bre de 1993, se generen por concepto de contrapartida 
nacional en la ejecución de los proyectos a cargo del 
Inciso. 


Fíjase en un 50% (cincuenta por ciento) el por- 
centaje a que refieren los artículos 76 y 83 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. Los 
funcionarios que pasen a prestar servicios en comisión 
en el Inciso 02, a partir del 30 de junio de 1993, sólo 
podrán percibir la compensación por “Permanencia a la 
orden” cuando cuenten con un año de antigiledad en la 
referida situación. 


Duplicase la partida anual establecida en el artículo 
43 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


Derógase el artículo 39 de la Ley N* 16.226, de 29 
de octubre de 1991. 


INCISO 03 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


Artículo 26. - Las remuneraciones correspondientes 
a los cargos de maestro del Ministerio de Defensa Na- 
cional se equipararán a las de los cargos de igual deno- 
minación pertenecientes al Consejo de Educación Pri- 
maria de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica. 


Art. 27. - Establécese la compensación otorgada por 
los incisos primero y segundo del artículo 77 de la Ley 
N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, en los siguien- 
tes porcentajes: 


% 
Personal Superior 30 
Suboficiales y Clase 25 
Alistados y Cadetes 20 


A partir del 1% de enero de 1994 la referida compen- 
sación estará sujeta a montepío. 
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Créase una compensación mensual del 20% (veinte 
por ciento) sobre el total de las retribuciones sujetas a 
montepío, por concepto de “Permanencia a la orden”, 
para el siguiente personal: 


- Personal Superior de los Cuerpos de Servicios 
Generales determinado por el artículo 94 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


- Personal Reservista Incorporado de acuerdo con 
lo dispuesto por el artículo 111 del Decreto-Ley 
N* 14.157, de 21 de febrero de 1974. 


- Personal del escalafón H del Cuerpo Técnico de 
la Fuerza Aérea Uruguaya. 


- Personal Superior y Subalterno de los subprogra- 
mas 001 “Administración Superior” y 002 “Ase- 
soramiento, Coordinación y Planificación de las 
Fuerzas Armadas” del programa 001 “Adminis- 
tración Central del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal”, programa 005 “Administración y Control 
Aviatorio y Aeroportuario”, programa 006 “Sa- 
lud Militar”, programa 007 “Seguridad Social Mi- 
litar”, programa 008 “Justicia Militar” y 009 “In- 
vestigaciones y Estudios Meteorológicos”. 


- Personal Civil Equiparado de todos los progra- 
mas del Inciso. . 


Esta compensación estará sujeta a montepío, no 
será tenida en cuenta a los efectos de la aplicación del 
artículo 42 de la Ley N* 12.801, de 30 de noviembre de 
1960, modificativas y concordantes, y no será conside- 
rada para calcular ninguna otra retribución de carácter 
porcentual. 


Queda excluido de su percepción el personal en si- 
tuación de excedencia establecido por el artículo 81 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Suprímense las vacantes de cargos del escalafón K 
“Personal Militar” existentes a 30 de junio de 1993. 


Lo dispuesto por el inciso anterior será sin perjuicio 
del derecho a ascender, a la prosecución de la carrera 
administrativa y de la relación funcional en su caso, no 
pudiéndose suprimir ninguna vacante que afecte de al- 
guna manera lo establecido en el presente inciso. 


Art. 28. - Fíjase en $ 1.540 (pesos uruguayos un mil 
quinientos cuarenta) la compensación mensual que por 
concepto de equipo perciben los Oficiales Generales y 
Oficiales Superiores. 


Declárase que la referida compensación, así como el 
reintegro que por igual concepto percibe el Personal 
Superior no comprendido en el inciso anterior, tienen 
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carácter salarial, de conformidad con la legislación vi- 
gente quedando, en consecuencia, a partir del 1* de ene- 
ro de 1994, sujetas a montepío. 


Art. 29. - Fíjanse como Gastos de Representación, 
sobre las retribuciones básicas y complementarias su- 
jetas a montepío, excluidas la prima por antigiledad 
y la permanencia en el grado, en $ 801 (pesos urugua- 
yos ochocientos uno) para los Comandantes en Jefe y 
en $ 412 (pesos uruguayos cuatrocientos doce) para los 
Oficiales Generales de las Fuerzas Armadas. 


Art. 30. - Transfórmase en el programa 001 “*Admi- 
nistración Central del Ministerio de Defensa Nacional”, 
subprograma 001 “Administración Superior”, unidad 
ejecutora 001 “Dirección General de Secretaría de Esta- 
do” un cargo Técnico 8 Administración Pública, escala- 
fón B, grado 5, en Asesor 9 Médico Veterinario, escala- 
fón A, grado 5. 


Art. 31. - Sustitúyese el artículo 511 de la 
Ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992, por cl 
siguiente: 


“ARTICULO 511.- La Dirección General de 
Infraestructura Aeronáutica afectará el equivalente 
al 33% (treinta y tres por ciento) de sus ingresos 
con destino al financiamiento de las erogaciones 
correspondientes a los rubros O y 1, programa 
005 “Administración y Control Aviatorio y 
Aeroportuario”, unidad ejecutora 032 “Dirección 
General de Infraestructura Aeronáutica”, 
subprograma 002. 


La diferencia que pudiera existir entre la afectación 
del total de los rubros O y 1 con el monto referido en el 
inciso anterior, se repartirá mensualmente y en forma de 
compensación entre sus funcionarios, proporcionalmen- 
te a sus retribuciones básicas”. 


Art. 32. - Autorízase en el programa 104 “Fuerza 
Aérea Uruguaya”, a la unidad ejecutora 073 “Comando 
General de la Fuerza Aérea”, a disponer de hasta un 5% 
(cinco por ciento) de lo recaudado anualmente en el 
programa 005 “Administración y Control Aviatorio y 
Aeroportuario” por la unidad ejecutora 032 “Dirección 
General de Infraestructura Aeronáutica”, con destino a 
la financiación de obras de infraestructura comprendidas 
dentro de la competencia de la unidad ejecutora 073. 


Facúltase a la Contaduría General de la Nación a 
esos efectos, a habilitar anualmente los créditos corres- 
pondientes. 


Art. 33. - Facúltase al Poder Ejecutivo a extender lo 
previsto en los artículos 280 y 281 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, a todo el personal del Arca de 
Enfermería del Servicio de Sanidad de las Fuerzas Ar- 
madas. 
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Art. 34. - Declárase por vía interpretativa del Capí- 
tulo I del Título I de la Ley N* 16.333, de 1* de diciem- 
bre de 1992, que el personal superior que haya pasado a 
situación de excedencia, en virtud de lo previsto en los 
artículos 78 a 90 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre 
de 1991, cuando pase a situación de retiro militar se 
regirá por el régimen vigente en el momento en que se 
generó la situación de excedencia. 


Art. 35, - Declárase comprendido en las disposicio- 
nes del literal A) del artículo 9% de la Ley N* 16,333, de 
1* de diciembre de 1992, en la redacción dada por el 
artículo 1? de la Ley N* 16.336, de 9 de diciembre de 
1992, al personal militar que pasó a situación de retiro 
en el período comprendido entre el 1? de enero y el 31 
de marzo de 1990, 


INCISO 04 
MINISTERIO DEL INTERIOR 
Art. 36. - Establécese la compensación otorgada por 


el artículo 118 de la Ley N* 16,320, de 1% de noviembre 
de 1992, en los siguientes porcentajes: 


% 
Inspector General 30 
Inspector Principal 30 
Inspector Mayor 30 
Comisario Inspector 30 
Comisario 30 
Subcomisario 30 
Oficial Principal 30 
Oficial Ayudante 30 
Oficial Subayudante 30 
Suboficial Mayor 25 
Sargento 1* 25 
Sargento 25 
Cabo 25 
Agente de 1* 20 
Agente de 2* 20 
Cadete 20 


E.S.- 31 


30 de Setiembre de 1993 


28 de diciembre de 1990, se destinará a la promoción 
social y bienestar de los recursos humanos de la Direc- 
ción de Loterías y Quinielas. 


Art. 47. - Autorízase a la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado a contratar, a término, por el régimen de arren- 
damiento de servicios, a personal que preste tareas en el 
Jardín Maternal para los hijos de los funcionarios perte- 
necientes al Ministerio de Economía y Finanzas, quie- 
nes no tendrán la calidad de funcionarios públicos. Los 
fondos para dichas contrataciones provendrán de lo re- 
caudado por lo establecido en el inciso tercero del artí- 
culo 207 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, 


Art. 48. - Los funcionarios que cumplan tareas en la 
unidad ejecutora 011 “Secretaría Administrativa del Gru- 
po Mercado Común” del programa 011 “Apoyo a las 
tareas ejecutivas del Tratado de Asunción”, percibirán, 
hasta tanto comience a regir la nueva estructura de car- 
gos y funciones, una compensación mensual sujeta a 
montepío, por concepto de “Permanencia a la Orden”. 
Los funcionarios que perciban dicha compensación de- 
berán cumplir como mínimo un régimen de cuarenta 
horas semanales de labor. 


Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a 
habilitar una partida anual de $ 430.000 (Pesos urugua- 
yos cuatrocientos treinta mil) a fin de atender las 
erogaciones generadas por el cumplimiento de lo dis- 
puesto en el inciso anterior, 


INCISO 07 


MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA 
Y PESCA 


Artículo 49. - Facúltase a la unidad ejecutora 007 
“Dirección General de Recursos Naturales Renovables”, 
a controlar los laboratorios privados de análisis de suc- 
los, plantas y aguas con fines agropecuarios, de acuerdo 
a lo que establezca la reglamentación. 


Art. 50. - La introducción al país, tenencia, transpor- 
te, comercialización, difusión y suelta en el medio natu- 
ral de especies de fauna exótica susceptibles de tornarse 
silvestres, requerirá la autorización de la Dirección Ge- 
neral de Recursos Naturales Renovables, la que la nega- 
rá en caso que la misma implique la posibilidad de una 
alteración del equilibrio ecológico. 


Si la mencionada Dirección no negare la autoriza- 
ción solicitada en un plazo de noventa días de presenta- 
da, se tendrá por otorgada. 


La infracción a lo dispuesto en el presente artículo 
será sancionada de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 209 de la Ley N* 16.320, de 1? de noviembre 
de 1992, 
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Art. 51. - Sustitúyese el artículo 353 de la 
Ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 353. - La veda absoluta de toda 
actividad cinegética, la alteración o destrucción 
del hábitat de las especies vivas, madrigueras, 
nidos y huevos, regirá en todo tiempo respecto a 
los parques nacionales y áreas de reserva o prote- 
gidas. Queda prohibida, asimismo, la destrucción 
o extracción por cualquier procedimiento de su 
flora autóctona, en particular el palmeral y espe- 
cies del monte indígena. 


Toda acción sobre las poblaciones que com- 
ponen la flora y la fauna de las áreas de referen- 
cia deberá hacerse en el marco de los planes de 
manejo de la Dirección General de Recursos Na- 
turales Renovables”. 


Art, 52. - Declárase área protegida en los términos 
referidos en el artículo 207 de la Ley N* 16.320, de 1* 
de noviembre de 1992, la denominada Isla de las Gavio- 
tas situada en aguas del Río de la Plata frente a la costa 
de playa Malvín. 


El Poder Ejecutivo tomará las medidas necesarias a 
los efectos del empadronamiento, mensura e incorpora- 
ción al Registro de Títulos de la Propiedad Nacional de 
la referida posesión insular. 


Sin perjuicio de lá norma legal referida en el inciso 
primero, el Poder Ejecutivo podrá otorgar en régimen de 
comodato precario la gestión ecológica de la isla a la 
persona jurídica sin fines de lucro “Museo Marítimo 
Malvín”. 


Prohíbese el acceso a la Isla de las Gaviotas sin la 
previa autorización de la Dirección General de Recursos 
Naturales Renovables. La Prefectura Nacional Naval ve- 
lará por el cumplimiento de esta disposición. 


Art. 53, - Sustitúyese el artículo 458 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 458. - Encomiéndase al Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca el estu- 
dio y definición precisa de las áreas de protec- 
ción y reserva ecológica así como la reglamenta- 
ción de su uso y manejo, particularmente dentro 
de las zonas determinadas por: 


A) El Decreto 266/966, de 2 de junio de 1966, 
que declaró de interés nacional la preser- 
vación de las regiones de Cabo Polonio, 
Aguas Dulces y laguna de Castillos. 
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30 de Setiembre de 1993 


28 de diciembre de 1990, se destinará a la promoción 
social y bienestar de los recursos humanos de la Direc- 
ción de Loterías y Quinielas. 


Art. 47. - Autorízase a la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado a contratar, a término, por el régimen de arren- 
damiento de servicios, a personal que preste tareas en el 
Jardín Maternal para los hijos de los funcionarios perte- 
necientes al Ministerio de Economía y Finanzas, quie- 
nes no tendrán la calidad de funcionarios públicos. Los 
fondos para dichas contrataciones provendrán de lo re- 
caudado por lo establecido en el inciso tercero del artí- 
culo 207 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990. 


Art. 48. - Los funcionarios que cumplan tareas en la 
unidad ejecutora 011 “Secretaría Administrativa del Gru- 
po Mercado Común” del programa 011 “Apoyo a las 
tareas ejecutivas del Tratado de Asunción”, percibirán, 
hasta tanto comience a regir la nueva estructura de car- 
gos y funciones, una compensación mensual sujeta a 
montepío, por concepto de “Permanencia a la Orden”. 
Los funcionarios que perciban dicha compensación de- 
berán cumplir como mínimo un régimen de cuarenta 
horas semanales de labor. 


Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a 
habilitar una partida anual de $ 430.000 (Pesos urugua- 
yos cuatrocientos treinta mil) a fin de atender las 
erogaciones generadas por el cumplimiento de lo dis- 
puesto en el inciso anterior. 


INCISO 07 


MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA 
Y PESCA 


Artículo 49. - Facúltase a la unidad ejecutora 007 
“Dirección General de Recursos Naturales Renovables”, 
a controlar los laboratorios privados de análisis de suc- 
los, plantas y aguas con fines agropecuarios, de acuerdo 
a lo que establezca la reglamentación. 


Art. 50. - La introducción al país, tenencia, transpor- 
te, comercialización, difusión y suelta en el medio natu- 
ral de especies de fauna exótica susceptibles de tornarse 
silvestres, requerirá la autorización de la Dirección Ge- 
neral de Recursos Naturales Renovables, la que la nega- 
rá en caso que la misma implique la posibilidad de una 
alteración del equilibrio ecológico. 


Si la mencionada Dirección no negare la autoriza- 
ción solicitada en un plazo de noventa días de presenta- 
da, se tendrá por otorgada. 


La infracción a lo dispuesto en el presente artículo 
será sancionada de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 209 de la Ley N* 16.320, de 1? de noviembre 
de 1992. 
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Art. 51. - Sustitúyese el artículo 353 de la 
Ley N* 16,320, de 1? de noviembre de 1992, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 353. - La veda absoluta de toda 
actividad cinegética, la alteración o destrucción 
del hábitat de las especies vivas, madrigueras, 
nidos y huevos, regirá en todo tiempo respecto a 
los parques nacionales y áreas de reserva o prote- 
gidas. Queda prohibida, asimismo, la destrucción 
o extracción por cualquier procedimiento de su 
flora autóctona, en particular el palmeral y espe- 
cies del monte indígena. 


Toda acción sobre las poblaciones que com- 
ponen la flora y la fauna de las áreas de referen- 
cia deberá hacerse en el marco de los planes de 
manejo de la Dirección General de Recursos Na- 
turales Renovables”. 


Art. 52. - Declárase área protegida en los términos 
referidos en el artículo 207 de la Ley N* 16,320, de 1* 
de noviembre de 1992, la denominada Isla de las Gavio- 
tas situada en aguas del Río de la Plata frente a la costa 
de playa Malvín. 


El Poder Ejecutivo tomará las medidas necesarias a 
los efectos del empadronamiento, mensura e incorpora- 
ción al Registro de Títulos de la Propiedad Nacional de 
la referida posesión insular. 


Sin perjuicio de lá norma legal referida en el inciso 
primero, el Poder Ejecutivo podrá otorgar en régimen de 
comodato precario la gestión ecológica de la isla a la 
persona jurídica sin fines de lucro “Museo Marítimo 
Malvín”. 


Prohíbese el acceso a la Isla de las Gaviotas sin la 
previa autorización de la Dirección General de Recursos 
Naturales Renovables. La Prefectura Nacional Naval ve- 
lará por el cumplimiento de esta disposición. 


Art. 53, - Sustitúyese el artículo 458 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 458. - Encomiéndase al Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca el estu- 
dio y definición precisa de las áreas de protec- 
ción y reserva ecológica así como la reglamenta- 
ción de su uso y manejo, particularmente dentro 
de las zonas determinadas por: 


A) El Decreto 266/966, de 2 de junio de 1966, 
que declaró de interés nacional la preser- 
vación de las regiones de Cabo Polonio, 
Aguas Dulces y laguna de Castillos. 
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B) El Decreto 260/977, de 11 de mayo de 
1977, por el que se declara Parque Nacio- 
nal Lacustre la zona integrada por las la- 
gunas José Ignacio, Garzón y Rocha. 


C) El área de los bañados de Santa Teresa, 
incluyendo el ecosistema de laguna Negra 
y el palmeral y monte indígena ubicado 
en la margen noroccidental de la misma. 


D) El sistema de los bañados de India Muerta. 
E) Los bañados costeros de la laguna Merín. 


F) El área total correspondiente al Parque Na- 
cional y Reserva de Fauna y Flora de El 
Potrerillo de Santa Teresa. 


G) El área total del bosque indígena del Que- 
guay que comprende el “Rincón de An- 
drés Pérez” y su prolongación aguas abajo 
de la confluencia de los ríos Queguay 
Grande y Queguay Chico en una exten- 
sión aproximada a las trece mil quinientas 
hectáreas, así como los bañados y esteros 
existentes en la zona circundante”. 


En las zonas mencionadas, toda acción u obra que 
pueda alterar el régimen de escurrimiento natural de las 
aguas superficiales o introducir modificaciones perma- 
nentes a su ecosistema deberá contar con informe favo- 
rable del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
previo a su autorización por los organismos competen- 
tes. 


Créase una Comisión para el estudio y seguimiento 
de la recuperación, protección y desarrollo del cabo Po- 
lonio y su área circundante, la que estará integrada por 
un representante de cada uno de los siguientes organis- 
mos: Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, que 
la presidirá; Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente; Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas; Ministerio de Defensa Nacional; Minis- 
terio de Turismo e Intendencia Municipal de Rocha. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca de- 
berá definir las acciones a ser tomadas por el Estado 
para asegurar que las áreas que sc determinen puedan 
ser efectivamente protegidas y mantenidas dentro del 
régimen en que se las define. 


Derógase el artículo 304 de la Ley N* 16.226, de 29 
de octubre de 1991. 


Art. 54, - Autorízase al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca a proceder a la venta directa de los 
productos madereros procedentes del manejo del patri- 
monio forestal del Estado. 


CAMARA DE SENADORES 


Queda, asimismo, facultado a fijar los precios de 
venta, que se reajustarán semestralmente sobre la base 
de los que rijan en el mercado interno. 


INCISO 08 


MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y 
MINERIA 


Artículo $5. - Declárase de interés nacional la pro- 
ducción, el desarrollo y la investigación en las diferen- 
tes áreas integrantes de la biotecnología. 


Art. 56. - El Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería, a través de su unidad asesora de Promoción In- 
dustrial, recibirá y considerará solicitudes de amparo a 
la presente Ley, de proyectos biotecnológicos y, con el 
asesoramiento preceptivo de la Dirección de Ciencia y 
Tecnología del Ministerio de Educación y Cultura, pro- 
pondrá la declaratoria de interés nacional y la concesión 
de las franquicias previstas en el Decreto-Ley 
N* 14,178, de-28 de marzo de 1974 (artículo 43 del 
Título 3 del Texto Ordenado 1991). 


Esta declaratoria no podrá recaer sobre proyectos de 
aplicaciones biotecnológicas que puedan ocasionar da- 
flos o generar riesgos para la salud humana, animal o 
vegetal, así como para el medio ambiente. 


INCISO 10 


MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS 
PUBLICAS 


Artículo 57, - Autorízase a la Dirección Nacional de 
Transporte a cobrar hasta $ UR (cinco unidades reajus- 
tables) por los permisos, certificados o autorizaciones 
que expida. El destino de dichos fondos será el Tesoro 
de Obras Públicas (FIMTOP). 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposi- 
ción. 


Art. 58. - El Registro de Automotores no inscribirá 
transferencias de vehículos gravados por el Impuesto a 
los Ejes, creado por el artículo 15 de la Ley N* 12,950, 
de 23 de noviembre de 1961, sin que se compruebe 
estar al día con el pago del impuesto. El escribano inter- 
viniente en la contratación a registrar, certificará dicha 
situación. 


Art. 59. - Decláranse que ro están comprendidos en 
la disposición del inciso final del artículo 174 de la Ley 
N? 16.320, de 1% de noviembre de 1992, los inmuebles 
del Estado ocupados por carreteras. 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


INCISO 11 
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


Artículo 60, - Créase en el programa 004 “Fomento 
de la Investigación Técnico-Científica” el “Fondo Pro- 
fesor Clemente Estable de Investigación Científica y Tec- 
nológica”. El objeto será exclusivamente contribuir a la 
prosecución de proyectos de investigación científica de 
excelencia, calificados como prioritarios para el país, y 
que eventualmente pudieran carecer de fuente de finan- 
ciación específica o que ésta pudiera haber cesado por 
cualquier razón. 


El referido Fondo será administrado por el Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas quien 
otorgará los subsidios de acuerdo con la evaluación rea- 
lizada por una Comisión Asesora Honoraria integrada 
por investigadores científicos activos. Esta Comisión es- 
tará presidida por el Ministro de Educación y Cultura o 
su delegado e integrada además por dos delegados de la 
Universidad de la República, un delegado del Instituto 
de Investigaciones Biológicas “Clemente Estable”, un 
delegado de la Dirección de Laboratorios Veterinarios 
“Doctor Miguel C. Rubino” y un delegado del Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas que 
ejercerá la Secretaría de la Comisión. La Comisión Ho- 
noraria fijará, asimismo, las prioridades de financiación 
y el monto de la asignación de recursos con cargo al 
“Fondo Profesor Clemente Estable” de Investigación 
Científica y Tecnológica. 


El Fondo a que refiere la presente disposición estará 
dotado de una asignación presupuestal anual equivalente 
como mínimo a U$S 500.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América quinientos mil). 


El Poder Ejecutivo reglamentará el presente artículo 
dentro de los noventa días de promulgada la presente Ley. 


Art. 61. - Modifícase el artículo 303 de la 
Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, fijando 
en la suma equivalente a USS 900.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América novecientos mil) la transfe- 
rencia en favor del Programa de Desarrollo de Ciencias 
Básicas. La misma deberá realizarse por duodécimos a 
lo largo de cada ejercicio. 


Art. 62. - Los fondos resultantes de la aplicación del 
literal B) del artículo 390 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, en la redacción dada por el artículo 
269 de la Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, 
serán distribuidos mensualmente y en efectivo entre los 
funcionarios que presten efectivamente servicios en la 
Biblioteca Nacional. 


El Ministerio de Economía y Finanzas depositará 
mensualmente en la cuenta correspondiente al “Fondo 
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de Promoción y Desarrollo de la Biblioteca Nacional” 
los recursos afectados por el inciso segundo del artículo 
337 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Art. 63. - Facúltase al Ministerio de Educación y 
Cultura a la reestructura escalafonaria de la Orquesta 
Sinfónica del SODRE, tomando como referencia la tota- 
lidad de las retribuciones de naturaleza salarial que per- 
ciben sus integrantes. El padrón de la Orquesta Sinfóni- 
ca del SODRE estará integrado exclusivamente por pro- 
fesores, archivistas e inspectores directamente vincula- 
dos a la misma: 


99 en la Orquesta Sinfónica. 
5 en Conjunto de Cámara. 

1 Inspector. 

1 Archivista. 

1 Ayudante de Archivista. 


Art. 64, - El porcentaje a que refiere el artículo 260 
de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, podrá 
ser llevado hasta el 10% (diez por ciento), siempre que 
no se alteren las actuales afectaciones de los recursos 
extrapresupuestales de libre disponibilidad del Servicio 
Oficial de Radiotelevisión y Espectáculos. 


Art. 65. - Facúltase al Poder Ejecutivo a crear la 
Fiscalía Letrada Departamental de Tacuarembó de Se- 
gundo Turno, la que actuará con los cometidos que le 
son asignados a los Fiscales Letrados Departamentales, 
dentro de la jurisdicción de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia de Tacuarembó. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a crear un cargo de 
Fiscal Letrado Departamental y un cargo Ab 06 Admi- 
nistrativo V, destinados a la Fiscalía Letrada Departa- 
mental que se crea por la presente Ley. 


Dispónese que la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación determinará los turnos de las Fis- 
calías Letradas Departamentales y el criterio de redistri- 
bución de expedientes, todo lo cual será sin perjuicio de 
la homologación posterior por el Poder Ejecutivo. 


Art. 66. - En todo documento que se presente a 
inscribir en los registros públicos dependientes de la 
Dirección General de Registros, deberá consignarse el 
número de cédula de identidad de los otorgantes u otro 
documento oficial identificatorio, si se tratare de otor- 
gantes extranjeros, así como el número de inscripción en 
el Registro Unico de Contribuyentes cuando corresponda. 


Art. 67. - El Registro Nacional de Actos Personales 
tomará razón de los embargos generales de derechos y 
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demás medidas cautelares, siempre que se indique, en 
los oficios respectivos, nombres y apellidos completos y 
cédula de identidad de la persona a la que se refieren, 


Respecto de las asociaciones civiles, sociedades y 
demás personas jurídicas se indicará nombre, tipo so- 
cial, domicilio y número de Registro Unico de Contri- 
buyentes, cuando corresponda. 


El Registro no admitirá dichos documentos si no 
constan todos los datos referidos, salvo orden del Juez 
interviniente dictada por resolución fundada de la que se 
deberá dejar constancia en el oficio respectivo, en cuyo 
caso deberán aportarse otros datos identificatorios, tales 
como nombre del cónyuge, edad, profesión u oficio, 
domicilio, credencial cívica u otro documento oficial de 
la persona a quien afecte la medida. 


En el caso de embargos de cualquier especie, deberá 
indicarse además, el monto reclamado o el que proteja 
la medida cautelar. No serán inscribibles los embargos 
de monto inferior a 10 UR (diez unidades reajustables). 


El Ministerio del Interior, por intermedio de ja Di- 
rección Nacional de Identificación Civil, o la Dirección 
General Impositiva, en su caso, proporcionarán a los 
profesionales abogados, escribanos y procuradores, de- 
bidamente acreditados, los nombres y apellidos, número 
de cédula de identidad o número de inscripción en cl 
Registro Unico de Contribuyentes de aquellas personas 
que les sean requeridos, para presentarlo como medida 
preparatoria, en juicio iniciado o a iniciarse, o con otra 
finalidad e interés igualmente legítimo. El Poder Ejecu- 
tivo reglamentará el procedimiento correspondiente y la 
tasa a abonarse por cada solicitud de información. 


Art. 68. - Sustitúyese el literal A) del artículo 32 de 
la Ley N* 10,793, de 25 de setiembre de 1946, por el 
siguiente: 


“A) Los embargos de bienes raíces determi- 
nados, debiendo indicarse en el oficio que ordena 
la inscripción los siguientes datos: número de pa- 
drón, zona, localidad o sección catastral, según 
corresponda, y tratándose de propiedad horizon- 
tal, número de unidad, plano de fraccionamiento 
con indicación del nombre del agrimensor, del 
número y de la fecha de inscripción, y del block 
y de la torre en su caso”. 


Art. 69. - Sustitúyense los numerales 1I) y I11) del 
artículo 153 del título VIII de la Ley N* 12,804, de 30 
de noviembre de 1960, en la redacción dada por el 
artículo 10 de la Ley N* 13,032, de 7 de diciembre de 
1961, por los siguientes: 


“ID Nombres y apellidos y números de cédula de 
identidad de los herederos, legatarios y cónyuge supérs- 
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tite, según corresponda y fecha del auto de declaratoria 
correspondiente. 


II) Departamento, localidad o sección catastral, se- 
gún corresponda, número de padrón y, si los hubiere, 
datos del plano (fecha, nombre del agrimensor y núme- 
ro de inscripción), o plano proyecto de fraccionamiento, 
en su caso, superficie, extensión del frente y número de 
puerta, si lo tuviere, de los inmuebles denunciados”. 


Art. 70. - Declárase a los efectos interpretativos, de 
lo dispuesto en el artículo 337 de la Ley N* 16.170, de 
28 de diciembre de 1990, que: 


A) Cuando la norma refiere a las utilidades líquidas 
que el Estado obtenga por la explotación directa 
o indirecta de todo tipo de juegos, está afectando 
el 5% (cinco por ciento) en beneficio del Minis- 
terio de Educación y Cultura de la suma total 
ingresada por los siguientes conceptos y código 
de ingresos: 


- Impuesto a los premios de lotería (1110301). 
- — Impuesto a los billetes de lotería (1133301). 

- — Impuesto a las apuestas de quiniela (1134301). 
- — Impuesto a las apuestas de tómbola (1134302). 


- “Impuesto a las apuestas de 5 de Oro 
(1134303). 


- Producido del juego “5 y 6” (1134304). 


B) La suma total recaudada y registrada en cada uno 
de los códigos anteriormente señalados constitu- 
ye, a los efectos del referido artículo 337, el monto 
de utilidades líquidas sobre el que se calculará el 
5% (cinco por ciento) neto a transferir al Minis- 
terio de Educación y Cultura sin ningún tipo de 
quita o descuento por ningún concepto. 


Art. 71. - Transfórmase en el programa 001, unidad 
ejecutora 001, Administración General, un cargo de ad- 
ministrativo VI, escalafón C, grado 01, en un cargo de 
licenciado en ciencias de la educación, escalafón A, 
grado 12, 


Art. 72. - Agrégase al artículo 392 de la Ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, el si- 
guiente literal: 


“G) Creación de un Banco de Datos Electró- 
nico en materia jurídica de toda la legislación 
nacional, cuya información será liberada al usua- 
rio en general”. 
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INCISO 12 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 


Artículo 73, - Otórgase a los funcionarios del Minis- 
terio de Salud Pública, con exclusión de los cargos polí- 
ticos, de particular confianza, funciones incluidas en la 
nómina del artículo 7* de la Ley N* 16.320, de 1% de 
noviembre de 1992 y quienes perciban los beneficios 
establecidos por el artículo 305 de la Ley N* 16.320, de 
1% de noviembre de 1992, una compensación mensual 
del 6,95% (seis con noventa y cinco por ciento). 


Dicha compensación se calculará a valores de 31 de 
diciembre de 1992 más los aumentos dispuestos para el 
Inciso 12 a partir del 1% de mayo de 1993 sobre: 

A) Sueldo básico. 


B) Compensación máxima al grado. 


C) Artículo 278 de la Ley N* 16.226, de 29 de octu- 
bre de 1991. 


D) Decreto 203/992, de 12 de mayo de 1992. 


Otórgase a los funcionarios presupuestados, contra- 
tados y eventuales del Ministerio de Salud Pública que 
revistan en los escalafones A, B, D, E y F, las siguientes 
compensaciones mensuales: 


Grado Importe 
S 
02 307,36 
03 274,13 
04 253,75 
05 227,95 
06 188,52 
07 163,99 
08 150,25 
09 131,23 
10 100,77 
11 61,91 
12 72,15 
13 64,85 
14 60,26 
15 37,15 
16 53,00 
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Art. 74, - De las vacantes que se suprimen por el 
artículo 10 de la presente Ley exclúyense dieciocho car- 
gos, que se transforman y se destinan al Registro Nacio- 
nal de Donantes del Ministerio de Salud Pública que 
funciona en el Banco Nacional de Organos y Tejidos se 
transforman en los siguientes: 


Escalafón Grado 
1 Analista Programador R10 
3 Programadores Ró 
3 Jefes de Repartición C9 
12 Jefes de Sección c7 


Los mismos serán designados por el Banco Nacional 
de Organos y Tejidos con arreglo a las normas de provi- 
sión de cargos públicos, dándose prioridad absoluta a los 
funcionarios que actualmente desarrollen efectivamente 
dichas tareas. 


La Contaduría General de la Nación transferirá los 
créditos necesarios. 


Art. 75. - Transfiérese al Banco Nacional de Orga- 
nos y Tejidos del Ministerio de Salud Pública una parti- 
da, por única vez, de USS 30.000 (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América treinta mil) con destino a la 
adquisición de los complementos de los equipos del sis- 
tema de computación ya instalado, para permitir co- 
nexión, mediante red “Urupac”, de los diecinueve hos- 
pitales departamentales con el registro central con cargo 
a las economías del artículo 10 de la presente Ley. 


INCISO 13 


. MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL 


Artículo 76. - Agrégase al artículo 327 de la Ley 
N? 16.320, de 1? de noviembre de 1992, como tercer 
inciso, el siguiente: 

“Con cargo a este Fondo se atenderán los viáticos a 


ser percibidos por la delegación de los trabajadores ante 
la Junta Nacional de Empleo”. 


SECCION V 


ORGANISMOS DEL ARTICULO 220 DE LA 
CONSTITUCION DE LA REPUBLICA 


INCISO 16 


PODER JUDICIAL 


Artículo 77. - Autorízase a la Suprema Corte de 
Justicia a realizar un programa con financiamiento ex- 
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terno, correspondiente a la solicitud de préstamo ges- 
tionada ante el Banco Interamericano de Desarrollo, 
proyecto “Fortalecimiento de Area Social”, UR-0087, 
por $ 8.705.000 (pesos uruguayos ocho millones sete- 
cientos cinco mil), equivalentes a U$S 2.500.000 (dóla- 
res de los Estados Unidos de América dos millones qui- 
nientos mil) de los cuales $ 1.741.000 (pesos uruguayos 
un millón setecientos cuarenta y un mil), corresponden a 
la contrapartida nacional. 


Dicho programa tendrá una asignación presupues- 
tal para 1994 de $ 417.840 (pesos uruguayos cuatro- 
cientos diecisiete mil ochocientos cuarenta) equiva- 
lentes a U$S 120.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América ciento veinte mil), financiada con cargo a Ren- 
tas Generales y $ 1.671.360 (pesos uruguayos un millón 
seiscientos setenta y un mil trescientos sesenta) equiva- 
lentes a U$S 480.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cuatrocientos ochenta mil), financiada con car- 
go a Endeudamiento Exierno. 


Art. 78, - Otórgase una partida de $ 1.463.000 (pe- 
sos uruguayos un millón cuatrocientos sesenta y tres 
mil), la que se destinará a nivelar las retribuciones de 
los funcionarios. 


Art. 79, - Extiéndese la compensación especial, no 
sujeta a montepío, dispuesta por los artículos 112 de la 
Ley N” 16.002, de 25 de noviembre de 1988, y 49 de la 
Ley N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990, a todos los 
Magistrados del Poder Judicial, a quienes el Estado no 
les proporcione vivienda, con excepción de los que per- 
ciban gastos de representación previstos en el literal A) 
del artículo 17 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre 
de 1990. 


Art. 80. - Los plazos de estudio establecidos en los 
artículos 325, 326 y 327 de la Ley N” 16.226, de 29 de 
octubre de 1991, serán de quince días y de treinta días 
para cada Ministro, según se trate de sentencias interto- 
cutorias o definitivas, respectivamente. 


Art. 81. - El Ministro de Feria tendrá, en materia 
administrativa, las facultades de la Corporación, salvo 
aquellas que requieran mayorías especiales. 


Art. 82, - En los asuntos relativos al contencioso 
anulatorio, a que refieren el llamado Acto Institucional 
N? 9, de 23 de octubre de 1979, las Leyes Nos. 9.940, 
de 2 de julio de 1940, 10,062, de 15 de octubre de 
1941, 12.128, de 13 de agosto de 1954, y el Decreto- 
Ley N* 15.605, de 27 de julio de 1984, concordantes y 
modificativas, de competencia de los Tribunales de Ape- 
laciones en lo Civil, así como en los relativos a la ac- 
ción de amparo, establecidos en la Ley N* 16,011, de 19 
de diciembre de 1988, la determinación del turno del 
respectivo Tribunal, se fijará por el sistema aleatorio y 
computarizado de distribución. 
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Art. 83. - Declárase que la opción prevista en el 
artículo 355 de la Ley N* 16,320, de 1? de noviembre de 
1992, que comprende a los actuarios y actuarios adjun- 
tos del Poder Judicial, constituye una de las excepciones 
autorizadas por el inciso segundo del artículo 252 de la 
Constitución. 


Art. 84. - Declárase, por vía interpretativa, que lo 
dispuesto en el artículo 386 de la Ley N* 16.320, de 1* 
de noviembre de 1992, está vigente desde el 1? de enero 
de 1993 respecto a los funcionarios Secretarios Letrados 
(abogado) III y 1V existentes al 30 de junio de 1992. 


Art. 85. - Sustitúyese el artículo 119 de la 
Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985, por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 119. - Para ser Secretario de los 
Tribunales de Apelaciones se requiere tener vein- 
ticinco años de edad y ser abogado o escribano. 


Los mismos serán designados por la Suprema 
Corte de Justicia entre los Actuarios de los Juz- 
gados Letrados y Actuarios adjuntos de Juzgados 
Letrados o Actuarios de Juzgados de Paz a que 
refiere el artículo 470 de la Ley N* 16.170, de 28 
de diciembre de 1990”. 


Art. 86. - Facúltase a la Suprema Corte de Justicia a 
determinar y fijar, en lo sucesivo y por medio de acor- 
dada, los regímenes de distribución de turnos, para cual- 
quier materia, asunto y grado del Tribunal, pudiendo, 
asimismo, disponer la determinación de la fijación del 
turno, en aquellos asuntos que requieran ser distribuidos 
a través del sistema aleatorio y computarizado, según la 
Acordada de la Suprema Corte de Justicia N* 7.118, de 
18 de noviembre de 1991, y que leyes especiales los 
asignaran al Tribunal que estuviere de tuno en la mate- 
ria. 


Art. 87. - Agrégase al artículo 209 de la Ley 
N* 15.982, de 18 de octubre de 1988, el siguiente 
inciso: 


“Sin perjuicio de la facultad de los Jueces 
suplentes o subroganies de dictar sentencia en las 
sedes que subroguen, sólo relevarán necesaria- 
mente al titular de su deber de dictar sentencia 
definitiva, en aquellos casos en que, por licencia, 
ocupen el cargo por período superior a treinta 
días y siempre que hayan intervenido en la au- 
diencia preliminar y, en su caso, en la comple- 
mentaría de la causa que se trate”. 


Art. 88. - Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 88 
de la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985, por el 
siguiente: 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


“Los Jueces deberán asistir diariamente a sus 
despachos salvo durante los períodos de vacacio- 
nes y los días feriados”. 


Art. 89. - Facúltase a la Suprema Corte de Justicia a 
instalar, por resolución fundada y comunicando al Poder 
Ejecutivo y a la Asamblea General, Juzgados de Paz 
determinando su categoría en zonas que, por su impor- 
tancia y volumen de trabajo, así lo requieran. 


Art. 90. - Los Juzgados de Paz, cualquiera sea su 
categoría, serán competentes para entender en primera 
instancia en los juicios en materia laboral cuya cuantía 
no exceda de $ 8.000 (pesos uruguayos ocho mil), mon- 
to que se actualizará conforme con lo dispuesto por los 
artículos 50 de la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 
1985, y 321 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987. 


En segunda instancia conocerán los Juzgados Letra- 
dos de Primera Instancia con competencia en materia 
laboral que correspondan por razón de tumo y territorio, 


La Suprema Corte de Justicia determinará la fecha 
de vigencia de esta competencia en los departamentos o 
zonas que así lo requieran de acuerdo al artículo 332 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Art. 91. - Transfórmanse tres cargos de Juez de Paz 
de Ciudad en tres cargos de Juez de Paz Departamental 
del Interior o Juez de Paz Departamental del Interior 
Suplente, facultándose a la Suprema Corte de Justicia a 
asignar el destino de los mismos. 


Art. 92, - Suprímese al vacar el carácier de particu- 
lar confianza de los cargos de Secretario Letrado Admi- 
nistrativo, Director General y Subdirector General de los 
Servicios Administrativos del Poder Judicial. 


Art, 93, - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 
530 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, por cl 
siguiente: 


“Cuando las necesidac3s del servicio así lo 
requieran, la Suprema Corte de Justicia podrá tam- 
bién designar directamente los titulares de los 
cargos de Director, Subdirector e Inspector, para 
los que se exige título profesional universitario. 
En estos casos se requerirá la unanimidad de los 
integrantes de la misma”. 


Art. 94, - Las retribuciones del Director General de 
los Servicios Administrativos y Subdirector General de 
los Servicios Administrativos serán equivalentes a las 
que perciben, por todo concepto los Jueces Letrados de 
Primera Instancia de la Capital y los Jueces Letrados de 
Primera Instancia del Interior, respectivamente, si en 
este último caso el titular se encuentra en régimen de 
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dedicación total o exclusiva. Si no fuere así, la remune- 
ración será del 83,33% (ochenta y tres con treinta y tres 
por ciento) de la retribución de los Jueces Letrados de 
Primera Instancia del Interior. 


Deróganse a estos efectos y exclusivamente para es- 
tos cargos todas las disposiciones que se opongan a lo 
establecido en el inciso anterior. 


Art. 95. - Establécese que la retribución comple- 
mentaria por alta especialización a que refiere el artícu- 
lo 477 de la Ley N* 16,170, de 28 de diciembre de 1990, 
será del 25% (veinticinco por ciento) de las retribucio- 
nes permanentes sujetas a montepío, excluida la prima 
por antiguedad. 

Art. 96. - Para acceder a cargos vacantes de Defen- 
sores de Oficio, tendrán preferencia por orden de anti- 
gúedad en el Poder Judicial, los procuradores que po- 
sean título de abogado. 


Art. 97. - Créanse los siguientes cargos en los pro- 
gramas que se indican: 


Programa Escalafón Grado 


001 - “Administración Superior de 
Justicia y Superintendencia General” 


3 Actuario Adjunto Suplente n 12 
3 Chofer vi 7 


“Administración de Justicia 
a Nivel de Juzgados del Interior” 


003 


30 Oficial Alguacil v 10 


004 - “Servicios Conexos y de Apoyo 
a la Administración de Justicia” 


2 Defensor de Oficio Interior n 13 


8 Médico Forense 
(con destino al interior) n 12 


2 Médico Forense Suplente 
(con destino al interior) n 12 


5 Médico Psiquiatra 
(con destino al interior) tr 12 


2 Químico Farmacéutico (ITF) ”n 12 


2 Asesor Contador (ITF) tr 11 


5 Inspector Asistente Social 
(con destino al interior) tr 10 
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Los presentes cargos deberán ser llenados con perso- 
nal perteneciente al Poder Judicial o con personal decla- 
rado excedente. 


Art. 98. - Créanse un cargo de Director del Centro 
de Cómputos, escalafón II, grado 15, un cargo de Subdi- 
rector del Centro de Cómputos, escalafón il, grado 14, 
un cargo de Director de Capacitación en Informática, 
escalafón II, grado 13 y un cargo de Técnico en Electró- 
nica, escalafón IV, grado 10. 


Los presentes cargos deberán ser llenados con perso- 
nal perteneciente al Poder Judicial y con personal decla- 
rado excedente y, en su defecto, con personas que ya 
revistan la calidad de funcionarios públicos. 


Art. 99, - Agrégase al artículo 135 de la Ley 
N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, el siguiente 
inciso: 


“Sin perjuicio de lo establecido precedente- 
mente, la Suprema Corte de Justicia podrá pro- 
veer hasta ciento veinte cargos de administrativo 
VI y hasta cincuenta de auxiliar MI, los que serán 
designados entre funcionarios del Poder Judicial 
o funcionarios públicos que hayan sido declara- 
dos excedentes”, 


Art. 100. - Asígnase una partida de $ 17.000 (pesos 
uruguayos diecisiete mil) a fin de compensar a los fun- 
cionarios que desempeñan tareas de chofer al servicio 
directo de los señores Ministrus de la Suprema Corte de 
Justicia, la que se distribuirá de acuerdo a la reglamen- 
tación que dicte la Suprema Corte de Justicia. 


Art. 101. - Increméntase la partida creada por el 
inciso tercero del artículo 341 de la Ley N* 16.226, de 
29 de octubre de 1991, en $ 300.000 (pesos uruguayos 
trescientos mil). 


Art. 102, - Sustitúyese el inciso primero del artículo 
385 de la Ley N* 16.320, de 1%? de noviembre de 1992, 
por el siguiente: 


“Los funcionarios que ocupen cargos en cl 
Poder Judicial y los incluidos en los escalafones 
A y B en el programa 008 “Asesoramiento Letra- 
do a la Administración Pública” y en el progra- 
ma 010 “Ministerio Público y Fiscal” del inciso 
11 “Ministerio de Educacion y Cultura” percibi- 
rán la extensión horaria a cuarenta horas semana- 
les y el 60% (sesenta por ciento) por cumplir sus 
tareas en régimen de dedicación exclusiva, cal- 
culado sobre las retribuciones sujetas a montepío 
correspondientes a dicho régimen horario. Que- 
dan excluidos de lo dispuesto precedentemente 
los funcionarios a que refiere el artículo 388 de 
la presente Ley”. 
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Art. 103. - Sustitúyese el artículo 317 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 317. - Los funcionarios de los 
escalafones II a VI, con excepción de los inclui- 
dos en el artículo 311 de la Ley N* 16.226, de 29 
de octubre de 1991, en la redacción dada por el 
artículo 388 de la Ley N* 16.320, de 1* de no- 
viembre de 1992, que durante tres meses conse- 
cutivos demuestren tener una especial asiduidad, 
de acuerdo a la reglamentación que, a tales efec- 
tos dicte la Suprema Corte de Justicia, percibi- 
rán, durante dicho lapso, una compensación a la 
asiduidad equivalente al 10% (diez por ciento) 
del total de sus remuneraciones permanentes de 
naturaleza salarial. Sin perjuicio de otras situa- 
ciones que prevea la reglamentación a dictarse, 
en ningún caso tendrán derecho quienes hayan 
gozado de licencias especiales de acuerdo a lo 
dispuesto en el Capítulo 1X de la Ley N* 16.104, 
de 23 de enero de 1990, o hayan registrado ina- 
sistencias, sean estas justificadas o no”. 


Art. 104. - Todo bien mueble depositado, por orden 
de cualquier Tribunal, en el Depósito Judicial de Bienes 
Muebles o en depósitos pertenecientes a organismos pú- 
blicos o privados, será rematado trimestralmente en el 
caso que se cumplieran las siguientes condiciones: 


A) Que estuviere depositado por uno o más años. 


B) Que estuviere paralizado el expediente por el pla- 
zo de más de un año. 


C) Que se tratare de efectos de difícil conservación 
cualquiera fuera el tiempo de depósito. A los 
efectos de acreditar este extremo, el depositario 
dará cuenta al Depósito Judicial de Bienes Mue- 
bles, quien recabará sobre el particular las peri- 
cias que considere del caso, de todo lo cual se 
dará conocimiento al Juez de la causa. 


D) Los hallazgos, vencidos los plazos acordados en 
los artículos 725 y siguientes del Código Civil. 


En todos los casos deberá notificarse con la suficien- 
te antelación al Tribunal que ordenó el depósito, proce- 
diendo al remate si no mediare oposición antes de trein- 
ta días de la fecha fijada al efecto. 


Art. 105. - Los rematadores serán designados por 
los Tribunales respectivos, de acuerdo a las disposicio- 
nes vigentes en la materia, Esta designación se hará saber a 
los depositarios mencionados en el artículo anterior. 


En caso de no poder individualizar el Juzgado o 
autoridad competente a cuya disposición se encuentren 
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los bienes depositados, éstos serán rematados por el De- 
pósito Judicial de Bienes Muebles, siendo el rematador 
designado por la Dirección General de los Servicios Ad- 
ministrativos, 


Art. 106, - El producido del remate, previa deduc- 
ción de los gastos de comisión correspondientes, será 
depositado en el Banco Hipotecario del Uruguay a la 
orden del Juzgado o, en el caso del inciso segundo del 
artículo anterior, a la orden de la Suprema Corte de 
Justicia. 


El monto de las comisiones debidas al Depósito Ju- 
dicial de Bienes Muebles, depositado en la cuenta perti- 
nente del Banco Hipotecario del Uruguay, será conside- 
rado fondo extrapresupuestal de libre disponibilidad del 
Poder Judicial. 


Art. 107, - Facúltase a la Suprema Corte de Justicia 
a reglamentar las disposiciones respecto de los artículos 
104, 105 y 106 de la presente Ley. 


Art. 108. - Deróganse los artículos 461 y 473 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Art. 109, - Agrégase al artículo 86 de la Ley 
N* 15.750, de 24 de junio de 1985, en la redacción 
dada por el artículo 380 de la Ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, el siguiente inciso: 


“En esos casos no se aplicará lo dispuesto cn 
el artículo 105 de la presente Ley”. 


Art. 110. - Créase en el Poder Judicial el programa 
“Prevención de la Violencia y Rehabilitación de sus Víc- 
timas”, que estará a cargo de la unidad ejecutora “Insti- 
tuto de Prevención de la Violencia y Rehabilitación de 
sus Víctimas”, con la finalidad de asesorar sobre la for- 
ma de prevenir la violencia serual y doméstica, procurar 
el amparo integral de sus víctimas, así como la recupe- 
ración del victimario. 


La referida unidad ejecutora dependerá directamente 
de la Suprema Corte de Justicia, la que reglamentará su 
funcionamiento. 


Art. 111. - Transfórmase un cargo de Auxiliar Il en 
un cargo de Director de División, que se denominará 
Director Nacional del Instituto de Prevención de la Violen- 
cia y Rehabilitación de sus Víctimas. La Suprema Corte de 
Justicia designará para el mismo a persona de notoria com- 
petencia, en procedimiento conforme a derecho. 


Art. 112, - La relación del Instituto de Prevención 
de la Violencia y Rehabilitación de sus Víctimas con los 
Poderes del Estado se establecerá por intermedio de la 
Suprema Corte de Justicia y, en los demás casos, direc - 
tamente. 
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Art. 113. - El Instituto de Prevención de la Vio- 
lencia y Rehabilitación de sus Víctimas creado por el 
artículo 110 de la presente Ley tendrá sede en Monte- 
video, sin perjuicio de lo que establezca en cada uno de 
los restantes departamentos, según lo que determine la 
Suprema Corte de Justicia. 


Art. 114, - Son objetivos del programa a que refiere 
el artículo 110 de la presente Ley y cometidos del Insti- 
tuto de Prevención de la Violencia y Rehabilitación de 
sus Víctimas en los términos que establezca la regla- 
mentación dictada por la Suprema Corte de Justicia, los 
siguientes: 


A) La realización de investigaciones de las tenden- 
cias demográficas de la explotación y violencia 
doméstica y sexual, así como de su etiología. 


B) Acciones de relevamiento periódico de los recur- 
sos humanos y materiales disponibles para la pre- 
vención de la violencia doméstica y sexual, y la 
asistencia a sus víctimas. 


C) Promover el desarrollo de acciones coordinadas, 
de los organismos oficiales y no gubernamenta- 
les, relativas al presente programa. 


D) Brindar asesoramiento al Poder Judicial, Ministe- 
rio del Interior, Ministerio de Salud Pública y 
Ministerio de Educación y Cultura, toda vez que 
se le solicite, y a otros organismos oficiales y no 
gubernamentales que posean interés fundado en 
actividades vinculadas con la finalidad del pro- 
grama. 


E) Asesoramiento y promoción de la docencia para 
los funcionarios de los organismos enunciados en 
el literal anterior. A tales efectos facúltase al Po- 
der Judicial a realizar convenios con los referidos 
organismos y al Instituto de Prevención de la 
Violencia y Rehabilitación de sus Víctimas a co- 
laborar con la estructuración de programas de 
capacitación. 


F) Asesoramiento a las dependencias policiales en 
la recepción de denuncias y quejas, y a los orga- 
nismos de asistencia en la atención primaria, se- 
guimiento y rehabilitación de las víctimas de la 
violencia doméstica y sexual. A tales efectos pro- 
moverá la formación de equipos técnicos inter- 
disciplinarios, integrados como mínimo por abo- 
gado, médico legista, psiquiatra, psicólogo, asis- 
tente social y personal de seguridad. 


G) Asesoramiento a los denunciantes para que ejer- 
citen sus derechos ante los organismos compe- 
tentes. A tales efectos la Suprema Corte de Justi- 
cia tomará medidas apropiadas para facilitar el 
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acceso de los denunciantes a servicios telefóni- 
cos, directamente al Instituto de Prevención de la 
Violencia y Rehabilitación de sus Víctimas y sub- 
sidiariamente, a funcionarios adecuadamente pre- 
parados de sus restantes dependencias. 


H) Procurar, mediante acciones de coordinación, el 
amparo a las víctimas, su atención primaria, se- 
guimiento y rehabilitación. 


D) Promover la información gratuita, en locales pú- 
blicos y privados. 


J) Promover programas de difusión y campañas pú- 
blicas de educación tendientes a erradicar la vio- 
lencia sexual y doméstica. 


Art. 115, - Todo acto de violencia doméstica y sexual 
del que tomen conocimiento las dependencias públicas 
y privadas deberá ser comunicado al Instituto de Pre- 
vención de la Violencia y Rehabilitación de sus Vícti- 
mas a los efectos de los cometidos que establece la 
presente Ley. 


Art. 116. - El Instituto de Prevención de la Violen- 
cia y Rehabilitación de sus Víctimas contará con la co- 
laboración de las dependencias del Ministerio del Inte- 
rior, en la forma que sea acordada entre la Suprema 
Corte de Justicia y el Poder Ejecutivo. 


El instituto podrá requerir informes directamente de 


las dependencias policiales así como ofrecer los suyos, 
en tanto la persona ofendida no desee abstenerse de 
realizar denuncia (Código Penal, artículos 271, 279, 322 
y legislación conexa). 


Art. 117. - La Suprema Corte de Justicia, a los clec- 
tos pertinentes podrá: 


A) Utilizar el procedimiento de los artículos 16 y 
siguientes de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 
1990, y concordantes. 


B) Transformar hasta un máximo de treinta cargos 
vacantes, en los necesarios para el funcionamien- 
to del presente programa. A tales efectos podrá 
utilizar los referidos en el artículo 135 de la Ley 
N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988. La Con- 
taduría General de la Nación habilitará los crédi- 
tos pertinentes. 


C) Realizar la apertura de ¿9s rubros 0, 1, 2, 3 y 4 de 
funcionamiento de este programa, quedando fa- 
cultada a dotarlos en base a trasposiciones aun de 
otros programas y de las economías del rubro O 
del inciso, comunicándoselo a la Contaduría Gc- 
neral de la Nación. 
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Art. 118. - Declárase que están comprendidos en las 
exoneraciones del numeral 3) del artículo 93 de la Ley 
N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990, concordantes y 
modificativas, los actos procesales que inicien ante el 
Poder Judicial las víctimas de la violencia, patrocinadas 
o no por organizaciones no gubernamentales sin fines de 
lucro. 


Art. 119. - La Contaduría General de la Nación ha- 
bilitará los créditos del caso para la ejecución de las 
normas presupuestales previstas para el Poder Judicial 
en la presente Ley. 


INCISO 17 
TRIBUNAL DE CUENTAS 


Artículo 120. - Increméntase los rubros 2 “Materia- 
les y Suministros” en $ 80.000 (pesos uruguayos ochen- 
ta mil), 3 “Servicios no personales” en $ 128.000 (pesos 
uruguayos ciento veintiocho mil) y 9 “Asignaciones Glo- 
bales” en $ 12.000 (pesos uruguayos doce mil), a valo- 
res de 1* de enero de 1993, 


Art. 121. - Increméntanse los proyectos de inver- 
sión en $ 240.000 (pesos uruguayos doscientos cuaren- 
ta mil) a valores de 1? de enero de 1993. 


Art. 122, - Transfórmase al vacar un cargo de Secre- 
tario General, escalafón C, grado 14, en un cargo de 
Secretario Gencral, escalafón A, grado 15. 


Créase un cargo de Director de Secretaría, escalafón 
C, grado 14. 


Art. 123, - Transfórmanse tres cargos de Ayudante 
Técnico, escalafón D, grado 5, en tres cargos de Técni- 
co 1 - Contador, escalafón A, grado 11; dos cargos de 
Ayudante Técnico, escalafón B, grado 7, en dos cargos 
de Técnico I - Contador, escalafón A, grado 11; un 
cargo de Ayudante Técnico, escalafón B, grado 7, en un 
cargo de Técnico 1 - Abogado, escalafón A, grado 11; 
cuatro cargos de Ayudante Técnico, escalafón B, grado 
7, en cuatro cargos de Técnico 1 - Escribano, escalafón 
A, grado 11; dos cargos de Administrativo 1, escalafón 
C, grado 8, en dos cargos de Técnico 1 - Escribano, 
escalafón A, grado 11; un cargo de Administrativo III, 
escalafón C, grado 6, en un cargo de Técnico 1 - Escri- 
bano, escalafón A, grado 11, y un cargo de Bibliotecólo- 
go, escalafón B, grado 10, en un cargo de Bibliotecólo- 
go, escalafón A, grado 10. 


Art, 124, - Transfórmanse diecinueve cargos de Ayu- 
dante Técnico, escalafón B, grado 7, en diez cargos de 
Ayudante Técnico, escalafón B, grado 9 y nueve cargos 
de Ayudante Técnico, escalafón B, grado 10; diecinueve 
cargos de Administrativo V, escalafón C, grado 4, en 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


diecinueve cargos de Administrativo III, escalafón C, 
grado 6; treinta y ocho cargos de Administrativo III, 
escalafón C, grado 6, en treinta y ocho cargos de Admi- 
nistrativo 1, escalafón C, grado 8; cincuenta y ocho car- 
gos de Ayudante Técnico, escalafón D, grado 5, en vein- 
tiocho cargos de Ayudante Técnico, escalafón D, grado 
7 y treinta cargos de Ayudante Técnico, escalafón D, 
grado 8; un cargo de Intendente escalafón F, grado 8, en 
un cargo de intendente, escalafón F, grado 10; dos car- 
gos de Subintendente, escalafón F, grado 7, en dos car- 
gos de Subintendente, escalafón F, grado 9; un cargo de 
Encargado I, escalafón F, grado 6, en un cargo de En- 
cargado l, escalafón F, grado 8; seis cargos de Encarga- 
do II, escalafón F, grado 5, en seis cargos de Encargado 
II, escalafón F, grado 7; cuatro cargos de Auxiliar de 
Servicio, escalafón F, grado 4, en cuatro cargos de Auxi- 
líar de Servicio, escalafón F, grado 6; cuatro cargos de 
Chofer, escalafón F, grado 4, en cuatro cargos de Cho- 
fer, escalafón F, grado 6; cuatro cargos de Auxiliar de 
Servicio, escalafón F, grado 3, en cuatro cargos de Auxiliar 
de Servicio, escalafón F, grado 5; cuatro cargos de Auxiliar 
de Servicio, escalafón F, grado 2, en cuatro cargos de 
Auxiliar de Servicio, escalafón F, grado 4, y cuatro cargos 
de Auxiliar de Servicio, escalafón F, grado 1, en cuatro 
cargos de Auxiliar de Servicio, escalafón F, grado 3. 


Art. 125, - Transfórmanse dieciséis cargos de Ayu- 
dante Técnico, escalafón D, grado 5, contratado, en die- 
ciséis cargos de Ayudante Técnico, escalafón D, grado 
5, presupuestado; un cargo de Ayudante Técnico, esca- 
lafón B, grado 7, contratado, en un cargo de Ayudante 
Técnico, escalafón B, grado 7, presupuestado; un cargo 
de Técnico 1 - Abogado, escalafón A, grado 11, contra- 
tado, en un cargo de Técnico 1 - Abogado, escalafón A, 
grado 11, presupuestado, y un cargo de Administrativo 
V, escalafón C, grado 4, contratado, en un cargo de 
Administrativo V, escalafón C, grado 4, presupuestado. 


Art. 126. - Increméntase la partida “Permanencia a 
la orden” destinada a los funcionarios que cumplan ta- 
reas en el Tribunal de Cuentas, en la suma equivalente 
al 20% (veinte por ciento) de la dotación del rubro 0. 


INCISO 18 
CORTE ELECTORAL 


Artículo 127. - Autorízase a la Corte Electoral a 
realizar una racionalización presupuestal de cargos y 
funciones contratadas, a cuyos efectos se incrementa- 
rá el rubro O “Retribuciones de Servicios Personales” 
en $ 1.000.000 (pesos uruguayos un millón). 


Art. 128. - Fíjase una retribución adicional sobre las 
remuneraciones básicas y complementarias sujetas a mon- 
tepfo, excluida la prima por antigúedad, en base a la 
siguiente escala: 
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Escalafón  GradoCargo % 
A 16 Director de Departamento Contador 40 


A 15 Subdirector de Departamento Contador 40 


B 15 Ingeniero en Computación 40 
A 14 Abogado Asesor Jefe 40 
C 14 Director de Departamento 40 
C 14 Jefe de Sección OED I 40 
A 13  AsesorlI Escribano 40 
C 13 Subdirector de Departamento 40 
¡0 13 — Secretario OED I 40 
C 12 Jefe de Sección OED II 20 
¡a 11 Jefe de Sección OED III 20 
€.” 11 Secretario OED II 20 
C 10 Secretario OED UI 20 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


Art. 129, - Auméntanse en 40% (cuarenta por cien- 
to) las remuneraciones que perciben los funcionarios de 
la Corte Electoral, con cargo a los créditos presupuestales y 
leyes especiales, con excepción de los comprendidos en los 
escalafones P y Q. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


Art. 130. - Increméntase el Renglón 0.6.4.307 “Per- 
manencia a la orden” en $ 1.200.000 (pesos uruguayos 
un millón doscientos mil). 


Art. 131, - Prorrógase hasta el 30 de junio de 1994 el 
plazo establecido en el artículo 499 de la Ley N* 16.170, 
de 28 de octubre de 1990, en la redacción dada por el 
artículo 363 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 
1991, no siendo de aplicación para la Corte Electoral el 
artículo 12 de la Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 
1992, y el artículo 10 de la presente Ley. 


Art, 132. - Increméntase el crédito para inversiones 
en el Ejercicio 1994 en $ 365.444 (pesos uruguayos 
trescientos sesenta y cinco mil cuatrocientos cuarenta y 
cuatro) equivalentes a 10.000 UR (diez mil unidades 
reajustables) a efectos de dotar de local propio a la Junta 
Electoral de Tacuarembó. 
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INCISO 19 


TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 


Artículo 133. - La dotación de los Directores de 
Departamento Técnico y Actuarios del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, aumentará progresivamen- 
te hasta equipararse con la dotación del Escribano de 
Actuación del Poder Judicial. La progresión se efectuará 
cada dos años y será igual al 25% (veinticinco por cien- 
to) de la diferencia existente entre ambas dotaciones 
hasta llegarse a la equiparación, tomándose como punto 
de partida la fecha de toma de posesión de los respecti- 
vOS Cargos. 


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable al 
Secretario del Departamento Jurídico y el porcentaje de 
progresión será con respecto al Director del Departa- 
mento Jurídico, 


Ea progresión mencionada en los incisos anteriores 
sólo será aplicable si los cargos se encuentran en régi- 
men de dedicación exclusiva. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 134, - Para los funcionarios de los cargos men- 
cionados en el artículo anterior que no optaren por el 
régimen de dedicación exclusiva, la progresión será del 
62,5% (sesenta y dos con cinco por ciento) del aumento 
que le correspondería en dicho régimen. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 135, - Inclúyese el escalafón D en el artículo 
390 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre dé 1991. 


Art. 136. - Incorpóranse a la unidad ejecutora 001 en 
el último grado del escalafón administrativo, los funcio- 
narios que presten funciones en comisión en cl Tribunal 
de lo Contencioso Administral. vo. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 137. - Facúltase al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo a disponer las modificaciones necesarias 
para racionalizar las estructuras de cargos de los escala- 
fones C, F, E y D, de acuerdo a las siguientes normas: 


A) Las modificaciones de cargos no podrán causar 
lesión de derechos. 


B) El costo de la racionalización de la estructura no 
podrá exceder el 5% (cinco por ciento) del rubro 
O del Organismo. 
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C) De la racionalización que se efectúe se dará cuenta 
a la Asamblea General, al Tribunal de Cuentas y 
a la Contaduría General de la Nación. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 138. - Los funcionarios del escalafón D espe- 
cializado, que cumplan tareas en el Servicio de Informá- 
tica Documental y de Gestión del Tribunal, percibirán 
una compensación del 15% (quince por ciento) sobre 
sus remuneraciones de naturaleza salarial. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes, 


Art. 139. - La partida anual establecida en el artícu- 
lo 517 de la Ley N* 16,170, de 28 de diciembre de 1990, 
será de $ 163.293 (pesos uruguayos ciento sesenta y tres 
mil doscientos noventa y tres). 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 140. - Auméntase en un 50% (cincuenta por 
ciento) el valor del Timbre “Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo”. 


El producido de este aumento se destinará exclusiva- 
mente a los fines establecidos en el artículo 85 de la Ley 
N? 16.134, de 24 de setiembre de 1990. 


Art. 141. - Establécese una partida de U$S 12.000 
(dólares de los Estados Unidos de América doce mil) 
para la adquisición de un vehículo para uso de los servi- 
cios del Organismo. 


Art. 142, - Increméntanse los rubros 2 “Materiales 
y Suministros” en $ 25.000 (pesos uruguayos veinti- 
cinco mil) y 3 “Servicios no personales” en $ 25.000 
(pesos uruguayos veinticinco mil) y el renglón 
3.0.0.824 “ANTEL” en $ 20.000 (pesos uruguayos 
veinte mil). 


Art. 143, - Asígnase una partida de $ 100.000 (pesos 
uruguayos cien mil) para terminar las obras y refaccio- 
nar la sede del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


INCISO 25 


ADMINISTRACION NACIONAL DE 
EDUCACION PUBLICA 


Artículo 144, - Asígnase a la Administración Na- 
cional de Educación Pública una partida especial, por 
única vez, de $ 141.645.500 (pesos uruguayos ciento 
cuarenta y un millones seiscientos cuarenta y cinco mil 
quinientos) para incorporar a los sueldos de su personal, 
a partir del 19 de marzo de 1993, las partidas de alimen- 
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tación y de contribución por asistencia médica vigentes, 
al solo efecto de la liquidación del montepío y del Im- 
puesto a las Retribuciones Personales, 


Será de aplicación lo previsto por el artículo 394 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Una vez efectuada por el Ente la liquidación estable- 
cida en el inciso primero, éste comunicará a la Contadu- 
ría General de la Nación los montos en que deberán 
disminuirse los créditos correspondientes al rubro 2 “Ma- 
teriales y Suministros” de cada programa del Inciso, a 
fin de proceder a su adecuación en el Balance de Ejecu- 
ción Presupuestal, ejercicio 1993. 


Art. 145. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública a realizar un programa con finan- 
ciamiento externo, correspondiente a la solicitud de prés- 
tamo gestionada ante el Banco Interamericano de Desa- 
rrollo, proyecto “Fortalecimiento de Arca Social”, UR- 
0087, por $ 27:356.000 (pesos uruguayos veintisiete mi- 
llones ochocientos cincuenta y seis mil) equivalentes a 
U$S 8:000.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé.- 
rica ocho millones) de los cuales $ 5:571.200 (pesos 
uruguayos cinco millones quinientos setenta y un mil 
doscientos) corresponden a la contrapartida nacional. 


Dicho programa tendrá una asignación presupuestal 
para 1994 de $ 1:392.800 (pesos uruguayos un millón 
trescientos noventa y dos mil ochocientos) equivalentes 
a U$S 400.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica cuatrocientos mil), financiada con cargo a Rentas 
Generales y $ 5:571.200 (pesos uruguayos cinco millo- 
nes quinientos setenta y un mil doscientos) equivalentes 
a U$S 1:600.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un millón seiscientos mil), financiada con cargo a 
Endeudamiento Extemo. 


Art. 146. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública a realizar la adquisición de mate- 
rial y equipamiento didáctico con financiación externa 
por hasta $ 12:187.000 (pesos uruguayos doce millones 
ciento ochenta y siete mil) equivalentes a USS 3:500.000 
(dólares de los Estados Unidos de América tres millones 
quinientos mil), en el marco del convenio celebrado por 
la República con el Estado de Israel. 


La ejecución de dicho programa no podrá superar la 
suma de $ 1:741.000 (pesos uruguayos un millón sete- 
cientos cuarenta y un mil) eq¡valentes a U$S 500.000 
(dólares de los Estados Unidos de América quinientos 
mil) en el Ejercicio 1994, 


Art. 147. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública a realizar, con financiamiento ex- 
terno del Fondo Financiero para el Desarrollo de la Cuen- 
ca del Plata, el proyecto “Fortalecimiento de la Educa- 
ción Inicial, Primaria y Básica Media”, por $ 87.500.000 
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(pesos uruguayos ochenta y siete millones quinientos 
mil) equivalentes a U$S 25.000.000 (dólares de los Es- 
tados Unidos de América veinticinco millones), de los 
cuales $ 17.410.000 (pesos uruguayos diecisiete millo- 
nes cuatrocientos diez mil) corresponden a la contrapar- 
tida nacional, 


La ejecución del referido programa para el Ejercicio 
1994 no podrá exceder los U$S 100.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América cien mil). 


Art. 148. - Increméntase el rubro 0 “Retribuciones 
de Servicios Personales” de la Administración Nacional 
de Educación Pública en $ 218:061.000 (pesos urugua- 
yos doscientos dieciocho millones sesenta y un mil), a 
valores del 1? de enero de 1993, a efectos de incorporar 
a las retribuciones del personal del Ente las partidas de 
alimentación y de contribución por asistencia médica y 
de recomponer la relación entre grados de los escalafo- 
nes docente y no docente vigentes al 1* de enero de 
1993. 


Será de aplicación lo previsto por el artículo 394 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Art, 149, - Las asignaciones previstas en los artículos 
612 y 613 de la Ley N* 16,170, de 28 de diciembre de 
1990, y en los artículos 417 y 418 de la Ley N* 16.320, de 
1% de noviembre de 1992, para la realización de los pro- 
yectos de inglés e informática en Educación Primaria, 
Fortalecimiento de la Educación Técnica y Mejoramien- 
to de la Calidad en Educación Primaria, se mantendrán 
vigentes hasta la aprobación del próximo Presupuesto 
Nacional, de acuerdo con lo previsto en el inciso segun- 
do del artículo 228 de la Constitución. 


Art. 150. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública a contraer un crédito de uso en las 
siguientes condiciones: 


A) El objeto será un inmueble, propiedad actual 
de un organismo estatal o paraestatal, con des- 
tino a la sede del Consejo de Educación Se- 
cundaria, 


B) Dador, Banco de la República Oriental del 
Uruguay. 


C) Plazo, diez años. 


D) Monto, no superior a 100,000 UR (cien mil 
unidades reajustables) más costos administra- 
tivos, financieros, e intereses que fije el da- 
dor, incluidos en las correspondientes cuotas. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos necesarios, y en su caso transferirá los que re- 
sulten liberados del pago del arrendamiento de la actual 
sede del referido Consejo. 
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Art. 151. - La Administración Nacional de Educa- 
ción Pública podrá aplicar sus ingresos extrapresupues- 
tales provenientes de los productos o servicios que los 
establecimientos del Organismo vendan o arrienden, al 
pago de incentivos a funcionarios del Organismo y be- 
cas de ayuda económica a estudiantes que contribuyan a 
generarlos, El incentivo no podrá exceder el 40% (cua- 
renta por ciento) de las retribuciones mensuales perma- 
nentes sujetas a montepío. 


Art. 152. - Agrégase el siguiente inciso al artículo 
449 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991: 


“A los efectos antes indicados será suficiente 
que las comisiones y asociaciones se inscriban en 
los registros que llevará cada Consejo Descon- 
centrado de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública”. 


Art. 153. - Declárase que los funcionarios no docen- 
tes dependientes de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública, a los que no se les haya recompuesto la 
carrera administrativa, están comprendidos en los derc- 
chos reconocidos por el artículo 423 de la Ley N* 16,320, 
de 1* de noviembre de 1992. 


Art. 154. - Sustitúyese el artículo 1* del Decreto-Ley 
N? 14.414, de 12 de agosto de 1975, por el siguiente: 


“ARTICULO 1*.- Los funcionarios docentes 
de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica que no deseen acogerse a la pasividad al 
cumplir los veinticinco años de actividad, podrán 
continuar en ésta por períodos sucesivos de cinco 
años, siempre que lo manifiesten en los treinta 
días subsiguientes a la fecha en que el funciona- 
rio haya cumplido los veinticinco o, en su caso, 
treinta o treinta y cinco años de servicio. ' 


El referido Consejo dispondrá de un plazo 
máximo de ciento ochenta días corridos, conta- 
dos a partir de la fecha de la solicitud para verifi- 
car la correcta actuación docente y la capacidad 
psicofísica requerida para el cumplimiento de sus 
tareas. Vencido dicho plazo, sin resolución 
denegatoria por las causales antes mencionadas, 
la prórroga correspondiente se reputará concedi- 
da de pleno derecho”. 


Art. 155. - Facúltase a la Adminisiración Nacional 
de Educación Pública a constituir un fondo con los des- 
cuentos que, por inasistencias, fuera cual fuere su natu- 
raleza, se practiquen a sus funcionarios, con destino al 
incremento del rubro 0. 


A tal efecto, la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública comunicará a la Contaduría General de la 
Nación las trasposiciones resultantes de la aplicación del 
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inciso anterior, realizándose la habilitación en el rubro 0 
“Retribuciones de Servicios Personales”, 


INCISO 26 
UNIVERSIDAD DE LA REPUBLICA 


Art. 156. - Increméntase el rubro O de la Universi- 
dad de la República en el equivalente a U$S 18:161,765 
(dólares de los Estados Unidos de América dieciocho 
millones ciento sesenta y un mil setecientos sesenta y 
cinco). 


Art. 157. - Prorrógase para el Ejercicio 1994 la par- 
tida establecida en el artículo 424 de la Ley N* 16,320, 
del 1* de noviembre de 1992, con cargo a Rentas Gene- 
rales y con el destino previsto en el artículo 408 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Art. 158. - Prorrógase para el Ejercicio 1994 la par- 
tida establecida en el artículo 425 de la Ley N* 16,320, 
de 1* de noviembre de 1992, con cargo a Rentas Gene- 
rales y con destino a los gastos de funcionamiento del 
Hospital de Clínicas “Doctor Manuel Quintela”, excluidas 
las retribuciones personales. 


Art. 159. - Otórgase una partida para el Ejercicio 
1994 de $ 1:392.800 (pesos uruguayos un millón tres- 
cientos noventa y dos mil ochocientos) equivalentes a 
U$S 400.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
cuatrocientos mil), para financiar el dictado de cursos 
intensivos de actualización, especialización y reciclaje 
de graduados. 


Art. 160. - Otórgase una partida para el Ejer- 
cicio 1994 de $ 2:089.200 (pesos uruguayos dos 
millones ochenta y nueve mil doscientos) equiva- 
lentes a U$S 600.000 (dólares de los Estados Uni- 
dos de América seiscientos mil), a efectos de ser utili- 
zada como contrapartida de convenios de carácter na- 
cional o internacional. 


Art. 161. - Otórgase una partida para el Ejercicio 
1994, de $ 696.400 (pesos uruguayos seiscientos noven- 
ta y seis mil cuatrocientos) equivalentes a U$S 200.000 
(dólares de los Estados Unidos de América doscientos 
mil), a efectos de apoyar las actividades que desarrollen 
los investigadores que se han perfeccionado en el exte- 
rior, 


Art. 162. - Olórgase una partida para el Ejercicio 
1994 de $ 1:392,800 (pesos uruguayos un millón tres- 
cientos noventa y dos mil ochocientos) equivalentes a 
U$S 400.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
cuatrocientos mil), destinada a la mejora de gestión de 
los servicios universitarios. 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


Art. 163. - Otórgase una partida para el ejercicio 
1994 de $ 2:785.600 (pesos uruguayos dos millones se- 
tecientos ochenta y cinco mil seiscientos) equivalentes a 
U$S 800.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
ochocientos mil), con destino al proyecto “Construc- 
ción, Reparación y Mantenimiento del Hospital de Clí- 
nicas Doctor Manuel Quintela”. 


Autorízase a la Universidad de la República a ges- 
tionar un programa con financiamiento externo para el 
reciclaje del Hospital de Clínicas “Doctor Manuel 
Quintela”. 


Art. 164. - Otórgase una partida para el Ejercicio 
1994 de $ 2:785.600 (pesos uruguayos dos millones se- 
tecientos ochenta y cinco mil seiscientos) equivalentes a 
U$S 800.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
ochocientos mil), a efecto de atender el funcionamiento 
del Hospital de Clínicas “Doctor Manuel Quintela”. 


INCISO 27 
INSTITUTO NACIONAL DEL MENOR 


Art. 165. - Otórgase a los funcionarios del Instituto 
Nacional del Menor, con excepción de los titulares de 
los cargos políticos y de particular confianza y personal 
docente, una compensación mensual de $ 248,48 (pesos 
uruguayos doscientos cuarenta y ocho con cuarenta y 
ocho centésimos), y un incremento del 13,38% (trece 
con treinta y ocho por ciento), sobre sus retribuciones de 
carácter permanente sujetas a montepío, con excepción 
de la prima por antigiledad y la compensación estableci- 
da en el presente artículo. 


Art. 166. - Otórgase a los funcionarios del Instituto 
Nacional del Menor, con excepción de los cargos políti- 
cos y de particular confianza, una compensación men- 
sual del 6,6% (seis con seis por ciento) a partir del 1* de 
enero de 1994, y del 3.19% (tres con diecinueve por 
ciento) a partir del 1? de julio de 1994, las que se calcu- 
larán sobre el total de retribuciones sujetas a montepío, 
con excepción de la prima por antigiiedad. 


Art. 167. - Sustitúyese el artículo 230 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por 
el siguiente: 


“ARTICULO 230.- Los establecimientos pri- 
vados de tiempo completo que alberguen meno- 
res a cargo del Instituto Nacional del Menor, per- 
cibirán mensualmente por el cuidado y manteni- 
miento integral de los mismos, sin perjuicio de 
los aportes en especies que se convengan, un rein- 
tegro de gastos de $ 400 (pesos uruguayos cua- 
trocientos). Este importe se incrementará en un 
10% (diez por ciento), en un 20% (veinte por 
ciento), o en un 100% (cien por ciento), según se 
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trate de escolares, liceales o discapacitados, res- 
pectivamente, 


Dichos reintegros se ajustarán en la forma 
dispuesta por los artículos 68, 69 y 70 de la Ley 
N?* 15.809, de 8 de abril de 1986.” 


Art. 168. - Declárase, por vía interpretativa, que los 
establecimientos privados de tiempo completo que al- 
berguen menores a cargo del Instituto Nacional del Me- 
nor no están comprendidos en el artículo 346 de la Ley 
N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992. 


Art. 169, - Declárase, por vía interpretativa, que los 
docentes del Instituto Nacional del Menor que se aco- 
gieron a los beneficios jubilatorios en el período com- 
prendido entre el 19 de enero de 1986 y el 31 de diciem- 
bre de 1991 tienen derecho a reformar sus cédulas 
jubilatorias en base a los sueldos docentes de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública de ese perío- 
do, en virtud de la equiparación resultante del artículo 
413 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 


Art. 170. - Otórgase para el Ejercicio 1994 una par- 
tida de $ 1:741.000 (pesos uruguayos un millón sete- 
cientos cuarenta y un mil) equivalentes a U$S 500.000 
(dólares de los Estados Unidos de América quinientos 
mil) destinada a implementar la adecuación de dos loca- 
les, uno para enfermos psiquiátricos y otro para meno- 
res infractores que exigen medidas de seguridad espe- 
ciales, que se financiará con los recursos provenientes 
del abatimiento dispuesto por el artículo 69 de la Ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


SECCION VI 
INCISO 21 
SUBSIDIOS Y SUBVENCIONES 


Art. 171. - Fíjase en el equivalente a U$S 60.000 
(dólares de los Estados Unidos de América sesenta mil) 
la partida anual destinada a funcionamiento e inversio- 
nes de la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado 
creada por la Ley N* 16.095, de 26 de octubre de 1989. 


Art. 172. - Incorpórase a la nómina del artículo 618 
de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, la siguiente 
institución sin fines de lucro, con el monto que se indica: 


“Museo Marítimo Malvín” $ 12.000 (pesos urugua- 
yos doce mil). 


Art. 173, - Increméntase en $ 40,000 (pesos uru- 
guayos cuarenta mil) la partida anual establecida en el 
artículo 435 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 
1991, con destino a la Asociación Uruguaya de Enfer- 
medades Musculares. 
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Art. 174. - Fíjase en $ 50.000 (pesos uruguayos cin- 
cuenta mil) la partida establecida en el artículo 613 de 
la Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986, con destino a la 
Asociación Pro Recuperación del Inválido. 


Increméntase en $ 25.000 (pesos uruguayos veinti- 
cinco mil) la partida anual destinada a la Asociación 
Nacional para el Niño Lisiado (Escuela Franklin Delano 
Roosevelt) y en $ 25.000 (pesos uruguayos veinticinco 
mil) la partida anual destinada a la Escuela N* 200 de 
Discapacitados. 


Art. 175. - Increméntase en el Inciso 21 “Subsidios 
y Subvenciones”, programa 002 “Subsidios”, renglón 
7.3.5.001, la partida, con destino al Movimiento de la 
Juventud Agraria en $ 30.000 (pesos uruguayos 
treinta mil), establecida por el artículo 618 de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


INCISO 24 
DIVERSOS CREDITOS 


Art. 176. - Asígnase una partida anual para los 
años 1993 y 1994 de $ 17:400.000 (pesos urugua- 
yos diecisiete millones cuatrocientos mil) equiva- 
lentes a U$S 5:000.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América cinco millones), que se financiará con re- 
cursos del Fondo de Inversiones del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas para la ejecución directa de obras 
de mantenimiento y adecuación de infraestructura física 
departamental que esté a cargo de las Intendencias Mu- 
nicipales del interior del país conforme a la capacidad 
operativa de las mismas, o como contrapartida local de 
obras financiadas con recursos provenientes de organis- 
mos internacionales de crédito, 


Art. 177. - Asígnase a la Asociación de Ayuda y 
Servicio la suma de $ 135,000 (pesos uruguayos ciento 
treinta y cinco mil), la que será vertida directamente al 
Banco de Previsión Social por concepto de adeudos los 
que estarán exentos de multas y recargos. 


Otórgase, asimismo, una partida anual de $ 70.000 
(pesos uruguayos setenta mil) para la referida Asocia- 
ción, destinada a solventar sus cometidos específicos. 
Dicha partida será liberada mensualmente, previa certi- 
ficación de estar al día en sus aportes al Banco de Previ- 
sión Social. 


Art. 178. - Otórgase, por única vez, una partida de 
USS 100.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
cien mil) a la Caja de Auxilio 2e Vendedores de Diarios 
y Revistas, destinada a la compra de un montacargas 
con su estructura especial y equipamiento de su sanalo- 
rio propio. 
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La referida institución deberá recabar del Ministe- 
rio de Salud Pública la aprobación preliminar de las 
compras a efectuar y posteriormente, presentará los 
recaudos necesarios en el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


SECCION VII 
RECURSOS 


Art. 179. - Facúltase al Poder Ejecutivo a incorporar 
en el beneficio establecido en el artículo 462 de la Ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, a las empresas 
contribuyentes del Impuesto a las Rentas de Industria y 
Comercio, Impuesto a las Actividades Agropecuarias, 
Impuesto a las Rentas Agropecuarias e Impuesto al Pa- 
trimonio que realicen donaciones para la construcción 
de locales, o adquisición de útiles, instrumentos y equi- 
pos que atiendan a mejorar los servicios de las fundacio- 
nes con personalidad jurídica dedicadas a la atención de 
personas en el campo de la salud mental. 


Para poder acceder a dichas donaciones las funda- 
ciones deberán demostrar que han tenido una actividad 
mínima de cinco años ininterrumpidos a la fecha de la 
presente ley. 


El Ministerio de Economía y Finanzas publicará para 
cada año civil la lista de las instituciones que pueden 
beneficiarse con esta norma y autorizará contribuciones 
hasta un máximo de 5.000 UR (cinco mil unidades 
reajustables) por institución. 


La empresa contribuyente podrá sugerir la institu- 
ción que desea beneficiar. 


El contribuyente entregará su donación al Ministerio 
de Economía y Finanzas debiendo expedirse el recibo 
correspondiente e indicará la institución elegida. La 
donación deberá ser puesta a disposición de la institu- 
ción dentro de los treinta días siguientes. 


El Poder Ejecutivo dentro de los noventa días de 
promulgada la presente Ley reglamentará la forma en 
que le serán canjeados al contribuyente los recibos otor- 
gados por el Ministerio de Salud Pública, por centifica- 
dos de crédito. 


Art. 180. - Facúltase al Poder Ejecutivo a agregar al 
artículo 12 del Título 4 del Texto Ordenado 1991, el 
siguiente literal: . 


“R) Donaciones a instituciones culturales para pro- 
mover actividades artísticas nacionales. Los gastos en 
que se incurran para patrocinar actividades artísticas na- 
cionales, por su monto real, 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


La Dirección General Impositiva reglamentará esta 
disposición y fijará los límites”, — ' 


Art. 181. - Agrégase al artículo 24 del Título 4 del 
Texto Ordenado 1991, el siguiente literal: 


“E)Los dividendos o utilidades no compren- 
didos en el literal D) del artículo 2*”. 


Art. 182. - Sin perjuicio de la facultad que otorga al 
Poder Ejecutivo el artículo 5* del Título 10 del Texto 
Ordenado 1991, para determinar las operaciones que que- 
dan comprendidas en el concepto de exportación de ser- 
vicios, se entienden por tales los fletes internacionales 
para el transporte de bienes que circulan en tránsito en 
el territorio nacional. 


Art. 183. - Agrégase al inciso quinto del literal B) 
del artículo 9* del Título 10 del Texto Ordenado 1991, 
lo siguiente: 


“En caso del Impuesto incluido en la adquisi- 
ción de vehículos, sólo se permitirá deducir los 
correspondientes a vehículos utilitarios (camio- 
nes y camionetas) y los vehículos que a juicio de 
la Dirección General Impositiva, sean necesarios 
para la gestión de la empresa, debiéndose comu- 
nicar a la Dirección General Impositiva en cada 
caso el precio de compra, marca, tipo, modelo de 
vehículo, y finalidad de su uso”. 


Art. 184. - Sustitúyese el artículo 14 del Título 10 


del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 14. (Tasas). - Fíjanse las siguien- 
tes tasas: 


A) Básica del 22% (veintidós por ciento). 


Aféctase al Banco de Previsión Social la 
recaudación correspondiente a siete pun- 
tos de la tasa básica. 


B) Mínima del 12% (doce por ciento)”. 


Art. 185. - Facúltase al Poder Ejecutivo a declarar 
que el instituto Nacional del Menor está comprendido, a 
partir de la promulgación de la presente Ley, en las 
exoneraciones previstas en el artículo 18 del Título 10 
del Texto Ordenado 1991. 


Art. 186. - Sustitúyese el Título 12 del Texto Orde- 
nado 1991, por el siguiente: 


“TITULO 12 


IMPUESTO A LA COMPRA DE 
MONEDA EATRANJERA 


Artículo 1*. - Grávase la compra de moneda extran- 
jera que realicen las personas de Derecho Público, las 
cuales serán los contribuyentes del impuesto. 
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Art, 2%, - El hecho generador se considerará acaeci- 
do con el primero de estos hechos que tenga lugar den- 
tro del territorio nacional: 


A) Celebración del contrato de compra. 
B) Recepción de la moneda comprada. 
(0) Pago del precio. 


Art. 3%, - La tasa del impuesto será de hasta el 2% 
(dos por ciento) y se aplicará sobre el precio de la opera- 
ción. Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar tasas diferen- 
ciales o incluso la exoneración del impuesto, en función 
de la clase de operación o de las partes intervinientes en 
las operaciones gravadas”. 


Art. 187. - Sustitúyese el inciso primero del artículo 
9% del Título 14 del Texto Ordenado 1991, por el si- 
guiente: 


“Las personas físicas, núcleos familiares y su- 
cesiones indivisas, solamente podrán deducir 
como pasivo el promedio en el ejercicio de los 
saldos a fin de cada mes de las deudas contraídas 
en el país con los sujetos pasivos del Impuesto a 
los Activos Bancarios, a condición de que dichos 
saldos sean computables para el pago de dicho 
impuesto. Á este último efecto, será prueba sufi- 
ciente para el deudor, la constancia de tales ex- 
tremos expedida por el acreedor”. 


=— 


Art. 188. - Sustitúyese el artículo 13 del Título 14 


del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 13. - El patrimonio de las per- 
sonas jurídicas, de las personas jurídicas del ex- 
terior y el afectado a actividades comprendidas 
en el Impuesto a las Rentas de Industria y Co- 
mercio, se avalarán, en lo pertinente, por las nor- 
mas que rijan para dicho impuesto. 


El valor de los inmuebles urbanos y suburba- 
nos, a excepción de los que sirvan de asiento a 
explotaciones industriales o comerciales, se com- 
putará por el mayor entre el valor real y el deter- 
minado conforme a las normas aplicables para la 
liquidación del Impuesto a las Rentas de Indus- 
tria y Comercio, vigente al cierre del ejercicio. 


Los bienes muebles del equipo industrial di- 
rectamente afectado al ciclo productivo y que se 
adquieran con posterioridad al 1% de enero de 
1988, se computarán por el 50% (cincuenta por 
ciento) de su valor fiscal. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a conceder a las 
industrias manufactureras y extractivas una de- 
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ducción complementaria de hasta el 25% (veinti- 
cinco por ciento) del patrimonio ajustado fiscal- 
mente, en función de la distancia de su ubicación 
geográfica con respecto a Montevideo. 


Sólo se admitirá deducir como pasivo: 


A) Las deudas contraídas en el país con Ban- 
cos y casas financieras que operen en la 
República, a condición que las mismas 
sean computables para el pago del Impues- 
to a los Activos Bancarios durante toda la 
vigencia del contrato. A este último efec- 
to, será prueba suficiente para el deudor, 
la constancia de tal extremo expedida por 
el acreedor, 


B) Las deudas contraídas con organismos in- 
ternacionales de crédito que integre cl Uru- 
guay. 


C) Las deudas contraídas con proveedores de 
bienes y servicios de todo tipo, salvo prés- 
tamos, colocaciones, garantías y saldos de 
precios de importaciones, siempre que di- 
chos bienes y servicios se destinen a la 
actividad del deudor. Las deudas a que 
refiere este literal, cuyo acreedor sea una 
persona de Derecho Público, no serán de- 
ducibles. 


D) Las deudas por tributos y prestaciones co- 
activas a personas públicas no estatales, 
cuyo plazo para el pago no haya vencido 
al cierre del ejercicio. 


Las limitaciones establecidas en el presente 
inciso no serán aplicables a los Bancos. y casas 
financieras. 


Cuando existan activos en el exterior y acli- 
vos exentos se computará como pasivo el impor- 
te de las deudas deducibles que exceda cl valor 
de dichos activos, 


El patrimonio de las sociedades personales y 
en comandita por acciones afectado a explotacio- 
nes agropecuarias se determinará de acuerdo con 
lo dispuesto por los artículos 9* y 10”. 


Art. 189, - Sustitúyese el literal A) del inciso cuarto 
del artículo 13 del Título 14 del Texto Ordenado 1991, 
por el siguiente: 


“A) El promedio en el ejercicio de los saldos 
a fin de cada mes de las deudas contraídas en cl 
país con los sujetos pasivos del Impuesto a los 
Activos Bancarios, a condición de que dichos sal- 
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dos sean computables para el pago de dicho im- 
puesto. Á este último efecto, será prueba sufi- 
ciente para el deudor, la constancia de tales ex- 
tremos expedida por el acreedor”. 


Art. 190. - Considéranse como activo exento para el 
Impuesto a! Patrimonio, los bienes inmuebles, excluidas 
las mejoras, destinados a la explotación agropecuaria. 
Esta disposición regirá para los ejercicios finalizados 
entre el 31 de diciembre de 1993 y el 31 de diciembre 
de 1994, inclusive. 


Art. 191. - Considéranse activos exentos a los efec- 
tos del Impuesto al Patrimonio de los ejercicios finaliza- 
dos hasta el 31 de diciembre de 1995 inclusive, los 
bienes muebles e inmuebles y sus mejoras, directamente 
afectados al ciclo productivo industrial, incorporados en- 
tre el 1? de agosto de 1993 y el 31 de diciembre de 
1995, 


En el caso de bienes muebles la exoneración alcan- 
zará al valor fiscal no abatido por aplicación del inciso 
segundo del artículo 13 del Título 14 del Texto Ordena- 
do 1991. 


Art. 192. - Agréganse al artículo 619 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la 
redacción dada por el artículo 457 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, los incisos siguientes: 


“En este último caso, el impuesto se conside- 
rará mensual tomándose un duodécimo de su im- 
porte anual para cada mes que restare del Ejerci- 
cio. 


Facúltase al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas a aplicar esta disposición a los adeudos 
pendientes de Ejercicios anteriores”. 


Art. 193. - Declárase que los vehículos afectados al 
transporte escolar que estén debidamente habilitados por 
las Intendencias Municipales, se consideran incluidos 
en las disposiciones establecidas para los vehículos ad- 
quiridos o importados para remises o para ser arrenda- 
dos por las empresas cuya actividad consiste en el arren- 
damiento de automóviles sin chofer que se establece en 
el párrafo final del artículo 9* del Título 11 del Texto 
Ordenado de 1991. En consecuencia el Impuesto Espe- 
cífico Interno que grava la importación o enajenación 
de los vehículos afectados al transporte escolar deberá 
abonarse en ocasión de la primera transferencia que se 
realice durante el transcurso de los cinco años contados 
desde la adquisición o importación del vehículo, 


Art. 194. - Sustitúyese, con vigencia al 1? de enero 
de 1993, el artículo 6* del Título 19 del Texto Ordenado 
1991, por el siguiente: 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


“ARTICULO 6, (Tasas). - Los hechos grava- 
dos por este impuesto tributarán de acuerdo con 
las siguientes tasas: a) enajenante 2% (dos por 
ciento); b) adquirente 2% (dos por ciento) y c) 
los demás contribuyentes el 4% (cuatro por cien- 
to), excepto los herederos y legatarios en línea 
recta ascendente o descendente con el causante, 
para los cuales será el 3% (ires por ciento)”. 


Art. 195, - Lo dispuesto por el artículo 461 de la 
Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, será aplica- 
ble a las obligaciones de los sujetos pasivos de los tribu- 
tos que recauda la Dirección General Impositiva. 


Art. 196. - Interprétase que las Sociedades de Fo- 
mento Rural y la Comisión Nacional de Fomento Rural 
están incluidas en las instituciones declaradas exonera- 
das de tributos por el artículo 134 de la Ley N* 12.802, 
de 30 de noviembre de 1960 (artículo 69 de la Constitu- 
ción). 


Art. 197. - Suprímese la facultad del Poder Ejecuti- 
vo de exonerar rentas del Impuesto a las Rentas de 
la Industria y el Comercio al amparo del Decre- 
to-Ley N* 15.637, de 28 de setiembre de 1984. 


SECCION VIH 


NORMAS SOBRE ORDENAMIENTO 
FINANCIERO 


Artículo 198. - Sustitúyese el artículo 1% de la Ley 
N? 16.298, de 18 de agosto de 1992, por el siguiente: 


“ARTICULO 12. - En las enajenaciones pre- 
vistas en el numeral 8) del artículo 663 y en los 
numerales 3), 4) y 5) del artículo 664 de la Ley 
N” 16.170, de 28 de diciembre de 1990, se pres- 
cindirá de los certificados expedidos por el Ban- 
co de Previsión Social a que refieren esas nor- 
mas, cuando dichas operaciones se lleven a cabo 
por expropiación, por cumplimiento forzado de 
la Ley N* 8.733, de 17 de junio de 1931 y con- 
cordantes, o por ejecución forzada judicial o ex- 
trajudicial y en las adjudicaciones al Banco Hi- 
potecario del Uruguay posteriores a remates frus- 
trados. 


En tales casos no serán de aplicación los artí- 
culos 667 y 668 de la referida Ley”. 


SECCION IX 
DISPOSICIONES VARIAS 
Artículo 199. - Agréganse al artículo 110 de la Loy 


N* 12.802, de 30 de noviembre de 1960, los siguientes 
literales: 


CAMARA DE SENADORES 


“E) Colocaciones bancarias en moneda nacional 
o extranjera, en bancos del Estado o en aque- 
llos en que el Estado tenga participación. 


El Directorio podrá resolver, por seis votos con- 
formes, la realización de otras inversiones fi- 
nancieras que ofrezcan convenientes niveles 
de rentabilidad y seguridad, y no superen en 
cada caso el 5% (cinco por ciento) del total 
de las inversiones, 


F) Realizar inversiones que se adecuen a la polí- 
tica nacional de desarrollo o fueren de interés 
nacional y aseguren convenientes niveles de 
rentabilidad y actualización de las reservas; 
aquéllas no podrán superar en cada caso el 
10% (diez por ciento) del total de inversiones 
y disponibilidades del Instituto. 


Cuando el Directorio considere conveniente 
requerir el asesoramiento previo de la Direc- 
ción General del Catastro Nacional y Admi- 
nistración de Inmuebles del Estado, regirá la 
exención prevista por el artículo 5* de su Ley 
Orgánica. 


G 


/ 


Préstamos personales a sus afiliados con fina- 
lidad social siempre que se aseguren conve- 
nientemente los servicios de amortización de 
interés y la actualización del capital mutuado”. 


Art. 200. - La cuantía de las sanciones por infraccio- 
nes al régimen de aportaciones a la Caja Notarial de 
Jubilaciones y Pensiones, una vez que se hubieren can- 
celado los aportes, será actualizada de acuerdo con el 
procedimiento previsto por el Decreto-Ley N* 14,500, 
de 8 de marzo de 1976. 


Art. 201. - Cuando los afiliados comprendidos en el 
literal A) del artículo 20 de la Ley N* 10.062, de 15 de 
octubre de 1941, no alcancen a satisfacer en el año civil 
una suma equivalente a la que resulte de la aplicación 
de la tasa fijada por el artículo 18 de la referida Ley y 
sus modificativas, sobre el monto anual de la jubilación 
mínima por la causal común, deberán completar la apor- 
tación hasta ta suma concurrente. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por el inciso anterior, el 
Directorio podrá reducir dicha suma estableciendo pro- 
porciones diferentes de aportación mínima, o fraccionar 
su pago, atendiendo a la antigiedad en la afiliación, la 
situación económico-financiera del Instituto y el nivel 
de la actividad profesional. 


Art. 202. - La Caja Notarial de Jubilaciones y Pen- 
siones estará dirigida por un Directorio honorario com- 
puesto de siete miembros, que se integrará de la siguien- 
le manera: 
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- Un miembro afiliado escribano en actividad de- 
signado por el Poder Ejecutivo. 


- Un miembro escribano integrante del Poder Judi- 
cial, designado por la Suprema Corte de Justicia. 


- Un miembro afiliado jubilado, electo por los ju- 
bilados. 


- Un miembro afiliado empleado en actividad, elec- 
to por los empleados activos. 


- Tres miembros afiliados escribanos en actividad, 
electos por los escribanos activos. 


Art. 203. - Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir en 
el artículo 2* de la Ley N* 13.569, de 26 de octubre de 
1966, el recargo mínimo. 


Art. 204. . Sustitúyese el artículo 695 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 695. - Autorízase al Banco Cen- 
tral del Uruguay a vender estas monedas a un 
precio que considere el valor del oro que contie- 
nen según el mercado vendedor de cada jornada, 
más el costo de acuñación y gastos de adminis- 
tración, más un 20% (veinte por ciento) de la 
suma resultante, cuyo destino se determina en la 
presente Ley”. 


Art. 205. - Interprétase que las rentas a que refiere el 
artículo 35 de la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 
1989, se reajustarán de acuerdo al inciso segundo del 
artículo 67 de la Constitución. 


Art. 206. - Declárase, por vía interpretativa, que el 
lapso durante el cual los titulares de los cargos mencio- 
nados por el artículo 5% de la Ley N* 15.900, de 21 de 
octubre de 1987, y artículo único de la Ley N* 16.195, 
de 10 de julio de 1991, perciben el subsidio establecido 
por dichas disposiciones, deberá computarse como tiem- 
po trabajado a todos los efectos, inclusive para la deter- 
minación y cálculo del monto jubilatorio respectivo, de- 
biéndose computar dicho lapso a los efectos de la confi- 
guración del término de tres años a que refiere el artícu- 
lo 5* de la Ley N* 15.900, de 21 de octubre de 1987, a 
fin de configurar causal jubilatoria. 

+ 

Art. 207. - Interprétase el artículo 11 del Decreto- 
Ley N' 14,188, de 5 de abril de 1974, en el sentido que 
si hubiere concurrencia de dos o más créditos laborales 
reconocidos por sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada, se aplicará al cobro ae los créditos referidos cl 
criterio de prorrata establecido por el artículo 2372 del 
Código Civil. 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 13 de agosto de 1993, 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
Carp. N* 1225/93 
Rep. N* 677/93 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Presupuesto 
integrada con 
Hacienda 
PROYECTO SUSTITUTIVO 
SECCION 1 


Disposiciones generales 


Artículo 1*, - Apruébase la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al 
ejercicio 1992, con un superávit de $ 38:351.995 (pesos 
uruguayos treinta y ocho millones trescientos cincuenta 
y un mil novecientos noventa y cinco), según los anexos 
que acompañan a la presente ley y que forman parte 
integrante de la misma. 


Art. 2%, - La presente ley regirá a partir del 1* de 
enero de 1994, excepto en aquellas disposiciones en que, 
en forma expresa, se establezca otra fecha de vigencia. 


Los créditos establecidos para sueldos, gastos e in- 
versiones, corresponden a valores de 1% de enero de 
1993. Dichos créditos se ajustarán en la forma dispuesta 
por los artículos 6*, 68, 69, 70 y 82 de la ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986. 


El Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de la Contaduría General 
de la Nación, podrá efectuar las correcciones de los 
errores u omisiones, numéricos o formales, que se com- 
prueben en la presente ley, dando cuenta a la Asamblea 
General. 


SECCION II 
Funcionarios 
CAPITULO 1 
Retribuciones y complementos 
Artículo 3%, - Fíjase en $ 6,752 (pesos uruguayos 


seis mil setecientos cincuenta y dos), a valores de 1* de 
julio de 1993, la retribución de los siguientes cargos: 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


Ministro de Estado. 

Secretario de la Presidencia de la República. 

Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 

Ministro del Tribunal de Cuentas. 

Ministro de la Corte Electoral. 

Presidente del Consejo Directivo Central de la Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública. 

Rector de la Universidad de la República. 

Presidente, vicepresidente y director del Banco de 
Previsión Social. 

Ministro de la Suprema Corte de Justicia. 

Ministro del Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo. 


Fíjase en $ 5.871, (pesos uruguayos cinco mil ocho- 
cientos setenta y uno), a valores de 1* de julio de 1993, 
la retribución de los siguientes cargos: 


Subsecretario de Estado. 

Consejero del Consejo Directivo Central de la Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública. 

Presidente del Instituto Nacional del Menor. 


Las retribuciones establecidas para los cargos referi- 
dos en los Incisos precedentes no incluyen la retribución 
complementaria por dedicación permanente dispuesta por 
el artículo 16 de la ley N* 16,170, de 28 de diciembre de 
1990, en la redacción dada por el artículo 5% de la pre- 
sente ley, ni los gastos de representación establecidos 
por el artículo 17 de la ley N* 16.170. 


El monto total de las retribuciones sujetas a monte- 
pío de los cargos antes referidos no podrá superar cl que 
corresponda a los titulares del Poder Legislativo. 


Art. 4%, - La retribución de los presidentes de los 
directorios de los organismos comprendidos en el artícu- 
lo 221 de la Constitución de la República, será equiva- 
lente al total de la retribución de los ministros de Esta- 
do, y la de los miembros de los referidos directorios será 
equivalente a la de los subsecretarios de Estado. 


Art. 5%, - Sustitúyese ce! artículo 5% de la ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por cl siguiente: 


“ARTICULO 5*. - Sustitúyese el artículo 16 
de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
por el siguiente: 


“ARTICULO 16. - Fíjase una retribu- 
ción complementaria por dedicación per- 
manente, de un 45%, (cuarenta y cinco 
por ciento), de sus respectivas retribucio- 
nes sujetas a montepío, excluida la prima 
por antigúledad, para los cargos pertenc- 
cientes a los escalafones P “personal polí- 
tico”, Q "personal de particular conftan- 
za', N "personal judicial”, 1 del Poder Ju- 
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dicial, magistrados del Ministerio Público 
y Fiscal, Il del Poder Judicial, y para los 
funcionarios referidos en el artículo 326 
de la ley N* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987, 


Estos dos últimos casos la compensa- 
ción se percibirá cuando exista incompati- 
bilidad total o parcial para el ejercicio de 
la profesión, estando los funcionarios re- 
[eridos excluidos del beneficio dispuesto 
por el artículo 477 de la ley N* 16,170, de 
28 de diciembre de 1990". 


Art. 62. - Incorpórase al literal A) del artículo 17 de 
la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, a los 
ministros de la Suprema Corte de Justicia, a los del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, a los del 
Tribunal de Cuentas y a los de la Corte Electoral. 


Art. 72, - El fiscal de Corte y procurador General de 
la Nación y el procurador del Estado en lo Contencioso 
Administrativo percibirán por concepto de gastos de re- 
presentación el porcentaje establecido en el literal B) 
del artículo 17 de la ley N* 16,170, de 28 de diciembre 
de 1990. 


Art. 82. - Increméntase la compensación al grado 
establecida en el artículo 26 de la ley N* 16.170, de 28 
de diciembre de 1990, al porcentaje máximo establecido 
en dicho artículo para todos los cargos y funciones con- 
tratadas pertenecientes a las unidades ejecutoras de los 
Incisos 02 al 14. A efectos de determinar el porcentaje 
de compensación vigente se tomarán en cuenta también 
los ingresos percibidos con cargo a fondos extrapresu- 
puestales, fondos de participación, redistribución de eco- 
nomífas o cualquier otro recurso de similar naturaleza, 
con excepción de horas extras e incentivos o primas al 
rendimiento que no alcancen a la totalidad de los fun- 
cionarios de la Unidad Ejecutora. 


En aquellas unidades ejecutoras que no tengan pre- 
vista la facultad de otorgar retribuciones o partidas per- 
manentes de gastos con cargo a los fondos referidos en 
el inciso precedente, el incremento se financiará con 
cargo a Rentas Generales. 


En las restantes unidades ejecutoras el Poder Ejecu- 
tivo, actuando en acuerdo con el ministro de Economía 
y Finanzas y el ministro respectivo, podrá modificar la 
afectación en hasta cl 80%, (ochenta por ciento), de la 
parte de libre disponibilidad de fondos extrapresupuesta- 
les a efecto de alcanzar el tope máximo de compensa- 
ción al grado. Dicha modificación no podrá generar dis- 
torsión en las sumas necesarias para cubrir los gastos de 
funcionamiento. 
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Cuando la recaudación por fondos extrapresupucsta- 
les no sea suficiente para alcanzar dicho tope máximo, 
el Poder Ejecutivo podrá disponer un incremento de hasta 
un 10%, (diez por ciento), de los ingresos respectivos, 


Alcanzado el tope máximo de compensación al gra- 
do el Poder Ejecutivo, actuando en acuerdo con el mi- 
nistro de Economía y Finanzas y el ministro respectivo, 
podrá autorizar igualmente la afectación de hasta el 80%, 
(ochenta por ciento), de los fondos de libre disponibili- 
dad de cada Unidad Ejecutora, para atender el pago de 
retribuciones personales. 


Las propuestas de modificación con las respectivas 
fundamentaciones serán elevadas, por el jerarca del In- 
ciso a propuesta de cada Unidad Ejecutora al Poder 
Ejecutivo que resolverá, previo informe conjunto de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría General 
de la Nación. 


En ningún caso la aplicación de esta disposición su- 
pondrá disminución de los haberes actualmente percibi- 
dos por los funcionarios. 


Art. 9%, - Los funcionarios de los Incisos 02 y OS al 
14, que desempeñen efectivamente funciones de mayor 
jerarquía en cada Unidad Ejecutora, que constituyan el 
primer nivel inmediato inferior a la Dirección de la mis- 
ma y que ocupen un cargo o función contratada corres- 
pondiente a los dos grados superiores de los escalalones 
respectivos de la Unidad Ejecutora, percibirán una com- 
pensación equivalente al 20%, (veinte por ciento), del 
total de sus retribuciones presupuestales permanentes, 
sujetas a montepío con exclusión de la prima por anti- 
giúedad, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 105 
de la llamada Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre de 
1983. 


La nómina de funcionarios que reúnan las condicio- 
nes establecidas en el inciso anterior, con los recaudos 
que fundamenten la petición, será elevada por el jerarca 
del Inciso, a propuesta de cada Unidad Ejecutora, al 
Poder Ejecutivo, que resolverá, previo informe conjunto 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la Ofi- 
cina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría Ge- 
neral de la Nación. 


Art. 10. - La Contaduría General de la Nación incre- 
mentará de oficio los créditos necesarios para cfcctivi- 
zar de inmediato, en oportunidad de cada modificación 
de las retribuciones, las equiparaciones con el personal 
docente del Consejo de Educación Primaria, de los do- 
centes de la Comisión Nacional de Educación Física + 
del Instituto Nacional del Menor, dispuestas por las Je- 
yes Nos. 16.170, de 28 de diciembre de 1990 y 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, respectivamente, 
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CAPITULO Il 
Escalafones y racionalización administrativa 


Artículo 11. - A partir del 1% de enero de 1994 los 
cargos vacantes presupuestados existentes y las vacan- 
tes que se generen serán suprimidos, salvo aquéllos que 
deban ser provistos por las reglas del ascenso. 


Serán, asimismo, suprimidas las funciones contrata- 
das asimiladas a las vacantes del último grado, en la 
misma forma prevista en el inciso anterior. 


Las unidades ejecutoras dispondrán de un plazo máxi- 
mo de un año, a partir del vencimiento de cada ejerci- 
cio, para realizar los ascensos que correspondan o dis- 
poner las modificaciones contractuales que se entiendan 
indispensables, de acuerdo con los artículos 8? y 9* del 
decreto-ley N* 14,985, de 28 de diciembre de 1979. 


Vencido dicho plazo serán suprimidas las vacantes 
de cargos presupuestados y funciones contratadas, así 
como la totalidad del crédito respectivo. 


Exceptúanse de lo dispuesto en el presente artículo 
los siguientes cargos presupuestados y funciones contra- 
tadas: 


) Electivos, políticos, de particular confianza, in- 
cluidos en la nómina del artículo 7* de la ley 
N* 16.320, de 1% de noviembre de 1992, milita- 
res, policiales, docentes y del Servicio Exterior. 


2) Aquéllos cuyos titulares ejerzan la función juris- 
diccional. 


3) Directores de unidades ejecutoras que no inte- 
gren los escalafones referidos en el numeral 1). 


4) Los cargos del Ministerio de Salud Pública co- 
rrespondientes a los escalafones A, B, D, E y F. 


5) Los cargos del Instituto Nacional del Menor. 


6) La totalidad de las vacantes existentes y las que 
en cl futuro se produzcan, para atender el queha- 
cer artístico de la Orquesta Sinfónica, Cuerpo de 
Baile, Coro Oficial y servicios técnicos de radio 
y televisión del Servicio Oficial de Difusión, Ra- 
diotelevisión y Espectáculos, (SODRE). 


7) Los cargos de la Procuraduría del Estado en lo 
Contencioso Administrativo, 


Las vacantes a que se hace referencia en el artículo 
12, de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 
1991. 


Y 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


No se suprimirán los cargos presupuestados y fun- 
ciones contratadas en el caso que deban proveerse por 
concurso, cuando se haya determinado la persona a la 
cual le corresponda la designación por acto definitivo 
del tribunal correspondiente. 


Derógase el artículo 12 de la ley N* 16,320, de 1* de 
noviembre de 1992, 


Art. 12. - El Poder Ejecutivo, en acuerdo con el 
Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio res- 
pectivo, podrá disponer las modificaciones necesarias 
para racionalizar las estructuras de cargos y contratos de 
función pública de las unidades ejecutoras de los Inci- 
sos 02 al 14, en las cuales hubiera quedado un rema- 
nente de la partida establecida por el artículo 31 de la 
ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 1992, una vez 
cumplido lo dispuesto por la referida norma y su regla- 
mentación. 


Las modificaciones de cargos y funciones no podrán 
causar lesión de derechos y las regularizaciones deberán 
respetar las reglas del ascenso, cuando correspondiera. 


Las racionalizaciones requerirán el previo informe 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Contadu- 
ría General de la Nación y una vez aprobadas se dará 
cuenta a la Asambiea General. 


El remanente correspondiente al ejercicio 1993 se 
distribuirá entre los funcionarios pertenecientes a la Uni- 
dad Ejecutora respectiva, en función de sus retribucio- 
nes permanentes sujetas a montepío, de monto fijo o 
variable, excluida la prima por antigijedad, de tal forma 
que resulte un porcentaje igual para todos los funciona- 
Trios. 


CAPITULO ll 
Funcionamiento 


Artículo 13, - Derógase el inciso segundo del artícu- 
lo 22 de la ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992. 


Art. 14. - El Poder Ejecutivo podrá autorizar, por un 
plazo no mayor de un año, aquellos pases en comisión 
del personal excedente del establecimiento “El Espini- 
llar” de la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Portland, que se hagan imprescindibles por 
razones de servicio derivadas de necesidades supervi- 
nientes, siempre que el organismo receptor lo solicite, 
en las condiciones que establezca la reglamentación. 


Art. 15. - Sólo podrán celebrarse contratos de arren- 
damiento de obra con personas físicas cuando éstas no 
tengan la calidad de funcionarios públicos, salvo el caso 
de funcionarios docentes de enseñanza pública superior, 
ocupen o no otro cargo público. 
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Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior 
aquellos contratos que sean necesarios para el cumpli- 
miento de convenios internacionales, convenios celebra- 
dos por la Universidad de la República y por el Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas. 


En el ámbito de la Administración Central dichos 
contratos deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo 
actuando en acuerdo con el ministro de Economía y 
Finanzas y el ministro respectivo, previo informe de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría 
General de la Nación. 


Los contratos de arrendamiento de obra que celebren 
los Servicios Descentralizados y los Entes Autónomos 
industriales y comerciales deberán ser autorizados por el 
Poder Ejecutivo, debiendo contar con el informe de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


Las disposiciones de este artículo serán de aplica- 
ción para la renovación de los contratos de arrendamien- 
to de obra vigentes. 


Deberá dejarse expresa constancia que: 


A) El contrato cumple estrictamente con la descrip- 
ción del artículo 37 de la ley N* 16.127, de 7 de 
agosto de 1990, 


B) Que el comitente no se encuentra en condiciones 
materiales de ejecutar con sus funcionarios el ob- 
jeto del arriendo. 


Art. 16. - Interprétase el artículo 25 de la ley N* 15.783, 
de 28 de noviembre de 1985, de conformidad a lo dis- 
puesto por el artículo 34 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, en el sentido que los funcionarios 
que 'hubieran sido restituidos al amparo de las leyes 
N? 15,737, de 8 de marzo de 1985, y N* 15,783, ya 
citada, y que se hubieran hecho acreedores a los bene- 
ficios a los que se remite el artículo 34 de dicha ley 
N? 15.783, podrán acogerse al amparo jubilatorio pre- 
visto en el artículo 18 y concordantes del Capítulo IV de 
la misma ley o reformar su cédula jubilatoria, debiendo 
presentar al efecto la correspondiente solicitud ante el 
Banco de Previsión Social dentro de los noventa días 
siguientes a la promulgación de la presente ley. 


Extiéndese el presente amparo a los funcionarios que 
habiéndose encontrado en la misma situación a que re- 
ficre el inciso anterior, se hubieran acogido con poste- 
rioridad a los beneficios jubilatorios previstos por la le- 
gislación común o leyes especiales, quienes podrán re- 
formar su cédula jubilatoria presentándose en el mismo 
plazo y forma. 

Art. 17.- Declárase por vía interpretativa, que quie- 
nes ejercieron el derecho de opción consagrado en los 
artículos 7? de la ley N* 15.851, de 24 de noviembre de 
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1986, 23 de la ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, 20 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
debieron ser incorporados en la oficina de destino, siem- 
pre que se cumplieran los requisitos establecidos en los 
apartados A y B de dichos artículos, aplicándose, en su 
caso, los artículos 22 a 25 de la ley N* 16.127, de 7 de 
agosto de 1990. Las incorporaciones y adecuaciones pre- 
supuestales correspondientes, deberán estar concluidas 
dentro de los sesenta días de publicada la presente ley. 


Art, 18.- Los funcionarios públicos destituidos que 
dedujeron sus pretensiones de acuerdo a la ley N* 15.783, 
de 28 de noviembre de 1985, cuyo trámite no ha culmi- 
nado por paralización o perención en sede administrati- 
va y contencioso administrativa o porque no se ha ope- 
rado la recomposición de su carrera administrativa, po- 
drán continuar los procedimientos compareciendo en los 
expedientes respectivos, dentro de un plazo de 60 días a 
contar de la vigencia de la presente ley. 


SECCION lil 
Inversiones 


Artículo 19.- Los jerarcas de los diferentes Incisos, 
previa autorización del Poder Ejecutivo, podrán dispo- 
ner de los fondos establecidos en los artículos 98 y 99 
de la ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, a efectos de 
dar cumplimiento a convenios internacionales. 


Art. 20.- Sustitúyese el artículo 57 de la ley N* 16.320, 
de 1* de noviembre de 1992, por el siguiente: 


“ARTICULO 57.- Autorízase al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, a realizar trasposi- 
ciones debidamente fundadas -en cuanto a la obra 
a realizar y aquella cuya ejecución se postergue- 
entre proyectos de diferentes programas del Inci- 
so, así como a utilizar los excedentes de asigna- 
ciones de proyectos ya ejecutados, en otros de 
inversión sin asignación presupuestal, o con asig- 
nación presupuestal insuficiente, sin incrementar 
el monto máximo de ejecución establecido para 
el ejercicio. 


En todos los casos se dará cuenta a la Conla- 
duría General de la Nación, a la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto, al Tribunal de Cuentas 
y ala Asamblea General, 


En las trasposiciones, los proyectos reforzan- 
tes serán exclusivamente los de “Mantenimiento” 
de los programas del Inciso y los reforzados se- 
rán en todos los casos, los creados legalmente. 


En ningún caso las trasposiciones podrán ohs- 
tar ni hacer inviable la ejecución de los proyectos 
autorizados por las normas presupuestales. 
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El procedimiento que se autoriza no podrá ser 
empleado a los fines de reforzar el Proyecto 702 
“Convenios del Programa 01 del Inciso 10”. 


Art. 21.- Incorpóranse los siguientes proyectos de 
inversión: 


A) En el Inciso 02 “Presidencia de la “República”, 
Programa 002 “Planificación, Desarrollo y Ase- 
soramiento Presupuestal Sector Público”, Uni- 
dad Ejecutora 006 “Proyecto de Infraestructura 
Social”, el Proyecto “Fortalecimiento al Area 
Social”, con una asignación presupuestal para 
1994 de $ 348.200, (pesos uruguayos trescien- 
tos cuarenta y ocho mil doscientos), equivalen- 
tes a U$S 100.000, (dólares de los Estados Uni- 
dos de América cien mil), financiada con cargo 
a Rentas Generales y $1:392.800, (pesos urugua- 
yos un millón trescientos noventa y dos mil ocho- 
cientos), equivalentes a U$S 400.000, (dólares 
de los Estados Unidos de América cuatrocientos 
mil), financiada con cargo a Endeudamiento Ex- 
terno. 


B) En el Inciso 02 “Presidencia de la República”, 
Programa 002 “Planificación, Desarrollo y Ase- 
soramiento Presupuestal Sector Público”, Uni- 
dad Ejecutora 004 “Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto”, el Proyecto “Fortalecimiento al 
Area Social”, con una asignación presupuestal 
para 1994 de $ 348,200, (pesos uruguayos tres- 
cientos cuarenta y ocho mil doscientos), equi- 
valentes a U$S 100.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América cien mil), financiada con car- 
go a Rentas Generales y $ 1:392.800, (pesos uru- 
guayos un millón trescientos noventa y dos mil 
ochocientos), equivalentes a U$S 400.000, (dóla- 
res de los Estados Unidos de América cuatro- 
cientos mil), financiada con cargo a Endeuda- 
miento Extemo. 


C) En el Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, Agn- 
cultura y Pesca”, el Proyecto 748 “Desarrollo de 
recursos Hídricos y Naturales” del Programa 001 
“Administración Superior” con una asignación 
presupuestal para 1994 de $ 12:187.000, (pesos 
uruguayos doce millones ciento ochenta y siete 
mil), equivalentes a U$S 3:500.000, (dólares 
de los Estados Unidos de América tres millo- 
nes quinientos mil), con cargo a Rentas Gene- 
rales y $ 17:410.000, (pesos uruguayos dieci- 
siete millones cuatrocientos diez mil), equiva- 
lentes a USS 5:000.000, (dólares de los Estados 
Unidos de América cinco millones), con cargo a 
Endeudamiento Extemo. 


D) A la nómina de proyectos establecida en el ar- 
tículo 58 de la ley N* 16.320, de 1% de novicm- 
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bre de 1992, Programa 003 “Dirección Nacional 
de Vialidad”, el Proyecto “R. ( : R. 99 - Pan de 


” 


Azúcar”. 


E) En el Inciso 11 “Ministerio de Educación y 
Cultura”, Programa 001 “Administración Ge- 
neral”, el Proyecto “Fortalecimiento al Area So- 
cial”, con una asignación presupuestal para 1994 
de $ 174.100, (pesos uruguayos ciento setenta y 
cuatro mil cien), equivalentes a USS 50.000, (dó- 
lares de los Estados Unidos de América cin- 
cuenta mil), financiada con cargo a Rentas Ge- 
nerales y $ 696.400, (pesos uruguayos seiscien- 
tos noventa y seis mil cuatrocientos), equiva- 
lentes a U$S 200.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América doscientos mil), financiada 
con cargo a Endeudamiento Extemo. 


F) En el Inciso 12 “Ministerio de Salud Pública, 
Programa 001 “Administración Superior”, el Pro- 
yecto “Fortalecimiento al Area Social”, con una 
asignación presupuestal para 1994 de $ 5:223.000, 
(pesos uruguayos cinco millones doscientos vein- 
titrés mil), equivalentes a U$S 1:500.000, (dóla- 
res de los Estados Unidos de América un millón 
quinientos mil), financiada con cargo a Rentas 
Generales y $ 20:892.000, (pesos uruguayos veinte 
millones ochocientos noventa y dos mil), equiva- 
lentes a U$S 6:000.000, (dólares de los Estados 
Unidos de América seis millones), financiada con 
cargo a Endeudamiento Extemo. 


G) En el Inciso 13 “Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social”, Programa 001 “Administración Ge- 
neral” el Proyecto “Fortalecimiento al Area So- 
cial”, con una asignación presupuestal para 1994 
de $ 417.840 (pesos uruguayos cuatrocientos dic- 
cisiete mil ochocientos cuarenta), equivalentes a 
U$S 120.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América ciento veinte mil), financiada con cargo 
a Rentas Generales y $ 1:671.360, (pesos urugua- 
yos un millón seiscientos setenta y un mil tres- 
cientos sesenta), equivalentes a U$S 480.000, (dó- 
lares de los Estados Unidos de América cuatro- 
cientos ochenta mil), financiada con cargo a En- 
deudamiento Externo. 


Art. 22.- Incorpórase al Plan de Inversiones Públicas 
del Programa 004 perteneciente al Inciso 03, “Ministe- 
rio de Defensa Nacional”, Programa 004, “Fuerza Aérea 
Uruguaya”, Unidad Ejecutora 023, “Comando General 
de la Fuerza Aérea”, el Proyecto “Reconversión Edili- 
cia” por un monto de $ 1:392.800, (pesos uruguayos un 
millón trescientos noventa y dos mil ochocientos), equi- 
valente a U$S 400.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América cuatrocientos mil), para el ejercicio 1994, 
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Art. 23.- Amplíase el Proyecto 706, “Adquisición de 
Aeronaves”, perteneciente al Inciso 03, “Ministerio de 
Defensa Nacional”, Programa 004, “Fuerza Aérea Uru- 
guaya”, Unidad Ejecutora 023, “Comando General de la 
Fuerza Aérea”, en $ 3,482,000, (pesos uruguayos tres 
millones cuatrocientos ochenta y dos mil), equivalentes 
a U$S 1:000.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un millón), para el ejercicio 1993 y en $ 4:178.400, 
(pesos uruguayos cuatro millones ciento setenta y ocho 
mil cuatrocientos), equivalentes a U$S 1:200.000, (dóla- 
res de los Estados Unidos de América un millón dos- 
cientos mil), para el ejercicio 1994, 


Art. 24.- Incorpórase al Plan de Inversiones Públicas 
del Inciso 03, “Ministerio de Defensa Nacional”, Pro- 
grama 004, “Fuerza Aérea Uruguaya”, Unidad Ejecuto- 
ra 023, “Comando General de la Fuerza Aérea”, el Pro- 
yecto “Operaciones Aeronaves C-130” por un monto de 
U$S 1:840.000, (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un millón ochocientos cuarenta mil), equivalentes a 
$ 6:406.880, (pesos uruguayos seis millones cuatrocien- 
tos seis mil ochocientos ochenta), para el ejercicio 19994, 


Art. 25.- Incorpórase al Plan de Inversiones Públicas 
del Inciso 10 “Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas”, el Proyecto de Inversión “Acceso Ferroviario al 
Puerto de Nueva Palmira. Ramal: Estación Grito de 
Asencio-Puerto de Nueva Palmira”, declarado de interés 
nacional por el artículo 63 de la ley N* 16,170, de 28 de 
diciembre de 1990. 


Para los ejercicios 1993 y 1994 el referido proyecto 
tendrá un asignación presupuestal anual de $ 1:741.000, 
(pesos uruguayos un millón setecientos cuarenta y un 
mil), equivalentes a U$S 500.000 (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América quinientos mil), para cuyo fi- 
nanciamiento tendrá carácter prioritario en el procedi- 
miento autorizado por el artículo 57 de la ley N* 16,320, 
de 12 de noviembre de 1992, en la redacción dada por el 
artículo 20 de la presente ley. 


SECCION IV 

INCISOS DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 
INCISO 02 
Presidencia de la República 

Artículo 26.- Increméntase al 4%, (cuatro por cien- 
to), la partida establecida en el artículo 44 de la ley 

N?* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 
Fíjase en un 50%, (cincuenta por ciento), el por- 
centaje a que refieren los artículos 76 y 83 de la ley 


N? 16.170, de 28 de diciembre de 1990, Los funciona- 
rios que pasen a prestar servicios en comisión en el 
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Inciso 02, a partir del 30 de junio de 1993, sólo podrán 
percibir la compensación por “Permanencia a la orden” 
cuando cuenten con un año de antigiiedad cn la referida 
situación. 


Duplícase la partida anual establecida en cl artículo 
43 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


Derógase el artículo 39 de la ley N* 16.226, de 29 de 
octubre de 1991. 


INCISO 03 
Ministerio de Defensa Nacional 


Artículo 27.- Las remuneraciones correspondientes 
a los cargos de maestro del Ministerio de Defensa Na- 
cional se equipararán a las de los cargos de igual deno- 
minación pertenecientes al Consejo de Educación Pri- 
maria de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica. 


Art. 28.- Establécese ta compensación otorgada por 
los incisos primero y segundo del artículo 77 de la ley 
N? 16.320, de 1* de noviembre de 1992. en los siguien- 
tes porcentajes: 


, 
St 


Personal Superior 30 
Suboficiales y Clase 28 
Alistados y Cadetes 20 


A partir del 1% de enero de 1994 la referida compen- 
sación estará sujeta a montepío. 


Créase una compensación mensual del 20%, (veinte 
por ciento), sobre el total de las retribuciones sujetas a 
montepío, por concepto de “Permanencia a la orden”, 
para el siguiente personal: 


- Personal Superior de los Cuerpos de Servicios 
Generales determinado por cl artículo 94 de la 
ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


- Personal Reservista Incorporado de acuerdo con 
lo dispuesto por el artículo 111 del decreto-ley 
N? 14,157, de 21 de febrero de 1974. 


- Personal del escalafón H del cuerpo Técnico de 
la Fuerza Aérca Uruguaya. 


- Personal Superior y Subalterno de los Subprogra- 
mas 001 “Administración Superior” y 002 “Ase- 
soramiento, Coordinación y Planificación de las 
Fuerzas Armadas” del Programa 001 “Admúnis- 
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ración Central del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal”, Programa 005 “Administración y Control 
Aviatorio y Aeroportuario”, Programa 006 “Sa- 
lud Militar”, Programa 007 “Seguridad Social Mi- 
litar”, Programas 008 “Justicia Militar” y 009 
“Investigaciones y Estudios Meteorológicos”. 


- Personal Civil Equiparado de todos los progra- 
mas del Inciso. 


Esta compensación estará sujeta a montepío, no 
será tenida en cuenta a los efectos de la aplicación del 
articulo 42 de la ley N* 12,801, de 30 de noviembre de 
1960, modificativas y concordantes, y no será conside- 
rada para calcular ninguna otra retribución de carácter 
porcentual. 


Queda excluido de su percepción el personal en si- 
tuación de excedencia establecido por el artículo 81 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Suprímense las vacantes de cargos del escalafón K 
“Personal Militar” existentes al 30 de junio de 1993, 


Lo dispuesto por el inciso anterior será sin perjuicio 
del derecho a ascender, a la prosecución de la carrera 
administrativa y de la relación funcional en su caso, no 
pudiéndose suprimir ninguna vacante que afecte de al- 
guna manera lo establecido en el presente inciso. 


Art. 29.- Fíjase en $ 1.540, (pesos uruguayos un mil 
quinientos cuarenta), la compensación mensual que por 
concepto de equipo perciben los oficiales generales y 
oticiales superiores. 


Declárase que la referida compensación, así como cel 
reintegro que por igual concepto percibe el personal 
superior no comprendido en el inciso anterior, tienen 
carácter salarial, de conformidad con la legislación vi- 
gente quedando, en consecuencia, a partir del 1% de enc- 
ro de 1994, sujetas a montepío. 


Art. 30.- Fíjanse como Gastos de Representación, 
sobre las retribuciones básicas y complementarias su- 
jetas a montepío, excluidas la prima por antigiiedad y 
la permanencia en el grado, en $ 801, (pesos urugua- 
yos ochocientos uno), para los comandantes en jefe y 
en S 412, (pesos uruguayos cuatrocientos doce), para 
los oficiales generales de las Fuerzas Armadas. 


Art. 31.- Transfórmase en el Programa 001 “Admi- 
nistración Central del Ministerio de Defensa Nacional”, 
Subprograma 001 “Administración Superior”, Unidad 
Ejecutora 001 “Dirección General de Secretaría de Es- 
tado” un cargo Técnico 8 Administración Pública, esca- 
lafón B, grado 5, en Ascsor 9 Médico Veterinario, esca- 
lalón A, grado $5. 
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Art. 32.- Autorízase en el Programa 004 “Fuerza 
Aérea Uruguaya”, a la Unidad Ejecutora 023 “Comando 
General de la Fuerza Aérea”, a disponer de hasta un 5%, 
(cinco por ciento), de los recaudado anualmente en el 
Programa 005 “Administración y Control Aviatorio y 
Aeroportuario” por la unidad Ejecutora 032 “Dirección 
General de Infraestructura Aeronáutica”, con destino a 
la financiación de obras de infraestructura comprendidas 
dentro de la competencia de la Unidad Ejecutora 023. 


Facúltase a la Contaduría General de la Nación a 
esos efectos, a habilitar anualmente los créditos corres- 
pondientes. 


Art. 33.- Facúltase al Poder Ejecutivo a extender lo 
previsto en los artículos 280 y 281 de la ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, a todo el personal del Area de 
Enfermería del Servicio de Sanidad de las Fuerzas Ar- 
madas. 


Art. 34.- Declárase por vía interpretativa del Capítu- 
lo I del Título I de la ley N* 16.333, de 1* de diciembre 
de 1992, que el Personal Superior que haya pasado a 
situación de excedencia, en virtud de lo previsto en los 
artículos 78 a 90 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre 
de 1991, cuando pase a situación de retiro militar se 
regirá por el régimen vigente en el momento en que se 
generó la situación de excedencia. 


Art 35.- Declárase comprendido en las disposicio- 
nes del literal A) del artículo 9? de la ley N* 16.333, de 
1% de diciembre de 1992, en la redacción dada por cel 
artículo 1* de la ley N* 16.336, de 9 de diciembre de 
1992, al personal militar que pasó a situación de retiro 
en el período comprendido entre el 1% de enero y el 31 
de marzo de 1990. 


Art. 36.- Es incompatible la calidad de afiliado acti- 
yo o pasivo del Servicio de Retiros y Pensiones de las 
Fuerzas Armadas, con la situación de funcionario civil, 
contratado o presupuestado de los Diques del Estado 
(SCRA). 


Art. 37.- Los funcionarios civiles de los Diques del 
Estado (SCRA) que al 31 de diciembre de 1992 tengan 
3 o más años de antigliedad serán regularizados a partir 
del 1% de enero de 1993 tomando en cuenta la tarea más 
calificada realizada por los mismos, y serán presupues- 
tados a partir del 19 de enero de 1994. 


INCISO 04 
Ministerio del Interior 
Artículo 38. - Establécese la compensación otorgada 


por el artículo 118 de la ley N* 16,320, de 1% de novien!- 
bre de 1992, en los siguientes porcentajes: 
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% 
Inspector general 30 
Inspector principal 30 
Inspector mayor 30 
Comisario inspector 30 
Comisario 30 
Subcomisario 30 
Oficial principal 30 
Oficial ayudante 30 
Oficial subayudante 30 
Suboficial mayor 25 
Sargento Iro. 25 
Sargento 25 
Cabo 25 
Agente de Ira. 20 
Agente de 2da. 20 
Cadete 20 


A partir del 1? de enero de 1994 la referida compen- 
sación estará sujeta a montepío. 


Otórgase a los inspectores generales, inspectores prin- 
cipales e inspectores mayores una compensación men- 
sual sujeta a montepío de $ 1.540, (pesos uruguayos mil 
quinientos cuarenta), por concepto de equipo. 


Art. 39, - El personal docente perteneciente al Inciso 
04 “Ministerio del Interior”, Programa 009, Unidad Eje- 
cutora 026 “Dirección Nacional de Cárceles Penitencia- 
rias y Centros de Recuperación”, cuyos cargos fueron 
transformados por aplicación del artículo 138 de la ley 
N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992, tendrá derecho 
al reconocimiento de sus servicios anteriores prestados 
como docentes en dicha Unidad Ejecutora por la Direc- 
ción Nacional de Asistencia Social Policial, que los com- 
putará, a los efectos de los retiros respectivos, desde la 
fecha de su ingreso a dicha Unidad Ejecutora. 


Art. 40, - Autorízase a elevar hasta el 4%, (cuatro 
por ciento), el descuento dispuesto por el artículo 86 de 
la ley N* 13.640, de 26 de diciembre de 1967. 


Art. 41. - Otórgase al Ministerio del Interior, con 
destino al Centro de Terapia Intensiva del Hospital Poli- 
cial, una partida de U$S 2:500.000, (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América dos millones quinientos mil), 
para el ejercicio 1994, que se financiará con los recursos 
provenientes del abatimiento dispuesto por el artículo 
69 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 


Art. 42, - Extiéndese lo previsto en los artículos 280 
y 281 de la ley N” 16.226, de 29 de octubre de 1991, a 
todo el personal del Area de Enfermería de la Dirección 
Nacional de Sanidad Policial. 
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INCISO 05 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Artículo 43. - Sustitúyese el literal B) del artículo 
174 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
por el siguiente: 


“B) 50%, (cincuenta por ciento), a un fondo 
que se distribuirá mensualmente y en efectivo, 
entre la totalidad de los recursos humanos de la 
Unidad Ejecutora en forma igualitaria y de acuer- 
do a las disponibilidades del mismo”. 


Art. 44. - Amplíase hasta el 30 de junio de 1994 el 
plazo para que la Inspección General de Hacienda con- 
cluya la liquidación del grupo patrimonial a que refiere 
el decreto-ley N* 14.672, de 27 de junio de 1977. 


Art. 45. - El excedente no afectado del artículo 9* 
del decreto-ley N* 15.716, de 6 de febrero de 1985, por 
aplicación del artículo 217 de la ley N* 16,170, de 28 de 
diciembre de 1990, se destinará a la promoción social y 
bienestar de los recursos humanos de la Dirección de 
Loterías y Quinielas. 


Art. 46. - Autorízase a la Dirección Gencral del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado a contratar, a término, por el régimen de arren- 
damiento de servicios, a personal que preste tareas en el 
Jardín Maternal para los hijos de los funcionarios perte- 
necientes al Ministerio de Economía y Finanzas, quic- 
nes no tendrán la calidad de funcionarios públicos. Los 
fondos para dichas contrataciones provendrán de lo re- 
caudado por lo establecido en el numeral 2) del artículo 
207 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en 
la redacción dada por el artículo 160, de la di N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, 


Art. 47. - Los funcionarios que cumplan tareas en la 
Unidad Ejecutora 011 “Secretaría Administrativa del Gru- 
po Mercado Común” del Programa 011 “Apoyo a las 
tareas ejecutivas del Tratado de Asunción”, percibirán, 
hasta tanto comience a regir la nueva estructura de car- 
gos y funciones, una compensación mensual sujeta a 
montepío, por concepto de tareas especiales. Los fun- 
cionarios que perciban dicha compensación deberán cum- 
plir como mínimo un régimen de cuarenta horas sema- 
nales de labor. 


Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a 
habilitar una partida anual de $ 430.000, (pesos urugua- 
yos cuatrocientos treinta mil), a fin de atender las eroga- 
ciones generadas por el cumplimiento de lo dispuesto en 
el inciso anterior. 


Art, 48. - Facúltase al Poder Ejecutivo para disponer 
dentro de los ciento ochenta días de promulgada la pre- 
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sente ley, las modificaciones necesarias a los efectos de 
racionalizar la estructura de cargos y contratos de fun- 
ción pública de la Unidad Ejecutora 005, “Dirección 
General Impositiva”. 


Tales modificaciones no podrán causar lesión de de- 
rechos debiendo las regularizaciones que se dispongan 
preservar estrictamente las reglas de ascenso y la carre- 
ra administrativa cuando correspondiere. 


Las dotaciones básicas de cada cargo se correspon- 
derán con las tablas de sueldos fijadas por el artículo 26 
de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Los recursos presupuestales previstos para financiar 
el régimen del artículo 142 de la ley N* 16,320, de 1* de 
noviembre de 1992, que se deja sin efecto, incrementa- 
rán a partir del 1* de enero de 1994 el crédito del 
Rubro 0 de la Unidad Ejecutora 005 del Inciso 05 a los 
fines previstos en el inciso primero. 


El referido crédito no excederá a valores constantes 
del 1? de enero de 1992 la suma de $ 6:943.000, (pesos 
uruguayos seis millones novecientos cuarenta y tres mil) 
y cubrirá las erogaciones por todo concepto emergentes 
de la aplicación del inciso primero de este artículo. 


Las racionalizaciones previstas tendrán vigencia desde 
el 1? de enero de 1994. 


De todo lo actuado se dará cuenta a la Asamblea 
General. 


INCISO 06 


Ministerio de Relaciones Exteriores 


Artículo 49. - Sustitúyese el texto del artículo 44 de 
la ley N* 15.767, de 13 de setiembre de 1985, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 44. - Autorízase al Ministerio 
de Relaciones Exteriores a contratar un seguro 
colectivo de asistencia médico hospitalario váli- 
do para todos los países en beneficio de los fun- 
cionarios pertenecientes a los escalafones M y A 
y de su núcleo familiar, 


Quedarán comprendidos en este beneficio los 
funcionarios de los escalafones B, C,D, E y F,a 
los que se incluirá su núcleo familiar cuando pres- 
ten servicios en el exterior. 


La Contaduría General de la Nación habilita- 
rá en cada ejercicio el crédito necesario, por un 
importe equivalente al costo anual de dicho se- 
guro. En el ejercicio 1994, el monto no podrá 
exceder de lo gastado por dicho concepto duran- 
te el ejercicio 1993", 
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Art. 50. - El Ministerio de Relaciones Exteriores 
dispondrá de la totalidad de los ingresos extrapresupues- 
tales que por cualquier concepto recauden sus oficinas 
consulares, así como en Cancillería. 


El 50% (cincuenta por ciento), como mínimo, de 
dichos recursos se destinarán al Fondo Permanente de 
Compensación creado por el artículo 192 de la ley N* 16.320, 
de 1% de noviembre de 1992, y el resto a inversiones y 
gastos de funcionamiento de la Cancillería. 


Déjase sin efecto la limitación dispuesta por el 
artículo 130 de la ley N* 13.640, de 26 de diciembre de 
1967. 


Art. 51. - Autorízase al Ministerio de Relaciones 
Exteriores a utilizar por única vez, el monto existente al 
31 de diciembre de 1993, del producido reglamentado 
por el artículo 283 de la ley N* 15.809, de 3 de abril de 
1986, exclusivamente para instrumentar un Programa de 
informatización aplicable a dicha Secretaría de Estado. 


INCISO 07 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Artículo 52. - Agrégase al artículo 458 de la ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, el siguiente 
literal: 


“G) El área total del bosque indígena del Que- 
guay que comprende el “Rincón de Andrés Pé- 
rez” y su prolongación aguas abajo de la con- 
fluencia de los ríos Queguay Grande y Queguay 
Chico en una extensión aproximada a las trece 
mil quinientas hectáreas, así como los bañados y 
esteros existentes en la zona circundante”. 


Art. 53. - Autorízase al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca a proceder a la venta directa de dos 
productos madereros procedentes del manejo del patri- 
monio forestal del Estado, que administra el citado Mi- 
nisterio. 


Queda, asimismo, facultado a fijar los precios de 
venta, que se reajustarán semestralmente sobre la base 
de los que rijan en el mercado intemno. 


INCISO 08 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Artículo 54, - Declárase de interés nacional la pro- 
ducción, el desarrollo y la investigación en las diferen- 


tes áreas integrantes de la biotecnología, en los términos 
del artículo siguiente. 
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Art. 55, - El Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería, a través de su unidad asesora de Promoción In- 
dustrial, recibirá y considerará solicitudes de amparo a 
la presente ley, de proyectos biotecnológicos y, con el 
asesoramiento preceptivo de la Dirección de Ciencia y 
Tecnología del Ministerio de Educación y Cultura, po- 
drá proponer la declaratoria de interés nacional y la 
concesión de las franquicias previstas en el decreto- 
ley N* 14.178, de 28 de marzo de 1974 (artículo 43 del 
Título 3 del Texto Ordenado 1991). 


Esta declaratoria no podrá recaer sobre proyectos de 
aplicaciones biotecnológicas que puedan ocasionar da- 
fos o generar riesgos para la salud humana, animal o 
vegetal, así como para el medio ambiente. 


INCISO 09 
Ministerio de Turismo 


Artículo 56. - Autorízase al Ministerio de Turismo a 
efectuar una reestructura de sus cuadros funcionales, la 
que deberá contar con la aprobación previa de la Ofici- 
na Nacional del Servicio Civil y la Contaduría General 
de la Nación. 


La nueva estructura podrá financiarse con la totali- 
dad de las asignaciones presupuestales vigentes en el 
rubro O del Programa 001, disponiendo, por resolución 
fundada del Ministerio de Turismo, las trasposiciones 
que sean necesarias, pudiendo habilitarse el Renglón 
0.6.1.304, 

Los subrubros 01, 02 y 03 podrán ser reforzados en 
los importes que se consideren necesarios. 


INCISO 10 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


Artículo 57. - Autorízase a la Dirección Nacional de 
Transporte a cobrar hasta 5 UR (cinco unidades reajus- 
tables), por los permisos, certificados o autorizaciones 
que expida. El destino de dichos fondos será el Tesoro 
de Obras Públicas (FIMTOP). 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposi- 
ción. 


Art. 58. - El Registro de Automotores no inscribirá 
transferencias de vehículos gravados por el Impuesto a 
los Ejes, creado por el artículo 15 de la ley N* 12,950, 
de 23 de noviembre de 1961, sin que se compruebe estar 
al día con el pago del impuesto. El escribano intervi- 
niente en la contratación a registrar, certificará dicha 
situación. 


Art. 59, - Habilítase el Puerto de Punta Carretas, en 
el área ubicada en ci departamento de Montevideo, 
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comprendida en el Plano de Mensura del ingeniero agri- 
mensor Hugo Lalanne, de marzo de 1993, individualiza- 
do en el Archivo General de la Dirección Nacional de 
Hidrografía con el N* 10.048, el cual tiene un área de: 
10 hectáreas 2.600 metros cuadrados y se deslinda de la 
siguiente forma: al Este, siete tramos rectos de 11m.41, 
22m.74, 38m.82, 31m.69, 15m.96, 63m.33 y 36m.33, 
lindando con la calle de entrada al Puerto y Club de 
Pesca “La Estacada” y 171m.44, dentro del álveo del 
Río de la Plata. Al Norte, tramo de recta de 257m.00, 
dentro del álveo. Al Oeste, dos tramos rectos de 246m.61 
y 248m.17, dentro del álveo. Al Sur, tres tramos rectos 
de 141m.66, parte dentro del álveo y el resto en zona 
terrestre, 50m.56 y 12m.86, dentro de zona terrestre lin- 
dando con más áreas sin padrón. 


El Puerto de Punta Carretas será administrado por la 
Dirección Nacional de Hidrografía del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, salvo en un área lerrestre 
de administración conjunta por dicha Dirección y la In- 
tendencia Municipal de Montevideo. El árca terrestre así 
administrada será, en el mismo plano, la situada al Sur y al 
Este de la perpendicular al tramo 8-9 trazada desde el punto 
8 hacia el Suroeste hasta el límite de la costa. 


Art. 60, - Decláranse que no están comprendidos en 
la disposición del inciso final del artículo 174 de la ley 
N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, los inmuebles 
del Estado ocupados por carreteras, vías férreas, los in- 
muebles del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente y del Banco Hipotecario del 
Uruguay. 


Art. 61. - Desaféctase del uso público la siguiente 
parcela: predio de 23.370 m? ubicado en la 1* Sección 
Judicial del departamento de Colonia sobre la barranca 
de la Costanera con el siguiente deslinde: por el Sur 
limitando con el Campus Municipal varios tramos rec- 
tos por un total de 137,80m., por el Este limitando con 
el borde de la barranca paralelo a la Rambla Costanera 
en una longitud de 610m., hasta la intersección de ta 
prolongación del eje de la calle Zorrilla de San Martín, 
por el Norte un tramo recto de 44,50m., hasta la inter- 
sección con la línea de ribera, por el Oeste la línea de 
ribera hasta la intersección con el límite del Campus 
Municipal según plano H-8846 de la Dirección Nacio- 
nal de Hidrografía. 


Autorízase al Poder Ejecutivo a enajenar los referi- 
dos inmuebles en beneficio del Proyecto “Puertos de 
Yates de Colonia” propuesto por la Dirección Nacional de 
Hidrografía del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


INCISO 11 
Ministerio de Educación y Cultura 
Artículo 62. - Créase en cl Programa 004 “Fomento 


de la Investigación Técnico-Científica” el “Fondo Pro- 
fesor Clemente Estable de Investigación Científica y Tec- 
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nológica”. El objeto será exclusivamente contribuir a la 
prosecución de proyectos de investigación científica de 
excelencia, calificados como prioritarios para el país, y 
que eventualmente pudieran carecer de fuente de finan- 
ciación específica O que ésta pudiera haber cesado por 
cualquier razón. 


El referido Fondo será administrado por el Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas quien 
otorgará los subsidios de acuerdo con la evaluación rea- 
lizada por una Comisión Asesora Honoraria integrada 
por investigadores científicos activos, Esta Comisión es- 
tará presidida por el Ministro de Educación y Cultura o 
su delegado e integrada además por dos delegados de la 
Universidad de la República, un delegado del Instituto 
de Investigaciones Biológicas “Clemente Estable”, un 
delegado de la Dirección de Laboratorios Veterinarios 
“Doctor Miguel C. Rubino” y un delegado del Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas que 
ejercerá la Secretaría de la Comisión. La Comisión Ho- 
noraria fijará, asimismo, las prioridades de financiación 
y el monto de la asignación de recursos con cargo al 
“Fondo Profesor Clemente Estable” de Investigación 
Científica y Tecnológica. 


El Fondo a que refiere la presente disposición estará 
dotado de una asignación presupuestal anual equivalen- 
te como mínimo a U$S 500.000, (dólares de los Estados 
Unidos de América quinientos mil). 


El Poder Ejecutivo reglamentará el presente artículo 
dentro de los noventa días de promulgada la presente 
ley. 


Art. 63. - Modifícase el artículo 303 de la ley N* 16,320, 
de 1? de noviembre de 1992, fijando en la suma equiva- 
lente a U$S 900.000, (dólares de los Estados Unidos de 
América novecientos mil), la transferencia en favor del 
Programa de Desarrollo de Ciencias Básicas. La misma 
deberá realizarse por duodécimos a lo largo de cada 
ejercicio. 


Art. 64, - Los fondos resultantes de la aplicación del 
literal B) del artículo 390 de la ley N* 16,170, de 28 de 
diciembre de 1990, en la redacción dada por el artículo 
269 de la ley N* 16,320, de 1% de noviembre de 1992, 
serán distribuidos mensualmente y en efectivo entre los 
funcionarios que presten efectivamente servicios en la 
Biblioteca Nacional. 


El Ministerio de Economía y Finanzas depositará 
mensualmente en la cuenta correspondiente al “Fondo 
de Promoción y Desarrollo de la Biblioteca Nacional” 
los recursos afectados por el inciso segundo del artículo 
337 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Art. 65. - El Ministerio de Educación y Cultura 
realizará a propuesta del Consejo Directivo del Servicio 
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Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE), la reestructura escalafonaria de la Orquesta 
Sinfónica del Organismo, tomando como referencia la 
totalidad de las retribuciones de naturaleza salarial que 
perciban sus integrantes, con exclusión de la compensa- 
ción establecida por el artículo 260 de la ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991. El padrón de la Orquesta 
Sinfónica estará integrado exclusivamente por profeso- 
res, archivistas e inspectores directamente vinculados a 
la misma: 


99 en la Orquesta Sinfónica; 
5 en Conjunto de Cámara; 

1 Inspector; 

i Archivista; y 

1 Ayudante de Archivista. 


Aféctase a esta reestructura la partida establecida en 
el artículo 301 de la ley N* 16,320, de 1% de noviembre 
de 1992, 


Art. 66. - El porcentaje a que refiere el artículo 260 
de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, podrá ser 
llevado hasta el 10% (diez por ciento), siempre que no 
se alteren las actuales afectaciones de los recursos extra- 
presupuestales de libre disponibilidad del Servicio Ofi- 
cial de Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE). 


Inclúyese en el inciso 1* del artículo 100 de la ley 
N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, al Instituto 
Nacional del Libro, dependiente del Ministerio de Edu- 
cación y Cultura. 


Declárase que el cargo de director del Instituto Na- 
cional del Libro mantiene el carácter docente estableci- 
do por el artículo 167 de la ley N* 13,892, de 19 de 
octubre de 1970. 


Art. 67. - Facúltase al Consejo Directivo del Servi- 
cio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE), a abonar a todo el personal de su dependen- 
cia, con excepción de los integrantes de los Cuerpos 
Estables y de los funcionarios equiparados a los mis- 
mos, una compensación extraordinaria por diferencia es- 
calafonaria. 


El pago de esta compensación se realizará con car- 

go a recursos extrapresupuestales de libre disponibili- 

dad del organismo por un monto al 1* de enero de 

1994 de $ 1:000.000, (pesos uruguayos un millón), 

incrementados con los recursos previstos en el artícu- 
lo 385 de la ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


La compensación referida se abonará en tal concepto 
hasta que sea integrada a la remuneración con los fun- 
cionarios en la racionalización administrativa y rees- 
tructura del organismo. 
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Art. 68, - Facúltase al Poder Ejecutivo a crear la 
Fiscalía Letrada Departamental de Tacuarembó de Se- 
gundo Turno, la que actuará con los cometidos que le 
son asignados a los fiscales letrados departamentales, 
dentro de la jurisdicción de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia de Tacuarembó. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a crear un cargo de 
Fiscal Letrado Departamental y un cargo Ab 06 Admi- 
nistrativo V, destinados a la Fiscalía Letrada Departa- 
mental que se crea por la presente ley. 


Dispónese que la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación determinará los tumos de las Fis- 
calías Letradas Departamentales y el criterio de redistri- 
bución de expedientes, todo lo cual será sin perjuicio de 
la homologación posterior por el Poder Ejecutivo. 


Art. 69. - En todo documento que se presente a 
inscribir en los registros públicos dependientes de la 
Dirección General de Registros, deberá consignarse el 
número de cédula de identidad de los otorgantes u otro 
documento oficial identificatorio, si se tratare de otor- 
gantes extranjeros, así como el número de inscripción 
en el Registro Unico de Contribuyentes de la Dirección 
Genera! Impositiva cuando corresponda. 


Art. 70, - El Registro Nacional de Actos Personales 
tomará razón de los embargos generales de derechos y 
demás medidas cautelares, siempre que se indique, en 
los oficios respectivos, nombres y apellidos completos y 
cédula de identidad de la persona a la que se refieren, u 
otros documentos idóneos en caso de extranjeros. 


Respecto de las asociaciones civiles, sociedades y 
demás personas jurídicas se indicará nombre, tipo so- 
cial, domicilio y número de Registro Unico de Contr- 
buyentes, cuando corresponda. 


El Registro no admitirá dichos documentos si no 
constan todos los datos referidos, salvo orden del juez 
interviniente dictada por resolución fundada de la que se 
deberá dejar constancia en el oficio respectivo, en cuyo 
caso deberán aportarse otros datos identificatorios, tales 
como nombre del cónyuge, edad, profesión u oficio, 
domicilio, credencial cívica u otro dorumento oficial de 
la persona a quien afecte la medida. 


En el caso de embargos de cualquier especie, deberá 
indicarse además, el monto reclamado o el derecho que 
se pretende tutelar con la medida cautelar. 


El Ministerio del Interior, por intermedio de la Di- 
rección Nacional de Identificación Civil, proporcionará 
a los profesionales abogados, escribanos o procuradores, 
debidamente acreditados, los nombres y apellidos, nú- 
mero de cédula de identidad de las personas que les 
sean requeridos, para presentarlo como medida prepara- 
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toria, en juicio iniciado o a iniciarse, o con otra finali- 
dad e interés igualmente legítimo. El Poder Ejecutivo 
reglamentará el procedimiento correspondiente y la tasa 
a abonarse por cada solicitud de información. 


Art. 71. - Sustitúyese el literal A) del artículo 32 de 
la ley N* 10,793, de 25 de setiembre de 1946, por el 
siguiente: 


“A) Los embargos de bienes raíces determinados, 
debiendo indicarse en el oficio que ordena la inscripción 
los siguientes datos: número de padrón, zona, localidad 
o sección catastral, según corresponda, y tratándose de 
propiedad horizontal, número de unidad, plano de frac- 
cionamiento con indicación del nombre del agrimensor, 
del número y de la fecha de inscripción, y del block y 
de la torre en su caso”. 


Art. 72. - Sustitúyense los numerales 111) y IV) del 
artículo 153 del título VIII de la ley N* 12.804, de 30 de 
noviembre de 1960, en la redacción dada por el artículo 
10 de la ley N* 13.032, de 7 de diciembre de 1961, por 
los siguientes: 


“III Nombres y apellidos y números de cédula de 
identidad de los herederos, legatarios y cónyuge supérs- 
tite, según corresponda y fecha del auto de declaratoria 
correspondiente. 


IV) Departamento, localidad o sección catastral, se- 
gún corresponda, número de padrón y, sí los hubiere, 
datos del plano (fecha, nombre del agrimensor y número 
de inscripción), o plano proyecto de fraccionamiento, en 
su caso, superficie, extensión del frente y número de 
puerta, si lo tuviere, de los inmuebles denunciados”. 


Art. 73, - Autorízase a la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado y a la Dirección General de Registros actuando 
conjuntamente, a establecer subdivisiones territoriales 
en cada departamento, que se denominarán Secciones o 
Localidades Catastrales, para lo cual diagramarán un 
plano con determinación de dichas secuiones y localida- 
des, así como su correspondencia con parajes existentes 
actualmente. 


En zona rural, toda referencia legal o reglamentaria 
establecida para la individualización de bienes inmue- 
bles referida a Secciones Judiciales, deberá efectuarse 
en relación a las secciones catastrales, y en zona urbana 
y suburbana, toda referencia a parajes deberá efectuarse, 
a la localidad catastral. 


La Dirección del Catastro Nacional deberá incluir 
preceptivamente en las cédulas que expida, la sección o 
localidad catastral a la que corresponde el padrón solici- 
tado. 
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La Dirección General de Registros establecerá la 
competencia o jurisdicción territorial de sus distintas 
oficinas, en base a la nueva organización catastral. 


Art. 74, - El Registro Nacional de la Propiedad no 
inscribirá los instrumentos que se presenten en sus sec- 
ciones correspondientes por los que se reconozca, modi- 
fique, transfiera, declare o extinga el dominio sobre bie- 
nes inmuebles, el usufructo, uso, habitación, servidum- 
bre y cualquier desmembramiento del dominio, así como 
las promesas de compraventa sobre los mismos que re- 
fieran a solares o fracciones de padrones en mayor área. 


Sólo se procederá a la inscripción en caso que la 
Dirección General del Catastro Nacional y Administra- 
ción de inmuebles del Estado deje constancia por escri- 
10 que no es posible el empadronamiento individual. 


En todo caso en que se verifique mutación del nú- 
mero de padrón, deberá consignarse en la cédula catas- 
tral correspondiente, así como en los instrumentos res- 
pectivos, la referencia al número de padrón anterior, 


Simultáneamente a la inscripción de un plano de 
fraccionamiento o reparcelamiento, la Dirección Gene- 
ral del Catastro Nacional y Administración de Inmue- 
bles del Estado procederá preceptivamente a adjudicar a 
cada solar o fracción, su correspondiente número de 
padrón. 


Art. 75, - Sustitúyese el artículo 29 de la ley N* 8.733, 
de 17 de junio de 1931, por el siguiente: 


“ARTICULO 29. - Los efectos de la inscripción ca- 
ducarán de pleno derecho a los diez años de efectuada. 


No obstante la parte promitente compradora podrá 
solicitar su reinscripción, por períodos de cinco años, y 
hasta dos veces, previamente al vencimiento del plazo 
original o prórroga que corriere, acompañando testimo- 
nio notarial de protocolización preceptiva de la misma y 
ficha registral; a cuyos efectos es de aplicación lo dis- 
puesto en el artículo 2* de la ley N* 3.003, de 24 de 
noviembre de 1905. 


Vencido el plazo original o prórroga que corriere, la 
parte promitente compradora podrá volver a inscribir la 
promesa, con carácter de nueva inscripción, por perío- 
dos de cinco años, y hasta por dos veces, mediante la 
presentación de testimonio de su protocolización pre- 
ceptiva y ficha registral correspondiente. 


Esta facultad alcanzará a los promitentes comprado- 
res de promesas cuya caducidad se verifique a partir de 
la vigencia de la presente ley, y a las que hayan caduca- 
do con anterioridad a esa fecha”, 
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Art. 76. - A los efectos de las reinscripciones en los 
Registros Nacional de la Propiedad y de Actos Persona- 
les, el plazo respectivo se computará desde el día si- 
guiente al del vencimiento del plazo original o de las 
sucesivas prórrogas que corrieren. 


Art. 77. - El Registro Público y General de Comer- 
cio no inscribirá los actos y contratos modificativos y 
extintivos relativos a sociedades comerciales sin que 
conste en los mismos el número de inscripción en el 
Registro Unico de Contribuyentes de la Dirección Gene- 
ral Impositiva. 


Art. 78. - Derógase el artículo 508 de la ley N* 16.320, 
de 1? de noviembre de 1992. 


Art. 79. - Declárase, a los efectos interpretativos, 
que el porcentaje afectado por el artículo 337 de la ley 
N? 16.170, de 28 de diciembre de 1990, al Ministerio de 
Educación y Cultura debe ser transferido en forma ínte- 
gra, no siendo de aplicación, en este caso, lo dispuesto 
por el artículo 594 de la ley N* 15.903, de 10 de no- 
viembre de 1987. 


Asígnase al Fondo de Promoción y Desarrollo de la 
Biblioteca Nacional, el 1% (uno por ciento), de las su- 
mas que el Estado obtenga por concepto de impuestos a 
los premios y billetes de lotería, apuestas de quiniela, 
tómbola y 5 de oro y de todo otro que se creare sobre 
juegos, suertes, rifas o similares que se autoricen cn el 
futuro, 


Art. 80. - Transfórmase en el Programa 001, Unidad 
Ejecutora 001, Administración General, un cargo de ad- 
ministrativo VI, escalafón C, grado 01, en un cargo de 
licenciado en Ciencias de la Educación, escalafón A, 
grado 12. 


Art. 81. - Agrégase al artículo 392 de la ley N* 16,170, 
de 28 de diciembre de 1990, el siguiente literal: 


*G) Creación de un Banco de Datos Electró- 
nico en materia jurídica de toda la legislación 
nacional, cuya información será liberada al usua- 
rio en general”. 


Art. 82. - Transfórmase en la Procuraduría del Esta- 
do de lo Contencioso Administrativo, dos cargos de jele 
de departamento, escalafón A, grado 12; en dos cargos 
de abogado adjunto del escalafón N, con la misma jerar- 
quía y dotación de la de los actuales abogados adjuntos 
de dicha Unidad Ejecutora. 


Art. 83. - Los integrantes del Cuerpo de Baile del 
Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectá- 
culos (SODRE), que tengan una actividad en cl organis- 
mo ho inferior a veinticinco años, continua o alternada 
tendrán derecho a jubilación conforme a lo dispuesto 
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por el artículo 382 de la ley N* 14,106, de 14 de marzo 
de 1973, percibiendo como asignación de pasividad el 
promedio mensual del total de sus remuneraciones en 
concepto de sueldos y compensaciones recibidas en el 
último año de labor. 


Art. 84, - El Tribunal de Cuentas y sus delegados, 
así como la Contaduría General de la Nación, sólo inter- 
vendrán y darán curso en su caso, a las planillas de 
gastos de los organismos a que refiere el artículo 66 de 
la ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964, previa 
verificación de que los mismos han imputado al Servi- 
cio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE), el porcentaje establecido en la citada norma 
legal. 


En caso que, por incumplimiento de la obligación 
que establece dicha norma, el Tribunal de Cuentas o la 
Contaduría General de la Nación no intervengan las pla- 
nilias de gastos indicadas en el inciso anterior, dichos 
gastos no podrán efectuarse. 


Las empresas de publicidad que tengan a su cargo 
campañas publicitarias de organismos estatales, deberán 
cumplir la disposición del artículo 66 de la ley N* 13.318, 
de 28 de diciembre de 1964. De no hacerlo, no podrán 
ser contratados nuevamente por cualesquiera de dichos 
organismos. 


Art. 85, - Equipárase la remuneración de los inte- 
grantes del elenco de radioteatro del Servicio Oficial de 
Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE), con 
las de los integrantes del Coro del organismo. 


Art. 86, - Establécese que el porcentaje referido en 
el inciso segundo del artículo 61 de la ley N* 16.320, de 
1% de noviembre de 1992, destinado a financiar obras 
civiles y equipamiento del Estudio Auditorio, incluyen- 
do anexos de carácter cultural, será hasta el 60% (sesen- 
ta por ciento). 


Art. 87. - Increméntase el monto del impuesto “Ser- 
vicios Registrales” establecido en el artículo 270 de la 
ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992 en un 20% 
(veinte por ciento), para cada una de las tasas. 


El 100% (cien por ciento) del producido de lo dis- 
puesto en el inciso anterior, una vez deducido el costo 
de impresión y distribución de los timbres y la comisión 
de los distribuidores, será transferido a la Secretaría del 
Ministerio de Educación y Cultura, y será destinado a 
incrementar en igual porcentaje, las retribuciones per- 
manentes sujetas a montepío con excepción de la prima 
por antigiiedad de los funcionarios de las Unidades Eje- 
cutoras: Fiscalías de Gobierno de Primer y Segundo Tur- 
no, Dirección General de Registros, Fiscalías de Corte y 
Procuraduría General de la Nación, Procuraduría del Es- 
tado en lo Contencioso Administrauvo y Dirección Ge- 
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neral del Registro de Estado Civil de las Personas, equi- 
parados a los escalafones Il a VI del Poder Judicial. 


La retribución establecida en el artículo 134 para los 
escalafones II al Vl del Poder Judicial no será conside- 
rada para el cálculo de las equiparaciones de los funcio- 
narios de las unidades mencionadas. 


Art. 88. - Transfórmanse los cargos de fiscales letra- 
dos de lo civil de 17*, 18%, 19 y 20* Turno, en fiscales 
letrados de lo penal de 9*, 10%, 11* y 12* Turno. 


Art, 89. - Transfórmanse las actuales Fiscalías Le- 
tradas de lo Civil de 17%, 18?, 19% y 20* Turno, en las 
Fiscalías Letradas de lo Penal de 9%, 10%, 11% y 122 
Turno, con los cometidos asignados a sus similares exis- 
tentes de 1* a 8* Turno. 


Art. 90. - Créase la Fiscalía Letrada Departamental 
de Río Branco, la que actuará con los cometidos que les 
son asignados a las Fiscalías Letradas Departamentales, 
dentro de la jurisdicción del Juzgado Letrado Departa- 
mental de Primera Instancia de la ciudad de Río Branco. 


Creánse un cargo de fiscal letrado departamental y 
un cargo de administrativo 1V, destinados a la Fiscalía 
Letrada Departamental que por el presente artículo se crea. 


Art. 91. - Créase la Fiscalta Letrada Departamental 
del Chuy, la que actuará con los cometidos que les son 
asignados a las Fiscalías Letradas Departamentales, den- 
tro de la jurisdicción del Juzgado Letrado Departamen- 
tal de Primera Instancia de la ciudad del Chuy. 


Créanse un cargo de fiscal letrado departamental y 
un cargo de administrativo IV, destinados a la Fiscalía 
Letrada Departamental que por el presente artículo se crea. 


Art. 92. - Créase en el Ministerio de Educación y 
Cultura el Programa “Prevención de la Violencia y Re- 
habilitación de sus Víctimas”, que estará a cargo de la 
Unidad Ejecutora “Instituto de Prevención de la Violen- 
cia y Rehabilitación de sus Víctimas”, con la finalidad 
de asesorar sobre la forma de prevenir la violencia sexual 
y doméstica, procurar el amparo integral de sus vícti- 
mas, así como la recuperación del victimario. 


La referida Unidad Ejecutora dependerá directamen- 
te del Ministerio de Educación y Cultura, debiendo cl 
Poder Ejecutivo reglamentar su funcionamiento. 

INCISO 12 
Ministerio de Salud Pública 
Artículo 93, - Otórgase a los funcionarios del Minis- 


terio de Salud Pública, con exclusión de los cargos polí- 
ticos, de particular confianza, funciones incluidas cn la 
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nómina del artículo 7* de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992 y quienes perciban los beneficios 
establecidos por el artículo 305 de la ley N* 16,320, de 
19 de noviembre de 1992, una compensación mensual 
del 6,95%, (seis con noventa y cinco por ciento). 


Dicha compensación se calculará a valores de 31 de 


diciembre de 1992 más los aumentos dispuestos para el 
Inciso 12 a partir del 1* de mayo de 1993 sobre: 


A) Sueldo básico. 
B) Compensación máxima al grado. 


C) Artículo 278 de la ley N* 16,226, de 29 de octu- 
bre de 1991. 


D) Decreto 203, de 12 de mayo de 1992. 


Otórgase a los funcionarios presupuestados, contra- 
tados y eventuales del Ministerio de Salud Pública que 
revistan en los Escalafones A, B, D, E y F, las siguien- 
tes compensaciones mensuales: 


Grado Importe 
$ 
02 307,36 
03 274,13 
04 253,75 
0S 227,95 
06 188,52 
07 163,99 
08 150,25 
09 131,23 
10 100,77 
11 61,91 
12 72,15 
13 64,85 
14 60,26 
15 37,15 
16 53,00 


Art. 94. - De las vacantes que se suprimen por el 
artículo 11 de la presente ley exclúyense dieciocho car- 
gos, que se transforman y se destinan al Registro Nacio- 
nal de Donantes del Ministerio de Salud Pública que 
Funciona en el Banco Nacional de Organos y Tejidos se 
transforman en tos siguientes: 


Escalafón Grado 
1 analista programador R 10 
3 programadores R6 
3 jefes de repartición Cc9 
12 jefes de sección Cc7 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


Los mismos serán designados por el Banco Nacional 
de Organos y Tejidos con arreglo a las normas de provi- 
sión de cargos públicos, dándose prioridad absoluta a 
los funcionarios que actualmente desarrollen efectiva- 
mente dichas tareas. 


La Contaduría General de la Nación transferirá los 
créditos necesarios. 


Art. 95. - Transfiérese al Banco Nacional de Orga- 
nos y Tejidos del Ministerio de Salud Pública una parti- 
da, por única vez, de U$S 30.000, (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América treinta mil), con destino a la 
adquisición de los complementos de los equipos del sis- 
tema de computación ya instalado, para permitir co- 
nexión, mediante red “Urupac”, de los diecinueve hos- 
pitales departamentales con el registro central con cargo 
a las economías del artículo 11 de la presente ley. 


Art. 96. - Refuérzase el Renglón 0.3.4.333 en la 
cantidad necesaria a fin de incrementar las remuneracio- 
nes de las cuidadoras de ancianos, internas y externas, 
del Hospital Piñeyro del Campo para que perciban el 
equivalente a lo que cobran los integrantes del último 
grado del escalafón de Servicios del Ministerio de Salud 
Pública, debiendo desempeñarse las tarcas en la misma 
cantidad horaria. 


Art. 97. - Incorpóranse los Escalafones '*C” y “R” a 
los escalafones mencionados en el artículo 281 de la ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Art. 98, - Modificase el artículo 286 de la lcy N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, el nue quedará redactado de 
la siguiente forma: 


“ARTICULO 286. - De las economías que se pro- 
duzcan en los Centros de Tratamiento Intensivos del 
sistema CTI del Ministerio de Salud Pública como con- 
secuencia de la no contratación con terceros del servicio 
de CTI, se utilizará el 75%, (setenta y cinco por ciento), 
para incrementar las retribuciones del personal del Mi- 
nisterio de Salud Pública. 


Las economías se determinarán por la diferencia en- 
tre el monto de la contratación y los costos de servicios, 
incluidas las amortizaciones”. 


INCISO 13 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Artículo 99. - Agrégase al artículo 327 de la ley 
N* 16,320, de 1% de noviembre de 1992, como tercer 
inciso, el siguiente: 
“Con cargo a este Fondo se atenderán los viá- 


ticos a ser percibidos por la delegación de los 
trabajadores ante la Junta Nacional de Empico. 


CAMARA DE SENADORES 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
reglamentará esta disposición”. 


Art. 100. - Créase el Fondo “Fortalecimiento y De- 
sarrollo de la Inspección Nacional del Trabajo y la Se- 
guridad Social”, que se integrará con el producido del 
impuesto a las entradas a las Salas de Juego y Casinos 
que se crea en la presente ley. 


El referido Fondo financiará una retribución comple- 
mentaria porcentual sobre las retribuciones mensuales 
sujetas a montepío, con excepción de la prima por anti- 
gúedad, del personal inspectivo del Programa 007, 


Podrá destinarse hasta un 10%, (diez por ciento), del 
producido del Fondo para atender los gastos por reinte- 
gro de locomoción, alimentación y capacitación técnica 
de los referidos inspectores de trabajo. 


Art. 101. - Establécese que, de acuerdo al reordena- 
miento de competencias dispuestas para el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, el Programa 010, “Estudio, 
Coordinación, Contralor, Evaluación y Seguimiento de 
las Políticas de Comercialización” a aplicar por el Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, Unidad Ejecuto- 
ra 010, “Dirección Nacional de Comercio”, integra el 
Inciso 13 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Art. 102. - Los ingresos extrapresupuestales del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social se afectarán de la 
siguiente manera: 


a) un 25%, (veinticinco por ciento), para gastos de 
funcionamiento; 

b) un 35%, (treinta y cinco por ciento), para dar 

cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 442 

de la ley N* 16,170, de 28 de diciembre de 1990; 


xx 


un 40%, (cuarenta por ciento), con destino a lo 
establecido por el artículo 294 de la ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, en el cual queda in- 
cluido el importe correspondiente a los aportes 
patronales. 


x= 


9 


Art. 103. - Los funcionarios de la Dirección Nacio- 
nal de Comercio percibirán un complemento por equi- 
paración, equivalente a lo percibido por los funciona- 
rios del Inciso 13, “Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social”, por concepto de “Fondo de Participación”, en 
virtud de lo establecido por el artículo 294 de la ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991 y artículo 439 de la 
ley N* 16,320, de 1? de noviembre de 1992 inciso 2*, 
literal B), que se financiará con ingresos del giro comer- 
cial de la Unidad Ejecutora 010, “Dirección Nacional de 
Comercio”. 


Quedan exceptuados dichos funcionarios de percibir 
lo dispuesto por los artículos mencionados anteriormente. 
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Art. 104, - Modifícase el artículo 8* de la ley N* 16,002, 
de 25 de noviembre de 1988, el que quedará redactado 
de la siguiente manera: 


“ARTICULO 8*. - Los ascensos en el Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social, con excep- 
ción del Instituto Nacional de Alimentación y de 
la Dirección Nacional de Comercio, se realizarán 
dentro del Inciso”. 


SECCION Y 


Organismos del artículo 220 de la 
Constitución de la República 


INCISO 16 
Poder Judicial 


Artículo 105, - Autorízase a la Suprema Corte de 
Justicia a realizar un Programa con financiamiento ex- 
terno, correspondiente a la solicitud de préstamo ges- 
tionada ante el Banco Interamericano de Desarrollo, 
proyecto “Fortalecimiento de Area Social”, UR-0087, 
por $ 8:705.000, (pesos uruguayos ocho millones sete- 
cientos cinco mil), equivalentes a USS 2:500.000, (dóla- 
res de los Estados Unidos de América dos millones qui- 
nientos mil), de los cuales $ 1:741.000, (pesos urugua- 
yos un millón setecientos cuarenta y un mil), correspon- 
den a la contrapartida nacional. 


Dicho Programa tendrá una asignación presupues- 
tal para 1994 de $ 417.840, (pesos uruguayos cuatro- 
cientos diecisiete mil ochocientos cuarenta), equiva- 
lentes a USS 120.000, (dólares de los Estados Unidos de 
América ciento veinte mil), financiada con cargo a Ren- 
tas Generales y $ 1:671.360, (pesos uruguayos un millón 
seiscientos setenta y un mil trescientos sesenta), equiva- 
lentes a USS 480.000, (dólares de los Estados Unidos de 
América cuatrocientos ochenta mil), financiada con car- 
go a Endeudamiento Externo. 


Art. 106. - Otórgase una partida de $ 1:463.000, 
(pesos uruguayos un millón cuatrocientos sesenta y tres 
mil), la que se destinará a nivelar las retribuciones de 
los funcionarios. 


Art. 107, - Extiéndese la compensación especial, no 
sujeta a montepío, dispuesta por los artículos 112 de la 
ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, y 49 de la 
ley N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990, a todos los 
magistrados del Poder Judicial, defensores de oficio y 
fiscales, a quienes el Estado no les proporcione vivien- 
da. 


Art. 108, - El ministro de Feria tendrá, en materia 
administrativa, las facultades del presidente de la Cor- 


poración. 
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Art. 109. - En los asuntos relativos al contencioso 
anulatorio, a que refieren el llamado Acto Institucional 
N? 9, de 23 de octubre de 1979, las leyes Nos. 9.940, 
de 2 de julio de 1940, 10.062, de 15 de octubre de 
1941, 12.128, de 13 de agosto de 1954, y el decreto- 
ley N* 15.605, de 27 de julio de 1984, concordantes y 
modificativas, de competencia de los Tribunales de Ape- 
laciones en lo Civil, así como en los relativos a la ac- 
ción de amparo, establecidos en la ley N* 16.011, de 19 
de diciembre de 1988, la determinación del turno del 
respectivo Tribunal, se fijará por el sistema aleatorio y 
computarizado de distribución. 


Art. 110, - Declárase, por vía interpretativa, que lo 
dispuesto en el artículo 386 de la ley N* 16.320, de 12 
de noviembre de 1992, está vigente desde el 1* de enero 
de 1993 respecto a los funcionarios secretarios letrados 
(abogado) HI y IV cxistentes al 30 de junio de 1992, 


Art. 111. - Sustitúyese el artículo 119 de la 
ley N* 15,750, de 24 de junio de 1985, por el siguien- 
te: 


“ARTICULO 119. - Para ser secretario de los Tribu- 
nales de Apelaciones se requiere tener veinticinco años 
de edad y ser abogado o escribano. 


Serán designados por la Suprema Corte de Justicia 
entre los secretarios de los jueces, los actuarios de los 
Juzgados Letrados y actuarios adjuntos de Juzgados Le- 
trados O actuarios de Juzgados de Paz a que refiere el 
artículo 470 de la Icy N* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990". 


Art. 112. - Agrégase al artículo 209 de la ley 
N?2 15.982, de 18 de octubre de 1988, el siguiente 
inciso: 


“Sin perjuicio de la facultad de los jueces 
suplentes o subrogantes de dictar sentencia en las 
sedes que subroguen, sólo relevarán necesaria- 
mente al titular de su deber de dictar sentencia 
definitiva, en aquellos casos en que, por licencia, 
ocupen el cargo por período superior a treinta 
días y siempre que hayan intervenido en la au- 
diencia preliminar y, en su caso, en la comple- 
mentaria de la causa que se trate”. 


Art. 113. - Facúltase a la Suprema Corte de Justicia 
a instalar, por resolución fundada y comunicando al Po- 
der Ejecutivo y a la Asamblea General, Juzgados de Paz 
determinando su categoría en zonas que, por su impor- 
tancia y volumen de trabajo, así lo requieran. 


Art. 114. - Los Juzgados de Paz, cualquiera sea su 
categoría, serán competentes para entender en primera 
instancia en los juicios en materia laboral cuya cuantía 
no exceda de $ 8.000, (pesos uruguayos ocho mil), monto 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


que se actualizará conforme con lo dispuesto por los 
artículos 50 de la ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985, 
y 321 de la ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


En segunda instancia conocerán los Juzgados Letra- 
dos de Primera Instancia con competencia en materia 
laboral que correspondan por razón de tumo y territorio. 


La Suprema Corte de Justicia determinará la fecha 
de vigencia de esta competencia en los departamentos o 
zonas que así lo requieran de acuerdo al artículo 332 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Art. 115. - Transfórmanse tres cargos de juez de Paz 
de Ciudad en tres cargos de juez de Paz Departamental 
del Interior o juez de Paz Departamental del Interior 
suplente, facultándose a la Suprema Corte de Justicia a 
asignar el destino de los mismos. 


Art. 116. - Suprímese al vacar el carácter de particu- 
lar confianza de los cargos de secretario letrado admi- 
nistrativo, director general y subdirector general de los 
Servicios Administrativos del Poder Judicial. 


Art. 117. - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 
530 de la ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, por el 
siguiente: 


“Cuando las necesidades del servicio así lo requie- 
ran, la Suprema Corte de Justicia podrá también desig- 
nar directamente los titulares de los cargos de director, 
subdirector e inspector para los que se exige título pro- 
fesional universitario. En estos casos se requerirá la una- 
nimidad de los integrantes de la misma”. 


Art. 118. - Las retribuciones del director general de 
los Servicios Administrativos y subdirector general de 
los Servicios Administrativos serán equivalentes a las 
que perciben, por todo concepto, los jueces letrados de 
Primera Instancia de la Capital y los jueces letrados de 
Primera Instancia del Interior, respectivamente, si cn 
este último caso el titular se encuentra en régimen de 
dedicación total o exclusiva. Si no fuere así, la remunc- 
ración será del 83,33%, (ochenta y tres con treinta y tres 
por ciento), de la retribución de los jueces letrados de 
Primera Instancia del Interior. 


Deróganse a estos efectos y exclusivamente para es- 
tos cargos todas las disposiciones que se opongan a lo 
establecido en el inciso anterior. 


Art. 119, - Establécese que la retribución comple- 
mentaria por alta especialización a que refiere el artícu- 
lo 477 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
será del 25%, (veinticinco por ciento), de las retribucio- 
nes permanentes sujetas a montepío, excluida la prima 
por antigúedad. 
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Art, 120. - Para acceder a cargos vacantes de defen- 
sores de oficio, tendrán preferencia los procuradores del 
Poder Judicial que posean título de abogado. 


Art. 121. - Créanse los siguientes cargos en los Pro- 
gramas que se indican: 


Programa EscalafónGrado 


001 - “Administración Superior de Justicia 
y Superintendencia General” 


3 actuario adjunto suplente 1 12 

3 chofer vI 7 
003 - “Administración de Justicia a Nivel 

de Juzgados del Interior” 

30 oficial alguacil vV 10 


; 


“Servicios Conexos y de Apoyo a la 
Administración de Justicia” 


2 defensor de oficio interior 14 13 
8 médico forense (con destino 

al interior) 13 12 
2 médico forense suplente (con 

destino al interior) In 12 
5 médico psiquiatra (con destino 

al interior) I 12 
2 químico farmacéutico (ITF) TI 12 
2 asesor contador (ITF) Il 11 
5 inspector asistente social (con 

destino al interior) I 10 


Los presentes cargos deberán ser llenados con perso- 
nal perteneciente al Poder Judicial o con personal decla- 
rado excedente. 


Art. 122, - Créanse un cargo de director del Centro 
de Cómputos, Escalafón li, Grado 15, un cargo de sub- 
direetor del Centro de Cómputos, Escalafón II, Grado 
14, un cargo de director de Capacitación en Informática, 
Escalafón 1, Grado 13 y un cargo de técnico en Electró- 
nica, Escalafón IV, Grado 10. 


Los presentes cargos deberán ser llenados con perso- 
nal perteneciente al Poder Judicial o con personal decla- 
rado excedente y, en su defecto, con personas que ya 
revistan la calidad de funcionarios públicos. 


Art. 123. - Agrégase al artículo 135 de la ley 
N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, el siguiente 
inciso: 


“Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, la 
Suprema Corte de Justicia podrá proveer hasta ciento 
veinte cargos de administrativo VI y hasta cincuenta de 
auxiliar II, los que serán designados entre funcionarios 
del Poder Judicial o funcionarios públicos que hayan 
sido declarados excedentes”. 
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Art. 124, - Asígnase una partida anual de $ 17.000, 
(pesos uruguayos diecisiete mil), a fin de compensar a 
los funcionarios que desempefian tareas de chofer al 
servicio directo de los señores ministros de la Suprema 
Corte de Justicia, la que se distribuirá de acuerdo a la 
reglamentación que dicte la Suprema Corte de Justicia. 


Art. 125, - Increméntase la partida creada por el 
inciso tercero del artículo 341 de la ley N* 16.226, de 29 
de octubre de 1991, en $ 300.000, (pesos uruguayos 
trescientos mil). 


Art. 126. - Sustitúyese el inciso primero del artículo 
385 de la ley N” 16.320, de 1* de noviembre de 1992, 
por el siguiente: 


“Los funcionarios que ocupen cargos en el 
Poder Judicial y los incluidos en los Escalafoncs 
A y B en el Programa 008 “Asesoramicnio Letra- 
do a la Administración Pública” y en el Programa 
010 “Ministerio Público y Fiscal” del Inciso 11 
“Ministerio de Educación y Cultura” percibirán 
la extensión horaria a cuarenta horas semanales y 
el 60%, (sesenta por ciento), por cumplir sus ta- 
reas en régimen de dedicación exclusiva, calcula- 
do sobre las retribuciones sujetas a montepío co- 
rrespondientes a dicho régimen horario. Quedan 
excluidos de lo dispuesto precedentemente los fun- 
cionarios a que refiere el artículo 388 de la pre- 
sente ley”. 


Art. 127. - Sustitúyese el artículo 317 de la 
ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 317. - Los funcionarios de los 
Escalafones HH a VI, con excepción de los inclui- 
dos en el artículo 311 de la ley N* 16.226, de 29 
de octubre de 1991, en la redacción dada por el 
artículo 388 de la ley N* 16.320, de 1%? de no- 
viembre de 1992, que durante tres meses conse- 
cutivos demuestren tener una especial asiduidad, 
de acuerdo a la reglamentación que, a tales efec- 
tos dicte la Suprema Corte de Justicia, percibirán, 
durante dicho lapso, una compensación a la asi- 
duidad equivalente al 10%, (diez por ciento), del 
total de sus remuneraciones permanentes de natu- 
raleza salarial. Sin perjuicio de otras situaciones 
que prevea la reglamentación a dictarse, en nin- 
gún caso tendrán derecho quienes hayan gozado 
de licencias especiales de acuerdo a lo dispuesto 
en el Capítulo IX de la ley N* 16.104, de 23 de 
enero de 1990, o hayan registrado inasistencias, 
sean éstas justificadas o no”, 


Art. 128. - Todo bien mueble depositado, por orden 
de cualquier Tribunal, en el Depósito Judicial de Bienes 
Muebles o en depósitos pertenecientes a organismos pú- 
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blicos o privados, será rematado trimestralmente en el 
caso que se cumplieran las siguientes condiciones: 


A) Que estuviere depositado por uno o más años. 


B) Que estuviere paralizado el expediente por el pla- 
zo de más de un año. 


C) Que se tratare de efectos de difícil conservación 
cualquiera fuera el tiempo de depósito. A los 
efectos de acreditar este extremo, el depositario 
dará cuenta al Depósito Judicial de Bienes Mue- 
bles, quien recabará sobre el particular las peri- 
cias que considere del caso, de todo lo cual se 
dará conocimiento al juez de la causa. 


D) Los hallazgos, vencidos los plazos acordados en 
los artículos 725 y siguientes del Código Civil. 


En todos los casos deberá notificarse con la suficien- 
te antelación al Tribunal que ordenó el depósito, proce- 
diendo al remate si no mediare oposición antes de trein- 
ta días de la fecha fijada al efecto. 


Art. 129. - Los rematadores serán designados por 
los Tribunales respectivos, de acuerdo a las disposicio- 
nes vigentes en la materia. Esta designación se hará 
saber a los depositarios mencionados en el artículo ante- 
rior. 


En caso de no poder individualizar el Juzgado o 
autoridad competente a cuya disposición se encuentren 
los bienes depositados, éstos serán rematados por el De- 
pósito Judicial de Bienes Muebles, siendo el rematador 
designado por la Dirección General de los Servicios 
Administrativos. 


Art. 130. - El producido del remate, previa deduc- 
ción de los gastos de comisión correspondientes, será 
depositado en el Banco Hipotecario del Uruguay a la 
orden del Juzgado y bajo el rubro de los autos corres- 
pondientes o, en el caso del inciso segundo del artículo 
anterior, a la orden de la Suprema Corte de Justicia. 


El monto de las comisiones debidas al Depósito Ju- 
dicial de Bienes Muebles, depositado en la cuenta perti- 
nente del Banco Hipotecario del Uruguay, será conside- 
rado fondo extrapresupuestal del libre disponibilidad del 
Poder Judicial. 


Art. 131. - La Suprema Corte de Justicia establecerá 
por Acordada los aspectos operativos que permitan la 
aplicación de los artículos 128, 129 y 130 de la presente 
ley. 


Art. 132, - Derógase el artículo 461 de la ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


Art. 133, - Créase, a valores de 1* de enero de 1993, 
una tasa de $ 20, (pesos uruguayos veinte), que se re- 
ajustará el 1% de enero de 1994 por la variación del 
Indice de Precios al Consumo, (IPC), durante el año 
1993, a ser recaudada por el Poder Judicial, que gravará 
los siguientes actos: las peticiones de citación a conci- 
liación; la presentación de escritos de demandas y con- 
testaciones de demandas; la presentación de escritos de 
apelaciones y contestaciones de apelaciones; la presen- 
tación de escritos de transacciones para su homologa- 
ción judicial; la presentación de escritos de desistimien- 
tos; la presentación de escritos con recursos de casación 
y contestaciones de dicho recurso; la presentación de 
escritos de intimaciones de pago; escritos de diligencias 
preparatorias y medidas cautelares; y el primer escrito 
de los asuntos de jurisdicción voluntaria. El monto de 
dicha tasa deberá ser actualizado cuatrimestralmente de 
acuerdo al Indice de Precios al Consumo, (1PC), a partir 
del 1* de enero de 1994. 


La tasa prevista en el inciso precedente entrará en 
vigencia en la fecha de promulgación de la presente ley. 


Quedan excluidas de la aplicación de esta tasa, en lo 
pertinente, las actuaciones establecidas en el artículo 
364 de la ley N* 16,320, de 1* de noviembre de 1992. 


Art. 134. - El producto de la tasa prevista en el 
artículo precedente será destinado por la Suprema Corte 
de Justicia en la forma que ésta determine, exclusiva- 
mente a incrementar en un porcentaje idéntico los suel- 
dos de los funcionarios de los Escalafones II a Vl del 
Poder Judicial, desde el 1? de enero de 1994, 


No recibirán este aumento los funcionarios mencio- 
nados en el artículo 388 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, que se e icuentren en régimen de 
dedicación exclusiva. 


INCISO 17 
Tribunal de Cuentas 


Artículo 135. - Increméntanse los Rubros 2, “Matc- 
riales y Suministros”, en $ 80.000, (pesos uruguayos 
ochenta mil), 3, “Servicios no personales”, en $ 128.000, 
(pesos uruguayos ciento veintiocho mil), y 9, “Asigna- 
ciones Globales”, en $ 12.000, (pesos uruguayos doce 
mil), a valores de 1? de enero de 1993. 


Art. 136. - Increméntanse los proyectos de inversión 
en $ 240.000, (pesos uruguayos doscientos cuarenta mil), 
a valores de 1* de enero de 1993. 


Art. 137, - Transfórmase al vacar un cargo de secre- 
tario general, Escalafón ““C”, Grado 14, en un cargo de 
secretario general, Escalafón “A”, Grado 15. 
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Créase un cargo de director de Secretaría, Escalafón 
“C”, Grado 14. 


Art. 138, - Transfórmanse tres cargos de ayudante 
técnico, Escalafón “D”, Grado 5, en tres cargos de téc- 
nico 1 - contador, Escalafón “A”, Grado 11; dos cargos 
de ayudante técnico, Escalafón “B”, Grado 7, en dos 
cargos de técnico I - contador, Escalafón “A”, Grado 
11; un cargo de ayudante técnico, Escalafón “B”, Grado 
7, en un cargo de técnico 1 - abogado, “Escalafón “A”, 
Grado 11; cuatro cargos de ayudante técnico, Escalafón 
“B”, Grado 7, en cuatro cargos de técnico I - escribano, 
Escalafón “A”, Grado 11; dos cargos de administrativo 
I, Escalafón “C”, Grado 8, en dos cargos de técnico 1 - 
escribano, Escalafón “A”, Grado 11; un cargo de admi- 
nistrativo IE, Escalafón “C”, Grado 6, en un cargo de 
técnico 1 - escribano, Escalafón “A”, Grado 11, y un 
cargo de bibliotecólogo, Escalafón “B”, Grado 10, en un 
cargo de bibliotecólogo, Escalafón “A”, Grado 10. 


Art. 139, - Transfórmanse diecinueve cargos de ayu- 
dante técnico, Escalafón ““B”, Grado 7, en diez cargos 
de ayudante técnico, Escalafón “B”, Grado 9 y nueve 
cargos de ayudante técnico, Escalafón “B”, Grado 10; 
diecinueve cargos de administrativo Y, Escalafón “C”, 
Grado 4, en diecinueve cargos de administrativo III, 
Escalafón ““C”, Grado 6; treinta y ocho cargos de admi- 
nistrativo [11, Escalafón “C”, Grado 6, en treinta y ocho 
cargos de administrativo 1, Escalafón “*C”, Grado 8; cin- 
cuenta y ocho cargos de ayudante técnico, Escalafón 
“D”, Grado 5, en veintiocho cargos de ayudante técnico, 
Escalafón “D”, Grado 7 y treinta cargos de ayudante 
técnico, Escalafón “D”, Grado 8; un cargo de intendente 
Escalafón “F”, Grado 8, en un cargo de intendente, Es- 
calafón “F”, Grado 10; dos cargos de subintendente, 
Escalafón “F”, Grado 7, en dos cargos de subintendente, 
Escalafón “*F”, Grado 9; un cargo de encargado I, Esca- 
lafón “F”, Grado 6, en un cargo de encargado 1, Escala- 
fón “F”, Grado 8, seis cargos de encargado II, Escalafón 
“F”, Grado 5, en seis cargos de encargado II, Escalafón 
“F”, Grado 7; cuatro cargos de auxiliar de servicio, Es- 
calafón “F”, Grado 4, en cuatro cargos de auxiliar de 
servicio, Escalafón “F”, Grado 6; cuatro cargos de cho- 
fer, Escalafón “F”, Grado 4, en cuatro cargos de chofer, 
Escalafón “F”, Grado 6; cuatro cargos de auxiliar de 
servicio, Escalafón “F”, Grado 3, en cuatro cargos de 
auxiliar de servicio, Escalafón ““F”, Grado 5; cuatro car- 
gos de auxiliar de servicio, Escalafón “F”, Grado 2, en 
cuatro cargos de auxiliar de servicio, Escalafón “F”, 
Grado 4, y cuatro cargos de auxiliar de servicio, Escala- 
fón “F”, Grado 1, en cuatro cargos de auxiliar de servi- 
cio, Escalafón ““F”, Grado 3. 


Art. 140. - Transfórmanse dieciséis cargos de ayu- 
dante técnico, Escalafón “D”, Grado $, contratado, en 
dieciséis cargos de ayudante técnico, Escalafón ““D”, Gra- 
do 5, presupuestado: un cargo de ayudante técnico, Es- 
calafón “B”, Grado 7, contratado, en un cargo de ayu- 
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dante técnico, Escalafón “B”, Grado 7, presupuestado; 
un cargo de técnico 1 - abogado, Escalafón “A”, Grado 
11, contratado, en un cargo de técnico 1 - abogado, 
Escalafón “A”, Grado 11, presupuestado, y un cargo de 
administrativo V, Escalafón *“C”, Grado 4, contratado, 
en un cargo de administrativo V, Escalafón “C”, Grado 
4, presupuestado. 


Art. 141. - Auméntase en un 30%, (treinta por cien- 
to), las remuneraciones de carácter permanente de los 
funcionarios del Tribunal de Cuentas de los Escalafones 
“A”, “B”, y Us *“p” y “pr 


INCISO 18 
Corte Electoral 


Artículo 142. - Créase la siguiente estructura escala- 
fonaria para la Conte Electoral: 


Escalafón 1  - profesional universitario 
Escalafón ll  - técnico profesional 
Escalafón III - técnico 

Escalafón TY” - administrativo especializado 
Escalafón V  - oficios 

Escalafón VI - servicios auxiliares 


El Escalafón 1, “profesional universitario”, compren- 
de los cargos y contratos de función pública a los que 
sólo pueden acceder los profesionales que posean título 
universitario expedido, reconocido, o revalidado por las 
autoridades competentes y que correspondan a planes de 
estudio de duración no inferior a cuatro años. 


El Escalafón Il, “técnico profesional”, comprende 
los cargos y contratos de función pública de quienes 
hayan obtenido una especialización de nivel universita- 
rio o similar, que corresponda a planes de estudio cuya 
duración deberá ser equivalente a dos años, como míni- 
mo, de carrera universitaria y en virtud de los cuales 
hayan obtenido título habilitante, diploma o certificado. 


El Escalafón III, “técnico”, comprende los cargos y 
contratos de función pública que tienen asignadas tareas 
en las que predomina la labor de carácter intelectual, 
para cuyo desempeño fuere menester conocer técnicas 
especiales. La versación en determinada rama del cono- 
cimiento deberá ser acreditada en forma fehaciente. 


El Escalafón IV, “administrativo especializado”, com- 
prende los cargos y contratos de función pública que 
tiene asignadas tareas relacionadas con el registro, clasi- 
ficación, manejo y archivo de datos y documentos con 
la planificación, coordinación, organización, dirección y 
control de las actividades relacionadas con los cometi- 
dos asignados por la Constitución de la República y 
leyes especiales a la Corte Electoral, así como toda otra 
actividad no incluida en los demás escalafones. 
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El Escalafón V, “oficios”, comprende los cargos y 
contratos de función pública que tienen asignadas ta- 
reas en las que predominan el esfuerzo físico o habili- 
dad manual o ambos y requieren conocimiento y des- 
treza en el manejo de máquinas o herramientas. La 
idoneidad exigida deberá ser acreditada en forma fe- 
haciente. 


El Escalafón VI, “servicios auxiliares”, comprende 
los cargos y contratos de función pública que tienen 
asignadas tareas de limpieza, portería, conducción, trans- 
porte de materiales o expedientes, vigilancia, conserva- 
ción y otras tareas similares. 


Los cargos políticos y de particular confianza conti- 
nuarán comprendidos en los Escalafones “P” y “Q” res- 
pectivamente, los que se seguirán rigiendo por las nor- 
mas que les son aplicables. 


Art. 143. - Establécese la tabla de sueldos para ocho 
horas diarias de labor a valores del 1% de enero de 1993, 
que regirán para los Escalafones: 1 “profesional univer- 
sitario”, Il “técnico profesional”, MI “técnico”, IV “ad- 
ministrativo especializado”, Y “oficios”, VI “servicios 
auxiliares” de la Corte Electoral: 


Grado Escala 
20 2.385,51 
19 2.177,95 
18 1.988,45 
17 1.810,81 
16 1.652,74 
15 1.513,38 
14 1.391,86 
13 1.285,81 
12 1.182,20 
1] 1.092,42 
10 1.015,10 
9 948,21 
8 349,45 
7 774,15 
6 726,99 
5 687,59 
4 609,81 
3 574,47 
2 524,87 
1 479,55 


A los funcionarios que realicen seis horas diarias de 
labor, la retribución se les adecuará en forma proporcio- 
nal. 


Art. 144. - Los grados mínimos y máximos de los 
escalafones a que refiere la tabla establecida en el 
artículo anterior, serán los siguientes: 
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30 de Setiembre de 1993 


Escalafón Grado mínimo Grado máximo 
I 10 20 
lí 9 19 
nl 3 18 
IV 3 18 
V 3 17 
vI 1 14 


Art. 145. - La Corte Electoral dispondrá de un plazo 
de sesenta días a contar de la publicación de la presente 
ley, a fin de realizar las modificaciones necesarias para 
la inclusión de los funcionarios en los nuevos escalafo- 
nes. 


Al disponer dicha inclusión deberán respetarse las 
reglas del ascenso cuando correspondierc. 


De todo esto se dará cuenta a la Asamblea General y 
se informará a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a 
la Contaduría General de la Nación. 


A estos efectos se incrementarán los rubros O y 1, en 
$ 1:056.899 (pesos uruguayos un millón cincuenta y scis 
mil ochocientos noventa y nueve). 


Art. 146. - Fíjase una retribución adicional sobre las 
remuneraciones básicas y complementarias sujetas a mon- 
tepío, excluida la prima por antigiiedad, en base a la 
siguiente escala: 


Escalafón Grado Cargo % 
A 16 director de departamento contador 40 
A 15 subdirector de departamento contador 40 
B 15 ingeniero en computación 40 
A 14 abogado asesor jefe 40 
C 14 director de departamento 40 
C 14 jefe de sección OED I 40 
A 13 asesor l escribano 40 
C 13 subdirector de departamento y 

secretario de la ONE 40 
C — 13 secretario OED I 40 
C 12 jefe de sección OED HU 20 
C 11 jefe de sección OED III 20 
C 11 secretario OED II 20 
C 10 secretario OED III 20 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


Art. 147, - Auméntanse en 40% (cuarenta por cien- 
to), las remuneraciones que perciben los funcionarios de 
la Corte Electoral, con cargo a los créditos presupuesta- 
les y leyes especiales, con excepción de los comprendi- 
dos en los escalafones “P” y “Q”. 
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La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos correspondientes. 


Art. 148. - Increméntase el Renglón 0.6.4.307, “Per- 
manencia a la orden”, en $ 1:200.000 (pesos uruguayos 
un millón doscientos mil). 


Art. 149, - Prorrógase hasta el 30 de junio de 
1994 el plazo establecido en el artículo 499 de la 
ley N* 16,170, de 28 de octubre de 1990, en la redac- 
ción dada por el artículo 363 de la ley N* 16.226, de 29 
de octubre de 1991, no siendo de aplicación para la 
Corte Electoral el artículo 12 de la ley N* 16,320, de 1* 
de noviembre de 1992, y el artículo 11 de la presente 


ley. 


Art. 150, - Increméntase el crédito para inversiones 
en el ejercicio 1994 en $ 365,444 (pesos uruguayos tres- 
cientos sesenta y cinco mil cuatrocientos cuarenta y cua- 
tro), equivalentes a 10.000 UR (diez mil unidades re- 
ajustales), a efectos de dotar de local propio a la Junta 
Electoral de Tacuarembó. 


Art. 151. - Presupuéstase a los cuarenta funcionarios 
contratados por el artículo 368 de la ley N* 16.226, de 
29 de octubre de 1991, en el escalafón “C” (IV proyec- 
tado), grado 3 (V proyectado del Mensaje Corte). 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales necesarios para atender dicha ero- 
gación y dará de baja la partida creada por el citado 
artículo de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


INCISO 19 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo 


Artículo 152. - La dotación de los directores de 
Depártamento Técnico y actuarios del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, aumentará progresivamen- 
te hasta equipararse con la dotación del escribano de 
actuación del Poder Judicial. La progresión se efectuará 
cada dos años y será igual al 25% (veinticinco por cien- 
to), de la diferencia existente entre ambas dotaciones 
hasta llegarse a la equiparación, tomándose como punto 
de partida la fecha de toma de posesión de los respecti- 
vOS Cargos. 


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable al 
secretario del Departamento Jurídico y el porcentaje de 
progresión será con respecto al director del Departa- 
mento Jurídico. 


La progresión mencionada en los incisos anteriores 
sólo será aplicable si los cargos se encuentran en régi- 
men de dedicación exclusiva. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 
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Art. 153. - Para los funcionarios de los cargos men- 
cionados en el artículo anterior que no optaren por el 
régimen de dedicación exclusiva, la progresión será del 
62,5% (sesenta y dos con cinco por ciento), del aumento 
que les correspondería en dicho régimen. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 154. - Inclúyese el escalafón “D” en el artículo 
390 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Art. 155. - Incorpóranse a la Unidad Ejecutora 001 
en el último grado del escalafón administrativo, los fun- 
cionarios que presten funciones en comisión en el Tn- 
bunal de lo Contencioso Administrativo. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 156. - Facúltase al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo a disponer las modificaciones necesarias 
para racionalizar las estructuras de cargos de los escala- 
fones “C”, “F”, “E” y “D”, de acuerdo a las siguientes 
normas: 


A) Las modificaciones de cargos no podrán causar 
lesión de derechos. 


B) El costo de la racionalización de la estructura no 
podrá exceder el 5% (cinco por ciento), del rubro 
O del Organismo 


C) De la racionalización que se efeciúe se dará cuen- 
ta a la Asamblea General, al Tribunal de Cuentas 
y a la Contaduría General de la Nación. 
L3 Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 157. - Los funcionarics del escalafón *“D” Espe- 
cializado, que cumplan tareas en el Servicio de Informá- 
tica Documental y de Gestión del Tribunal, percibirán 
una compensación del 15% (quince por ciento), sobre 
sus remuneraciones de naturaleza salarial. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 158. - La partida anual establecida en el artícu- 
lo 517 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
será de $ 163.293 (pesos uruguayos ciento sesenta y tres 
mil doscientos noventa y tres). 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 
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Art. 159, - Auméntase en un 50% (cincuenta por 
ciento), el valor del Timbre “Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo”. 


El producido de este aumento se destinará exclusi- 
vamente a los fines establecidos en el artículo 85 de la 
ley N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990, 


Art. 160. - Establécese una partida de U$S 12.000 
(dólares de los Estados Unidos de América doce mil), 
para la adquisición de un vehículo para uso de los servi- 
cios del Organismo. 


Art. 161. - Increméntanse los Rubros 2, “Materiales 
y Suministros”, en $ 25.000 (pesos uruguayos veinticin- 
co mil), y 3, “Servicios no personales”, en $ 25.000 
(pesos uruguayos veinticinco mil), y el renglón 3.0,0,824, 
“ANTEL”, en $ 20.000 (pesos uruguayos veinte mil). 


Art. 162. - Asígnase una partida de $ 100.000 (pe- 
sos uruguayos cien mil), para terminar las obras y refac- 
cionar la sede del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo. 


Art. 163. - Sustitúyase el artículo 8* de la ley 
N?* 15,869, de 22 de junio de 1987, por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 8%. - Las peticiones que el titu- 
lar de un derecho o de un interés directo, perso- 
nal y legítimo formule ante cualquier Órgano ad- 
ministrativo, se tendrán por desechadas si al cabo 
de 150 días siguientes al de la presentación, no se 
dictó resolución expresa sobre lo pedido. 


El vencimiento de dicho plazo no exime al 
órgano de su obligación de pronunciarse expresa- 
mente sobre el fondo del asunto. 


La decisión expresa o ficta sobre la petición, 
podrá ser impugnada de conformidad a lo preve- 
nido en los artículos 4? y siguientes. 


Cuando el peticionario sea titular de un dere- 
cho subjetivo contra la Administración, la dene- 
gatoria expresa o ficta no obstará el ejercicio de 
las acciones tendientes a hacer valer aquel dere- 


»” 


cho”. 


Art. 164. - Asígnase a los ministros, secretarios le- 
trados y prosecretario letrado del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, las compensaciones, beneficios y 
mejoras presupuestales, que por todo concepto, se otor- 
guen a los cargos equiparados constitucional o legal- 
mente del Poder Judicial. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 
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30 de Setiembre de 1993 


Art. 165, - Créase, a valores de 1? de enero de 1993, 
una tasa de $ 20 (pesos uruguayos veinte), que se reajus- 
tará el 1% de enero de 1994 por la variación del Indice de 
Precios al Consumo (IPC), durante el año 1993, a ser 
recaudada por el Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, que gravará los siguientes actos: la presentación 
de escritos de demanda, contestación, prueba y alegatos, 
por cada compareciente. El monto de dicha tasa deberá 
ser actualizado cuatrimestralmente de acuerdo al Indice 
de Precios al Consumo (IPC), a partir del 1? de enero de 
1994, 


La tasa prevista en el inciso precedente entrará en 
vigencia en la fecha de promulgación de la presente ley. 


Art. 166. - El producto de la tasa prevista en el 
artículo precedente será vertido a Rentas Generales. 


Art. 167. - Estarán exonerados del pago de la Lasa 
creada en el artículo anterior: 


A) El Estado, los Gobiernos Departamentales y los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
con excepción de aquellos de carácter comercial 
o industrial. 


B) Los que perciban ingresos mensuales inferiores a 
dos salarios mínimos, así como sus demandos 
(artículo 254 de Constitución de la República). 
El Tribunal de lo Contencioso Administrativo re- 
glamentará la forma de acreditar el extremo. 


C) Los escritos presentados con la firma de los letra- 
dos dependientes de la Asesoría de la Defensoría 
de Oficio del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo. 


D) Los escritos presentados con la firma de los letra- 
dos integrantes de los Consultorios Jurídicos que, 
con fines docentes, funcionen en la Universidad 
de la República o Universidades Privadas. 


Art. 168. - Increméntase la retribución de los fun- 
cionarios dependientes del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, con excepción de los pertenecientes al 
escalafón “N”, en el mismo porcentaje de aumento que 
resulte de la aplicación del artículo 134 de la presente 
ley para los funcionarios de los escalafones II a VI del 
Poder Judicial. 


INCISO 25 
Administración Nacional de Educación Pública 
Artículo 169. - Asígnase a la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública (ANEP), una partida especial. 


por única vez, de $ 141:645.500 (pesos uruguayos cien- 
to cuarenta y un millones seiscientos cuarenta y cinco 
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mil quinientos), para incorporar a los sueldos de su per- 
sonal, a partir del 1? de marzo de 1993, las partidas de 
alimentación y de contribución por asistencia médica 
vigentes, al solo efecto de la liquidación del montepío y 
del Impuesto a las Retribuciones Personales. 


Será de aplicación lo previsto por el artículo 394 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Una vez efectuada por el Ente la liquidación estable- 
cida en el inciso primero, éste comunicará a la Contadu- 
ría General de la Nación los montos en que deberán 
disminuirse los créditos correspondientes al Rubro 2, 
“Materiales y Suministros”, de cada Programa del Inci- 
so, a fin de proceder a su adecuación en el Balance de 
Ejecución Presupuestal, ejercicio 1993. 


Art. 170. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), a realizar un Programa 
con financiamiento externo, correspondiente a la solici- 
tud de préstamo gestionada ante el Banco Interamerica- 
no de Desarrollo, Proyecto “Fortalecimiento de Area 
Social”, UR-0087, por $ 27:856.000 (pesos uruguayos 
veintisiete millones ochocientos cincuenta y seis mil), 
equivalentes a U$S 8:000.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América ocho millones), de los cuales $ 
5:571.200 (pesos uruguayos cinco millones quinientos 
setenta y un mil doscientos), corresponden a la contra- 
partida nacional. 


Dicho Programa tendrá una asignación presupuestal 
para 1994 de $ 1:392,800 (pesos uruguayos un millón 
trescientos noventa y dos mil ochocientos), equivalentes 
a U$S 400.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica cuatrocientos mil), financiada con cargo a Rentas 
Generales y $ 5:571.200 (pesos uruguayos cinco millo- 
nes quinientos setenta y un mil doscientos), equivalentes 
a U$S 1:600.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un milión seiscientos mil), financiada con cargo a 
Endeudamiento Externo. 


Art. 171. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), a realizar la adquisi- 
ción de material y equipamiento didáctico con finan- 
ciación externa por hasta $ 12:187.000 (pesos urugua- 
yos doce millones ciento ochenta y siete mil), equiva- 
lentes a U$S 3:500.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América tres millones quinientos mil), en el marco 
del convenio celebrado por la República con el Estado 
de Israel. 


La ejecución de dicho Programa no podrá superar la 
suma de S 1:741.000 (pesos uruguayos un millón sete- 
cientos cuarenta y un mil), equivalentes a USS 500.000 
(dólares de los Estados Unidos de América quinientos 
mil), en el ejercicio 1994. 
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Art. 172, - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), a realizar, con finan- 
ciamiento externo del Fondo Financiero para el Desa- 
rrollo de la Cuenca del Plata, el Proyecto “Fortaleci- 
miento de la Educación Inicial, Primaria y Básica Me- 
dia”, por $ 87:050.000 (pesos uruguayos ochenta y siete 
millones cincuenta mil), equivalentes a U$S 25:000.000 
(dólares de los Estados Unidos de América veinticinco 
millones), de los cuales $ 17:410.000 (pesos uruguayos 
diecisiete millones cuatrocientos diez mil), correspon- 
den a la contrapartida nacional. 


La ejecución del referido Programa para el ejercicio 
1994 no podrá exceder los U$S 100.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América cien mil). 


Art. 173. - Increméntase el Rubro 0, “Retribuciones 
de Servicios Personales”, de la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), en $ 218:061.000 (pesos 
uruguayos doscientos dieciocho millones sesenta y un 
mil), a valores del 1% de enero de 1993, a efectos de 
incorporar a las retribuciones del personal del Ente las 
partidas de alimentación y de contribución por asisten- 
cia médica y de recomponer la relación entre grados de 
los escalafones docente y no docente vigentes al 1? de 
enero de 1993. 


Será de aplicación lo previsto por el artículo 394 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 


Art. 174. - Las asignaciones previstas en los 
artículos 612 y 613 de la ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, y en los artículos 417 y 418 
de la ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, 
para la realización de los proyectos de inglés e infor- 
mática en Educación Primaria, Fortalecimiento de la 
Educación Técnica y Mejoramiento de la Calidad en 
Educación Primaria, se mantendrán vigentes hasta la 
aprobación del próximo Presupuesto Nacional, de acuer- 
do con lo previsto en el inciso segundo del artículo 228 
de la Constitución, 


Art. 175. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), a contraer un crédito de 
uso en las siguientes condiciones: 


A) El objeto será un inmurble, propiedad actual de 
un organismo estatal o paraestatal, con destino a 
la sede del Consejo de Educación Secundaria. 


B) Dador, Banco de la República Oriental del Uru- 
guay. 


C) Plazo, diez años. 


D) Monto, no superior a 100.000 UR (cicn mil uni- 
dades reajustables), más costos administrativos, 
financieros, e intereses que fije cl dador, inclui- 
dos en las correspondientes cuotas. 
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La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos necesarios, y en su caso transferirá los que re- 
sulten liberados del pago del arrendamiento de la actual 
sede del referido Consejo. 


Art. 176. - La Administración Nacional de Educa- 
ción Pública (ANEP), podrá aplicar sus ingresos extra- 
presupuestales provenientes de los productos o servicios 
que los establecimientos del organismo vendan o arrien- 
den, al pago de incentivos a funcionarios del organismo 
y becas de ayuda económica a estudiantes que contribu- 
yan a generarlos. El incentivo no podrá exceder el 40%, 
(cuarenta por ciento), de las retribuciones mensuales 
permanentes sujetas a montepío, 


Art. 177. - Agrégase el siguiente inciso del artículo 
449 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991: 


“A los efectos antes indicados será suficiente 
que las comisiones y asociaciones se inscriban en 
los registros que llevará cada Consejo Descon- 
centrado de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública”. 


Art. 178. - Sustitúyese el artículo 1% del decreto-ley 
14.414, de 12 de agosto de 1975, por el siguiente: 


a 


N 


“ARTICULO 1%. - Los funcionarios docentes 
de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica (ANEP), que no deseen acogerse a la pasi- 
vidad al cumplir los veinticinco años de activi- 
dad, podrán continuar en ésta por períodos suce- 
sivos de cinco años, siempre que lo manifiesten 
en los treinta días subsiguientes a la fecha en que 
el funcionario haya cumplido los veinticinco o, 
en su caso, treinta o treinta y cinco años de servi- 
cio. 


El Consejo dispondrá de un plazo máximo de 
ciento ochenta días corridos, contados a partir de 
la fecha de la solicitud para verificar la correcta 
actuación docente y la capacidad psicofísica re- 
querida para el cumplimiento de sus tareas. Ven- 
cido dicho plazo, sin resolución denegatoria por 
las causales antes mencionadas, la prórroga co- 
rrespondiente se reputará concebida de pleno de- 
recho”, 


Art. 179, - Facúltase a la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), a constituir un fondo 
con los descuentos que, por inasistencias, fuera cual 
fuere su naturaleza, se practiquen a sus funcionarios, 
con destino a incremento del Rubro 0. 


A tal efecto, la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública (ANEP), comunicará a la Contaduría Ge- 
neral de la Nación las trasposiciones resultantes de la 
aplicación del inciso anterior, realizándose la habilita- 
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ción en el Rubro 0, “Retribuciones de Servicios Perso- 
nales”. 


Art. 180. - Increméntase el Rubro 0, “Retribuciones 
de Servicios Personales”, del Inciso 25 “Administración 
Nacional de Educación Pública”, (ANEP), en la canti- 
dad necesaria, y a valores del 1* de enero de 1993, a fin 
de otorgar un aumento general de sueldos de un 6,6%, 
(seis con seis por ciento), a partir del 1* de enero de 
1994, a los funcionarios docentes y no docentes del or- 
ganismo, con excepción de los cargos de los Escalafo- 
nes “P”, “Q” y “R”. 


Art. 181. - Increméntase el Rubro 9, “Asignaciones 
Globales”, del Inciso 25 “Administración Nacional de 
Educación Pública” (ANEP), en $ 3:482.000, (pesos uru- 
guayos tres millones cuatrocientos ochenta y dos mil), 
equivalentes a U$S 1:000.000, (dólares de los Estados 
Unidos de América un millón), a valores de 1? de enero 
de 1993. 


Será de aplicación lo previsto por el artículo 394 de 
la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Art. 182. - Autorízase a la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), a adquirir material y 
equipamiento didáctico con financiación externa por hasta 
$ 87:050.000, (pesos uruguayos ochenta y siete millones 
cincuenta mil), equivalente a U$S 25:000.000, (dólares 
de los Estados Unidos de América veinticinco millo- 
nes), en el marco del convenio celebrado por la Repú- 
blica con el Reino de España. 


Autorízase a contratar directamente las obras y su- 
ministros necesarios con ajuste a los principios genera- 
les de la contratación administrativa. 


Art. 183. - Sustitúyense los literales “D”, “E” y “F” 
del artículo 519 de la ley N* 16.170, de 28 de diciembre 
de 1990, por el siguiente: 


“D) Para reforzar las asignaciones de inversiones con 
créditos asignados a gastos corrientes o al Ru- 
bro O, “Retribuciones de Servicios Personales”. 


E) Para reforzar los créditos de los Rubros 2, “Ma- 
teriales y Suministros” y 3, “Servicios no Perso- 
nales”, se podrá utilizar hasta un 10%, (diez por 
ciento), de los créditos asignados a inversiones. 


F) No podrán servir como partidas de refuerzo para 
otros rubros, las de carácter estimativo del Ru- 
bro 8, “Servicios de Deudas y Anticipos”, y 
Subrubro 7.5, “Transferencias a Unidades Fa- 
miliares”, por personal en actividad. El Consejo 
Directivo Central podrá disponer trasposiciones 
de crédito entre renglones pertenccientes al Su- 
brubro 7.5, “Transferencias a Unidades Fami- 
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liares”, con el límite del crédito permanente asig- 
nado al Inciso en dicho subrubro”. 


INCISO 26 
Universidad de la República 


Artículo 184, - Increméntase el Rubro 0 de la 
Universidad de la República en el equivalente a 
U$S 18:161.765, (dólares de los Estados Unidos de 
América dieciocho millones ciento sesenta y un mil se- 
tecientos sesenta y cinco), 


Art. 185, - Consolídase la partida establecida en el 
artículo 424 de la ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 
1992, con cargo a Rentas Generales y con el destino 
previsto en el artículo 408 de la ley N* 16.226, de 29 de 
octubre de 1991, la que tendrá carácter permanente. 


Art. 186. - Consolídase la partida establecida en el 
artículo 425 de la ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 
1992, con cargo a Rentas Generales y con destino a los 
gastos de funcionamiento dei Hospital de Clínicas “Doc- 
tor Manuel Quintela”, excluidas las retribuciones perso- 
nales, la que tendrá carácter permanente. 


Art. 187. - Otórgase una partida anual de $ 1:392,800, 
(pesos uruguayos un millón trescientos noventa y dos 
mil ochocientos), equivalentes a USS 400.000, (dólares 
de los Estados Unidos de América cuatrocientos mil), 
para financiar el dictado de cursos intensivos de actuali- 
zación, especialización y reciclaje de graduados. 


Art 188. - Otórgase una partida anual de $ 2:089,200, 
(pesos uruguayos dos millones ochenta y nueve mil dos- 
cientos), equivalentes a U$S 600.000, (dólares de los 
Estados Unidos de América seiscientos mil), a efectos 
de ser utilizada como contrapartida de convenios de ca- 
rácter nacional o internacional. 


Art. 189, - Otórgase una partida anual de $ 696.400, 
(pesos uruguayos seiscientos noventa y seis mil cuatro- 
cientos), equivalentes a USS 200.000, (dólares de los 
Estados Unidos de América doscientos mil), a efecto de 
apoyar las actividades que desarrollen los investigadores 
que se han perfeccionado en el exterior. 


Art. 190. - Otórgase una partida anual de $ 1:392,800, 
(pesos uruguayos un millón trescientos noventa y dos 
mil ochocientos), equivalentes a U$S 400.000, (dólares 
de los Estados Unidos de América cuatrocientos mil), 
destinada a la mejora de gestión de los servicios univer- 
sitarios. 


Art. 191. - Otórgase una partida anual de $ 2:785.600, 
(pesos uruguayos dos millones setecientos ochenta y cinco 
mil seiscientos), equivalentes a USS 800.000, (dólares 
de los Estados Unidos de América ochocientos mil), con 
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destino al Proyecto “Construcción, Reparación y Mante- 
nimiento del Hospital de Clínicas Doctor Manuel Quin- 
tela”. 


Autorízase a la Universidad de la República a ges- 
tionar un Programa con financiamiento externo para el 
reciclaje del Hospital de Clínicas “Doctor Manuei Quin- 
tela”. 


Art. 192, - Otórgase una partida anual de $ 2:785.600, 
(pesos uruguayos dos millones setecientos ochenta y cinco 
mil seiscientos), equivalentes a U$S 800.000, (dólares 
de los Estados Unidos de América ochocientos mil), a 
efecto de atender el funcionamiento del Hospital de Clí- 
nicas “Doctor Manuel Quintela”. 


Art. 193. - Las partidas asignadas a la Universidad 
de la República por el artículo 615 de la ley N* 16.170, 
de 28 de diciembre de 1990, incluidas en el Inciso 24 
“Diversos Créditos”, serán transferidas, por la Contadu- 
ría General de la Nación, al Inciso 26 “Universidad de 
la República”. 


INCISO 27 
Instituto Nacional del Menor 


Artículo 194. - Otórgase a los funcionarios del Insti- 
tuto Nacional del Menor (INAMB), con excepción de 
los titulares de los cargos políticos y de particular con- 
fianza y personal docente, una compensación mensual 
de $ 248,48, (pesos uruguayos doscientos cuarenta y 
ocho con cuarenta y ocho centésimos), y un incremento 
del 13,38%, (trece con treinta y ocho por ciento), sobre 
sus retribuciones de carácter permanente sujetas a mon- 
tepío, con excepción de la prima por antigiledad y la 
compensación establecida en el presente artículo. 

Art. 195. - Otórgase a los funcionarios del Instituto 
Nacional del Menor (INAMB), con excepción de los 
cargos políticos y de particular confianza, una compen- 
sación mensual del 6,6%, (seis con seis por ciento), a 
partir del 1* de enero de 1994, y del 3,19%, (tres con 
diecinueve por ciento), a partir del 1* de julio de 1994, 
las que se calcularán sobre el total de retribuciones suje- 
tas a montepío, con excepción de la prima por antigiic- 
dad. 


Art. 196. - Sustitúyese el artículo 230 de la 
ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por 
el siguiente: 


“ARTICULO 230. - Los establecimientos pri- 
vados de tiempo completo que alberguen meno- 
res a cargo del Instituto Nacional del Menor, per- 
cibirán mensualmente por el cuidado y manteni- 
miento integral de los mismos, sin perjuicio de 
los aportes en especies que se convengan, un rcin- 
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tegro de gastos de $ 400, (pesos uruguayos cua- 
trocientos). Este importe se incrementará en un 
10%, (diez por ciento), en un 20%, (veinte por 
ciento), o en un 100%, (cien por ciento), según 
se trate de escolares, liceales o discapacitados, 
respectivamente. 


Dichos reintegros se ajustarán en la forma 
dispuesta por los artículos 68, 69 y 70 de la ley 
N? 15,809, de 8 de abril de 1986", 


Art. 197, - Declárase, por vía interpretativa, que los 
establecimientos privados que atienden menores a cargo 
del Instituto Nacional del Menor (INAME), no están 
comprendidos en el artículo 346 de la ley N* 16,320, de 
1* de noviembre de 1992, 


El Poder Ejecutivo reglamentará la aplicación de la 
presente disposición. 


Art. 198. - Declárase, por vía interpretativa, que los 
docentes del instituto Nacional del Menor (INAMEB), 
que se acogieron a los beneficios jubilatorios en el pe- 
ríodo comprendido entre el 1* de enero de 1986 y el 31 
de diciembre de 1991 tienen derecho a reformar sus 
cédulas jubilatorias en base a los sueldos docentes de 
la Administración Nacional de Educación Pública de 
ese período, en virtud de la equiparación resultante 
del artículo 413 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre 
de 1991. 


Art. 199, - Otórganse las siguientes partidas espe- 
ciales con la finalidad de comenzar la implementación 
de dos locales adecuados, uno para enfermos psiquiátri- 
cos y otro para menores infractores que exigen medidas 
de seguridad especiales. 


Año 1994 U$S 500.000 
Año 1995 U$S 500.000 
INCISO 28 


Banco de Previsión Social 


Artículo 200. - Los trabajadores de la firma “Cam- 
pomar y Soulas S.A.” que hubieren sido despedidos en 
aplicación del decreto de fecha 4 de julio de 1973, ten- 
drán derecho a computar como trabajado, a los solos 
efectos jubilatorios, el lapso comprendido entre la fecha 
de su despido y la de su efectiva reincorporación a la 
actividad, o de la configuración de la causal jubilatoria, 
en su caso. 


Las circunstancias de hecho previstas en el inciso 
anterior serán justificadas en forma fehaciente ante el 
Banco de Previsión Social, dentro del plazo de 180 días 
a partir de la promulgación de la presente ley. 
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Art. 201. - Declárase por vía interpretativa, com- 
prendidos en lo dispuesto por el artículo 449 de la ley 
N* 16.320, de 1% de noviembre de 1992, a los ex-funcio- 
narios del Banco de Previsión Social provenientes de los 
organismos integrados en la ex-Dirección General de la 
Seguridad Social por el llamado Acto Institucional N? 9, 
de 23 de octubre de 1979, que se encontraban en activi- 
dad el 23 de octubre de 1981, los que podrán requerir se 
reforme su cédula jubilatoria. 


Art. 202. - Autorízase al Banco de Previsión Social 
a celebrar con su personal convenios colectivos que in- 
cluyan aspectos salariales previo acuerdo con la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


Art. 203. - Los funcionarios presupuestados o con- 
tratados que se encuentren prestando servicios en comi- 
sión en el Banco de Previsión Social podrán, cualquiera 
sea su Oficina de origen, optar por incorporarse al mis- 
mo sin más limitaciones que las que seguidamente se 
establecen: 


A) La opción deberá formularse dentro de los 60 
días de la vigencia de la presente ley. 


B) Podrán optar aquellos funcionarios que cuenten, 
a la fecha antes indicada, con más de seis meses 
de antigiledad en el ejercicio de tales funciones. 


La incorporación se realizará conforme a las normas 
pertinentes del Capítulo III, de la ley N* 16,127, de 7 de 
agosto de 1990, previa conformidad expresa del jerarca 
de la oficina de origen, con informe favorable de la 
Contaduría General de la Nación y de la Oficina Nacio- 
nal del Servicio Civil o de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, en su caso. 


Art. 204. - El administrador general de la Asesoría 
Tributaria y Recaudación del Banco de Previsión Social 
o quien haga sus veces, podrá delegar sus atribuciones 
en el jerarca superior de las Sucursales de dicha Aseso- 
ría dando cuenta al Directorio. 


Art. 205. - Sustitúyese el apartado segundo 
del artículo 8* de la ley N* 16.244, de 30 de marzo de 
1992, por el siguiente: 


“Los abogados contratados percibirán por su 
gestión profesional los honorarios que resulten de 
la aplicación del Arancel del Colegio de Aboga- 
dos del Uruguay”. 


Art. 206. - Los contribuyentes del Banco de Previ- 
sión Social promitentes compradores o poseedores de 
vehículos de carga o transporte, cuya adquisición sea 
anterior al 1* de enero de 1989, podrán inscribir la com- 
praventa ante los Registros correspondientes previa pre- 
sentación del certificado habilitante que a estos solos 
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efectos expedirá el Banco de Previsión Social siempre 
que se hagan cargo de las obligaciones tributarias gene- 
radas desde la fecha antes referida y regularicen su si- 
tuación contributiva. 


Art. 207. - Autorízase al Banco de Previsión Social 
a transponer del Rubro 3, “Arrendamiento de Servicios”, 
a los Rubros O y 1, los montos necesarios para realizar 
hasta ciento cuarenta contratos de función pública en las 
categorías de digitadores, especialistas en Telemática y 
personal administrativo y de servicio del departamento 
de San José. 


El presente artículo será de aplicación a aquellas 
personas que, con anterioridad al 30 de setiembre de 
1993, se venían desempeñando en las funciones mencio- 
nadas, y cuya relación con el organismo era de contrato 
de arrendamiento de servicios. 


SECCION VI 
INCISO 21 
Subsidios y subvenciones 


Artículo 208. - Fíjase en el equivalente a U$S 60,000, 
(dólares de los Estados Unidos de América sesenta mil), 
la partida anual destinada a funcionamiento e inversio- 
nes de la Comisión Nacional Honoraria del Discapacita- 
do creada por la ley N* 16095, de 26 de octubre de 
1989, 


Art. 209. - Incorpórase a la nómina del artículo 618 
de la ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, la siguiente 
institución sin fines de lucro, con el monto que se indi- 
ca: 


“Museo Marítimo Malvín” $ 12.000, (pesos urugua- 
yos doce mil). 


Art. 210. - Increméntase en $ 40,000, (pesos uru- 
guayos cuarenta mil), la partida anual establecida en 
el artículo 435 de la ley N* 16.226, de 29 de octubre de 
1991, con destino a la Asociación Uruguaya de Enfer- 
medades Musculares. 


Art. 211. - Fíjase en $ 50.000 (pesos uruguayos cin- 
cuenta mil), la partida establecida en el artículo 618 de 
la ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, con destino a la 
Asociación Pro Recuperación del inválido. 


Increméntase en $ 50.000 (pesos uruguayos cincuen- 
ta mil), la partida anual destinada a la Asociación Na- 
cional para el Niño Lisiado (Escuela Franklin Delano 
Roosevelt) y en $ 25.000 (pesos uruguayos veinticinco 
mil), la partida anual destinada a la Escuela N* 200 de 
Discapacitados. 
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Art. 212, - Increméntase en el Inciso 21 “Subsidios 
y Subvenciones”, Programa 002 “Subsidios”, Renglón 
7.3.5.001, la partida, con destino al Movimiento de la 
Juventud Agraria en $ 30.000 (pesos uruguayos treinta 
mil), establecida por el artículo 618 de la ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986. 


INCISO 24 
Diversos créditos 


Artículo 213. - Asígnase una partida anual para 
los años 1993 y 1994 de $ 17:400.000 (pesos urugua- 
yos diecisiete millones cuatrocientos mil), equivalen- 
tes a U$S 5:000.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cinco millones), que se financiará con recursos 
del Fondo de Inversiones del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas para la ejecución directa de obras de 
mantenimiento y adecuación de infraestructura física de- 
partamental que esté a cargo de las Intendencias Muni- 
cipales del interior del país o como contrapartida local 
de obras financiadas con recursos provenientes de orga- 
nismos internacionales de crédito. 


Las Intendencias Municipales del interior no podrán 
aplicar, en ningún caso, estos fondos al pago de sucldos 
y jornales. 


Dichos montos se aplicarán proporcionalmente al co- 
eficiente de distribución en función de superficie y po- 
blación establecido en el artículo 2? de la ley N* 14.082, 
de 29 de agosto de 1972, 


La asignación de estas partidas no excluye la partici- 
pación de todas las Intendencias Municipales en la con- 
cesión de recursos provenientes de organismos interna- 
cionales de crédito. 


Art. 214, - Asígnase a la Asociación de Ayuda y 
Servicio la suma de $ 135.000 (pesos uruguayos ciento 
treinta y cinco mil), la que será vertida directamente al 
Banco de Previsión Social por concepto de adeudos los 
que estarán exentos de multas y recargos. 


Otórgase, asimismo, una partida anual de $ 70.000 
(pesos uruguayos setenta mil), para la referida Asocia- 
ción, destinada a solventar sus cometidos específicos. 
Dicha partida será liberada mensualmente, previa certi- 
ficación de estar al día en sus aportes al Banco de Previ- 
sión Social. 


Art. 215. - Otórgase, por única vez, una partida de 
U$S 100,000 (dólares de los Estados Unidos de Améri- 
ca cien mil), a la Caja de Auxilio de Vendedores de 
Diarios y Revistas, destinada a la compra de un monta- 
cargas con su estructura especial y equipamiento de su 
sanatorio propio. 
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La referida institución deberá recabar del Ministerio 
de Salud Pública la aprobación preliminar de las com- 
pras a electuar y posteriormente, presentará los recau- 
dos necesarios en el Ministerio de Economía y Finanzas. 


SECCION VII 
Recursos 


Artículo 216. - Facúltase al Poder Ejecutivo a incor- 
porar en el beneficio establecido en el artículo 462 de la 
ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, a las empresas 
contribuyentes del Impuesto a las Rentas de Industria y 
Comercio, Impuesto a las Actividades Agropecuarias, 
Impuesto a las Rentas Agropecuarias e Impuesto al Pa- 
trimonio que realicen donaciones para la construcción 
de locales, o adquisición de útiles, instrumentos y equi- 
pos que atiendan a mejorar los servicios de las funda- 
ciones con personalidad jurídica dedicadas a la atención 
de personas en el campo de la salud mental. 


Para poder acceder a dichas donaciones las funda- 
ciones deberán demostrar que han tenido una actividad 
mínima de cinco años ininterrumpidos a la fecha de la 
presente ley. 


El Ministerio de Economía y Finanzas publicará para 
cada año civil la lista de las instituciones que pueden 
beneficiarse con esta norma y autorizará contribuciones 
hasta un máximo de 5.000 UR (cinco mil unidades re- 
ajustables), por institución. 


La empresa contribuyente podrá sugerir la institu- 
ción que desea beneficiar. 


El contribuyente entregará su donación al Ministerio 
de Economía y Finanzas debiendo expedirse el recibo 
correspondiente e indicará la institución elegida. La do- 
nación deberá ser puesta a disposición de la institución 
dentro de los treinta días siguientes. 


El Poder Ejecutivo dentro de los noventa días de 
promulgada la presente ley reglamentará la forma en 
que le serán canjeados al contribuyente los recibos otor- 
gados por el Ministerio de Salud Pública, por certifica- 
dos de crédito. 


Art. 217, - Facúltase al Poder Ejecutivo a agregar al 
artículo 12 del Título 4 del Texto Ordenado 1991, el 
siguiente literal: 


“R) Donaciones a instituciones culturales para 
promover actividades artísticas nacionales, Los 
gastos en que se incurra para patrocinar activida- 
des artísticas nacionales, por su monto real. 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposi- 
ción y fijará los límites”. 
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Art, 218. - Facúltase al Poder Ejecutivo a agregar al 
artículo 10 del Título 14 del Texto Ordenado 1991, el 
siguiente literal: 


“D A los bienes inmuebles destinados a pro- 
mover o realizar actividades artísticas nacionales 
sin contraprestación de ninguna naturaleza, se les 
deducirá el 50%, (cincuenta por ciento), de su 
valor, con un máximo equivalente al mínimo no 
imponible correspondiente”. 


Art. 219. - Agrégase al artículo 24 del Título 4 del 
Texto Ordenado 1991, el siguiente literal: 


“E) Los dividendos o utilidades no compren- 
didos en el literal D) del artículo 22”. 


Art. 220. - Sin perjuicio de la facultad que otorga al 
Poder Ejecutivo el artículo 5* del Título 10 del Texto 
Ordenado 1991, para determinar las operaciones que que- 
dan comprendidas en el concepto de exportación de ser- 
vicios, se entienden por tales los fletes internacionales 
para el transporte de bienes que circulan en tránsito en 
el territorio nacional. 


Art. 221. - Sustitúyese el inciso tercero del artículo 
9% del Título 10 del Texto Ordenado 1991, por el si- 
guiente: 


“En los casos previstos en los apartados pre- 
cedentes se requerirá que dichos impuestos pro- 
vengan de bienes y servicios que integran directa 
o indirectamente el costo de bienes y servicios 
destinados a las operaciones gravadas. Cuando se 
trate del impuesto incluido en la adquisición de 
vehículos, sólo se permitirá deducir, en las con- 
diciones de este inciso, el correspondiente a 
vehículos utilitarios (camiones y camionetas) y 
el de los restantes vehículos que en base a la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, sean 
necesarios para la gestión del contribuyente, de- 
biéndose comunicar a la Dirección General Im- 
positiva, en cada caso, el precio de compra, mar- 
ca, tipo, modelo de vehículo y finalidad de su uso”. 


Art. 222, - Sustitúyese el artículo 14 dei Título 10 


del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 14. (Tasas). - Fíijanse las siguien- 
tes tasas: 


A) Básica del 22%, (veintidós por ciento). 
Aféctase al Banco de Previsión Social la 
recaudación correspondient a siete pun- 


tos de la tasa básica. 


B) Mínima del 12%, (doce por ciento)”. 
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Art. 223, - Sustitúyese el Título 12 del Texto Orde- 
nado 1991, por el siguiente: 


“TITULO 12 
Impuesto a la compra de moneda extranjera 


ARTICULO 1”. - Grávase la compra de moneda ex- 
tranjera que realicen las personas de Derecho Público 
estatales, las cuales serán los contribuyentes del impues- 
to. 


ARTICULO 2*, - El hecho generador se considerará 
acaecido con el primero de estos hechos que tenga lugar 
dentro del territorio nacional: 


A) Celebración del contrato de compra. 
B) Recepción de la moneda comprada. 
C) Pago del precio. 


ARTICULO 39, - La tasa del impuesto será de hasta 
el 2%, (dos por ciento), y se aplicará sobre el precio de 
la operación. Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar tasas 
diferenciales o incluso la exoneración del impuesto, en 
función de la clase de operación o de las partes intervi- 
nientes en las operaciones gravadas”. 


Art. 224. - Sustitúyese el inciso primero del artículo 
9% del Título 14 del Texto Ordenado 1991, por el si- 
guiente: 


“Las personas físicas, núcleos familiares y su- 
cesiones indivisas, solamente podrán deducir 
como pasivo el promedio en el ejercicio de los 
saldos a fin de cada mes de las deudas contraídas 
en el país con los sujetos pasivos del Impuesto a 
los Activos Bancarios, a condición de que dichos 
saldos sean computables para el pago de dicho 
impuesto, Á este último efecto, será prueba sufi- 
ciente para el deudor, la constancia de tales ex- 
tremos expedida por el acreedor”. 


ps 


Art. 225, - Sustitúyese el artículo 13 del Título 14 


del Texto Ordenado 1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 13. - El patrimonio de las per- 
sonas jurídicas, de las personas jurídicas del ex- 
terior y el afectado a actividades comprendidas 
en el Impuesto a las Rentas de Industria y Co- 
mercio, se avaluarán, en lo pertinente, por las 
normas que rijan para dicho impuesto. 


El valor de los inmuebles urbanos y suburba- 
nos, a excepción de los que sirvan de asiento a 
explotaciones industriales o comerciales, se com- 
putará por cl mayor entre el valor real y el deter- 
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minado conforme a las normas aplicables para la 
liquidación del Impuesto 2 las Rentas de Indus- 
tria y Comercio, vigente al cierre del ejercicio. 


Los bienes muebles del equipo industrial di- 
rectamente afectado al ciclo productivo y que se 
adquieran con posterioridad al 1? de enero de 
1988, se computarán por el 50%, (cincuenta por 
ciento), de su valor fiscal. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a conceder a las 
industrias manufactureras y extractivas una de- 
ducción complementaria de hasta el 25%, (vein- 
ticinco por ciento), del patrimonio ajustado fis- 
calmente, en función de la distancia de su ubica- 
ción geográfica con respecto a Montevideo. 


Sólo se admitirá deducir como pasivo: 


A) El promedio en el ejercicio de los saldos a 
fin de cada mes de las deudas contraídas en el 
país con los sujetos pasivos del Impuesto a los 
Activos Bancarios, a condición de que dichos sal- 
dos sean computables para el pago de dicho im- 
puesto. Á este último efecto, será prueba suli- 
ciente para el deudor, la constancia de tales ex- 
tremos expedida por el acreedor. 


B) Las deudas contraídas con organismos in- 
ternacionales de crédito que integre el Uruguay. 


C) Las deudas contraídas con proveedores de 
bienes y servicios de todo tipo, salvo préstamos, 
colocaciones, garantías y saldos de precios de 
importaciones, siempre que dichos bienes y ser- 
vicios se destinen a la actividad del deudor. Las 
deudas a que refiere este literal, cuyo acreedor 
sea una persona de derecho público, ño serán 
deducibles. 


D) Las deudas por tributos y prestaciones co- 
activas a personas públicas no estatales, cuyo plazo 
para el pago no haya vencido al cierre del ejerci- 
cio. 


Las limitaciones establecidas en el presente 
inciso no serán aplicables a los sujetos pasivos 
del Impuesto a los Activos Bancarios. 


Cuando existan activos en el exterior y acli- 
vos exentos se computará como pasivo el impor- 
te de las deudas deducibles que exceda el valor 
de dichos activos. 


El patrimonio de las sociedades personales y 
en comandita por acciones afectado a explotacio- 
nes agropecuarias se determinará de acuerdo con 
lo dispuesto por los artículos 9 y 10", 


Art. 226. - Considéranse como activo exento para el 
Impuesto al Patrimonio, los bienes inmuebles, excluidas 
las mejoras, destinados a la explotación agropecuaria. 


El porcentaje máximo a que refiere el literal F) del 
artículo 10 del Título 14 del Texto Ordenado 1991, será 
del 40%, (cuarenta por ciento). 


Estas disposiciones regirán para los Ejercicios finali- 
zados entre el 31 de diciembre de 1993 y el 30 de 
noviembre de 1995. 


Art. 227, - Considéranse activos no computables a 
los efectos del Impuesto al Patrimonio de los Ejercicios 
finalizados hasta el 31 de diciembre de 1995 inclusive, 
los bienes muebles e inmuebles y sus mejoras, directa- 
mente afectados al ciclo productivo industrial, incorpo- 
rados entre el 1% de agosto de 1993 y el 31 de diciembre 
de 1995. Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, 
estos bienes serán considerados como activos gravados 
a los efectos del cálculo del pasivo computable para 
determinar el patrimonio neto gravado. 


Art. 228. - Agréganse al artículo 619 de la 
ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la 
redacción dada por el artículo 457 de la ley N* 16,226, 
de 29 de octubre de 1991, los incisos siguientes: 


“En este último caso, el impuesto se considerará 
mensual tomándose un doudécimo de su importe anual 
para cada mes que restare del ejercicio. 


Facúltase al Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas a aplicar esta disposición a los adeudos pendientes 
de ejercicios anteriores”. 


Art. 229, - Sustitúyese, con vigencia al 1% de enero 
de 1993, el artículo 6* del Título 19 del Texto Ordenado 
1991, por el siguiente: 


“ARTICULO 6%, (Tasas). - Los hechos grava- 
dos por este impuesto tributarán de acuerdo con 
las siguientes tasas: a) enajenante 2%, (dos por 
ciento); b) adquirente 2%, (dos por ciento), y Cc) 
los demás contribuyentes el 4%, (cuatro por cien- 
to), excepto los herederos y legatarios en línea 
recta ascendente o descendente con el causante, 
para los cuales será el 3%, (tres por ciento)”. 


Art. 230, - Lo dispuesto por el artículo 461 de la ley 
N? 16.320, de 1? de noviembre de 1992, será aplicable a 
las obligaciones de los sujetos pasivos de los tributos 
que recauda la Dirección General Impositiva. 


Art. 231. - Interprétase que en lo que refiere a las 
actividades que le son propias y que no tengan naturale- 
za productiva o comercial, las Sociedades de Fomento 
Rural y la Comisión Nacional de Fomento Rural están 
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incluidas en las instituciones declaradas exoneradas de 
tributos por el artículo 134 de la ley N* 12,802, de 30 de 
noviembre de 1960, (artículo 69 de la Constitución). 


Art. 232. - Suprímese la facultad del Poder Ejecu- 
tivo de exonerar rentas del Impuesto a las Rentas de 
la Industria y el Comercio al amparo del decreto-ley 
N? 15.637, de 28 de setiembre de 1984, 


Art. 233. - Créase un impuesto equivalente al 5%, 
(cinco por ciento), del valor de 1 UR, (una unidad re- 
ajustable), ley N* 13,728, de 17 de diciembre de 1968, 
que gravará el ingreso a los Casinos o Salas de Juego. 


Las entidades que administren esas actividades po- 
drán otorgar exoneraciones respecto al acceso, pero en 
ningún caso ellas extinguirán las obligaciones tributa- 
rias. 


La reglamentación determinará la forma de percep- 
ción y de control del tributo nacional que grava el acec- 
so a los locales mencionados. 


SECCION VI! 
Normas sobre ordenamiento financiero 


Artículo 234, - Sustitúyese el artículo 1* de la 
ley N” 16.298, de 18 de agosto de 1992, por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 1? - En las enajenaciones 
previstas en el numeral 8) del artículo 663 
y en los numerales 3), 4) y S) del artículo 
664 de la ley N?* 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, se prescindirá de los certificados expedidos 
por el Banco de Previsión Social a que refieren 
esas normas, cuando dichas operaciones se lleven 
a cabo por expropiación, por cumplimiento for- 
zado de la ley N* 8.733, de 17 de junio de 1931 y 
concordantes, o por ejecución forzada judicial o 
extrajudicial y en las adjudicaciones al Banco 
Hipotecario del Uruguay posteriores a remates 
frustrados. 


En tales casos no serán de aplicación los ar- 
tículos 667 y 668 de la referida ley”. 


SECCION 1X 
Disposiciones varias 


Artículo 235. - Agréganse al artículo 110 de la ley 
N* 12.802, de 30 de noviemb 2 de 1960, los siguientes 
literales: 


“E) Colocaciones bancarias en moneda na- 
cional o extranjera, en bancos del Estado o en 
aquellos en que el Estado tenga participación. 
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El Directorio podrá resolver, por seis votos 
conformes, la realización de otras inversiones fi- 
nancieras que ofrezcan convenientes niveles de 
rentabilidad y seguridad, y no superen en cada 
caso el 5%, (cinco por ciento), del total de las 
inversiones, 


F) Realizar inversiones que se adecuen a la 
política nacional de desarrollo o fueren de interés 
nacional y aseguren convenientes niveles de ren- 
tabilidad y actualización de las reservas; aquéllas 
no podrán superar en cada caso el 10%, (diez por 
ciento), del total de inversiones y disponibilida- 
des del Instituto. 


Cuando el Directorio considere conveniente 
requerir el asesoramiento previo de la Dirección 
General del Catastro Nacional y Administración 
de Inmuebles del Estado, regirá la exención pre- 
vista por el artículo 5% de su ley orgánica. 


G) Préstamos personales a sus afiliados con 
finalidad social siempre que se aseguren conve- 
nientemente los servicios de amortización de in- 
terés y la actualización del capital mutuado”. 


Art. 236. - La cuantía de las sanciones por infraccio- 
nes al régimen de aportaciones a la Caja Notarial de 
Jubilaciones y Pensiones, una vez que se hubieren can- 
celado los aportes, será actualizada de acuerdo con el 
procedimiento previsto por el decreto-ley N* 14,500, de 
8 de marzo de 1976. 


Art. 237. - Cuando los beneficiarios de la Caja No- 
tarial de Jubilaciones y Pensiones no cumplieran con las 
obligaciones a su cargo, o con los deberes formales que 
les sean impuestos, podrán ser suspendidos en el goce 
de las prestaciones hasta tanto regularicen su situación. 


Art. 238. - El aporte jubilatorio de montepío notarial 
que devengue la actividad de los afiliados referidos en 
los literales B) y C) del artículo 20 de la ley N* 10.062, 
de 15 de octubre de 1941, corresponderá por mitades 
entre patrono y empleado y se calculará sobre las remu- 
neraciones fijadas administrativamente o por convenio co- 
lectivo, o sobre las reales percibidas si fueren superiores. 


El patrono será agente de retención del aporte del 
empleado. En caso de que la parte empleadora esté cons- 
tituida por más de un escribano, los mismos responderán 
solidariamente por las obligaciones para con la Caja. 


En el caso de reconocimiento de servicios anteriores 
a la vigencia de la presente ley, la aportación correspon- 
diente deberá hacerse sobre los sueldos fictos vigentes 
al momento de la resolución respectiva, con más el inte- 
rés previsto por el decreto-ley N* 14.500, de 8 de marzo 
de 1976 desde la fecha de comienzo de la actividad. 
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Art. 239. - Cuando los afiliados comprendidos en el 
literal A) del artículo 20 de la ley N* 10.062, de 15 de 
octubre de 1941, no alcancen a satisfacer en el año civil 
una suma equivalente a la que resulte de la aplicación 
de la tasa fijada por el artículo 18 de la referida ley y 
sus modificativas, sobre el monto anual de la jubilación 
mínima por la causal común, deberán completar la apor- 
tación hasta la suma concurrente. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por el inciso anterior, el 
Directorio podrá reducir dicha suma estableciendo pro- 
porciones diferentes de aportación mínima, o fraccionar 
su pago, atendiendo a la antigiledad en la afiliación, la 
situación económico-financiera del Instituto y el nivel 
de la actividad profesional, 


Art. 240. - La Caja Notarial de Jubilaciones y Pen- 
siones estará dirigida por un Directorio honorario com- 
puesto de siete miembros, que se integrará de la siguien- 
te manera: 


- Un miembro afiliado escribano en actividad de- 
signado por el Poder Ejecutivo. 


- Un miembro escribano integrante del Poder Judi- 
cial, designado por la Suprema Corte de Justicia. 


- Un miembro afiliado jubilado, electo por los ju- 
bilados, 


- Un miembro afiliado empleado en actividad, elec- 
to por los empleados activos. 


- Tres miembros afiliados escribanos en actividad, 
electos por los escribanos activos. 


Art. 241. - Sustitúyese el artículo 695 de la 
ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el 
siguiente: , 


“ARTICULO 695. - Autorízase al Banco Cen- 
tral del Uruguay a vender estas monedas a un 
precio que considere el valor del oro que contie- 
nen según el mercado vendedor de cada jornada, 
más el costo de acuñación y gastos de adminis- 
tración, más un 20%, (veinte por ciento), de la 
suma resultante, cuyo destino se determina en la 
presente ley”. 


Art. 242. - Modifícase el artículo 11 del decreto-le y 
N?* 14.188, de 5 de abril de 1974, el que quedará redac- 
tado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 11. - Los créditos reconocidos 
por sentencias dictadas por los Juzgados compe- 
tentes en la materia que regla esta ley, generarán 
un interés mensual equivalente al recargo que 
generan las obligaciones fiscales, a contar de la 
fecha de la demanda. 
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Se ejecutarán por el procedimiento previsto 
por los artículos 494 y siguientes del Código de 
Procedimiento Civil; y en lo que no excedan el 
importe correspondiente a tres meses de salarios, 
por la vía del artículo 211 del Código citado”. 


Art. 243. - Agrégase al artículo 4* del decreto-ley 
N? 15.031, de 4 de julio de 1980, el siguiente literal: 


“k) Participar fuera de fronteras en las diver- 
sas etapas de la generación, transformación, tras- 
misión, distribución y comercialización de la ener- 
gía eléctrica, directamente o asociada con empre- 
sas públicas o privadas, nacionales o extranjeras. 


Se considerarán comprendidas en esa compe- 
tencia, todas las actividades, negocios y contrata- 
ciones que se estime necesario realizar para la 
consecución de sus cometidos, con autorización 
del Poder Ejecutivo”. 


Art. 244. - Modifícase la frase final del literal j) “in 
fine” del artículo 4? del decreto-ley N* 15.031, de 4 de 
julio de 1980, en la redacción dada por el artículo 27 de 
la ley N* 16.211, de 1? de octubre de 1991, la que queda 
redactada en los siguientes términos: 


“A tales fines podrá asociarse en forma acci- 
dental o permanente con otras entidades públicas 
o privadas, nacionales o extranjeras, así como 
contratar o subcontratar con ellas la complemen- 
tación de sus tareas”, 


Art. 245. - Extiéndese a las Intendencias Municipa- 
les desde la fecha de promulgación de esta ley, lo dis- 
puesto en el artículo 239 de la ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, para la ejecución de obras públicas 
a Su cargo. 


Art. 246. - Interprétase que la Cooperativa de Tra- 
bajadores Hábiles e Inhábiles de capacitación y desarro- 
llo laboral del discapacitado intelectual por sistema co- 
operativo, (COTHAIN), está incluida en las institucio- 
nes declaradas exoneradas de tributos por el artículo 
134 de la ley N” 12,802, de 30 de noviembre de 1960, 
(artículo 69 de la Constitución). 


Art. 247, - Autorízase a los organismos públicos 
comprendidos en el Presupuesto Nacional a utilizar la 
Línea Rotatoria de Crédito Condicional con cargo a la 
Facilidad para la Preparación de Proyectos, establecida 
en el Convenio FPP/006-UR suscrito con el Banco Inte- 
ramericano de Desarrollo para financiar las tareas de 
apoyo que requiera la preparación de proyectos y/o pro- 
gramas de inversión u operaciones sectoriales a desarro- 
llar por los referidos organismos, que se encuentran a 
consideración del mencionado Banco y faciliten la apro- 
bación del préstamo correspondiente y su ejecución, 


30 de Setiembre de 1993 


30 de Setiembre de 1993 


El Ministerio de Economía y Finanzas dispondrá la 
apertura de los créditos correspondientes, con financia- 
ción de endeudamiento externo en el Plano de Inversio- 
nes de los incisos, una vez autorizada cada operación 
individual con cargo a dicha línea, De tales habilitacio- 
nes se dará cuenta a la Asamblea General. 


Art. 248. - El organismo coordinador de las activi- 
dades que se requieren para el manejo de la Línea de 
Crédito a que refiere el Convenio mencionado en el 
artículo anterior, será la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto, que aprobará el uso de los recursos a escala 
nacional, recibirá los recursos y los transferirá a los or- 
ganismos ejecutores responsables de los proyectos y de- 
signará funcionarios que la representen en el cumpli- 
miento de dichas responsabilidades. 


En caso de no suscribirse el contrato de préstamo 
respectivo, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
remitirá la información pertinente al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas, a efectos que autorice la cancelación 
del endeudamiento correspondiente. 


Art, 249. - Incorpórase en el giro de todos los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados el prestar ser- 
vicios de asesoramiento y asistencia técnica, en las árcas 
de su respectiva especialidad, tanto en cl territorio de la 
República como en el exterior. A tales fines podrán 
asociarse en forma accidental O permanente con otras 
entidades públicas o privadas nacionales o extranjeras, 
así como contratar o subcontratar con ellas la comple- 
mentación de sus tareas. 


Art. 250. - La Contaduría General de la Nación ha- 
bilitará los créditos del caso para la ejecución de las 
normas presupuestales pre vistas en la presente ley. 


Sala de la Comisión, 25 de setiembre de 1993, 


Alvaro Alonso Tellechea, Danilo Astori (Dis- 
corde), Juan Carlos Blanco, Carlos Cassina 
(Discorde), Carlos W. Cigliuti, José Jorge de 
Boismenu, Reinaldo Gargano (Discorde), Ju- 
lio C. Grenno, Oscar Lenzi, Carlos Julio Pe- 
reyra, Jaime Pérez (Discorde), Walter San- 
toro, Omar Urioste, Alberto Zumarán. 
(Miembros informantes Verbales). Senadorcs””. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión gencral. 

Tiene la palabra el señor senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: en ocasión de pro- 
ceder al análisis del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y 
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Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al ejercicio 
1992, los miembros de la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda así como los que formaron parte de la Especial 
de Artículos Desglosados -que de acuerdo con la modificación 
reglamentaria oportunamente sancionada también se encargan 
de estudiar disposiciones incluidas en el proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas, pero que no son de naturaleza presu- 
puestal- y de Transporte y Obras Públicas demostraron un real 
espíritu de trabajo. Efectivamente, las tareas se cumplieron con 
absoluta contracción y con ánimo de elaborar una iniciativa 
sobre la base del Mensaje del Poder Ejecutivo y de las disposi- 
ciones oportunamente incorporadas en la Cámara de Represen- 
tantes, que no incluyera un gran número de artículos y que, en 
lo posible, estuviera enmarcada dentro de lo que, según nuestro 
texto constitucional, es una Rendición de Cuentas y un Balance 
de Ejecución Presupuestal. 


Naturalmente, sabemos que desde hace años se viene prac- 
ticando la costumbre de incorporar a las Rendiciones de Cuen- 
Las normas que no son propias de este tipo de leyes; sin embar- 
go, en esta ocasión, el trabajo realizado habilitó a que la Rendi- 
ción de Cuentas sea presentada a la consideración del Senado 
con una conformación que consideramos adecuada a las carac- 
terísticas de un proyecto de esta naturaleza. 


Si bien contamos con mucho material sobre este tema, sere- 
mos breves y daremos una visión general -ya que creemos que 
es nuestra obligación- con respecto al Mensaje del Poder Eje- 
cutivo. Posteriormente, nos referiremos a algo que podríamos 
colocar en otro capítulo, es decir, aquello que se incorpora al 
Presupuesto quinquenal a través de esta Rendición de Cuentas 
y Balance de Ejecución Presupuestal y que técnicamente debe- 
ría llamarse ampliación presupuestal. 


Cabe agregar que así se nomina esta Rendición de Cuentas, 
aunque tiene elementos del ejercicio pasado y otros del próxi- 
mo, por lo que sus componentes se denominan de ampliación 
presupuestal. 


En lo que dice relación con cl estado de resultados del 
ejercicio 1992, señalamos que cl total de recursos se ubicó 
en S 6.286:577.545, Aclaro que también tenemos las cifras 
en dólares, pero nos manejaremos con nuestros valores, para 
no hacer tediosa la exposición. 


Para gastos de funcionamientos se requirieron $ 5.631:516.957; 
con respecto a las inversiones, se dispusieron $ 597:553,741 y el 
resultado de la ejecución presupuestal, en este orden, alcanzó a 
la suma de 57:506.847. Otras erogaciones correspondieron 
a la cifra de S 38:322.379. El resultado del ejercicio 
fue de S 19:184.468. A esa suma le agregamos las par- 
tidas a regularizar correspondientes a Ejercicios ante- 
riores, Negando a la cifra de $ 19:167.527, 


El resultado correspondiente al Gobierno Cenval alcanzó 
la cantidad de S 38:351.995, monto establecido en el primer 
artículo del Mensaje del Poder Ejecutivo. Allí se da cuenta de 
ese resultado, que conforma la disposición que señala que se 
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aprobará la Rendición de Cuentas -en el caso de que el Senado 
vote afirmativamente- y Balance de Ejecución Presupucstal con 
la suma que hemos indicado. 


Por lo tanto, el resultado del ejercicio 1992 tiene la particu- 
laridad de generar un superávit, circunstancia que no se daba 
desde hace muchos años. Queremos dejar esta constancia por- 
que, a nuestro juicio, se trata de un hecho positivo, ya que en 
los Ejercicios anteriores -por ejemplo, tomaremos el del año 
198$- siempre hubo déficit presupuestal en el orden de la eje- 
cución. Consideramos que esta Rendición de Cuentas marca 
una importante variación en lo que respecta al porcentaje del 
resultado de esta ejecución en relación al Producto Bruto Inter- 
no. Mientras en 1985 ese porcentaje se ubicó en 6,1% de défi- 
cit, en 1992 fue de 0,1%, pero de signo positivo. Reiteramos 
que se trata del primer ejercicio que genera superávit. 


Luego de esta referencia, que no tiene otro alcance que 
indicar una realidad de índole financiera, queremos señalar que 
los principales recursos, es decir, los tributarios -que alimentan 
las posibilidades de que el Estac3 pueda proceder a cumplir 
con todas sus obligaciones- ascienden al 92,6%, Estos se cons- 
tituyen en un 37% por el IVA, un 20% por el IMESI, un 8% 
por el IRIC, un 7% corresponde a recargos a importaciones, un 
5% al Impuesto al Patrimonio, un 3,5% al Impuesto a las Retri- 
buciones Personales, un 0,5% a las tasas y un 11,7% a otros 
impuestos. Por otro lado, los recursos no tributarios alcanzan 
a un 7,3%. Reiteramos que los referidos porcentajes se han 
tomado teniendo en cuenta el total de los recursos cuya suma 
es de $ 6.286:577.545. 


Rápidamente nos referiremos a la distribución del 
gasto que se realiza a nivel del Estado. El total de 
gastos es de $ 5.631:516.957 y se integra de la siguiente 
forma: a retribuciones personales le corresponden $ 1.779:740,835, 
es decir un 32%; a seguridad social y asistencia finan- 
ciera, $ 931:090.306, o sea un 16%; a intereses y comi- 
siones de deuda pública, $ 713:220.445, es decir un 13%; a 
subsidios y otras transferencias, $ 783:293,908, o sea un 14%; 
a cargas legales le corresponden $ 326:050.289, es decir un 
6%, a materiales y servicios no personales, $ 669:478.882, o 
sea un 12%; a suministros, $ 230:391.399, es decir un 4% y a 
prestaciones sociales, $ 198:250.893, lo que equivale a un 3%. 
Asimismo, en la realidad de la ejecución presupuestal, el fun- 
cionamiento representa el 90%, mientras que la inversión -que 
se muestra como un elemento en cierta medida negativo- al- 
canza al 9% y otras erogaciones, se ubican en el 1%, 


En lo que respecta al total de inversiones, lo cfectivamente 
gastado se ubicó en los $ 597:553.741, mientras que la asigna- 
ción presupuestal fue de $ 1.049:487.964, hecho que nos de- 
muestra que en todos los rubros se produjeron economías. 


Por otro lado, cabe destacar que lo relativo al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas representa el 41,16%; a ANEP, el 
9,85%; a la Universidad de la República, el 6,05%; al Ministe- 
rio de Salud Pública, el 5,58%; al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, cl 11,41%; al 
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INAME el 0,67%; al Ministerio de Defensa Nacional, el 3,57% 
y al Ministerio del Interior, el 0,49%. Queda claro, entonces, 
que a la Universidad de la República, a ANEP y al INAME 
corresponde el 16,57% de las inversiones. 


En cuanto a los gastos de funcionamiento, debemos preci- 
sar que para ANEP se prevé el 9,51%, para la Universidad cl 
3,44%, para INAME cl 1,84% -por lo que lo vinculado a la 
educación significa el 14,79% de los gastos de funcionamien- 
to- para Salud Pública cl 7% y para Defensa Nacional el 11,16%. 


Creemos muy importante recalcar estos porcentajes en tan- 
to ellos demuestran la evolución que, en materia presupuestal, 
se ha venido produciendo. 


Asimismo, deseamos establecer que, cuando aludimos a 
recursos, nos referimos a los que han sido efectivamente perci- 
bidos y no a los asignados; cuando hemos hablado de erogacio- 
nes lo hicimos teniendo en cuenta lo que efectivamente se 
pagó más lo que se debe del ejercicio, Por el contrario, en lo 
que tiene que ver con las erogaciones de capital nos referimos 
a lo ejecutado. A su vez, cuando deflactamos, utilizamos el 
IPC -que llegó al 68,46%- elaborado por el Instituto Nacional 
de Estadística. 


Con respecto al resultado del ejercicio 1992 para el gobicr- 
no central, cabe destacar que en el año 1991 hubo un déficit de 
$ 55:007.505, mientras que en 1992 se produjo un superávit de 
$ 38:351.995. Inclusive, si comparamos el resultado de los 
ejercicios 1991 y 1992 con respecto al Producto Bruto Interno, 
el de 1991 representa el 0,27 -o sea que es negativo- mientras 
que el de 1992 fue del 0,06 positivo. Asimismo, el resultado 
del gobierno central pasó de 0,28 negativo a 0,11 positivo, en 
1992. Es claro, entonces, que en lo que tiene que ver con la 
Administración hemos pasado de resultados negativos a positi- 
vos en pesos corrientes. 


Según el Mensaje enviado por el Poder Ejecutivo, el costo 
de la Rendición de Cuentas sería de U$S 181:279,382. Sin 
embargo, en la Cámara de Representantes se incrementó en 
U$S 83:543.125 mientras que el proyecto aprobado por la Co- 
misión de Presupuesto del Senado prevé un nuevo aumento de 
U$S 45:208.775, con recursos de U$S 14:500.000. En conse- 
cuencia, tenemos un total de U$S 295:531.282. A su vez, como 
obligación de Caja, el Mensaje del Poder Ejecutivo contenía 
U$S 83:700.000, agregándose U$S 73:990.000 en la Cámara 
de Representantes y U$S 45:208.000, en la Comisión de Presu- 
puesto del Senado. Queremos indicar que en esa suma están 
incluidos los préstamos internacionales, los que, a nuestro jui- 
cio, en su momento deberán ser reducidos. Por consiguiente, el 
resultado de Caja del proyecto de ley de Rendición de Cuentas 
que estamos considerando alcanza los U$S 188:399.000. 


De acuerdo con los cálculos por nosotros realizados, los 
gastos previstos para educación llegan a U$S 173:102.000, es 
decir, el 56%; para salud se destina U$S 17:574.000 o sea, el 
6%, mientras que para defensa se dedican U$S 46:970.000, lo 
que representa cl 15%. Queda claro, pues, que sumando los 
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Incisos 25, 26 y 27 -ANEP, Universidad de la República e 
INAME- alcanzamos el 56%, lo que demuestra que se han ido 
superando los porcentajes constantes que durante años se apli- 
caban y que hacían que lo destinado para educación fuera muy 
inferior a lo que se preveía para defensa nacional. Por ese 
motivo, es nuestra intención destacar estos logros obtenidos al 
ir superando algunas situaciones que hacían que, reitero, los 
gastos previstos para educación aparecieren en segundo térmi- 
no con respecto a los destinados para defensa nacional. 


Por otra parte, quisiéramos aludir a ciertos elementos que 
caracterizan a este proyecto de ley de Rendición de Cuentas 
como a otros que ya han sido aprobados. Con respecto a suel- 
dos, podemos establecer que se han otorgado porcentajes ele- 
vados. En ese sentido, el estado y los organismos comprendi- 
dos en el artículo 220 de la Constitución siguen representando 
un volumen muy importante en torno a las partidas destinadas 
para pagar a sus funcionarios. 


Es de conocimiento elemental que más allá de cierta fun- 
ción social que se cumple a través del pago de estas asignacio- 
nes y de la posibilidad de que los funcionarios públicos tengan 
una fuente de trabajo y una retribución adecuadas -para lo que 
se hace un esfuerzo- evidentemente, no se trata de una inver- 
sión para la que se disponga de dinero, a fin de realizar una 
tarea realmente productiva. 


En definitiva, queremos señalar la gran incidencia que tiene 
el factor sueldo en esta Rendición de Cuentas. Actualmente, el 
sueldo ha dejado de ser la retribución básica que siempre fue. 
Si se analiza el proyecto de ley de Rendición de Cuentas, se 
pueden observar los componentes que ticne el salario. Estos 
son las retribuciones complementarias por dedicación perma- 
nente, la prima por antigiedad, por permanencia en el grado, 
los gastos de representación -para ciertos cargos- la permanen- 
cia a la orden, la compensación al grado, etcétera. Es decir que 
en esta materia, cuando se realizan los análisis correspondien- 
tes, es preciso determinar técnicamente cuáles son los compo- 
nentes que realmente forman parte del sueldo. Creemos que 
esta es una tarea a realizar ya que, si se observa en forma 
general el proyecto de ley de Rendición de Cuentas, se puede 
comprobar que se producen ciertas injusticias por la utilización 
de dichos componentes, lo cual provoca que situaciones que 
deberían ser idénticas en la práctica resulten diferentes, cn lo 
que tiene que ver con los pagos correspondientes. 


Por otra parte, queremos hacer referencia a cierto elemento 
que en esta Rendición de Cuentas pasa inadvertido. El artículo 
8? de este proyecto, dispone un incremento en la compensación 
máxima al grado. Naturalmente, esto tiene gran importancia 
desde el punto de vista financiero ya que representa un costo 
de $ 3:599.000 y alcanza a un elevado número de funciona- 
rios públicos. Asimismo, cabe destacar que la citada com- 
pensación aumenta la que se establece en el artículo 26 de la 
ley N* 16,170, es decir, porcentaje máximo fijado para cargos 
y funciones contratadas. Si bien para determinar el porcentaje 
de compensación vigente se deben tomar en cuenta los ingresos 
extrapresupuestales -tales como fondos de participación, redis- 
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tribución de economías o similares, excluyendo horas extras y 
primas por rendimiento- es evidente que por este medio se 
mejoran las retribuciones de los funcionarios públicos, Esto es 
así no solamente por las retribuciones en sí mismas, sino tam- 
bién por el hecho de que si la unidad ejecutora no tiene la 
facultad de otorgar remuneraciones y realizar gastos con recur- 
sos extrapresupuestales, los requerimientos correspondientes de- 
berán financiarse a través de Rentas Generales. Por otro lado, si 
la unidad ejecutora tiene la facultad de disponer de recursos 
extrapresupuestales -como a menudo este proyecto de ley de- 
termina- el Poder Ejecutivo puede modificar la afectación hasta 
en un 80% de la libre disponibilidad de estos recursos, a fin de 
alcanzar el tope máximo. Sin embargo, si estos fondos no al- 
canzan, el Poder Ejecutivo puede otorgar un incremento de 
hasta un 10% de los ingresos extrapresupuestales. Es decir que 
si se alcanza el tope máximo, el mencionado Poder puede auto- 
rizar la afectación de hasta un 80% de Jos fondos de libre 
disponibilidad de cada unidad ejecutora para atender el pago de 
retribuciones personales. 


Por lo tanto, en to personal, le damos a esta disposición una 
importancia fundamental, ya que implica un beneficio para los 
funcionarios. No obstante, no hay que olvidar que esta com- 
pensación al grado -que es la vieja “prima a la eficiencia”, 
establecida en la época del gobierno de facto, en el año 1976 
que sufrió distintas modificaciones y que, posteriormente, en el 
primer Presupuesto de 1985, fue llamada “compensación al 
grado”- utiliza porcentajes importantes de los ingresos extra- 
presupuestales. Con relación a esta materia, también queremos 
expresar que se está dando una situación realmente particular 
porque, si bien el Presupuesto es un programa creado, funda- 
mentalmente, para la determinación de créditos en función de 
la ejecución presupuestal -es decir que están calculados los 
gastos previstos para cada caso- los ingresos extrapresupuesta- 
les por su condición de tales, no deben ser categorizados en la 
Rendición de Cuentas. Los referidos ingresos son los viejos 
proventos, aunque en realidad este término no ha sido aceptado 
técnicamente como capaz de designar este tipo de recursos. Por 
ese motivo, desde el punto de vista técnico, ahora se los deno- 
mina ingresos extrapresupuestales. 


Por consiguiente, en virtud de las leyes N* 11,925, del 27 de 
marzo de 1953 y N" 15.767 del 13 de setiembre de 1985, se 
determinó en forma precisa que los recursos extrapresupuesta- 
les no pueden destinarse al pago de sueldos, tal como se hizo 
en la Ley de Presupuesto N* 15,809, Actualmente, los recursos 
que deberían aplicarse a inversiones, se destinan, en un porcen- 
taje cada vez mayor, al pago de sueldos. Cabe recordar que la 
ley N* 15.903, del año 1987, estableció -en una disposición que 
alcanzó cierta permanencia, porque se nominaba en forma con- 
tinua el artículo 594- que los recursos extrapresupuestales sola- 
mente podían ser atribuidos a la unidad ejecutora correspon- 
diente en un 50%. 


Hoy en día, todo eso ha sido superado y por ello deseamos 
expresar que cuando analizamos el tema presupuestal desde el 
punto de vista de los sueldos, no solamente se está trabajando 
sobre cantidades o clementos permanentes, sino también sobre 
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cifras aleatorias, como las que provienen de los ingresos extra- 
presupuestales. Al mismo tiempo que destacamos estas particu- 
laridades, queremos señalar, en esta Rendición de Cuentas, otras 
constantes que desde hace algún tiempo se han incorporado a 
la realidad de la materia presupuestal. Me quiero referir a los 
cargos públicos, a la eliminación de vacantes y a la racionaliza- 
ción. 


Al respecto, en esta Rendición de Cuentas se insiste, cree- 
mos en forma positiva, en suprimir vacantes y funciones con- 
tratadas, salvo aquellos casos que impliquen ascensos y cargos 
adjudicados por concursos, estableciéndose que si en el periodo 
de un año luego de producida la vacante no se ha concretado el 
ascenso, ésta se suprimirá. Sin embargo, existen excepciones. 
Pensamos que actuó bien la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda cuando incluyó, entre las excepciones, al Minis- 
terio de Salud Pública, específicamente, con relación a los car- 
gos de los escalafones A, B, D, E, y F, en virtud de la particula- 
ridad de la función que debe cumplir dicho Ministerio, de las 
exigencias a que está expuesto y del problema realmente grave 
que padece desde hace muchos años, en el sentido de que no ha 
podido realizar los concursos correspondientes para todos los 
cargos mencionados en la forma necesaria como para cubrir el 
número de funcionarios requeridos. Damos particular trascen- 
dencia al episodio relativo a la eliminación de vacantes y a la 
racionalización de los escalafones, porque se establece esto 
para la estructura de cargos y contratos de función pública de 
los Incisos 02 al 14. Asimismo, en el caso de que exista un 
remanente de la partida, 2% del Rubro O de cada programa se 
puede incrementar la compensación máxima al grado, tal como 
indicamos hace unos instantes. 


Deseo señalar un aspecto de fundamental importancia en lo 
que hace a la concreción de lo que plantée anteriormente. Me 
refiero a que realmente no ha sido lo exitosa que se había 
previsto la posibilidad de que los funcionarios públicos que 
estaban en condiciones de hacerlo, se acogieran a los distintos 
incentivos que las disposiciones legales otorgaBan. De acuerdo 
con los datos que manejamos podemos decir que solamente de 
la Administración Central se han ido unos 12.446 funcionarios, 
mientras que de los organismos incluidos en el artículo 220 de 
la Constitución de la República, lo han hecho 4.884. Esto debe 
relacionarse, por ejemplo, con el personal del Poder Judicial y, 
específicamente, de la Suprema Corte de Justicia, ya que, en 
momentos de considerarse la posibilidad de encontrar recursos 
para sus asignaciones, se estimaba que era un número reducido 
pero, en realidad, pudimos comprobar que ascendía a más de 
3.500 funcionarios, a los que deben sumarse aproximadamente 
500 jueces, quienes también deben ser comprendidos en los 
recursos de este Poder. 


A los efectos de no extenderme demasiado con mi exposi- 
ción, preferiría que en torno a este tema hiciera uso de la 
palabra mi compañero de sector, el señor senador Alonso Te- 
llechea y expresara los logros obtenidos por parte de los orga- 
nismos incluidos en el artículo 220 de la Constitución de la 
República. 
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Terminamos nuestra intervención, señalando que esta Ren- 
dición de Cuentas se acerca en grado importante a las condi- 
ciones que debe tener. Creemos que en algún momento alcan- 
zaremos la posibilidad de que realmente las Rendiciones de 
Cuentas no se conviertan en este tipo de leyes a que estamos 
acostumbrados, en las que se incorporan una serie de disposi- 
ciones que superan las exigencias de naturaleza presupuestal. 


Por todo lo expuesto, insistimos en que esta Rendición de 
Cuentas tiene elementos positivos, tal como lo hemos remarca- 
do. 


Desde ya, quedamos a las órdenes del Senado -del mismo 
modo que otros integrantes de las distintas comisiones- a los 
efectos de brindar la información requerida. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: al igual que el 
señor senador Santoro, intentaré hacer una breve exposición 
-ciertamente la del señor senador lo fue- para referirme a algu- 
nos aspectos de este proyecto de ley que me parecen esenciales 
y a lo que podríamos llamar la política presupuestal del Poder 
Ejecutivo. 


No decimos, señor presidente, ninguna originalidad si seña- 
lamos que un presupuesto bien entendido y estructurado puede 
constituir un formidable instrumento para desarrollar lo que 
creemos es imprescindible hacer en nuestro país: una política 
orientada al crecimiento económico y a la distribución justa de 
la riqueza generada por éste. 


Esta Rendición de Cuentas, al igual que las anteriores, es 
una ley presupuestal “mala”. Digo esto, porque ciertamente 
está lejos de cumplir con ese propósito, lo que constituye, de 
alguna manera, la objeción fundamental que nuestro sector le 
formula. 


Se trata de una ley presupuestal coherente con la aprobada 
en el año 1990 y con la que le sucedió, en el sentido de que no 
contiene innovaciones importantes en materia de política de 
ingresos, El país sigue apostando a los impuestos al consumo, 
los cuales son profundamente injustos desde todo punto de 
vista, en tanto castigan mucho más severamente a las personas 
y a las familias de ingresos reducidos y, sobre todo, a aquellos 
de recursos insuficientes siquiera para una alimentación deco- 
rosa, ni qué decir para otras necesidades básicas. 


Es más; en este proyecto de ley de Rendición de Cuentas el 
aumento en un punto de la alícuota del Impuesto al Valor 
Agregado que se había establecido transitoriamente y por un 
año en 1991 y luego en 1992, se vuelve permanente, ratifican- 
do el criterio a que hacía mención. Es tan firme esta orienta- 
ción que, en esta oportunidad, hemos desistido de plantear, tal 
como lo hicimos en los años 1990, 1991 y 1992 en ambas 
Cámaras, en nombre del Nuevo Espacio, la creación de una 
modalidad del Impuesto a la Renta Personal, la que denomina- 
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mos Impuesto a los Ingresos Elevados, En nuestra propuesta se 
establecía claramente que no se buscaba gravar cualquier renta, 
ni siquiera las medianas, sino las más altas, como una forma de 
comenzar a realizar en materia tributaria un ataque imprescin- 
dible desde el punto de vista fiscal -obviamente no hablo en 
términos bélicos- a los sectores de altos ingresos, de modo tal 
que en algún momento pueda ser posible disminuir el énfasis 
en los impuestos al consumo, particularmente, en algunos 
artículos de primera necesidad de alcance general y popular- 
así como destinar los nuevos recursos a aquellos sectores a 
través de los cuales es posible realizar una política de justa 
distribución de la riqueza nacional lo cual, obviamente, no se 
logra con este proyecto de ley. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Santoro). 


-Habíamos propuesto destinos determinados a los recursos 
que podían obtenerse en 1990 de aquel tributo que, lamentable- 
mente, no contó con mayorías en ninguna de las Comisiones ni 
en el pleno de ambas Cámaras. 


En lo que respecta a los egresos, existe una política presu- 
puestal que no hace a la justa distribución de los recursos, en la 
medida en que no se atiende necesariamente el sector de la 
inversión pública y la decorosa retribución de vastos sectores 
de funcionarios del Estado, así como el incremento del gasto 
en algunas áreas en que es imprescindible hacerlo hoy mis- 
mo -diría ayer- como las de la salud, educación, protección a 
los menores y a los jóvenes desamparados. 


En materia de inversiones públicas, el excelente informe 
elaborado por los colegas de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del Senado, permite tener, a través de gráficos, una 
clara demostración de la errónea política que en esta materia 
lleva a cabo el Estado uruguayo. Sólo el 9% de iodo ese rubro 
de gastos, excluidas las remuneraciones, se destina a inversio- 
nes, mientras que el resto se vierte a funcionamiento. Además, 
el gasto en materia de inversiones está muchas veces acotado 
por topes fijados por las leyes presupuestales -que, obviamente, 
no se pueden exceder- en lo que es, en cierto modo, un absur- 
do, porque se autoriza un crédito para determinada inversión 
por una cifra que puede parecer adecuada y, a renglón seguido, 
se lo topea en su ejecución por una cantidad mucho menor. 
Esos absurdos en materia presupuestal, a los que nos hemos ido 
habituando, son una manera de engañarnos a nosotros mismos 
casi infantilmente. 


Además de ese topeamiento, digamos así, de las partidas 
autorizadas, nos encontramos con otro que resulta de la política 
practicada en lo que respecta a la entrega de los recursos cn 
forma oportuna para poder realizar las inversiones autorizadas 
y mo topeadas. A título de ejemplo, señalamos que en tres 
Ministerios, de enorme importancia por los cometidos que tie- 
nen que llevar adelante, como los de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, Educación y Cultura y Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente -en este último quizás pueda explicarse, 
por el hecho de ser demasiado nuevo, que no haya podido 
desarrollar políticas de vivienda con los revursos que tiene- las 
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inversiones están muy por debajo de los topes autorizados le- 
galmente. En general, esto es resultado de la lentitud con que el 
Ministerio de Economía y Finanzas habilita los créditos corres- 
pondientes, lo que supone una forma, a mi juicio, que no está 
contemplada en la ley -si se quiere directamente, ilegal- de no 
cumplir su mandato -que no es sólo del legislador, sino del 
Poder Ejecutivo- en el sentido de realizar determinadas inver- 
siones en función de créditos previstos legalmente y que se 
supone están adecuadamente financiados. 


Por todo esto, el país observa los reclamos de todos los 
sectores de la producción y de los servicios que tienen que ver 
con el desarrollo de una política de crecimiento económico, 
que además se hace absolutamente impostergable, cuando el 
país enfrenta un proceso de integración. Dicha política está 
limitada por la falta de un porcentaje suficiente de recursos del 
Estado para la inversión pública, que es también -aquí y en 
cualquier país del mundo- el motor de la inversión privada. No 
existen países que hayan crecido o estén creciendo, en los que 
el Estado no haya cumplido un rol de promotor de la inversión, 
En un país cuyo Estado destina el 9% en inversión pública, 
resulta claro que apenas se está realizando mantenimiento y 
estamos lejos de promover, a través de este formidable instru- 
mento, una política de crecimiento económico. 


A todo esto agregamos -y es la objeción que planteamos al 
artículo 1* de este proyecto de ley- que discrepamos profunda- 
mente con la ejecución presupuestal realizada. Hemos tenido 
ocasión de exponer algunas de estas diferencias en oportunidad 
de la interpelación que se realizó en el Senado a los señores 
Ministros de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad 
Social el año pasado, en lo que hace al ajuste cuatrimestral de 
las remuneraciones de los funcionarios públicos. Á este res- 
pecto hemos dicho que el mandato del artículo 7” de la ley 
N* 15.809 -me refiero a la Ley de Presupuesto de la anterior 
Administración— nos parece claro. Esta disposición establece 
que en períodos no inferiores a tres meses ni superiores a Cua- 
tro, se ajustarán las remuneraciones de los funcionarios públi- 
cos con el propósito de mantener y recuperar su poder adquisi- 
tivo, de tal modo de lograr, por lo menos, que éste no disminu- 
ya. En tal sentido, la ley indica que se ha de tener en cuenta el 
Indice de Precios al Consumo del período inmediato anterior al 
ajuste -o de uno más amplio, si así se desea- y también las 
disponibilidades del Tesoro Nacional. Hemos entendido siem- 
pre que este límite puede aplicarse para la política de recupera- 
ción del salario de los trabajadores públicos y nunca para limi- 
tar, contener o evitar la política de mantenimiento del poder 
adquisitivo de las retribuciones de los funcionarios del Estado, 
que es lo que se ha venido haciendo. Alcanza con señalar que, 
tras un período de cuatro meses en que la inflación ha estado 
en el orden del 16%, se ha dispuesto otorgar un ajuste de 
alrededor del 8%, lo cual supone claramente una detracción 
muy grave en el poder adquisitivo de los salarios de los trabaja- 
dores del Estado. 


Para citar un ejemplo a este respecto, diré que la misma 
política se aplica a partidas que, de algún modo, son remunera- 
torias. En la Universidad de la República, que tiene otorgadas 
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partidas globales -como ocurre también con ANEP, conforme a 
la autonomía especial que para dichos Organismos consagra la 
propia Constitución de la República- se concede a los funcio- 
narios el importe íntegro de una cuota de asistencia mutual. 
Pero en tanto la partida correspondiente es ajustada por el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas a la baja, lejos de contemplar 
el Indice de Precios al Consumo -y más todavía de tener en 
cuenta la modificación real ocurrida, en los hechos, de los 
valores promediales de las cuotas de asistencia de las mutualis- 
tas- la Universidad de la República llega al mes de agosto sin 
recursos para abonar este beneficio. Entonces, debe acudir al 
pesado y no siempre exitoso mecanismo de solicitar un refuer- 
zo de rubros. De ahí que una propuesta de la Universidad de la 
República contemple la complementación de esta partida, que 
en su origen era suficiente, Si el Poder Ejecutivo la hubiera 
ajustado periódicamente, de acuerdo con el Indice de Precios al 
Consumo, esta Institución no se vería obligada a solicitar, en 
este caso, el aumento de la partida. 


Lo que sucede es que los ajustes que aplica el Poder Ejecu- 
tivo, tanto para esta partida como para otras, tiende a la baja, es 
decir, a la pérdida del poder adquisitivo y ello determina esta 
situación en la que es obligatorio estar solicitando refuerzos de 
rubros o aumentos de las partidas porque, de otro modo, los 
servicios no se pueden cumplir. Lo mismo ocurre con la gene- 
ralidad de los rubros. Es más, podemos poner el ejemplo de un 
organismo del que ojalá tengamos tiempo de ocuparnos dcieni- 
damente en el debate particular de este proyecto de ley que 
según tengo entendido sé va a realizar en el día de mañana; me 
refiero al INAME. En este Instituto las partidas destinadas a 
suministros y gastos de funcionamiento resultan insuficientes y, 
además, los ajustes que se hacen periódicamente son tan a la 
baja que en el mes de mayo ya no tienen más recursos y 
comienzan a solicitar refuerzos de rubro. Entonces, si no se 
modifica esta situación, de acuerto a las modestas cifras pro- 
puestas por el organismo para recuperar parte del poder adqui- 
sitivo de esas partidas, los recursos se acabarán en el mes de 
marzo. Si ello ocurre, tendrán por delante casi un año inmersos 
en esta situación que en algunos casos es realmente dramática; 
más aún en un organismo de esta naturaleza que tiene los 
cometidos que todos conocemos. 


Tan es así que, puedo agregar que en determinado momen- 
to supe de algunas gestiones realizadas por autoridades del 
INAME para lograr que una de las dos empresas que provee de 
supergás a todo el país, aceptara seguir suministrándoselo sin 
saber cuándo iban a cobrar ya que los rubros se habían termina- 
do hacía mucho tiempo. Obviamente, que el supcrgás se seguía 
necesitando y hay servicios que no se pueden suprimir porque 
son esenciales para la atención de la población infantil que está 
directamente a cargo de este Instituto. 


Esta es una de nuestras discrepancias radicales con la ejecu- 
ción presupuestal del Poder Ejecutivo; no estamos objetando la 
Rendición de Cuentas en el sentido estricto, en cuanto a que las 
cuentas estén correctamente hechas, sino que claramente deci- 
mos que no estamos de acuerdo con la ejecución presupuestal y 
con los criterios que se han aplicado porque, a nuestro juicio, 
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no sólo pasan por encima de las disposiciones que establece la 
ley N” 15.809 -a través de esta ley se fijan las pautas para 
realizar los ajustes de las partidas- sino que además no hay 
selectividad en estos recortes que de hecho se están haciendo a 
las partidas por la vía de los ajustes a la baja. 


Nosotros entendemos y compartimos la necesidad de la 
contención del gasto público en donde es posible hacerlo pero, 
hay otros sectores en los que no se puede hacer esto y, por el 
contrario, hay que aumentarlo porque se incrementan sus obli- 
gaciones. En este punto vuelvo al caso del INAME donde si en 
lugar de tener la atención directa de 8.000 niños o menores, 
como ocurría en 1990, debe hacerse cargo de 14.000, es muy 
claro que no sólo no se le pueden recortar las partidas sino que 
además hay que aumentarlas y cuando se realizan los ajustes, 
éstos deben hacerse en base al Indice de Precios al Consumo. 
De lo contrario, los servicios se resienten de tal manera que no 
pueden brindarse de una forma decorosa. Estamos hablando de 
organismos que son esenciales y cuyos cometidos el Estado no 
puede dejar de lado, ni desentenderse, 


Por supuesto que estamos de acuerdo con la política de 
contención en materia de empleos públicos; es más, la apoya- 
mos decididamente a través de la ley N* 16,127, tratada a 
principios de esta legislatura. Sin embargo, dicha ley que noso- 
tros votamos de total buena fe -como seguramente lo habrán 
hecho los demás señores senadores que la acompañaron- fue 
posteriormente violada, entre otras cosas, por la realización de 
contratos de arrendamiento de obra, en donde se habría llegado 
a emplear a algunos de los funcionarios que se retiraron incen- 
tivados. Y, precisamente, esta violación del régimen de contra- 
to de arrendamiento de obra es lo que motiva la inclusión de 
una disposición legal más severa en este proyecto de ley y 
ojalá que se cumpla, En realidad, ya hay disposiciones legales 
que prevén esto; algunas se repiten en el proyecto de ley y sin 
embargo, se violan. 


Nos hemos querido referir a este tema porque nos importa 
mucho y tanto quien habla, como el señor senador Batalla y los 
demás compañeros que integran la Cámara de Representantes, 
nos sentimos defraudados -incluso no fuimos entendidos por 
algunas gremiales de funcionarios públicos- porque votamos la 
ley N* 16.127 que pretendía una racionalización del Estado en 
lo que hace a los funcionarios y, posteriormente, ésta fue viola- 
da. ¿Qué es lo que se viola? Esto lo dice el Tribunal de Cuen- 
tas, Órgano de jerarquía que tiene constitucionalmente el con- 
trol de la hacienda pública, a través de un informe sobre el que 
no podemos dejar de decir que tiene omisiones, referencias 
ininteligibles y datos donde no se expresan cifras, cuando en 
realidad debiera tener un control absoluto de todos estos seudo- 
contratos de arrendamiento de obra. A raíz de esto le he solici- 
tado a mi compañero, el señor representante Melo Santa Mari- 
na -sobre todo teniendo en cuenta su especialización- que estu- 
diara el voluminoso informe del Tribunal de Cuentas que viene 
con nombres y apellidos. Por mi parte, voy a hacer una somera 
referencia a esto, omitiendo los nombres a pesar de que en 
algunos casos no puedo dejar de indicar algunas referencias 
que pueden contribuir a individualizarios. Procedo de esta for- 
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ma porque se trata de situaciones que no pueden tolerarse y 
frente a las cuales, entiéndase bien, protestamos. 


Concretamente me referiré al conjunto de la Administra- 
ción Pública, aunque también entraré a la Administración Cen- 
tral. En la Administración Nacional de Puertos hay un contrato 
por $ 23.000 con una persona a la que se le atribuye la función 
de director de la Unidad de Proyecto; los comentarios huelgan. 
En la ANEP hay bajo contrato 18 abogados en el interior; no 
me explico para qué. Un señor subsecretario de Estado está 
contratado en su profesión por el Banco de la República en el 
interior con un contrato de arrendamiento de obra. En el Banco 
de la República hay tres personas contratadas para la enseñanza 
del idioma inglés -por cierto tiempo- con una dotación mensual 
cada una de $ 12,800; ni que vinieran de Inglaterra. Asimismo, 
un distinguido técnico -una de las personas que más ha trabaja- 
do en materia de desburocratización- fue recientemente contra- 
tado por el Banco de Previsión Social para un asesoramiento 
que insumió cuatro meses, por $ 9.000 mensuales. En la propia 
Presidencia de la Cámara de Representantes hay dos contratos 
por $ 2.100 y en el Ministerio de Economía y Finanzas hay 
cuatro contratos por el término de un mes con una dotación de 
$ 18.000; uno por igual término por $ 24,400; uno por dos 
meses por $ 12.800 y otro por dos meses por $ 38.000 son 
cifras mensuales, También en el Ministerio de Salud Pública 
hay contratos de consultores por $ 9.000 y $ 14.000 mensuales 
y otro por siete meses por $ 17.142 mensuales. 


En la Oficina de Planeamiento y Presupuesto existen cua- 
tro contratos para una comisión de control de la evasión 
pública -¡vaya si tendrá funcionarios competentes en esa ma- 
teria la Dirección General Impositiva!- por los siguientes 
montos mensuales: dos por $ 9.800; uno por S 13.013 y el 
otro por $ 22.773. 


Entre el 1* de enero y el 1* de marzo de 1993, estuvo 
contratada por dicha Oficina una consultora, aparentemente 
alemana, para efectuar un control de legalidad. El contrato 
ascendió a un monto de $ 188.780. ¡Como si alguicn tuviera 
que enseñamos algo del tema control de legalidad! En la Ofici- 
na de Planeamiento y Presupuesto, también se han contratado 
consultores a raíz de préstamos internacionales -algunos cum- 
plen funciones muy importantes en el Poder Ejecutivo y en 
determinados sectores- con una retribución de $ 12.200 men- 
suales. 


En la Presidencia de la República se realizaron tres contra- 
tos, por algunos meses, para efectuar un estudio de la regula- 
ción hídrica de los bañados del este, por un monto de $ 180.000 
mensuales. Además, está vigente un contrato suscrito con una 
persona que ocupa un importante cargo en un organismo pa- 
raestatal, para un comité de calidad, por $ 3.767 mensuales. 


A su vez, un distinguido ex subsecretario y ex ministro de 
este gobierno, tiene dos contratos aparentemente simultáneos: 
por un lado, con el Banco Central, por S 13.664 mensuales y, 
por otro, con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. apa- 
rentemente regido por el arancel profesional. 
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En el Ministerio de Educación y Cultura -a) que hace meses 
cursé un pedido de informes sobre los contratos con cargo a 
“cachet”, y todavía no lo ha contestado- no 'se puede saber a 
cuántas personas comprende el régimen de contratos por el 
procedimiento de “cachet”, que como se sabe, se aplica a los 
contratos en materia artística. Actualmente, hay 17 contratos; 
según el informe del Tribunal de Cuentas, siete de ellos son 
con “fulano de tal y otros”. Esta es una referencia inaceptable 
de parte del Tribunal de Cuentas. No se conocen los plazos de 
los contratos y, en algunos casos, se trata de personas de apelli- 
dos conocidos, naturalmente, 


Llama la atención, por ejemplo, un contrato para tareas de 
enfermería en cuerpos estables; también sorprende otro contra- 
to por un total de $ 7:450,000. ; 


Aclaro que este no es un resumen de un voluminoso infor- 
me del Tribunal de Cuentas, que los miembros de la Comisión 
de Presupuesto integrada con Hacienda conocen; estas son sim- 
plemente algunas perlas que se han extraído para dar idea de 
qué manera, la pregonada política de contención del gasto pú- 
blico, tiene por esta vía, una fuga absolutamente intolerable, 
Entonces, estaríamos de acuerdo con una política de conten- 
ción del gasto público allí donde debe hacerse, es decir, con un 
criterio selectivo; no se puede hacer contención del gasto públi- 
co en educación ni en salud. Es posible, sí, hacer racionaliza- 
ciones del gasto; se pueden y se deben hacer. Sin embargo, me 
parece que no se puede hacer política de contención del gasto 
público en el Instituto Nacional del Menor, para poner un ejem- 
plo. Tampoco se puede aplicar esta política en lo que hace a las 
remuneraciones de los funcionarios públicos, donde existen ade- 
más desniveles realmente extraordinarios, que no podríamos 
aceptar razonablemente si de nosotros dependiera la iniciativa 
en esta materia, 


Señor presidente: me voy a referir a otro aspecto de la 
ejecución presupuestal que me ha preocupado. Lo planteé en la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda en presencia 
de los miembros del Tribunal de Cuentas, pero en ese momento 
no contaban con el equipo técnico competente en la materia. 
Por lo tanto, quedaron a nuestra disposición en este sentido, 
pero no fue posible tratar el tema por la forma en que la Comi- 
sión trabajó y culminó anticipadamente su labor. De todas ma- 
neras, el dictamen que el Tribunal de Cuentas emitió el 26 de 
julio de 1993 sobre esta Rendición de Cuentas -que fuera 
remitido al señor presidente de la Asamblea General por 
oficio N* 2,334- señala, en los resultandos 10 y 11, que hay 
una especie de nebulosa en lo que se llama “partidas a regulari- 
zar de ejercicios anteriores”. En el acuerdo del Tribunal de 
Cuentas, si bien se establece en el numeral 1) que no formula 
observaciones al resultado del ejercicio, en el numeral 2) se 
expresa que se abstiene de emitir opinión respecto a la partida a 
regularizar de ejercicios anteriores por determinadas sumas. 
Según una información de que disponemos -los colegas saben 
que no somos técnicos en la materia- creemos que podría haber 
también una cantidad significativa, que acrecienta el superávit 
fiscal, y que debimos conocer y tener presente en esta Rendi- 
ción de Cuentas para disponer lo que consideráramos pertinen- 
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te. Pero que no conocemos. Como expresé, esto es una especie 
de nebulosa en el informe del Tribunal de Cuentas y, por lo 
tanto, también lo es -lo dice el propio Tribunal de Cuentas, 
aunque con otras palabras- dentro de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal, 


Esperamos que aun dentro de las restricciones que impone 
la política de contención del gasto público, tal como la concibe 
el Poder Ejecutivo -concepción con la que discrepamos, aun- 
que no con el criterio de contención selectiva del gasto públi- 
co- podamos lograr algunas modificaciones que nos parecen 
indispensables en el proyecto de ley que la Comisión de Presu- 
puesto eleva al Senado. Esos ajustes nos parecen imprescindi- 
bles en lo que hace al Instituto Nacional del Menor, tanto en 
rubros de funcionamiento y de suministros, como en lo que 
hace a las remuneraciones de los funcionarios. Este es un orga- 
nismo con responsabilidades crecientes por la propia situación 
del país. Se nos informó oficialmente que, pese a que el orga- 
nismo atiende directamente a 14.000 menores, hay en torno a 
él una población no inferior a los 240,000 ó 250.000 menores 
que necesitan atención y no la reciben, ni siquiera en las míni- 
mas condiciones. No es posible cerrar los ojos a esta realidad; 
no es posible pretender que funcionarios del INAME, que tie- 
nen que estar las 24 horas del día al frente de establecimientos 
tan complejos como aquellos que albergan permanentemente a 
menores, desempeñen sus tareas con los sueldos que se les 
quiere pagar. Repito que eso es absolutamente imposible. 


Por otra parte, aguardamos, además, algunas otras modifi- 
caciones. Intentaremos formular propuestas en relación con mu- 
chos otros sectores de la actividad pública -algunas de estas 
iniciativas ya fueron planteadas por distintos compañeros y por 
quien habla en el seno de la Comisión- como por ejemplo, en 
lo que hace a la Universidad de la República. 


Al respecto, hemos planteado pequeñas mejoras, porque las 
propuestas son manifiestamente insuficientes, Por ejemplo, más 
allá de la autorización para un préstamo internacional, la parti- 
da asignada para la recuperación del Hospital de Clínicas es de 
U$S 800.000. ¿Alguien -no digo que conozca por dentro sino 
por fuera el Hospital de Clínicas- cree que se puede empezar 
a recuperar, a reciclar ese enorme y complejo edificio con 
USS 800.000? Plantearse la pregunta implica contestarla. 


A pesar de que hemos dicho muchas veces que no quere- 
mos fatigar al Senado con estos conceptos, reiteramos que el 
país necesita crecer económicamente y está enfrentado a desa- 
fíos que están muy próximos, como por ejemplo el de la inte- 
gración. Decimos esto porque no va a salir exitoso si no tiene 
una Universidad en el mejor nivel científico y tecnológico po- 
sible, sin el cual no se podrá desarrollar. En ese sentido, pode- 
mos citar “los tigres del Asia” o los que se quieran mencionar, 
en los que sus niveles científico y tecnológico, donde el Estado 
tiene un rol esencial, no pueda acompasar, y más que eso, 
estimular su crecimiento y desarrollo, 


Por lo tanto, aguardamos que sobre este tema podamos re- 
examinar lo que la Comisión realizó para introducir algunas 
modificaciones que nos parecen imprescindibles. 
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Además -porque me toca muy de cerca- esperamos que el 
Senado sea sensible al reclamo mayoritario de un órgano tan 
representativo como es la Junta Departamental de Colonia para 
que no se privaticen las zonas francas de Colonia y Nueva 
Palmira. Anteayer, creo que todos los señores senadores recibi- 
mos la visita de una delegación representativa de la pluralidad 
de los sectores políticos de la Junta Departamental de Colonia, 
quienes nos entregaron una resolución oficial de dicho delibe- 
rativo departamental. 


Por las consideraciones que hemos hecho en relación con 
los criterios de política presupuestal y su ejecución desarrolla- 
da por el Poder Ejecutivo, nuestro sector adelanta que no va a 
votar en general este proyecto de ley de Rendición de Cuentas 
y Balance de Ejecución Presupuestal. 


Es notorio -y esto quiero aclararlo- que en la Cámara de 
Representantes, a pocas horas del vencimiento del plazo cons- 
titucional, y al plantearse una dificultad que ponía en peligro 
su aprobación, nuestro sector ofreció sus votos y los dio para 
lograr que, en definitiva, dicho proyecto de ley siguiera su 
curso al Senado. No vacilamos en decir que si esa circunstan- 
cia se diera en este ámbito, pasaríamos por encima de estas 
convicciones tan hondas que hemos expresado, para hacer lo 
mismo. No siendo así, tenemos que ser coherentes con nuestra 
posición en torno a este proyecto de ley y, en tal sentido, no 
podemos darle nuestro voto en general. Este es, en todo caso, 
el producto de un acuerdo político que mucho respetamos, que 
cs absolutamente legítimo entre sectores altamente representa- 
tivos de la opinión política nacional, del que no hemos forma- 
do parte y a través del cual consagran lo que han acordado. En 
ese sentido, no formulamos ningún tipo de reproche, sino que 
simplemente dejamos constancia de este hecho y de nuestra no 
participación en dicho acuerdo, así como de la actitud que 
asumimos ante este proyecto de ley. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Alonso Tellechea. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: voy 
a hacer referencia -básicamente, en una especie de distribución 
del trabajo que nos hemos planteado con los compañeros del 
sector- a la Sección VII que se refiere a los Recursos, y tratare- 
mos de hacer una presentación, explicación y justificación de 
las diferentes normas que allí están planteadas. Algunas de 
ellas, tienen una importancia significativa en la vida y en el 
desarrollo de nuestra actividad económica y del país en su 
conjunto. 


El primer aspecto a resaltar es el establecimiento de la tasa 
básica del IVA en el 22%. Se trata de una norma que tiene la 
iniciativa del Poder Ejecutivo y que figura en el Mensaje origi- 
nal. Sin embargo, constituye una medida que no representa el 
desco del Poder Ejecutivo y del gobierno -a pesar de que así 
quede planteado- en el sentido de que quede fijo de por vida en 
el país. 
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La tasa actual del IVA del 22% es extremadamente alta, 
pero hay que analizar qué es lo que se atiende con su recauda- 
ción. Además, hay que tomar en cuenta que 7 puntos de dicho 
producido están afectados al Banco de Previsión Social. 


El sistema de la seguridad social en nuestro país ha teni- 
do a lo largo de la actual administración varios intentos de 
ser modificado y sigue estando en la agenda del gobierno y 
en la idea de nuestro sector político el atacar el tema a 
fondo. Entonces, en oportunidad de estudiar una Rendición 
de Cuentas como la que estamos analizando en la tarde de 
hoy, y en la cual hay una norma que lleva la tasa básica del 
IVA del 21% al 22%, es necesario comprender que anual- 
mente se destinan U$S 300:000.000 a los subsidios que el 
Banco de Previsión Social recibe para poder atender las pasivi- 
dades, El problema de la seguridad social es que necesita una 
solución definitiva, puesto que es un lastre muy pesado que la 
sociedad en su conjunto está soportando directamente. Cree- 
mos que la medida a que hacemos referencia merecerá un 
apoyo y un consenso que permitirá elaborar disposiciones lega- 
les que den marco a un relacionamiento más justo entre los 
contribuyentes y los usuarios del sistema previsional. Este, en 
el Uruguay ha experimentado una reforma, una mejora en los 
niveles que los pasivos perciben en forma mensual, la cual ha 
sido notoria, En este momento, lejos de pasar a analizar si es 
justa o no -aunque pensamos que sí lo es- debemos decir que 
ella hace que el sistema entre en una desfinanciación crónica y 
que, en los próximos años -de acuerdo con lo que se ha previs- 
to- ese desequilibrio se acentúe al punto tal de plantear dificul- 
tades en las cuentas del Estado, ya no para el Siglo XXI, sino 
para un futuro cercano. 


Entonces, la fijación de la tasa básica del IVA en el 22% 
cuenta con el avai del gobierno y ha sido propuesta por el 
Poder Ejecutivo. A pesar de ello, queremos dejar esta constan- 
cia e insistir una vez más en la imprescindible necesidad de 
atacar el problema del desfinanciamiento del Banco de Previ- 
sión Social que es, sin duda, en la agenda de los puntos pen- 
dientes que tiene toda nuestra ciudadanía, el más importante a 
ser resuelto. 


También se plantea en la Sección Recursos, la sustitución 
del Impuesto a la Venta de Moneda Extranjera por el Impuesto 
a la Compra de Moneda Extranjera. A través de él se establece 
que quedará gravada la compra de moneda extranjera que reali- 
cen las personas de derecho público estatal. Asimismo, sustitu- 
ye al hasta ahora vigente Impuesto a la Venta de Moneda 
Extranjera con el que se grava toda transacción de esa naturale- 
za. 


Lo que se pretende a través de esta medida es dotar al 
mercado de cambio de monedas de una transparencia que le 
permita moverse con mayor justicia y, también, que los dife- 
rentes agentes intervinientes cumplan con los mismos requisi- 
tos. Entonces, se deja sin efecto un impuesto con el fin de 
favorecer a los usuarios del sistema, de hacer justicia y de 
perseguir la equidad contributiva en lo que tiene que ver con 
todos sus aspectos. 
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Asimismo, cabe señalar que en esta Sección se crea un 
impuesto del 5% del valor de la unidad reajustable sobre el 
ingreso a los casinos o salas de juego a los efectos de financiar 
el Fondo para la Inspección Nacional de Trabajo, previsto en el 
artículo 100 de este mismo proyecto de ley. 


En una serie de disposiciones que pasaremos a analizar, se 
producen distintas correcciones a los impuestos vigentes, Se 
entendió que esta era una medida necesaria para eliminar algu- 
nas situaciones no deseadas de elusión o de evasión fiscal. Así, 
en el artículo 221 del proyecto de ley que estamos consideran- 
do, se prevé una formulación puntual en relación con la deduc- 
ción del IVA en la compra de vehículos, exigiéndose como 
requisito imprescindible que éstos sean necesarios para la ob- 
tención de las rentas a que estén afectados. Á su vez, se incor- 
poró la posibilidad de que sea el Poder Ejecutivo el que regla- 
mente la forma en que se admitirá tal deducción. 


Por otra parte, aquí se ha introducido una modificación para 
la determinación del cómputo de los pasivos bancarios en lo 
que tiene que ver con el Impuesto al Patrimonio, tanto para 
personas físicas como jurídicas. Concretamente, en este sentido 
se dice que durante el ejercicio, objeto de la declaración, se 
promediarán los saldos a fin de cada uno de los meses que lo 
componen. El sentido de la norma es eliminar la posibilidad de 
que se lleve a cabo alguna transacción con una institución 
financiera antes de la fecha del cierre del balance al solo efecto 
de verse beneficiado con la rebaja del Impuesto al Patrimonio 
con el costo que la institución pudiera plantear al llevar a cabo 
esa negociación. Al ampliar la base del cálculo del pasivo a los 
doce meses del año, se minimiza la posibilidad de que los 
sujetos pasivos puedan recurrir, como técnica para pagar me- 
nos impuestos, a la contratación de pasivos con instituciones 
financieras. 


Por otro lado, se ha previsto una modificación en la forma 
de valuar los inmuebles urbanos y suburbanos de las personas 
jurídicas. Concretamente, se señala que se computará el mayor 
valor resultante entre el que figura en los libros y el real. Esto 
tiende a corregir una situación que, específicamente, en lo que 
tiene que ver con las sociedades anónimas, permitiría adquirir 
inmuebles a los precios que se declaren y pagar sus impuestos 
en relación con el valor que resulte de los libros. Sin duda, la 
comparación con el valor real mejorará sensiblemente el equili- 
brio que debe existir entre lo que paga este tipo de personas por 
el hecho de tener balances y contabilidades que reflejan en una 
forma puntual su situación, con otros propietarios, como las 
personas físicas, obligados a computar sus activos, es decir, los 
valores de sus inmuebles, por los que surgen del catastro. 


En el artículo 228, se introduce una modificación a la deter- 
minación del cómputo del impuesto a los vehículos gasoleros. 
Actualmente, ésta se calcula anualmente, mientras que ahora se 
establece que se hará tomando en cuenta los meses que van 
desde la adquisición del vehículo hasta la fecha de cierre del 
año. 
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También se modifican las tasas del impuesto a las transac- 
ciones inmobiliarias, fijándose un 2% para los enajenantes, otro 
tanto para los adquirentes, el 4% para los restantes contribu- 
yentes y, finalmente, el 3% para los herederos y legatarios en 
línea recta ascendente o descendente con el causante. 


Además, se suprime la facultad del Poder Ejecutivo de exo- 
nerar en materia impositiva a empresas concesionarias de obras 
públicas, lo cual tiende a hacer más cristalino y transparente'el 
mercado de las construcciones. 


En lo que respecta al Banco de Previsión Social, se estable- 
ce que las declaraciones presentadas por obligaciones o conve- 
nios constituyen título ejecutivo, tal como está vigente para la 
Dirección General Impositiva. 


A su vez, en este proyecto de ley, y tanto en la Cámara de 
Representantes como en la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda del Senado, se han incorporado distintas exone- 
raciones impositivas, a las que nos referiremos en su conjunto, 
oportunamente, cuando entremos a analizarlas en detalle y da- 
remos nuestro punto de vista acerca de cada una de ellas. 


El hecho de buscar, mediante las exoneraciones imposili- 
vas, incentivar determinadas actividades puede conilevar varios 
riesgos. Uno de ellos, es que estas iniciativas, normalmente, se 
presentan en forma aislada y, por ende, se carece de una visión 
de conjunto. Á nuestro juicio, es más práctico, lógico y prolijo 
determinar las exoneraciones que vayan 3 operar para los dife- 
rentes impuestos en el momento en que se analice la creación 
de éstos. Es así que con una visión de conjunto habría que 
determinar cuáles son las exoneraciones que se desea fijar para 
las distintas áreas de actividad. Es por ello que en esta Rendi- 
ción de Cuentas existen diversas normas que tienen que ver con 
exoneraciones impositivas para fundaciones que trabajan en el 
área de la salud mental, en lo que tiene que ver con actividades 
culturales o artísticas y, también, para las sociedades de fomen- 
to rural. , 


Como decíamos anteriormente, sin ánimo de abrir opinión 
acerca de si es justo o no que operen estas exoneraciones, 
entendemos que sería más práctico y, repito, prolijo, analizar 
todas las que se desean introducir en la mecánica de los distin- 
tos impuestos, a los efectos de no sólo atender por medio de la 
vía tributaria las necesidades que se puedan tener sino, tam- 
bién, de no correr el riesgo de olvidar algunas áreas que pueden 
merecer este mismo tratamiento. 


Queremos referirnos ahora a ciertas medidas tributarias que 
hacen, digamos, a un espíritu nacional, de desafío -que ha sido 
planteado por el señor senador Cassina cuando previamente 
hizo uso de la palabra- en cuanto a la necesidad de preparar 
nuestro aparato productivo, de servicios y comercial, a la inte- 
gración subregional. Como es sabido, ésta no sólo va a operar a 
nivel nacional en el sentido de hacer más eficiente nuestra 
gestión sino que, también, será una prucba para ver hasta qué 
punto somos capaces de modificar algunas estructuras que han 
venido siendo aplicadas en nuestro país durante décadas, mu- 
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chas de las cuales no dudo que han sido de utilidad. Debemos 
reconocer que el país del cual nos sentimos orgullosos -supon- 
go que al igual que los restantes señores senadores- ha crecido 
al amparo de determinadas acciones y marcos legales. Pero es 
indudables que también todos debemos reconocer que ha llega- 
do el momento en el que es necesario e imprescindible replan- 
tearse la posición del Uruguay frente a la región y al mundo. 


Para atender una necesaria e imprescindible reconversión y 
reformulación de nuestro sistema productivo, muchas veces -y 
particularmente en este caso- debemos ocupamos de determi- 
nadas áreas aplicando medidas tributarias, ya que se trata de 
sectores extremadamente sensibles y, a juicio de la ciudadanía, 
vale la pena dedicarles una atención especial. A este respecio, 
debemos ser honestos al señalar que esta medida ha sido intro- 
ducida en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas, no por 
nuestro sector, sino por aquellos que han participado de las 
negociaciones que originalmente tuvieron lugar en la Cámara 
de Representantes. La misma tiende a contemplar, aunque más 
no sea parcialmente, determinadas áreas de producción. 


Los sectores productivos, y específicamente el agropecua- 
rio, han sido afectados por una serie de fenómenos que los han 
perjudicado direciamente, Algunos de ellos son de origen cli- 
mático y otros obedecen a las modificaciones que han sufrido 
los mercados en los que se colocan sus productos. Estos efec- 
tos, que actuaron directamente sobre el área productiva agrope- 
cuaria, la colocan en inferioridad de condiciones frente a otros 
sectores, en relación a la reconversión, La dificultad para gene- 
rar utilidades constriñe sus posibilidades de inversión y, por 
este motivo, han reclamado largamente que el Estado y los 
Poderes públicos atiendan -aunque sea por un determinado pe- 
ríodo- sus necesidades, rebajando la presión tributaria que afec- 
ta a este sector. En ese sentido, el Poder Ejecutivo ha tomado 
distintas medidas y ha implementado normas que tienden, pre- 
cisamente, a rebajar esa presión tributaria, pero que, imprescin- 
diblemente, necesitan aprobación del Poder Legislativo. Por 
este motivo se establece, a través del artículo 226 del proyecto 
de ley que estamos considerando, una importantísima rebaja 
del Impuesto al Patrimonio para el sector agropecuario. Con 
este fin, se declara que los bienes inmuebles directamente 
afectados a la producción serán considerados como exentos 
para la liquidación del Impuesto al Patrimonio para los años 
1993 y 1994, Esta medida, que tiene un costo para la socie- 
dad de U$S 15:000.000 anuales, constituye probablemente uno 
de los últimos movimientos que se puedan hacer a nivel de la 
estructura tributaria nacional en favor de este sector, que ac- 
tualmente, por las rentas que genera, tributa a través de dos 
tipos de impuestos: el IMAGRO -que establece una renta pre- 
sunta- O el IRA -que tiene en cuenta la renta real- y el Impues- 
to al Patrimonio, que configura de por sí una suerte de costo 
fijo para el productor agropecuario, Por medio de esta exonera- 
ción, el Impuesto al Patrimonio será rebajado para este sector, 
promedialmente, en un 80%, con lo que se le permite acceder a 
una estructura de costos más favorable, a efectos, justamente, 
de proceder a su reconversión. 
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Una medida similar se establece para el sector industrial, al 
que también se le aplica una exoneración sobre el Impuesto al 
Patrimonio, declarando como exentos a los bienes muebles e 
inmuebles directamente afectados al ciclo productivo, que se 
adquieran dentro de cierto plazo. No hay duda de que el sector 
industrial es extremadamente sensible a los procesos de inte- 
gración, lo que lo ha llevado a reclamar largamente -y en 
ciertas ocasiones ha sido parcialmente atendido a través de 
medidas tributarias- la posibilidad de ser contempiado. En este 
caso, se favorece especificamente la reconversión del sector, 
otorgándole un directo beneficio tributario a aquellos industria- 
les que renueven sus equipos y expandan su actividad. 


Consideramos que con este doble juego de exoneraciones 
planteadas a los sectores agropecuario e industrial, se está brin- 
dando una justificada solución a dos áreas sensibles que mere- 
cen la atención de todo el país. 


Dentro de estas medidas que podríamos considerar como de 
incentivo, se establece también la eliminación de la doble im- 
posición de los dividendos de las Sociedades Anónimas. Esto 
se determina en el artículo 219, corrigiendo una norma que 
tiende a dificultar la puesta en práctica de sociedades que inter- 
vienen en distintas actividades y pretenden destinar parte de las 
utilidades que generan a diversificar sus inversiones, intervi- 
niendo en otros negocios. Eliminando esta doble imposición, se 
permite que los dividendos que una Sociedad Anónima pueda 
pagar sean considerados como exentos dentro de la propictaria 
de esas acciones y, en consecuencia, se favorece la inversión 
en diferentes áreas. 


Por otra parte, en el artículo 220 se establece una mejora 
para cierta área puntual que se encuentra en expansión en nues- 
tro país, Me refiero a la actividad de los fletes, que consiste en 
una prestación de servicios que, mediante la exoneración del 
IVA, tendrá mayores posibilidades de competir en la integra- 
ción subregional en la que estamos a punto de ingresar. 


Este ha sido una especie de resumen de la Sección VII 
“Recursos”, explicando lo que a nuestro juicio son importantes 
modificaciones al sistema tributario, que son transitorias y que 
permiten aplicar medidas de incentivo para los sectores produc- 
tivos y de servicios, y para la inversión. Las diferentes correc- 
ciones a este sistema tributario permiten mejorar los niveles de 
recaudación y hacerlo más justo y, por lo tanto, más transpa- 
rente en los diferentes mercados. 


Hemos hecho referencia también a la fijación de la tasa 
básica del IVA en 22%, con la connotación que directamente 
debimos formular en cuanto a que se trata, sin duda, de uno de 
los puntos que aún permanecen sin resolver y que consiste en 
solucionar la desfinanciación del Banco de Previsión Social, 
que gravita en esta Rendición de Cuentas que estamos conside- 
rando hoy. La propuesta de nivelación de las cuentas del Esta- 
do puede tener el éxito que está experimentando en esta Admi- 
nistración, pero difícilmente será posible mantener una ecua- 
ción favorable de no corregirse en forma inmediata la desfinan- 
ciación que surge del Banco de Previsión Social, debido a que 
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el aumento de los ingresos no está acompasado con el previsto 
para los egresos. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Al comienzo de esta sesión se dio 
cuenta -creo que entre los asuntos entrados- del texto de las 
modificaciones para el Presupuesto de la Comisión Administra- 
tiva del Poder Legislativo que, sin embargo, no fue distribuido. 
Formulo moción a fin de que la Mesa disponga la distribución 
de dicho texto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa aclara que no es necesa- 
rio proceder a la votación. Se trata de una cuestión de orden, de 
la que quedará constancia en la versión taquigráfica y así se 
procederá. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: en principio, quiero 
decir que en esta Rendición de Cuentas correspondiente al ejer- 
cicio 1992, la Comisión de Presupuesto integrada con Hacien- 
da contó con un notable y muy eficaz apoyo de los funciona- 
rios que trabajaron en ella y, por voluntad de la misma, terminó 
su labor más temprano que nunca, por lo menos desde que 
recuerdo. Sin embargo, hemos comenzado este plenario en el 
día de hoy, jueves, a las 15 horas, quedándonos muy poco 
tiempo de trabajo para considerar una larga e importante canti- 
dad de asuntos que aún no han sido resueltos y que este Senado 
debe encarar. Comienzo señalando esto, porque aquí radican 
los fundamentos de mi discurso, que será más breve que nunca. 


Confieso que existe además otro argumento en apoyo de la 
brevedad a que he hecho referencia. En la inmensa mayoría de 
las fundamentaciones que habremos de realizar, incurriremos 
en reiteraciones, porque las hemos venido planteando desde 
hace tres años, en cada oportunidad presupuestal. Quizás en 
algunas de ellas haya que poner más énfasis que nunca, porque 
las cifras las están avalando en forma tajante; en definitiva, 
esto salva la reiteración. Entonces, repetiremos cosas que he- 
mos venido mencionando hasta el cansancio, no sólo en las 
instancias presupuestales, sino también en cada oportunidad en 
que estos asuntos fueron considerados en este Cuerpo. 


Señor presidente: ¡ojalá algún día las Rendiciones de Cuen- 
tas tuvieran solamente aspectos relativos a ellas mismas! Me 
parece que nadie puede oponerse a esta propuesta que al princi- 
pio del debate formulaba el señor senador Santoro, El proble- 
ma es que Uruguay sigue teniendo, de hecho, un régimen de 
presupuesto anual, a pesar de que la Constitución de la Repú- 
blica habla de presupuestos quinquenales. Y continúa teniéndo- 
los, porque el contenido de los presupuestos quinquenales siem- 
pre es insuficiente para cubrir las necesidades nacionales du- 
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rante todo un período de gobierno. Las Rendiciones de Cuentas 
son las instancias imprescindibles para corregir las insuficien- 
cias del presupuesto quinquenal. Esta es la principal causa por 
la cual contienen aspectos que todos desearíamos que no tuvieran. 


A su vez, esta Rendición de Cuentas tiene una doble perso- 
nalidad, como sucede en cada una de estas instancias. Por un 
lado, se está rindiendo cuentas sobré la Ejecución Presupuestal 
del ejercicio precedente y, por otro, se están estableciendo am- 
pliaciones para los subsiguientes. Aquí debemos tener en cuen- 
ta, especialmente, que estamos ante la última Rendición de 
Cuentas de este período de gobierno, que estará vigente, de 
hecho, durante los próximos dos años. Como es sabido, la 
próxima instancia presupuestal importante, relevante, habrá de 
ser el Presupuesto quinquenal del gobierno que los uruguayos 
elegiremos el último domingo del mes de noviembre del año 
próximo. Sé que habrá una Rendición de Cuentas precedente, 
pero esa es la menos importante en todos los períodos de go- 
bierno. En definitiva, esta Rendición de Cuentas es la más 
trascendente, sin ningún tipo de dudas. Por ello, convicne aho- 
rrar tiempo para la discusión en particular. Á continuación, 
haré cuatro reflexiones que podría llamar telcgráficas. 


La primera de ellas tiene que ver con la Ejecución Presu- 
puestal correspondiente a 1992. En ese sentido, comienzo por 
decir que ella no ha sido buena y, por lo tanto, no merece 
aprobación. Y no ha sido buena por dos motivos: porque no ha 
atendido los problemas a los que hemos hecho referencia y 
porque -y esto debemos decirlo en el Parlamento y sobre todo 
aquí, en este Senado- no se respetó la voluntad parlamentaria. 


Sé muy bien que el Parlamento -y en particular, el Senado, 
ámbito en el que estamos trabajando todos- no obliga a gastar 
lo que está incluido en los proyectos en consideración; pero 
también sé que cada disposición votada por este Cuerpo y por 
la Cámara de Representantes ha obedecido a una voluntad y a 
un espíritu de atender, por ejemplo, un problema salarial, de 
gastos de funcionamiento o un programa de inversión. Y la 
ejecución de 1992 -al igual que las de 1990 y 1991- más que en 
ningún otro caso, no ha respetado la voluntad parlamentaria, 
por motivos que podríamos ubicar en dos calegorías o por vías 
que podríamos dividir en dos grupos. En materia salarial, es 
evidente que por el mecanismo de reajustes cuatrimestrales, 
que a ojos vista están por debajo del mantenimiento del poder 
adquisitivo de las partidas que vota el Pariamento, el Poder 
Ejecutivo hace que pierdan contenido real disposiciones que, 
en su momento, fueron aprobadas por el Parlamento. Sin ir más 
lejos, en este mes de setiembre, con la fijación del reajuste 
salarial en un 8%, se está haciendo perder contenido real a 
normas que el Parlamento votó en una Rendición de Cuentas 
del período anterior. En el futuro, cuando se haga el Balance de 
Ejecución Presupuestal de 1993, se verá que este ha sido el 
mecanismo por el cual el Poder Ejecutivo no gastó en salarios 
lo que el Parlamento había destinado para cllo. 


En materia de gastos de funcionamiento en inversiones, los 
mecanismos son, concretamente, tres. El más burdo, si se me 
permite utilizar el término -y aclaro que no empleo la palabra 
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en un sentido peyorativo- es el de los topes que el Poder Ejecu- 
tivo o los propios parlamentarios establecen a ciertos gastos. El 
Poder Ejecutivo lo hace con la Administración Central y el 
Parlamento con los organismos incluidos en el artículo 220 de 
la Constitución de la República. Por este mecanismo de los 
topes, se dispone que se gaste sólo una pequeña parte de las 
partidas de gastos de funcionamiento e inversiones que el 
Parlamento vota. Esto es especialmente gravoso e importan- 
te en el caso de las inversiones. En este proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas existe un artículo por el que, de un 
fondo de U$S 25:000.000 obtenido por la vía del endeuda- 
miento externo con FONPLATA, se autoriza a ANEP a gastar 
U$S 100.000 en el año. Confieso que aún tengo la esperanza 
de que allí exista un error. De todas formas, estos topes han 
venido creciendo en el transcurso de este período de gobierno, 
y en el informe elaborado por la Comisión de Transporte y 
Obras Públicas, del que hablará el señor senador Bouzas -tal 
como lo hizo en Comisión- se percibe claramente el funciona- 
miento de esta limitación. 


El segundo mecanismo ya ha sido mencionado por el señor 
senador Cassina y es utilizado por el Poder Ejecutivo siempre 
que puede. Concretamente, se trata de la demora en la entrega 
de recursos a los Organismos correspondientes. A modo de 
ejemplo, recordemos que la Universidad de la República infor- 
mó a la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, que 
recursos correspondientes a 1992, a la fecha actual no han sido 
recibidos. Al entregar tarde los recursos se impide gastar, por- 
que directamente ello no es posible o porque no se dispone de 
tiempo material para hacerlo, debido a todos los controles del 
gasto y, en algunos casos, a obligaciones legales como por 
ejemplo un llamado a licitación, etcétera. Al final del ejercicio 
los recursos revierten a la Tesorería. 


El tercer mecanismo es el más sutil y también el más eficaz 
de todos. Concretamente, refiere al hecho de que, en materia 
de gastos de funcionamiento y de inversiones -y lamentable- 
mente no hay ningún sindicato que los defienda- se aplican 
factores de actualización que están muy por debajo del ritmo 
inflacionario; en algunos casos, esos factores están incluso por 
debajo del reajuste salarial. De esta manera, el contenido real 
de lo que el Parlamento votó queda absolutamente desdibujado 
y tergiversado. 


Por estos tres elementos -en el Informe que se presentó al 
plenario se ve claramente- la discusión parlamentaria tiene aquí 
un enorme componente teórico, de ciencia ficción, que no tie- 
ne nada que ver con la práctica, ya que se discuten cifras que 
luego no se condicen con la realidad. 


A veces nos enfrascamos por largas horas en discusiones 
acerca de otorgar, o no, una partida a determinado organismo 
y, en la práctica, lo que se ejecuta no se corresponde con lo que 
el Parlamento votó, reitero, en términos de contenido real. 


Por eso digo que no se respetó la voluntad parlamentaria. 
Esta ha sido una característica casí permanente en todos los 
ejercicios, por lo que, en última instancia, la discusión en este 
Cuerpo se convierte en algo puramente teórico. 
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El segundo aspecto que deseo destacar es la proyección 
hacia el futuro que tiene todo esto y que, en gran medida, fue 
señalada por el señor senador Cassina. Simplemente, quiero 
decir que la aludida proyección hacia el futuro, materializada 
en las previsiones que toda Rendición de Cuentas debe tener 
por la vía de ampliaciones al Presupuesto quinquenal o de 
partidas complementarias, es absolutamente paupérrima, y eso 
es especialmente grave porque, por lo expresado anteriormente, 
la presente Rendición de Cuentas tiene una vigencia bianual, a 
diferencia de las demás. En materia salarial, en términos gene- 
rales, basta tener en cuenta sus niveles actuales y compararlos 
con las disposiciones que contiene este proyecto de ley. Mu- 
chas veces señalamos que se está otorgando tal mejora, incre- 
mento o compensación a determinado funcionario y olvidamos 
que los promedios salariales de toda la Administración Pública 
están ubicados actualmente, en términos de poder adquisitivo, 
por debajo del trimestre octubre - diciembre de 1984. Esto es 
muy grave porque los últimos tramos del período dictatorial 
fueron los peores en materia salarial, 


También subrayo lo ya señalado por el señor senador Cassi- 
na en cuanto a que existen situaciones -y ya tendremos oportu- 
nidad de discutirlas en el debate en particular- que los parla- 
mentarios no podemos permitir que sigan transitando por el 
camino de deterioro en el que están. Respecto de este tema, 
quiero poner de manifiesto dos situaciones. Por un lado, la ya 
referida situación del Instituto Nacional del Menor, que es le- 
rríble, patética y, por otro, la de la enseñanza, particularmente 
en su tramo superior. Por lo tratado en el seno de la Comisión, 
la Universidad de la República ha quedado en una evidente 
situación de inequidad, en materia salarial, frente a otras ramas 
de la enseñanza. 


En cuanto a inversiones -como ya señalé el señor senador 
Bouzas hará una breve exposición al respecto- basta señalar 
que en esta Rendición de Cuentas estamos previendo un 
monto teórico -por los motivos expuestos anteriormen- 
te- de U$S 56:000.000, en total, para todo el sector público, 
o sea, para la Administración Central y los Organismos com- 
prendidos en el artículo 220 de la Constitución, de los cuales 
U$S 40:000.000 se obtienen con endeudamiento externo. Por 
lo tanto, el esfuerzo que el país hace en materia de incremento 
de la inversión pública -teórico, por supuesto- para 1994 es de 
U$S 16:000.000. Estos U$S 16:000.000 representan una déci- 
ma de punto del Producto Bruto Interno. Este es el esfuerzo 
que estamos haciendo para incrementar la inversión de 1994, 


He expresado que todo esto es teórico, porque sobre cestas 
cifras operarán los mecanismos ya descritos. 


El cuarto elemento al que quiero hacer referencia tiene que 
ver con el hecho de que hay dos concepciones en pugna que, 
lamentablemente, no hemos sabido resolver. 


Estas dos concepciones tienen a la política económica como 
marco y a la inflación como objetivo fundamental. Esto es lo 
que está en el fondo del problema. Si vamos a la esencia de los 
conceptos que una y otra posición sustenta, siempre nos encon- 
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tramos con este enfrentamiento. Por un lado, tenemos a quienes 
han señalado hasta el cansancio que la inflación sólo se explica 
por la situación fiscal y que requiere, ya no una situación fiscal 
equilibrada, sino -como desde hace tiempo lo sostuvo el enton- 
ces subsecretario del Ministerio de economía y Finanzas, señor 
de Haedo- la presencia de superávit fiscal. Por otro lado, tene- 
mos una concepción que compartimos, que dice que la situa- 
ción fiscal no es el único elemento explicativo de la inflación, 
si bien tiene incidencia, Además, agrega que la herramienta 
fiscal debe cumplir, además de éstos, otros objetivos funda- 
mentales, sobre todo en un país como el Uruguay actual, con 
tantas necesidades no resueltas, 


Si se acepta que estas son las dos concepciones en pugna 
-pugna no resuelta hasta ahora- quiero señalar algunas contra- 
dicciones y vacios de la posición oficial, tal como lo he venido 
haciendo en estos últimos años. Hoy lo quiero hacer más que 
nunca, porque la encuentro enferma de dogmatismo y de una 
religiosidad inaceptables. 


En primer lugar, se reclama equilibrio fiscal -más aún; su- 
perávit fiscal- y, al mismo tiempo, se está generando una políti- 
ca económica contractiva que disminuye la recaudación fiscal. 


Ayer tuvimos conocimiento de las últimas cifras oficiales 
correspondientes a la actividad económica del país de acuerdo 
con las cuales en el segundo trimestre del año la actividad 
económica cayó un 3% respecto del primero y, con ello, toda la 
recaudación fiscal. Entonces ¿cómo se explica esta contradic- 
ción? Por un lado se reclama equilibrio y hasta superávit fiscal 
e incluso hay quien afirma que debe haber superávit porque el 
país gasta mucho dinero en comprar divisas para mantener el 
tipo de cambio -esto es una cruel ironía, en el marco del brutal 
atraso cambiario existente en el país- sin embargo, a la econo- 
mía, que se había dicho estaba “recalentada”, a través de la 
política económica, se le está sacando la fiebre por el mecanis- 
mo de disminuir intencionalmente el nivel de actividad, origi- 
nando la consiguiente caída de la recaudación fiscal. Y ello no 
es un fenómeno espontáneo, ya que la recaudación depende de 
que haya actividad; si cae un 3% en un trimestre, lo mismo 
sucede con la recaudación fiscal. Debo expresar que, para mí, 
esto es una contradicción. 


En segundo término, se anuncia un gasto y un déficit fiscal 
que no van a existir. Incluso, al hacerse ese anuncio ya se sabe 
que eso no va a ser posible, Por ejemplo, tanto en la prensa del 
día de hoy como en publicaciones económicas especializadas, 
se anuncia el déficit que originará esta Rendición de Cuentas 
para 1994, Reitero que dicha cifra es absolutamente teórica, 
que no tiene ningún punto de contacto con la realidad. Sería 
cierta si, en la práctica, se cumpliera todo lo que dispone la 
presente Rendición de Cuentas, cosa que no va a suceder, por- 
que se van a seguir practicando los mecanismos de restricción 
real del gasto. 


Por ello, no puedo aceptar que se me diga que esta Rendi- 
ción de Cuentas va a originar determinado déficit o que el 
mismo tiene tanta importancia relativa respecto del Producto 
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Bruto Interno. Reitero que nadie puede saber cuál va a ser el 
déficit de esta Rendición de Cuentas hasta que se gaste en la 
práctica; por lo tanto, nadie sabe cuánto va a representar este 
eventual déficit respecto del Producto Bruto Interno. 


En tercer lugar, esta Administración empezó a reprogramar 
tarifas públicas con una velocidad extraordinaria. En la prensa 
de hoy aparecen anunciados los nuevos aumentos que van a 
tener las tarifas públicas, lo cual demuestra una evidente acele- 
ración. Esto ya lo había expresado hace algunos meses el señor 
ministro de Economía y Finanzas. Pregunto si se piensa que 
este incremento de tarifas no va a tener incidencia en lo que, 
según la Administración, es su principal objetivo, es decir, la 
contención de la inflación. 


En cuarto término, se ignora la situación fiscal actual, que 
también conocimos hace algunas horas por la prensa. Tenemos 
en nuestro poder las cifras de los primeros siete meses del año; 
pero antes de hacer mención a las mismas, quiero reconocer 
que en ellas hay un fuerte componente estacionario, porque el 
principal gasto se hace en el segundo semestre y no en el 
primero, Aún así, los números nos están dando un superávit 
de U$S 13:000.000 en todo el sector público. Por otro lado, 
hay empresas públicas que durante estos meses han generado 
U$S 100:000.000 de superávit. Aprovecho esta ocasión para 
decir que por suerte no vendimos estas empresas, ya que son 
las que están bancando toda la situación fiscal. Repito que las 
empresas generaron alrededor de U$S 100:000.000 de superá- 
vit, logrando contrarrestar el déficit de U$S 19:000.000 del 
gobierno central; el del Banco Central de U$S 60:000.000 y 
el del Banco Hipotecario y los bancos gestionados de casi 
U$S 7:000.000. La situación fiscal que registra, a pesar del 
componente estacionario, un superávit de U$S 13:000.000 en 
siete meses, ¿es un agobio para el país? Digo esto porque 
quizás estamos todos enfermos y no nos entendemos. ¿Es una 
situación de agobio tener un superávit de U$S 13:000.000 en 
los primeros siete meses? Creo que no, señor presidente. 

En estas circunstancias, el Uruguay tiene 52% de inflación 
anual y la mensual no se puede bajar del eje del 3.5%. Pregun- 
to, ¿cómo se explica esto? ¿Cómo se compadece esta enferme- 
dad por lo fiscal con una inflación que sigue clavada en ese 
piso y no baja? ¿No habrá otros elementos que la están expli- 
cando? ¿No estaremos manejando la herramienta fiscal de modo 
de amputarle toda su potencialidarl de estímulo a la economía y 
a la sociedad, poniéndola al servicio de un solo objetivo y, al 
mismo tiempo, fracasando en el contro! de ese objetivo? Sim- 
plemente, dejo planteada la pregunta, porque ya la hemos veni- 
do repitiendo hasta el cansancio, durante todos estos años. 


Por otra parte, digo que seguimos manteniendo un sistema 
tributario que me parece injusto y contrario al desarrollo pro- 
ductivo del país, acerca del que, quizás, algún día tendremos 
oportunidad de discutir en profundidad. 


Hoy tuve oportunidad de leer una frase que me dejó anona- 
dado y que voy a repetir porque está dentro de esta filosofía 
tributaria que no fue dicha por un miembro del gobierno, sino 
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por un ex integrante y, quizás, un próximo titular del gabinete, 
porque se anuncia su vuelta al elenco gubernamental. Esta 
frase decía que el IVA es un impuesto a la renta que no grava 
al ahorro. Quedé muy asombrado y me preocupa esta tendencia 
tributaria que, reitero, es patológica en el país, Este sistema 
tributario es el que actualmente está en vigencia y el que, en 
mi modestísima opinión, le está haciendo mucho daño al Uru- 


guay. 


Para terminar, deseo señalar que en un país como el Uru- 
guay esto puede tener muy graves consecuencias, porque es un 
profundo error concebir una instancia presupuestal de este tipo 
solamente desde un punto de vista fiscalista. Por las razones 
que ya expuse oportunamente, me parece que es un profundo 
error. Estamos perdiendo la ocasión de utilizar una herramienta 
fundamental, ya no sólo al servicio de las necesidades naciona- 
les, sino al del futuro del país. Nadie debe creer que estamos 
proponiendo tirar manteca al techo; en absoluto. No pretende- 
mos incurrir en una actitud irresponsable. Nos gustaría que 
fuéramos sensatos, que tuviéramos sentido común, que fuéra- 
mos un poco más flexibles. En definitiva, sobre la base de 
elementos que hemos venido manejando hasta ahora, debemos 
hacer apuestas seguras y necesarias para el país. Me refiero a 
apuestas en el buen sentido de la palabra; de esas que no se 
pueden perder, porque tienen que ver con la potencialidad produc- 
tiva del Uruguay, que es la base genuina de toda economía sana. 


Un Estado, un sector público, no puede funcionar bien con 
empleados miserablemente retribuidos. Quizás el término pue- 
da parecer fuerte, pero hay muchos funcionarios públicos mise- 
rablemente remunerados cuando el servicio al que están afecta- 
dos -como, por ejemplo, el INAME y la Universidad de la 
República- es fundamental. Pregunto si con estas retribuciones, 
esos servicios pueden funcionar bien. Estoy seguro que la res- 
puesta”es negativa, no puede ser afirmativa. Un Estado no 
puede funcionar bien sin gastos de funcionamiento mínimos, 
decorosos y sin una inversión también mínima, decorosa, que 
le permita, entre otras cosas, modernizarse tecnológicamente. 
Un país no puede encarar su futuro, sobre todo si juega un 
papel importante, una experiencia de integración con econo- 
mías más poderosas, sin prepararse en forma adecuada. Nadie 
Puede tener dudas de que esta preparación del Uruguay exige 
inversión pública muy superior a la que aquí se establece. 


Estas eran las reflexiones que quería hacer en forma ex- 
traordinariamente breve, incluso, he superado el tiempo que 
me había propuesto. Sé que son reiterativas, pero pido que se 
aprecie que quiero poner mayor énfasis que nunca en esa reite- 
ración, porque las características que a nuestro juicio son nega- 
tivas, han llegado a su máximo nivel de expresión en todo este 
período de gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Deseo señalar que coincido con lo ex- 
presado por el señor senador Astori y, además, que vamos a ser 
lo más breve posible. 
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Creo que lo más importante de este trabajo de la Rendición 
de Cuentas es el análisis de todo el articulado, sobre todo, del 
conjunto de aditivos que busca dar una respuesta a una serie de 
temas que tienen relación con la Administración Pública, la 
enseñanza, el INAME, la zona franca del departamento de Co- 
lonia, los trabajadores del Frigorífico Nacional, etcétera. A tra- 
vés de los aditivos se pretende enriquecer esta Rendición de 
Cuentas, teniendo en cuenta que el contador Enrique Iglesias, 
presidente del Banco Interamericano de Desarrollo, decía que 
en última instancia la legitimidad política y social de cualquier 
estrategia económica dependerá de que se abran canales de 
participación ciudadana y de trabajo productivo, intentando dar 
satisfacción a los sectores marginados de la sociedad. 


En la prensa de estos últimos días se ha publicado que el 
Banco Interamericano de Desarrollo y el Fondo Monetario In- 
ternacional -lo que nos resulta muy llamativo- están destinando 
sus esfuerzos -pese a la política neoliberal que aplican en el 
Continente Latinoamericano- a no olvidar que ninguna política 
sirve si no está dirigida principalmente a dar satisfacción a los 
sectores sociales más carenciados de América Latina. Sin em- 
bargo, hay que destacar que en estos países abundan los 
desocupados, los hambrientos, marginados, los niños que mue- 
ren de inanición. 


Debo expresar que, en general, el proyecto enviado por el 
Poder Ejecutivo prácticamente carece de referencias dirigidas a 
estos sectores y ni siquiera al de los funcionarios públicos, ni a 
los pertenecientes a los Organismos del artículo 220 de la Cons- 
titución. 


Dando un vistazo a esta Rendición de Cuentas, podemos 
afirmar que el Poder Legislativo ha mostrado mayor preocupa- 
ción para contemplar los pedidos de la gente. En ese sentido, 
de los 108 artículos que refieren a las necesidades de los fun- 
cionarios, sólo el 2% fueron propuestos en el Mensaje original 
del Poder Ejecutivo, mientras que en las Cámaras de Represen- 
tantes y de Senadores, se incluyó el resto. Estos artículos refle- 
jan tímidamente las necesidades de los funcionarios y de otros 
sectores de la administración pública. 


Hay que aclarar que en la Comisión de Presupuesto integra- 
da con Hacienda de las respectivas Cámaras, no se observó 
ningún atisbo de demagogia, sino simplemente la preocupación 
por atender las necesidades más impostergables de un funcio- 
nariado que ha visto descender brutalmente su poder adquisiti- 
vo por la merma del salario real que se ha dado en estos 
últimos años. En ese sentido, se ha tratado de contemplar los 
requerimientos mínimos de los funcionarios, que de no ser in- 
cluidos en las disposiciones de esta Rendición de Cuentas, prác- 
ticamente dejarían de existir. 


Según datos de la ex Dirección General de Estadística y 
Censos, hoy llamado Instituto Nacional de Estadística, respecto 
a la evolución del salario en la Administración Central, pode- 
mos decir que partiendo de la base 100% para el período com- 
prendido entre octubre y diciembre de 1984, el promedio gene- 
ral para 1988 fue de 79.30%; para 1989 de 78.69%, para 1990 
de 68,44%; para 1991 de 63,36% y para 1992 del 60.01%. 
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Esto ha generado una serie importante de conflictos que se 
han dado durante el desarrollo del período destinado para exa- 
minar la Rendición de Cuentas en el Poder Legislativo. Ello 
está vinculado a la permanente violación de la norma presu- 
puestal establecida en el artículo 6* de la ley N* 15,809, que 
establece que los ajustes salariales cuatrimestrales deben ser 
regulados, a fin de mantener y recuperar el salario del trabaja- 
dor público que, como es sabido por todos, ha sido brutalmente 
rebajado, al igual que el del trabajador privado, durante el 
período dictatorial. Dicha norma también afirma que hay que 
tener en cuenta la situación de la Tesorería General de la Na- 
ción y a ese respecto hoy podemos constatar a través de los 
dichos del propio Tribunal de Cuentas, que hay superávit. 
Según el numeral 11 del informe del Tribunal de Cuentas del 
26 de julio pasado, además de los $ 38:350.995, existen en 
caja $ 89:061.030. 


También podemos hablar de los aumentos que hacen a la 
llamada recuperación salarial y referirnos concretamente al 
INAME. Como es de público conocimiento, en la Rendición 
de Cuentas pasada no hubo aumento salarial para los trabajado- 
res de ese Instituto, pero lo consiguieron fuera de la instancia 
presupuestal. Según declaraciones de representantes del Poder 
Ejecutivo, se les aumentó más del 50% y esto es verdad. Sin 
embargo, me pregunto por qué estos salarios aún hoy son tan 
bajos. Tanto es así, que en la Comisión de Presupuesto integra- 
da con Hacienda, quien habla dijo que el INAME era la ceni- 
cienta de la administración pública, junto con la Dirección 
Nacional del Catastro y otros sectores. El 90% de los funciona- 
rios del INAME al día de hoy -incluido el ajuste del 6% corres- 
pondiente al mes de mayo- están ganando salarios que oscilan 
en los $ 660 líquidos. La mayoría de estos trabajadores perte- 
necen a los grados 3, 4 y 6 y como he dicho, sus sueldos apenas 
liegan a los $ 700. ¿Cómo se puede prelender que con estos 
sueldos paguen el alquiler, la luz, el agua, los impuestos y, 
además, tengan ánimo para asumir una tarea tan delicada como 
es la custodia de los menores a fin de garantizarles una buena 
educación? Es a través de este organismo que se intenta que los 
menores no se transformen en delincuentes consuetudinarios, 
drogadictos, etcétera. 


Si tomamos en cuenta los datos que tienen que ver con el 
conjunto de la administración pública y los comparamos con la 
encuesta publicada en el semanario “Búsqueda” del día de hoy, 
podemos constatar que una familia uruguaya promedio requie- 
re de una canasta familiar mensual de U$S 1.018, que equivale 
a 12.4 salarios mínimos que, por otra parte, está totalmente 
depreciado y en esta Rendición de Cuentas trataremos de que 
se aumente como corresponde. Esos U$S 1.018 equivalen a 
$ 4.000 y entonces, nos preguntamos ¿qué trabajador uruguayo 
gana esa cantidad? 


Según datos de la Contaduría General de la Nación, los 
grados de los funcionarios públicos van desde el 1 al 16, que 
sería el máximo al que se puede acceder, salvo los cargos de 
confianza, directores, etcétera. 
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Los trabajadores grado 4, cuya jornada es de 6 horas ganan 
$ 384.78; los correspondientes al grado 5 perciben $ 413,64 y 
los grados 8 $ 513.86. 


Ahora me voy a referir a los que tienen un 33% más de salario 
por trabajar jornadas de 8 horas. El grado 1 percibe $ 421.76; el 4, 
$ 511.76; el 8, $ 683; el 12 -que es un cargo importante en la 
carrera- $ 912; el 13, $ 981 y el 14, $ 1.133. Estamos ante una 
situación en la que los funcionarios públicos, luego de cumplir 
sus ocho horas, se ven obligados a trabajar en otros lugares, por 
ejemplo, en puestos callejeros, o dedicarse a actividades infor- 
males. Además, la mayoría de ellos viven en verdaderos tugu- 
rios, ya que alquilar una vivienda modesta cuesta $ 1.000, Por 
lo tanto, ninguna de las familias de este sector puede estar en 
condiciones suficientes como para vivir decorosamente. 


Podríamos seguir agregando más casos, pero no quiero in- 
sumir más tiempo en esta discusión general. 


Pensamos que de la sensibilidad política del Senado va a 
depender el aguinaldo para los jubilados; el aumento a aquellos 
funcionarios que no lo tienen; los recursos necesarios para el 
INAME, para Salud Pública -entre otros, para el sector de En- 
fermería- para el Ministerio de Industria, Encrgía y Minería y 
otras Carteras relacionadas con la industria textil, las Zonas 
Francas y el Frigorífico Nacional, También dependerá de ello 
el incremento del Salario Mínimo Nacional. 


Reitero, señor presidente, que seremos breves en esta discu- 
sión general porque queremos que haya tiempo suficiente para 
examinar adecuadamente el articulado del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Desde ya adelanto que, tal como lo 
han hecho los señores senadores Astori y Pérez. -y, posterior- 
mente, cuando haga uso de la palabra, el señor senador Garga- 
no- voy a ser breve en mi exposición sobre el proyecto en 
general, 


Nos ha tocado trabajar en la Comisión de Transporte y 
Obras Públicas, a fin de analizar el capítulo relativo a inversio- 
nes. En esta oportunidad tuve la ocasión de compartir el cono- 
cimiento y la experiencia de los señores senadores Elso Goñi, 
Pozzotlo, Irurtia y Moreira Graña, con quienes llegamos a con- 
clusiones casi unánimes en todo lo que tiene que ver con las 
inversiones. Sin embargo, en este momento, vamos a dar nues- 
tra opinión al respecto. Nuestras conclusiones están recogidas 
en el informe remitido a la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda. Sin embargo, en aras del consenso que existió 
en ese Cuerpo, no se recogieron algunos aspectos. 


De todos modos, en lo que tiene que ver con las inversio- 
nes, resultó claro que la partida destinada a este rubro, cs abso- 
lutamente pobre y exigua, ya que representa el 9% del total de 
los gastos incluidos en el presupuesto. Esta cifra global no 
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alcanza a cubrir las necesidades de reposición. Además, cabe 
hacer notar que esta suma es aún menor, porque dentro de estas 
partidas figuran algunas que no son propiamente inversiones, 
pero que se incluyen como tales en virtud de los acuerdos que 
se logran. Por ejemplo, en el artículo 41 del proyecto de ley 
original -no sé si aún lleva ese número- se incluye una inver- 
sión de U$S 2:500.000 para dotar de un centro de tratamiento 
intensivo al Hospital Policial. Sin embargo, a la hora de 
analizar las cifras, vemos que de esa suma U$S 300.000 o 
U$S 400.000 son inversiones propiamente dichas para mon- 
tar dicho centro, mientras que los otros U$S 2:100.000 o 
U$S 2:200.000 se destinarán a su funcionamiento durante los 
años 1994 y 1995. 


Por eso, señor presidente, decimos que si bien las cifras son 
escasas, lo son aún más porque están mezcladas con otras 
partidas que no son exactamente inversiones. 


Teniendo en cuenta estas cifras, la inversión no cubre la 
reposición necesaria para que la estructura productiva siga siendo 
la misma. En este sentido, estamos retrocediendo en materia de 
infraestructura, en lo que tiene que ver con la inversión públi- 
ca. Todo esto va a repercutir en el nivel de la producción y el 
empleo, que deben ser las preocupaciones mayores por parte 
de todos los que de una u otra forma participamos de la con- 
ducción del Estado, sea tanto desde el gobierno como de la 
oposición. 


Todos estamos de acuerdo en que el MERCOSUR es un 
desafío para Uruguay, pero no a nivel individual, de cada em- 
presario o trabajador. No estamos de acuerdo con lo que ha 
dicho el señor presidente de la República -a propósito del 
MERCOSUR y de los desafíos que plantea- acerca de que los 
más capaces van a triunfar y que quienes no lo sean van a 
quedar por el camino. Esto significa afiliarse a una especie de 
doctrina de darwinismo social. 


De cara al MERCOSUR, importa mucho el Plan de Inver- 
siones y, dentro de él, lo que haga el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, porque éste tiene fundamental relación con 
todo lo que tiene que ver con la industria nacional, la extracti- 
va y la energía. Sin embargo, esta es una de las Carteras que 
está absolutamente ausente del Plan de Inversiones y de los 
agregados que se hicieron en esta Rendición de Cuentas. Es 
uno de los Ministerios más menesterosos en materia de inver- 
siones cuando, en realidad, junio con el de Transporte y Obras 
Públicas, debería ser uno de los más pujantes, ya que de él 
dependen el desarrollo de la industria nacional y el mejora- 
miento de la competitividad de la industria respecto del MER- 
COSUR. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería, no sólo no 
fomenta la inversión, sino que tampoco dispone de fondos para 
su propio funcionamiento. Hay una serie de tareas habituales y 
normales que esta Cartera debe realizar, pero no puede hacerlo 
como consecuencia de la falta de rubros o del agotamiento de 
los fondos de que dispone para todo el año, tal como lo señala- 
ba el señor senador Cassina. En este sentido, el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería es algo así como una estrella en 
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cuanto al nivel de carencias que posee. A modo de ejemplo, 
podemos decir que la Dirección de Metrología Legal, de dicho 
Ministerio, carece de vehículos y del personal necesario para 
controlar las pesas y medidas. Por su parte, la Dirección Nacio- 
nal de Industrias, que debe expedir un certificado para todo 
trámite de importación y exportación, en la actualidad no pue- 
de hacerlo porque las imprentas no le entregan los formularios 
requeridos hasta tanto el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería no cancele sus deudas. Es decir que la necesaria pre- 
sentación de un certificado extendido por la Dirección Nacio- 
nal de Industrias -disposición que seguramente debe ser legal- 
no se está cumpliendo debido a que no existe dinero para pagar 
a la imprenta. De esta manera, podríamos seguir con los ejem- 
plos para ilustrar las necesidades de un Ministerio que, a nues- 
tro juicio, es fundamental en lo que tiene que ver con los 
desafíos que supone el MERCOSUR. 


Algo similar ocurre con la educación; en esta Rendición de 
Cuentas no se recogen partidas -que son muy nccesarias- solici- 
tadas por la ANEP y la Universidad de la República. Deseo 
aclarar que dichas partidas fueron argumentadas en forma favo- 
rable por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas en su informe a la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda. Asimismo, recuerdo que 
en aquel momento el señor senador Astori planteó la necesidad 
de que esta última tomara en cuenta muy especialmente aque- 
lla recomendación. También quiero referir que las inversiones 
de ANEP que no se han tenido en cuenta tienen que ver con la 
construcción de jardines de infantes, escuelas, liceos, así como 
con la terminación de locales escolares, liceales y de UTU. 
Tanto la construcción de estos locales como la terminación de 
otros de iguales características no podrá llevarse a cabo debido 
a que no fueron votadas las partidas solicitadas por ANEP y 
aconsejadas por la Comisión de Transporte y Obras Públicas, 
En consecuencia no fueron recogidas en el articulado. Sin em- 
bargo, esperamos que en la discusión de los aditivos se pueda 
reflexionar en ese sentido. 


Entre esas solicitudes, quiero destacar especialmente la del 
Liceo de Shangrilá, que está en el primer lugar de la lista para 
iniciar la construcción de su local. Puedo decir que todos los 
señores legisladores hemos sido visitados por la Comisión de 
Padres de alumnos de ese liceo, que no dispone de instalacio- 
nes y debe funcionar en locales prestados. 


En lo que tiene que ver con la Universidad de la República, 
se solicitó una partida de U$S 1:300.000 para mantener, ade- 
cuar, pintar y reparar los edificios de esa Casa de Estudios, 
salvo el Hospital de Clínicas y otro monto destinado al ingreso 
de nuestro país en una red internacional que controla el espesor 
de la capa de ozono en esta parte del mundo. 


Cabe destacar que el criterio que se aplica con la educación 
y la producción, que son los principales desafíos que plantea el 
MERCOSUR, no se toma en cuenta para otro tipo de inversio- 
nes. Por ejemplo, hemos visto incorporar inversiones por valor 
de U$S 4:400.000 con destino a gastos ya efectuados y autori- 
zados por el Poder Ejecutivo para las Fuerzas Armadas. 
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Según las cifras del Poder Ejecutivo, en el año 1992, la 
inversión creció menos de un 5% con respecto de 1991. Sin 
embargo, si la comparamos con la correspondiente a 1990, se 
aprecia un estancamiento. De acuerdo con las cifras que hemos 
tomado en consideración y que no tienen en cuenta el valor del 
dólar como imperturbable -como son las cifras del Poder Eje- 
cutivo- la inversión de 1992 ha sido inferior a la de 1990, Por 
lo tanto, podemos decir que en este período se ha producido un 
descenso y ahora un estancamiento de las inversiones. 


Por otra parte, las escasas asignaciones que el Parlamento 
va a votar en el día de hoy se verán aún más disminuidas, 
porque el cumplimiento que se dará por parte de los distintos 
Organismos y Ministerios será por debajo de las cifras que 
aquel autorice. Hay que dejar muy en claro que el Parlamento 
solamente autoriza un gasto, pero el que lo ejecuta posterior- 
mente es el Poder Ejecutivo. 


Hace algunas semanas respondimos, junto con otros señores 
legisladores, a una invitación para concurrir a Nueva Palmira, 
donde existe la preocupación por el desarrollo del puerto como 
terminal de la Hidrovía. Precisamente, ello se debió a que uno 
de los artículos que vamos a votar en esta Rendición de Cuen- 
tas se refiere al trazado de un tramo de línea férrea desde la 
estación Grito de Asencio en el departamento de Soriano hasta 
Nueva Palmira. En esa oportunidad, pudimos apreciar que la 
impresión de la concurrencia a esa asamblea era la de que por 
fin iban a tener el ferrocarril en Nueva Palmira. Por esta razón, 
fue necesario aclarar que el Parlamento va a autorizar una 
partida -en este caso de U$S 500.000- para que se empiece ese 
tramo, pero quien determina el inicio de la construcción es el 
Poder Ejecutivo y en particular el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas que, en esta ocasión, tiene dudas sobre la reali- 
zación de esta obra. Por lo tanto, una cosa es lo que el Parla- 
mento autoriza y otra to que luego el Poder Ejecutivo lleva a 
cabo realmente y para esto existen limitantes. Por un lado, las 
externas -las inversiones en un porcentaje elevado de hasta el 
80% se realizan con préstamos del exterior- que consisten en la 
demora de los préstamos que provienen de otros países, que 
trac como consecuencia la no realización de la inversión. A su 
vez, esto hace que tampoco se invierta la contrapartida urugua- 
ya, llegándose al extremo de que los préstamos del exterior 
condicionan las inversiones que se realizan. Así lo dijo expre- 
samente el señor presidente de ANEP cuando estuvo presente 
en la Comisión refiriéndose al deseo de dicha Administración 
de llevar a cabo determinado tipo de cursos. No obstante, se 
debió optar por dar preferencia a los cursos de inglés porque 
para eso sí había préstamos en ese momento. 


Por otro lado, existen los topes internos que curiosamente 
son votados por el mismo Parlamento para el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, que es el que realiza la mitad de 
las inversiones en obras públicas de nuestro país, Otras limitan- 
tes son dispuestas por el Poder Ejecutivo, como lo hizo el 16 de 
marzo de 1992, donde por medio de un decreto establecía que 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto coordinará con los 
Incisos 2 al 14 los correctivos necesarios a los proyectos de 
inversiones vigentes a los efectos de lograr una reducción míni- 
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ma del 15% en su ejecución a valores constantes en relación 
con el ejercicio anterior. Quiere decir entonces que lo que el 
Parlamento autorizó pasó a ser una cifra totalmente nominal 
por una determinación del Poder Ejecutivo a través de la inicia- 
tiva del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Debo decir que esto no es en tiempo pasado solamente, no 
es historia; va a ocurrir lo mismo después de votada esta Ren- 
dición de Cuentas. Una prueba de ello son las opiniones del 
señor ministro de Economía y Finanzas -recogidas por la pren- 
sa en el día de ayer- en el sentido de que necesariamente el año 
próximo habrá también que recortar el Capítulo de las Inversio- 
nes. 


En este panorama de tristeza, el Senado tiene a considera- 
ción algunas normas que habilitan a un mayor “juego de 
cintura” por parte del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas -que es el principal Organismo en lo que tiene que ver 
con la inversión pública- para que priorice o postergue obras 
dentro de ciertos lineamientos. También ha habido renuncia- 
mientos, como es el caso del que efectuara la Intendencia Mu- 
nicipal de Montevideo, a reclamar una parte de los fondos que 
se votan por el artículo 176 para obras de infraestructura con 
destino a Intendencias Municipales del interior del país, porque 
la escasez de los recursos que se asignan hace que si hubiera 
que incluir a la Intendencia capitalina, lo que percibiría cada 
una sería muy exiguo. 


Estamos preocupados porque en esta Rendición de Cuentas 
se votarán algunas inversiones que serán capitaneadas por la 
Presidencia de la República a través de la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto, con destino a la construcción de policlí- 
nicas, hogares de ancianos, guarderías, jardines de infantes y la 
puesta en funcionamiento de centros de orientación laboral por 
parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Estos fon- 
dos provienen del BID en un 80%; son préstamos que este 
organismo autoriza en determinadas condiciones con el fin de 
buscar la disminución de los efectos sociales producidos por las 
políticas de ajuste que se aplican en los países latinoamerica- 
nos. En nuestro país ha habido una política de esta naluraleza, 
aunque no del grado que hubiera querido algún representante 
del Poder Ejecutivo. Esto hizo necesario que ahora tengamos 
que recurrir a préstamos del exterior para tratar de amortiguar 
los efectos sociales que mencioné, es decir, la miseria que 
provoca esta política en sectores importantes de la población. 


Adelanto que votaremos estas partidas, porque ello es nece- 
sario, porque la gente lo precisa. Sin perjuicio de ello, nos 
permitimos expresar el peligro que implica para el funciona- 
miento democrático fluido el hecho de que la asignación de 
esta partida se haga desde la Presidencia de la República por 
personas vinculadas familiarmente con el señor presidente. Ade- 
más, no debemos olvidar que esto va a ocurrir, precisamente, 
durante el año en que se realizan las elecciones nacionales. 


Como creo que estamos llegando al término del tiempo que 
nos habíamos fijado, simplemente queremos agregar lo siguiente. 
En lo que queda del día de hoy, mañana y pasado, vamos a 
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discutir una serie de normas referidas a la Rendición de Cuen- 
tas. Entre los artículos aditivos que hay para considerar -espe- 
remos analizarlos el día sábado- figura uno que tiene que ver 
con la actualización de! Salario Mínimo Nacional. Con rela- 
ción a esto, quiero decir que si hasta anteayer este problema 
era urgente, a partir de ayer lo es aún más. 


Como he manifestado en otras oportunidades en esta sala, 
el Salario Mínimo Nacional es una variable que sirve para fijar 
una serie de ingresos que percibe mucha gente en nuestro país, 
Por ejemplo, la jubilación mínima, la jubilación máxima, la 
Prima por Hogar Constituido y la Prima por Antigiledad de los 
trabajadores del Estado, la Asignación Familiar y el porcentaje 
de aporte del Impuesto a los Sueldos que debe pagar cada 
trabajador. Todos estos elementos están determinados por la 
fijación del Salario Mínimo Nacional. Hasta el 1? de setiembre, 
éste se situaba en $ 332,50, lo que significaba algo así como 
menos de la mitad del valor que tenía en 1969, cuando fue 
creado. Ayer el Poder Ejecutivo comunicó que a partir del 12 
de setiembre el Salario Mínimo Nacional se ubicará en $ 365, 
con lo cual otorgó un aumento del 9.77% para el cuatrimestre 
vencido el 31 de agosto de este año. Si le hubiera aplicado un 
índice de aumento equivalente al costo de vida correspondiente 
al cuatrimestre pasado, es decir, el 16.69%, habría ascendido a 
$ 388. Digo esto porque, por ejemplo, si tenemos en cuenta 
que el Salario Mínimo Nacional es de $ 365, la Asignación 
Familiar es de $ 29 por hijo y por mes. En cambio, si su monto 
se hubiera fijado atendiendo al aumento del costo de vida del 
cuatrimestre pasado, o sea, en $ 388, la asignación familiar 
habría sido de $ 31 por hijo y por mes. Quiere decir que cada 
trabajador que percibe la asignación familiar por su hijo, a 
partir del 1? de setiembre y hasta que venza este cuatrimestre, 
estará pagando un impuesto mensual de $ 2 por cada hijo. 


De acuerdo con los datos que poseemos, brindados por el 
Banco de Previsión Social, en nuestro país se pagan 428.050 
asignaciones familiares. Si multiplicamos este valor por los $ 2 
que mensualmente deja de percibir cada uno de los hijos de los 
trabajadores, obtendremos una cifra de $ 856.100 o U$S 206.000 
por mes. Entonces, esto se transforma en un aporte por un 
impuesto secreto, subterráneo. Quiere decir que mediante este 
nuevo ajuste fiscal, los hijos de los trabajadores, durante este 
cuatrimestre van a aportar una cifra de alrededor de U$S 824.000. 
Esto me afirma en la necesidad de terminar con esta actitud de 
aplicar impuestos por vía subterránea, sin que se discutan en el 
Parlamento, y de que el artículo aditivo a que me he referido se 
trate mañana o el sábado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Nuestro propósito en esta discusión 
general del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance 
de Ejecución Presupuestal -que en lo sustantivo va a regir la 
ejecución presupuestal de los años 1994 y 1995 -es ver si 
contiene cambios y si incorpora modificaciones a las políticas 
de inversiones, al manejo del gasto público para el funciona- 
miento del gobierno central y de los Organismos del artículo 
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220 de la Constitución. Además, queremos analizar si existen 
alteraciones en lo que dice relación con las políticas salariales 
mediante las que se retribuye a los funcionarios del Estado y si 
las hay en matería de recursos con que se financia el gasto 
público, 


Mis compañeros de sector, los señores senadores Astori, 
Pérez y Bouzas, han abordado sucesiva y sistemáticamente los 
temas relacionados con las grandes líneas de la política econó- 
mica y financiera que informa este proyecto presupuestal, las 
políticas salariales -o Retribuciones Personales, como las llama 
el léxico presupuestal- y las sociales, Asimismo, han aludido a 
la materia relacionada con las inversiones -a la que se ha referi- 
do recientemente el señor senador Bouzas- que es reveladora, 
quizá como ninguna otra, de las políticas presupuestales del 
proyecto o de los modelos puestos en funcionamiento por el 
Poder Ejecutivo. Entonces, esta descripción nos exime de pro- 
fundizar en esa área, por lo que trataremos de sintetizar nuestra 
opinión, aportando algunas valoraciones políticas a este pro- 
yecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal para 1994 y 1995. 


Ante todo, queremos señalar que el Mensaje remitido por el 
Poder Ejecutivo constaba de poco más de 50 artículos. A nues- 
tro juicio, se trata de una brevedad falsa, construida sobre la 
base de rechazar todos los Mensajes enviados por los Organis- 
mos del artículo 220 de la Constitución y de no incorporar la 
mayoría de las disposiciones que le remitieran los Ministerios, 
De esta manera, uno ve con asombro que, por ejemplo, en el 
Mensaje del Poder Ejecutivo no se incluye ninguna disposición 
relativa al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, no ya 
sobre su personal, sino sobre las políticas de apoyo al sector 
productivo. Lo mismo sucede con los Ministerios de Industria, 
Energía y Minería, de Turismo y de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, para mencionar solamente a 
esos cuatro, Con respecto a dichas Carteras, no hay nada nuevo 
para ejecutar en 1994 y 1995, nada para proyectar y, sobre 
todo, nada para gastar. El ejercicio de la autoridad ha llevado al 
Poder Ejecutivo a no enviar normas de regulación del funcio- 
namiento, que carecían de costo, ni otras que tendían a mejorar 
la prestación de los servicios o, inclusive, la ejecución presu- 
puestal. Esto demuestra que con tal de exorcizar la figura satá- 
nica del gasto, el Poder Ejecutivo casi no envía disposiciones. 


Presumo que algunos tecnócratas -para quienes el Poder 
Legislativo constituye una molestia y se han expresado en este 
sentido el año pasado- estarían desbordantes de alegría si el 
Poder Ejecutivo no hubiera enviado nada. Nosotros somos de 
la opinión de que si bien los grandes esfuerzos realizados en la 
Cámara de Representantes y en la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda del Senado han mitigado en algo las 
carencias del proyecto, no han logrado desdibujar o cambiar su 
meta. Digo esto porque este proyecto presenta menos gastos, 
menos retribuciones personales -representa ura caída del sala- 
rio para los funcionarios- menos inversión y la ratificación de 
una política tributaria salvaje que obtiene el 70% de los recur- 
sos por medio de impuestos indirectos. Si bien de esta forma se 
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atiende de manera privilegiada a algunos sectores en crisis 
como ser los productores agropecuarios -lo que compartimos- o 
la industria, al desgravar por dos períodos el Impuesto al Patri- 
monio, ello se hace transfiriendo la carga a otras áreas. En ese 
sentido, el ministro de Economía y Finanzas acostumbra a de- 
cir -aunque no se lo hemos escuchado en esta oportunidad- que 
lo que no pagan unos, lo pagan otros. 


Por otra parte, se mantiene el IVA en el 22%, aunque debe- 
ría bajar; se elimina el Impuesto a la venta de moneda extranje- 
ra y se crea Otro que pagarán las empresas públicas y los ban- 
cos del Estado por la compra de ese tipo de divisas; es decir 
que se cambia el sujeto pasivo y el mecanismo, porque lo que 
antes pagaba el sector privado ahora lo hará el público. A pesar 
de haber atendido con mucha atención a los representantes del 
gobierno -en tal sentido, recuerdo la intervención del señor 
senador Alonso Tellechea- no he escuchado mencionar las ven- 
tajas que este sistema implicará para el Estado. Fl señor sena- 
dor Alonso Tellechea expresaba que traerá aparejado mayor 
cristalinidad. Es obvio; ¡bueno sería que si se establece un 
impuesto a la compra de moneda extranjera, las empresas pú- 
blicas lo ocultaran! Se logra esta cristalinidad porque el sujeto 
pasivo es la empresa pública. Además, el sector privado se ve 
favorecido por la eliminación del impuesto a que he hecho 
referencia. La filosofía que se está promoviendo es la de elimi- 
nar impuestas en una determinada área y aplicarlos en otra. 
Asimismo, se afecta a toda la sociedad porque dicho gravamen 
va a influir en las tarifas que tienen que cobrar las empresas 
públicas. Concretamente, se trata de un 2%, Obviamente, hay 
algunos aspectos que están presentes, pero que no pude anali- 
zar en el curso del trabajo de la Comisión. 


Esta Rendición de Cuentas está constituida por 250 artícu- 
los, pero su extensión no es garantía de bondad y de eficacia 
aunque se han tratado de atender algunas áreas, A este respecto 
podemos citar al Poder Judicial, especialmente, a los funciona- 
rios de los Registros y las Fiscalías y a sus Magistrados. Tam- 
bién se tuvo en cuenta a ciertos sectores de empleados de Salud 
Pública, cuyas mejoras esperamos se extiendan a otros. Sin 
embargo, ciertos beneficios no se han logrado como por ejem- 
plo con respecto al INAME, la Universidad de la República y a 
los funcionarios globalmente considerados de la Administra- 
ción Central. Por otra parte considero que lo expresado por el 
señor miembro informante del gobierno en el sentido de que al 
modificarse la compensación máxima al grado se va a producir 
un aumento importante, no es correcto. Sin embargo, para cal- 
cular dicha compensación el Poder Ejecutivo ha dispuesto que 
se consideren -para disminuir el incremento- todas las compen- 
saciones que por distintos rubros perciben los funcionarios del 
Estado. De modo que este aumento que es global para todos los 
empleados de la Administración Central es mínimo y, casi 
irrisorio. 


A pesar de lo expresado, el Frente Amplio ha apoyado 
todas estas pequeñas mejoras, ha impulsado varias de ellas y 
tratará de propulsar en el Senado aquellas que no han logrado 
materializarse. 
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Esta reflexión sucinta de los elementos vertebrales de este 
proyecto, nos lleva a pensar sobre otras áreas. En este sentido, 
cabe señalar que hay algunos sectores del gasto público que 
están en el ámbito del Poder Ejecutivo y que el Poder Legisla- 
tivo no tiene capacidad para controlar, como por ejemplo el 
PRIS, Proyecto de Infraestructura Social. Este organismo eje- 
cuta proyectos bajo la responsabilidad de la Presidencia de la 
República con la gestión de la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto aunque, teóricamente, éstos deberían ser llevados a 
cabo por el Ministerio de Salud Pública o la Administración 
Nacional de Enseñanza Pública. Sobre estos proyectos existen 
algunos folletos y voluminosos distribuidos a los cuales tuvi- 
mos oportunidad de acceder, pero no desentrañar su contenido, 
Hemos escuchado declaraciones en el sentido de que para la 
ejecución de los mismos sólo se destina el 40% para inversión 
directa, el restante 60% se utiliza para el pago de los sueldos de 
los asesores, proyectistas, analistas, etcétera. Reitero que no 
tengo suficiente información como para saber si esto que opera 
en una órbita a la que no tenemos acceso, es realmente cierto, 
pero de ser así, constituye un hecho sumamente grave, Si efec- 
tivamente ese 60% se destina para abonar las retribuciones de 
los analistas y proyectistas de los proyectos, cabría preguntarse 
a dónde va el endeudamiento para obras de naturaleza social 
urgente que, como expresaba el señor senador Bouzas, atende- 
rían los sectores que pagan los costos de la política económica 
en marcha. No tenemos conocimiento sobre si los gastos se 
ejecutan de la manera adecuada, si son necesarios y si se reali- 
zan en el lugar y en el tiempo adecuado. Tampoco tenemos 
certeza acerca del volumen total del gasto que hará el Estado y 
la deuda que pueda contraer con organismos internacionales, 
que puede ascender a las más variadas cifras. Me pregunto 
quién discrimina hacia dónde se debe destinar el gasto y cómo 
se controla, Hasta ahora no hemos conseguido respondernos 
esas interrogantes y por lo tanto no estamos en condiciones de 
hacer un juicio de valor. Sin embargo, luego de finalizado el 
tratamiento de la Rendición de Cuentas vamos a abocarnos a 
averiguarlo y a informar a la opinión pública. 

Con respecto a otro ámbito de reflexión, quisiera señalar 
que hubo iniciativas importantes en la Comisión de Presupues- 
to integrada con Hacienda del Senado. Se puede citar especial- 
mente a dos de ellas que tienen que ver con uno de los grandes 
temas que se han considerado en esta Administración. El pri- 
mero se relaciona con los resultados de las leyes llamadas de 
función pública, que programaban incentivos para el retiro de 
funcionarios a efectos de suprimi: cargos y disminuir el gasto 
público en materia de retribuciones personales. El segundo, 
tiene que ver con los gastos efectuados por el Estado a través 
de mecanismos que fueron habilitados por sucesivas leyes para 
permitir que las funciones que se suprimían pudieran presentar- 
se a través de los llamados contratos de arrendamientos de 
obra. Con respecto al primer punto, la Oficina Nacional del 
Servicio Civil informó -sobre esto hizo hincapié el señor sena- 
dor Zumarán- que no se deducen grandes logros en cl abati- 
miento del número de funcionarios. 


Si uno hace un balance de los funcionarios que egresaron e 
ingresaron en el país en toda la Administración, puede observar 
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que existe casi una situación de equilibrio, por lo menos, es lo 
que se puede deducir de ese informe bastante completo. Quiere 
decir que hemos sancionado leyes, hemos pagado incentivos, 
la gente ha cobrado -naturalmente, porque se ha ido- pero el 
gasto, sustantivamente, no ha bajado. 


Por otro lado, me quiero referir a los contratos de arrenda- 
miento de obra, sobre los cuales el señor senador Cassina hizo 
una exposición muy detallada. Para conseguir información acerca 
de estos contratos de arrendamiento de obra, se vivió una peri- 
pecia digna de Kafka. Cuando solicitamos informes para saber 
cuántos contratos se habían hecho y cuál era su costo, los 
representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
nos respondieron que no tenían ese dato y que sólo el Tribunal 
de Cuentas contaba con esa información, porque era su recep- 
tor final. Nos asombró que después de tres años y medio de 
gestión y a sólo dieciséis meses de entregar la Administración 
al futuro gobierno, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
que controla todos los proyectos y que incide en las tarifas, no 
hubiera recabado y obtenido mecanismos para saber cuánto se 
gastó en tres años y medio mediante este novedoso sistema de 
contratar funcionarios para la realización de arrendamientos de 
obra. Pues bien; el Tribunal de Cuentas, a diez días del venci- 
miento del plazo constitucional que tiene el Senado para anali- 
zar este proyecto de ley, y luego de un trabajo muy complejo y 
engorroso nos dijo, en primer lugar, que no podía informar 
nada de los contratos de arrendamientos de obra realizados 
desde marzo de 1990 hasta fines de 1992, Reitero, no podía 
informar nada sobre los contratos de arrendamiento de obra 
que se habían celebrado desde marzo de 1990 a diciembre de 
1992. En segundo término, se nos señaló que sólo a fines de 
1992 se había logrado instalar un dispositivo que permitía veri- 
ficar los contratos que se hacían y cuánto se gastaba, de modo 
que sólo podía indicar los que se habían materializado este 
año, es decir, en los ocho meses transcurridos hasta el presente, 
Es asombroso; el gobierno no puede informar, el Tribunal de 
Cuentas sólo lo puede hacer parcialmente y el tema no es 
menor. Del informe sobre estos últimos meses se deduce que el 
gobierno central y algunas empresas públicas han realizado 
contratos de arrendamientos de obra por valor de $ 44:000.000, 
algo así como U$S 15:000.000. Creo que es mucho más dine- 
ro, porque hay abundante información que dice que no se apor- 
ta la cifra, porque se paga por el arancel de los profesionales 
que cobran como abogados, ingenieros, ingenieros agrónomos, 
agrimensores, etcétera. Entonces, en la lista figura como gasto 
00 -me rectificará el señor senador Cassina si ello no es correc- 
to- porque se paga por el organismo y no se contabiliza en el 
gasto de que estoy dando cuenta. Además, el señor senador 
Cassina dio indicios de algunas de las tareas que se desempe- 
fan con estos contratos y existen algunas “perlas” que él men- 
cionó y otras que conozco y que no puedo dejar de mencionar. 
Por ejemplo, OSE contrató a una persona -no sé que grado de 
genialidad puede tener o al frente de qué empresa se encuentra- 
por N$ 900:000.000 -es decir $ 900.000- por una sola vez y sin 
plazos, porque dice cero mes, sin que se especifique la tarea a 
realizar. De todos modos, se le pagó nada más ni nada menos 
que U$S 247.000. En la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda, hemos librado batallas de una hora y media o 
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dos horas para obtencr U$S 100.000 para una dependencia 
del INAME o para darle a la Universidad de la República 
U$S 300.000, a fin de reforzar las partidas para el pago de la 
cuota mutual. Sin embargo, nos encontramos con esta situación 
en esta empresa del Estado que quizá, con un poco de trabajo, 
nos permita descubrir que hay un genio al que hay que pagarle 
por un informe U$S 300.000 o una empresa que realiza en un 
solo acto -porque no demora ni un mes- un contrato por el cual 
hay que pagarle esa suma. El Poder Legislativo no sabe, pues, 
hasta dónde se ha gastado, si era necesario o no, si se lo ha 
hecho bien o mal y a discreción, por los jerarcas respectivos. 
Ahora, en el artículo 15 de este proyecto de ley, se lrata de 
regular esta situación. Creo que existe la idea de que cl asunto 
es tan desmesurado -quizá merecería una investigación, desde 
mí punto de vista- que se debería ponerle coto. Pero sobre lo 
pasado nadie sabrá nada, salvo lo que estamos manifestando y que 
hemos conseguido como información del Tribunal de Cuentas. 


Por otra parte, me quiero referir a algunos aspectos del 
Gasto Público, que está condicionado, durante más de diez 
años, por el peso de un endeudamiento externo, que entre 1983 
y 1992, le ha obligado al pueblo uruguayo, en función del 
cumplimiento riguroso de los acuerdos realizados en los distin- 
tos gobiernos con el Fondo Monetario Intemacional, a abonar 
USS 6.544:000.000 por concepto de pago de intereses y amorli- 
zación del principal de la deuda externa. Ello es así si habla- 
mos de dólares corrientes; actualmente, serían muchos más; me 
atrevería a decir que se llegaría a una suma aproximada a los 
U$S 9.000:000.000. Esto es lo que hemos pagado todos por 
concepto de endeudamiento, es decir, casi un año de la produc- 
ción total de bienes y servicios del país transferidos al exterior 
o a los tenedores de los Bonos y Letras de Tesorería que han 
ahogado a los trabajadores, a los jubilados, a los productores, a 
los jóvenes, a las políticas educativas, sanitarias, de vivienda, 
al crédito productivo y a todo el funcionamiento productivo del 
país, robándole el futuro a toda una generación y diría, amar- 
gando la existencia de quienes viven de un ingreso fijo. Hemos 
cumplido bien con los acreedores y en qué forma. 


Por el último acuerdo pagamos intereses fijos del 6% anual, 
y se dijo era una maravilla. Ahcra los intereses reales en cl 
mercado internacional están por debajo del 4%, Este fue cel 
último logro del doctor Ramón Díaz, que ahora está por pantir. 
Pero luego de estos diez años, las políticas de ajuste siguen, los 
salarios continúan bajando en la Administración pública, los 
gastos en rubros fundamentales como educación, salud pública, 
justicia y vivienda han caído en relación a 1989; quienes han 
administrado, no han cumplido con el país y su gente. 


Veamos brevemente algunos datos con valores dellactados 
al año 1989, en pesos uruguayos y no calculados en dólares 
corrientes, como acostumbra a hacerlo el gobierno. El cálculo 
en dólares corrientes permite disfrazar la realidad e inducir a 
error, porque cada año disminuye el poder de compra del dólar 
y también por el atraso cambiario. Lo justo es llevar el gasto a 
pesos uruguayos y a valores constantes del año 1989 a los 
efectos de estimar lo que ha hecho este gobierno, Hentos reali- 
zado este trabajo junto con algunos expertos y llegamos a la 
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siguiente conclusión, Tomando como base 100 los valores co- 
rrespondientes al ejercicio 1989 con los datos extraídos de los 
Anexos de la Rendición de Cuentas, en educación, con una 
base 100 para 1989, tenemos la siguiente evolución: para 1990, 
91; para 1991, 89,1; para 1992, 87.8. Separando los distintos 
rubros, observamos que el Ministerio de Educación y Cultura, 
con una base 100 para 1989, tenemos para 1990, 78.1; para 
1991, 76.1 y para 1992, 69. Por su parte, en ANEP, con una 
base 100 para 1989, tenemos, para 1990, 94,4; para 1991, 88.8 
y para 1992, 89. En la Universidad de la República, también 
con una base 100 para 1989, observamos los siguientes valores: 
en 1990, 90,7; en 1991, 99.2 y en 1992, 98,3, En materia de 
salud que es donde se ha publicitado más el incremento del 
gasto en dólares, se puede apreciar, con una base 100 para 
1989, lo siguiente: en 1990, 94,7; en 1991, 95.6 y en 1992, 
93.9. 


Con respecto al Poder Judicial, tomando como base 100 en 
1989, tenemos una cifra de 92,4 en 1990, de 95.3 para 1991 y 
de 89.8 en 1992. Como dato adicional, podemos agregar que 
dicho Poder representa el 1,5% del gasto total, 


Esta valoración desarticula la propaganda que trata de mos- 
trar crecimiento en el gasto en áreas sociales claves para el país 
y su desarrollo y muestra la realidad existente. Esta política ha 
bajado el gasto y no ha logrado hacer retroceder la inflación, 
que sigue teniendo gran significación, como ha ocurrido per- 
manentemente, ya que se mantienen los niveles históricos de 
entre el 50% y el 60% anual. No se ha logrado el crecimiento; 
se ha climinado el déficit del gobierno central y el costo lo han 
pagado los trabajadores y las políticas claves en la salud, la 
educación y el apoyo a los sectores productivos. Asimismo no 
se ha verificado un crecimiento sostenido y equilibrado de la 
economía y tampoco existen políticas activas destinadas a pro- 
mover la reconversión productiva. 


El señor senador Astori mencionó -simplemente lo reitero 
en una £rase- que luego de que se nos dijera durante mucho 
tiempo, desde la dirección de la política económica, que aque- 
llo que habíamos previsto -en el sentido de que iba a haber 
estancamiento, retroceso y desactivación productiva- era sólo 
una teoría, ahora está ocurriendo. Se nos decía que éramos 
malos augures y que esta situación nunca tendría lugar, pero 
vemos que sin embargo se está materializando. Además, si se 
desactiva la economía en la República Argentina, la catástrofe 
en nuestro país podría ser de dimensiones impensables en estos 
momentos. 


En quinto lugar, hay situaciones que realmente motivan la 
necesidad de una reflexión más. ¿Por qué ha habido una negati- 
va cerrada frente a la posibilidad de incrementar mínimamente 
cl gasto para el Instituto Nacional del Menor y para la Univer- 
sidad de la República? ¿Cómo no responder ampliando míni- 
mamente los recursos del INAME para que atienda y adminis- 
tre mejor, otorgando a los 14.000 menores a su cargo mejores 
condiciones de vida? Esta institución pasó de asistir a 8.000 
jóvenes carenciados en 1989 a hacerlo con 14.000 en 1992, Se 
nos proporcionaron cifras en el sentido de que 250.000 meno- 


106 -C.S. 


res están viviendo por debajo del nivel de pobreza y constitu- 
yen el área de mayor riesgo para la juventud. A pesar de ello, 
hasta hoy no se ha votado ninguna partida para que el INAME 
pueda atender mejor esta área extraordinariamente sensible. 


¿Cuáles son las razones que llevan al gobierno a no conce- 
der a la Universidad de la República el 6,6%, mientras tolera 
que el Poder Legislativo otorgue dicho porcentaje a la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública? Digo “tolera” por- 
que este aumento no fue proyectado por el Poder Ejecutivo, 
sino que la negociación efectuada por algunos sectores con el 
gobierno ha permitido que se incremente en un 6,6% el salario 
de los trabajadores de la ANEP. Reitero que no entiendo por 
qué se le niega esa cifra a la Universidad de ta República. ¿Qué 
animadversión es la que fundamenta esta discriminación? Me 
pregunto si todavía existe el herrumbre de las décadas del se- 
senta y del setenta, que hacía aparecer el demonio detrás de 
cada acto universitario. ¿Esta es la actitud que se tiene para una 
Casa en la que se realiza el 99% de la educación superior y 
más del 60% de la investigación? La Universidad de la Repú- 
blica choca reiteradamente con una tozuda negativa que para- 
dojalmente articulan algunos de los egresados de otros tiempos, 
que parecen más empeñados en desahogar antiguos resquemo- 
res que en aiender las necesidades reales que tiene nuestra 
principal Casa de Estudios. Esto nada tiene que ver con los 
tiempos que corren, pero no debemos olvidarlo para el futuro. 


Asimismo debe tenerse en cuenta la política salarial de este 
gobierno que -como señaláramos al señor ministro de Econo- 
mía y Finanzas en la Comisión de Presupuesto integrada con la 
de Hacienda- a nuestro juicio, es una provocación al conflicto, 
practicada con premeditación, ya que luego de un incremento 
cuatrimestral de los precios en un 16%, ajusta los salarios en un 
8%. Esto sería como decir: “Hagan huelga”, para luego señalar 
que el gobierno no ha perdido ninguna huelga, como dijo algún 
presidente de la República. 


(Intervención del señor presidente que no se escucha) 
-Naturalmente, se recogen los frutos de esta política. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ese es un palo para otro galline- 
ro, señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - El palo es para el gallinero que 
corresponda. 


Había pensado decir que este gobierno y el anterior han 
realizado un manejo del gasto público que es propio del aJma- 
cenero minorista, pero me arrepentí, porque esto sería una ofensa 
para los almaceneros minoristas. Digo esto pues es y ha sido 
asombroso el criterio con el cual se trabaja: Jimita las inversio- 
nes; aplaza la entrega de partidas para gastos de funcionamicn- 
to, es decir, especula con el fin de llegar al término del ejerci- 
cio con determinados equilibrios. Durante el año, ajusta los 
salarios en un 50% de lo que evoluciona el Indice de Precios al 
Consumo y mantiene el mismo esquema de política fiscal, pues 
los recursos siempre salen de los mismos bolsillos y la gran 
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riqueza sigue sin ser afectada. No hay política de inversión en 
infraestructura ni de apoyo a la reconversión productiva; no 
hay respuestas a las alarmantes situaciones de crisis sociales 
como, por ejemplo, en el Ministerio de Salud Pública y en el 
INAME, y no hay política de apoyo a la educación en todos 
sus niveles, En definitiva, entiendo que no hay políticas para el 
futuro, sino que más bien se está destruyendo el presente. Esta 
es la estrategia de siempre, que es una confirmación de las 
mismas políticas. 


Por considerar nocivas dichas políticas para el país, el Fren- 
te Amplio no va a votar en general el proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. 
Ésta es la confirmación de nuestra oposición a una manera de 
administrar el país que lo ha llevado a vivir, década tras déca- 
da, en una crisis permanente. 


Además, debe quedar claro -lo reitero- que algunas disposi- 
ciones que mejoran sectorialmente retribuciones o atienden re- 
clamos puntuales han sido aprobadas en Comisión con los vo- 
tos, no pocas veces imprescindibles, del Fremte Amplio, y lo 
mismo acontecerá en el Senado. Actuaremos así a pesar de que 
este proyecto de Jey, tanto en el Senado como en la Cámara de 
Representantes, en lo sustancial tiene la característica de haber 
sido pactado fuera del ámbito legislativo, Al decir esto quiero 
significar que ha sido acordado al margen del marco del debate 
y del análisis en los organismos de este Poder. Esta iniciativa 
ha sido producto del pacto entre los sectores mayoritarios del 
Partido Nacional, que forman parte del gobierno, y las fraccio- 
nes del Partido Colorado que lo integran o lo apoyan. Natural- 
mente, desde el punto de vista político, las responsabilidades 
están planteadas en este sentido y no en otro. Asimismo todo 
aquello que no se ha concedido también es responsabilidad de 
quienes han dado factibilidad a que este proyecto de ley se 
articule de esta manera, aunque lo hayan hecho con la inten- 
ción de que exista Rendición de Cuentas, porque se asegura 
que esto es mejor a que no se apruebe ningún proyecto. 


Es cuanto quería decir. 
SEÑOR SANTORO. - Pido ta palabra para una aclaración, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - En dos oportunidades en sala se ha 
hecho referencia a lo que se conoce con la denominación de 
PRIS, es decir, lo que por ley se llama “Proyecto de Infraes- 
tructura Social”, que está ubicado en el Programa 002, “Plani- 
ficación del Desarrollo y Asesoramiento Presupuestal del 
Sector Público”. Esta unidad ejecutora fue creada por la ley 
N* 16.226, de Rendición de Cuentas, de noviembre de 1991, 
Su cometido es ejecutar proyectos y efectuar la coordinación 
superior de las acciones tendientes a fortalecer la inversión 
social en las áreas más carenciadas, de conformidad con el 
convenio a suseribirse con el Banco Interamericano de Desa- 
rrollo, Está dirigida por un director del Proyecto de Infraestruc- 
tura Social, cuyo nombre es Ruben Rodríguez Cartalla, y se 


30 de Setiembre de 1993 


trata de un cargo calificado como de confianza. Además, tiene 
establecidas las correspondientes partidas anuales para gastos 
de funcionamiento. De los proyectos, obras y servicios en que 
participe el “Proyecto de Infraestructura Social”, la ley dispone 
que se darán cuenta detalladamente a la Asambica General, en 
anexo especial a las Rendiciones de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal, junto con un informe de evaluación del 
cumplimiento de los objetivos y metas. 


Asimismo, en el repartido relativo a la Rendición de Cuen- 
tas y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente a 1992, 
en el capítulo denominado “Inversiones” -página 101 vuelta- se 
da cuenta de lo asignado a esta Unidad que son $ 3:124.182, de 
lo que ejecutó, que son $ 2:795.063, y de la economía realizada 
que ascendía a $ 329.119. Quiere decir que además de haber 
informado a través de la Rendición de Cuentas -Lal como Jo 
establece la ley- sobre lo ejecutado en el Programa consiguien- 
te, se señala que cl PRIS es controlado -en cl cumplimiento de 
las disposiciones legales y de sus competencias- por el Tribunal 
de Cuentas y la Contaduría General de la Nación, a través de la 
Contaduría de la Presidencia de la República. Además, en vir- 
tud de fondos que recibe, también informa al Banco Central del 
Uruguay y tiene una auditoría externa del propio Tribunal de 
Cuentas. 


Por lo tanto, esta Unidad Ejecutora denominada “Proyecto 
de Infraestructura Social” está establecida por ley, su presiden- 
te es el señor Ruben Rodríguez Carlalla, quien tiene obligación 
de dar cuenta de la utilización de los fondos a través de la 
rendición correspondiente, y lo ha hecho a través de la Rendi- 
ción de Cuentas de este año cumpliendo con todos los controles 
que legalmente corresponden a un organismo de esta naturale- 
za, 


Era cuanto deseábamos manifestar al respecto. 
SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor presidente: en pocas palabras 
voy a explicar la posición de nuestro sector sobre cl trámite de 
este proyecto de Rendición de Cuentas que tenemos a conside- 
ración. 


Previamente, aclaro que nosotros siempre hemos actuado 
con la vista puesta en un interés impersonal, y si bien pensamos 
que esta Rendición de Cuentas no tiene las disposiciones que 
todos desearíamos que tuviera, en cada caso particular hemos 
actuado con completa independencia. Se habla, por ejemplo, de 
la Unidad Ejecutora denominada “Proyecto de Infraestructura 
Social” y debo decir que, personalmente, no estuve de acuerdo 
con la organización de ese servicio por lo que voté en contra, 
tanto en Comisión como en el Senado. En cambio, critican 
ahora a ese organismo aquellos que lo votaron, mientras que 
nosotros, a pesar de que no dimos nuestro voto, no lo hacemos 
porque no hemos puesto en duda la honradez con que se actúa, 
En aquella oportunidad no dimos nuestra aprobación porgue. al 
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nuestro entender, no era conveniente superponer organismos 
que realizan las mismas actividades cuando a través de la Cons- 
titución y las leyes ya está establecida la forma en que se 
atienden esos servicios. 


Por nuestra parte, siempre hemos sido coherentes y hemos 
dicho las cosas con toda claridad. Es más, en esta circunstancia 
particular hicimos un acuerdo en la Cámara de Representantes 
-posteriormente, también en este ámbito- porque a nuestro en- 
tender era necesario que hubiera acuerdo y voluntad política 
para aprobar la Rendición de Cuentas, sin hacer cálculos de 
mostrador a nuestra conducta y sin pensar si ello suponía O 
no -tal como suele decirse ahora- un costo político. Actuamos 
de esa forma porque, tanto en la Cámara de Representantes 
como en el Senado, consideramos que lo principal era que el 
país tuviera una Rendición de Cuentas, la última de este perío- 
do, porque tal como se ha dicho, en los dos años siguientes no 
se va a tratar ninguna Rendición de Cuentas importante o rele- 
vante, 


Por lo tanto, nuestro acuerdo fue leai y estuvo orientado a 
darle al país una Rendición de Cuentas que pudiera ser votada 
y que entrara en vigencia, satisfaciendo la mayor parte de los 
justos reclamos. No hemos criticado el costo de esta Rendición 
de Cuentas; pero es indudable que desde ese punto de vista no 
ha sido todo lo prolija que debiera ser. Inclusive el mismo 
Tribunal de Cuentas hizo la observación del caso al dar su 
parecer a la Comisión de Presupuesto integrada con la de Ha- 
cienda. Concretamente, en el Resultando 10) del informe de 
ese organismo se establece “que el 99,79% del total de "Par- 
tidas a Regularizar de Ejercicios Anteriores” que asciende a 
S 19:128.359, corresponde a la contabilización del saldo neto 
acreedor al 31.12.91, de débitos y créditos efectuados por el 
Banco de la República Oriental del Uruguay en la cuenta del 
Tesoro Nacional desde encro de 1989 a diciembre de 1991, 
respecto a los cuales la Contaduría General de la Nación no 
dispone de la documentación respaldante”., 

Luego, en cl Resultando 11) agrega que “por el mismo 
concepto expresado en el Resultando 10) existen $ 346:616,745 
de partidas acreedoras y $ 257:555.715 de partidas deudoras, 
correspondientes al ejercicio 1992 y pendientes de imputación, 
por un valor neto de $ 89:061.030 (importe que integra el 
concepto "Partidas a Deslindar y Documentos” que se exhibe en 
el Punto 3.3 del Cuadro 1-9)”. Asimismo, en el Considerando 
4) dice que “de las "Partidas a Regularizar de Ejercicios Ante- 
riores” a que reficre el Resultando 10), se carece de documenta- 
ción que permita certificar su exactitud, legalidad y origen”, y, 
en el 5) establece que “a los efectos de una más clara exposi- 
ción, la situación referida en el Resultando 11) pudo incluirse 
como Nota al "Estado de Resultados - ejercicio 1992", 


Por esta razón, en el numeral 2) el Tribunal acuerda abste- 
nerse de emitir opinión respecto a la “Partida a Regularizar de 
Ejercicios Anteriores” por $ 19:167.527, y de su incidencia en 
el superávit de S 38:351.995 por lo expresado en el Conside- 
rando 3) que ya he leído. Si así fuera, habría que pensar que 
existe uba partida resultante de S 89:061.030 que no está in- 
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cluida en la Rendición de Cuentas pero que fue denunciada 
ante el Banco de la República Oriental del Uruguay donde se 
hizo el depósito correspondiente. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR CIGLIUTI. - Con mucho gusto, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: simplemente de- 
seo expresar que este tema lo analizamos en la Comisión con 
los integrantes del Tribunal de Cuentas y podemos señalar que 
esto implicaría que al superávit registrado en la Rendición de 
Cuentas -que es el que se establece en el artículo 1? de esta ley- 
habría que sumarle esa partida depositada en el Banco de la 
República. Si hablamos en cifras redondas tenemos que ella 
asciende a $ 90:000,000 -lo que equivale a determinada canti- 
dad en dólares- e incrementaría el superávit porque el Tribunal 
de Cuentas no supo decir si esas partidas eran o no compatibles 
con el superávit, aunque todo indica que sí porque esto es el 
resultado de la diferencia entre las cuentas acreedoras y las 
cuentas deudoras que la Contaduría General de la Nación debe 
suministrar al Tribunal de Cuentas. Creo que esto debe tenerse 
en cuenta, inclusive, para el caso de algunos funcionarios -por 
ejemplo los del Ministerio de Transporte y Obras Públicas- que 
viven una situación muy carenciada. 


Nada más y muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Cigliuti. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor presidente: quien habla expuso 
las cifras a las que ahora se refiere el señor senador Gargano y, 
además, dijo que se habían denunciado ingresos y egresos por 
determinada cantidad y que sí estos movimientos fueran reco- 
nocidos, se debería agregar al superávit la suma de $ 89:061.030. 
Es decir que, desde este punto de vista, el resultado de esta 
Rendición de Cuentas no es correcto. 


Por otro lado, tanto en la Comisión como aquí en el Sena- 
do, se habló de los contratos de obra que totalizan -pero sólo 
desde el 1* de enero al 30 de agosto de este año- 233 que tienen 
costo y 187 que no lo tienen. Estos últimos no tienen costo, 
porque se pagan de acuerdo con los honorarios que cobran los 
abogados, lo que quiere decir que existe un gasto al cual ya se 
aludió en sala, que asciende a la suma de $ 185.082 por contra- 
to de obra; de esa forma, se llega a un total de $ 43:434.150 
para un conjunto de 233 contratos de obra, a los cuales se debe 
agregar los 187 antes mencionados, que tienen que ver con 
abogados que cobran de acuerdo con el arancel respectivo. 
Estas cifras corresponden al período que va entre el 1% de enero 
y el 21 de setiembre de este año. 
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Sin embargo, antes de continuar adelante con este asunto, 
queremos puntualizar que vamos a dar nuestro voto a esta 
Rendición de Cuentas, tal como hemos acompañado otras que 
tampoco nos produjeron plena satisfacción. Estamos tan lejos 
de creer que todos los reclamos deben y pueden ser satisfechos, 
como de pensar que se debe actuar con un criterio tan restricti- 
vo que no permita hacer justicia cuando ello sea posible. Lejos 
de la demagogia y sin tener ninguna complicidad con el go- 
bierno, ni otra obligación que la que surge de nuestra forma 
leal de entender los problemas políticos, expresamos desde el 
primer momento -inclusc fuera de aquí- que daríamos nuestro 
voto a la Rendición de Cuentas y ahora, cuando llega el mo- 
mento, cumplimos con nuestra palabra, Creemos, sí, que este 
año la Rendición de Cuentas tiene más tiempo para ser tramita- 
da en esta sala, ya que contamos con lo que resta de la sesión 
de hoy y dos jornadas completas, largas, tal como las que 
hemos desarrollado en la Comisión. 


En la Comisión, fatalmente tuvimos que detenernos más 
que en ningún otro organismo, en los que figuran en el artículo 
220 de la Constitución. Con la Corte Electoral, la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda cumplió un excelente tra- 
bajo, al punto de que las necesidades que este organismo tenía 
para afrontar sus obligaciones inmediatas -especialmente en 
materia de inscripción cívica- fueron satisfechas. 


Creemos que se procedió de igual forma con la Suprema 
Corte de Justicia, aunque quedan algunos cabos sueltos que 
habrá que volver a atar, y que no se recuerde con esto la 
anécdota del general Franco porque si no pueden enmarañar- 
nos. 


También pensamos que se dio satisfacción a las reclama- 
ciones del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Tenemos por delante los problemas relativos a la Universi- 
dad, al INAME y a ANEP. No sé qué trámite llevarán estos 
asuntos, Por nuestra parte, cumpliremos lealmente el acuerdo 
que hemos suscrito, pero también creemos posible que se al- 
cancen soluciones con respecto a estos organismos, porque di- 
cho compromiso es básico y correcto y se sustenta en la tesis 
de que no podemos votar disposiciones que no estén debida- 
mente financiadas. Reitero, no votaremos aquellas normas que 
no estén financiadas pero, de todos modos, pensamos que se 
pueden seguir estudiando estos asuntos. 


Por ejemplo, el Tribunal de Cuentas ha presentado un con- 
junto de reclamos establecidos en normas claramente funda- 
mentadas que pueden servir para mejorar la situación del orga- 
nismo sin que se lleguen a aprobar disposiciones que no cuen- 
ten con el financiamiento debido, ya que dicho Tribunal piensa 
en la posibilidad de obtener un préstamo con el Banco de la 
República que le permita atender las obligaciones derivadas de 
la construcción de un edificio, contemplar los reclamos de los 
funcionarios del organismo y, además, contratar más funciona- 
rios. Digo esto porque tanto el Tribunal de Cuentas, como 
antes de esta Rendición de Cuentas la Conte Electoral, se en- 
cuentra en una situación de escasez de funcionarios. Además, 


30 de Setiembre de 1993 


es por todos conocido que los funcionarios del Organismo, 
entre los cuales hay muchos técnicos y contadores que tienen 
capacidad probada, están trabajando y percibiendo sueldos muy 
bajos, mientras que muchos otros contadores, nacionales y ex- 
tranjeros, tienen una situación económicamente muy desahoga- 
da por medio de los contratos de obra y nadie está en condicio- 
nes de afirmar que estos últimos son mejores que aquellos que 
prestan funciones en el Tribunal de Cuentas. Traigo a colación 
este ejemplo para afirmar que el Senado tiene mucho por hacer 
con respecto a las disposiciones que van a integrar esta Rendi- 
ción de Cuentas. Me consta, señor presidente, que esa tarea es 
muy difícil, pero no dejo de ser optimista y de buscar una 
solución para estos problemas. 


Nuestro grupo político, el Foro Batllista, va a actuar en esta 
oportunidad de la misma forma en que lo hizo en Comisión, es 
decir cumpliendo el acuerdo alcanzado y teniendo en cuenta 
las realidades que presentan los diversos organismos. En ese 
sentido, debemos manifestar que no se puede admitir que en la 
Universidad existan profesores que ganan $ 600 o $ 700 por 
mes, así como tampoco que a algunos organismos de la Ense- 
ñanza se le otorguen aumentos especiales y a otros no, cuando 
no hay motivos para no darles a todos el mismo tratamiento y, 
sobre todo, teniendo en cuenta que en ese sector está el porve- 
nir del país, más que en ninguna otra actividad. 


Sefior presidente: con estas palabras fundamento las razo- 
nes por las cuales el Foro Batllista acompaña esta Rendición de 
Cuentas y ofrece su concurso sin hacer cálculos, esperando 
servir a los intereses generales, a fin de tratar de mejorar el 
texto que viene de la Comisión, sin poder concretar un deside- 
ratum, pero intentando dar satisfacción a los numerosos recla- 
mos que se han presentado. Pocas veces hemos recibido tantas 
personas y delegaciones como en los últimos días, al punto de 
que escuchábamos una cada hora. Es más; en los últimos cator- 
ce años no hemos tenido una situación similar. La experiencia 
y la realidad nos indican que ahora se reclama muchísimo más 
que antes una atención más justa y efectiva por parte de los 
poderes públicos. Para alcanzarla ofrecemos nuestro modesto 
concurso, nuestro esfuerzo y el deseo de que al final podamos 
decir que esta Rendición de Cuentas resultó ser mucho mejor 
de lo que esperábamos. 


Muchas gracias. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor senador 
Truniia. 


SEÑOR IRURTIA. - Señor presidente: nuevamente con én- 
fasis y con espíritu constructivo en nuestra exposición, insisti- 
remos sobre aspectos que ya hemos expresado en oportunidad 
de la consideración del Presupuesto Nacional y en cada una de 
las Rendiciones de Cuentas. 


Hemos expresado nuestra esperanza de que lo que no había 
sido atendido por la norma presupuestal, fuera corregido en las 
sucesivas Rendiciones de Cuentas. 
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Hemos puesto especial énfasis en el momento histórico que 
vive Uruguay, inserto en este mundo vertiginoso y cambiante. 


No podemos entender este proceso de apertura y de moder- 
nización, que en su propuesta tímidamente atiende los recla- 
mos de la gente, y deja de lado el hecho fundamental de la 
propuesta de cambio. 


No compartimos la idea, donde el Estado se constituye en 
frío administrador. 


Creemos, en este momento histórico que vive el país, en un 
Estado más participativo con su gente. 


La propuesta la realizó el gobiemo. La gente, el pueblo 
uruguayo espera orientación, apoyos tecnológicos y políticas 
de desarrollo efectivo. 


En los años 1990, 1991 y 1992 hemos votado el Presupues- 
to Nacional y las Rendiciones de Cuentas correspondientes y 
de la misma manera lo haremos en la presente oportunidad, no 
porque estemos de acuerdo con la propuesta sino por atender a 
la necesidad del país de contar con la herramienta presupuestal, 


En aquellas oportunidades, ya expresamos que dejamos cons- 
tancia de nuestra esperanza, de que lo que no había sido atendi- 
do por dichas normas, fuera corregido ya sea por las sucesivas 
Rendiciones de Cuentas o mediante el buen uso de los créditos 
por parte del Poder Ejecutivo. 


Corresponde hoy analizar esta Rendición de Cuentas 1992 a 
la luz de lo acontecido en los años 1990 y 1991. 


Del análisis del gasto público efectuado por el gobierno 
central y los organismos del Ant. 220 de la Constitución de la 
República, surge que dicho gasto representó el 18,6% del Pro- 
ducto Bruto Interno en 1990, descendió al 18,1% del Producto 
Bruto Interno en 1991 y continuó bajando al 18% del Producto 
Bruto Iñterno en 1992. 


Somos firmes defensores de la disminución del costo del 
Estado en la economía de los uruguayos. Pero, señor presiden- 
te, la disminución del gasto público no debe hacerse en detri- 
mento del cumplimiento de los deberes básicos del Estado. 


El gobierno ha impuesto a la sociedad cambios sustanciales 
y profundos: abriendo fronteras, bajando aranceles, eliminando 
mecanismos de protección y fomento a la producción nacional. 


Es obligación del Estado proveer y crear instrumentos que 
posibiliten a trabajadores y empresarios adaptarse y desarrollar- 
se, en el nuevo marco competitivo. No cabe aquí un Estado 
desertor, que ordena sus cuentas en momentos en que la socie- 
dad necesita de su intervención, 


Las cuentas públicas deben ser reflejo de un Estado activo, 
que se prepara para constituirse en una de las principales venta- 
jas competitivas de nuestro aparato productivo, de cara a la 
integración regional. 
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Estaríamos muy satisfechos con la disminución de la parti- 
cipación del gasto público respecto al PBI, si ésta fuera realiza- 
da en base a una mayor eficiencia, fruto de una sistemática 
disminución en los gastos corrientes y en los de funcionamien- 
to. 


Sin embargo, señor presidente, los gastos corrientes del sec- 
tor público que estamos considerando, ascendieron en los años 
1990, 1991 y 1992 al 2,6%, 3% y descendieron al 2,59% del 
PBI, respectivamente: mientras que los gastos de funcionamiento, 
que integran salarios más gastos corrientes, ascendieron en di- 
chos años al 10,16%; 10,4% y bajaron al 9,52% de PBI, res- 
pectivamente. 


En estos tres años de ajustes y de esfuerzos por parte de la 
población toda, la máquina burocrática que es el Estado uru- 
guayo, crece en sus gastos al ritmo del Producto Bruto Interno. 


Si consideramos estos valores en dólares, la curva ascen- 
dente de los gastos corrientes, está marcada por 218 millones 
utilizados en 1990, 284 millones en 1991 y 297 millones en 
1992, al tiempo que en funcionamiento se insumieron las canti- 
dades de U$S 848:000.000, 987:000.000 y USS 1.058:000.000 
en los años 1990, 1991 y 1992, respectivamente, 


Por lo tanto, señor presidente, podemos decir con toda pro- 
piedad, que no ha habido en el Estado, la austeridad que la hora 
impone, más allá de la contracción de los salarios de los traba- 
jadores públicos, cuyos efectos se ven hoy en la alta conflicti- 
vidad gremial que estamos enfrentando. 


Corresponde aquí tener en cuenta que el salario real del 
sector público, en promedio, se contrajo el 9,24% en 1990 y no 
recuperó su valor en los años 1991 y 1992. 


Por ser miembro de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas, me correspondió junto a los señores senadores que la 
integran, estudiar los artículos referidos a Inversiones que fue- 
ron desglosados por la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda. 


Se registra en el trienio una sistemática disminución en la 
inversión pública. Del 2,34% del PBI en 1990, descendió al 
1,76% en 1991 y continuó bajando al 1,73% en 1992. 


En dólares corrientes, la Inversión Pública fue de 215,2 
millones en 1990; 172,2 millones en 1991 y de 207,9 millones 
en 1992, 


Además, es importante remarcar que en promedio, se regis- 
tra un ahorro en inversiones del 46,46% respecto a lo asignado 
presupuestalmente en el período 1990-1992. 


En el año 1990 se registra por este concepto un ahorro de 
U$S 260:000.000, en 1991 de U$S 108:000.000 y en 1992 de 
U$S 155:000.000, habiéndose utilizado en este último año so- 
lamente el 57% de lo asignado presupuestalmente. 
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Estas cifras, señor presidente, no corresponden a un país 
que prepara sus estructuras para asociarse en el MERCOSUR 
con Brasil, Argentina y Paraguay. Tampoco reflejan que el 
Estado esté realizando esfuerzos de reconversión en la propor- 
ción que los impone a los privados, 


Por un lado, las inversiones aprobadas por el Poder Legisla- 
tivo son acotadas por la ley N* 16,170, que impone que la OPP 
coordine con los Incisos 02 al 14 un abatimiento dei 50% en 
los montos destinados a inversiones en vehículos, por la ley 
N?* 16.226 que acota la inversión del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas en el ejercicio 1992 y por la ley N* 16,320. 


Asimismo, el Poder Ejecutivo ha tomado diversas medidas 
a fin de acotar la inversión pública respecto a lo establecido 
por las normas presupuestales. 


El decreto 111/92 dispuso que la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto coordine con los Incisos 02 al 14 correctivos en 
los Proyectos de Inversión, a efectos de lograr una reducción 
mínima del 15% en su ejecución a valores constantes en rela- 
ción al ejercicio anterior. 


Las normas presupuestales, son fruto de un serio e intenso 
trabajo por parte de los legisladores y del Poder Ejecutivo en 
su calidad de co-legislador. 


No obstante ello, las cifras nos muestran que las previsio- 
nes presupuestales, no funcionan sino como un marco, dentro 
del cual el Poder Ejecutivo elabora por sí y ante sí un propio 
presupuesto, distinto del legal, tanto en sus cifras como en el 
ordenamiento relativo del gasto. 


Así, a vía de ejemplo, el Ministerio del Interior tenía 
asignada presupuestalmente una partida para el Programa 
005 -Mantenimiento de orden interno e interior- fue autoriza- 
do a gastar solamente el 50% de lo asignado. 


Asimismo, por ejemplo, en 1992 el Inciso 02, Presidencia 
de la República, ocupaba presupuestalmente el quinto lugar en 
orden de inversiones, teniendo asignado el 6,73% del total a 
gastar. Sin embargo, fue el segundo en términos de inversiones 
efectivizadas, participando con el 9,27% del total del gasto. Si 
bien entendemos y hemos apoyado la legislación que posibilita 
el uso de fondos excedentarios y de refuerzo de rubros que la 
Administración deba efectivizar en un ejercicio, por las necesi- 
dades circunstanciales o mejor aprovechamiento de los fondos 
públicos, no creemos que sea conveniente que existan diferen- 
cias tan importantes entre el ordenamiento de país, previsto por 
las normas presupuestales y el que el Poder Ejecutivo determi- 
na, al efectivizar los distintos rubros. 


Nos preocupa la tendencia creciente de la participación 
del Inciso 02 Presidencia de la República, en la Ejecución 
de Inversiones. En el año 1990 ejecutó inversiones por más 
de U$S 13:900.000, el año 1991 ejecutó inversiones por más 
de USS 12:170.000 y cn 1992 ejecutó inversiones por más 
de US$ 18:300.000. 
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El Inciso 02, proyecta y orienta inversiones en salud, educa- 
ción, y en aspectos sociales, para los cuales el país tiene estruc- 
turas armadas, funcionando, con la experiencia debida. 


Nuestro ordenamiento institucional asignó al Ministerio de 
Educación y Cultura, y no a la OPP, la responsabilidad política 
por la existencia y funcionamiento de jardines de infantes, es- 
cuelas y liceos. Determinó que es el Ministerio de Salud Públi- 
ca quien debe responder en lo concerniente a centros asisten- 
ciales, 


Nos preocupa la situación del Ministerio de Salud Pública. 
El gobierno ha tomado medidas por todos conocidas que han 
aumentado cl número de personas que recurren a los centros 
asistenciales públicos. 


Frente a esto encontramos que las inversiones del Inciso 12, 
Ministerio de Salud Pública, han pasado de USS 12:148.426 en 
1990 a U$S 11:082.153 en 1991, y continuaron disminuyendo 
en 1992 a U$S 9:211.371, cuando es una realidad nacional la 
incontenible corriente de uruguayos que por no poder pagar la 
cuota mutual del servicio privado, acceden al carné de asisten- 
cia del servicio público. 


Nos preocupa, señor presidente, que el Ministerio de Edu- 
cación y Cultura tampoco fue ajeno al ahorro por parte del 
Estado. Este Inciso invirtió en 1992 solamente cl 31% de lo 
asignado presupuestalmente. 


La principal ventaja competitiva de nuestro país, en lo que 
tiene que ver con su inserción mundial, está en su gente. Por 
esa razón asignamos primordial importancia a la labor del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura en momentos en que el país se 
abre al mundo. La única seguridad que tienen nuestros hombres 
y mujeres, nuestros jóvenes y aun nuestros emprendimientos 
económicos y sociales, radica en el valor y la educación de 
nuestra gente. 


La integración tracrá, sin duda, beneficios económicos y 
sociales, pero también será una dura prueba para la cultura y el 
ser nacional. A esto no puede estar ajeno el Estado, que debería 
liderar un verdadero proceso de fermentación de la cultura 
nacional, estableciendo planes y sistemas destinados a reciclar 
la formación de adultos y a actualizar la preparación de niños y 
jóvenes. 


Nos preocupa, señor presidente, la situación del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, Inciso 07, que en el año 
1992 sólo invirtió el 59% de lo asignado presupuestalmente, es 
decir, el equivalente a U$S 6:400.000. En este sentido, debe 
tenerse en cuenta que, según estimaciones de la Oficina de 
Planificación y Programación Agropecuaria del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, el sector agropecuario aportó 
en 1992 al gobierno nacional alrededor de USS 59:000.000, 
casi igual cantidad a los gobiernos departamentales y, también, 
generó alrededor de U$S 1.200:000.000 de Producto Bruto In- 
termo. 
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Nos preocupa especialmente el sector granjero, que ocupa 
más del 20% de la mano de obra rural y que hoy vive profun- 
dos cambios en su estructura interna, con concentración y 
desaparición de productores, cambios tecnológicos sustan- 
ciales e importantes procesos de reconversión. Es por esta ra- 
zóÓn que aplaudimos, con énfasis, uno de los pocos proyectos de 
infraestructura tecnológica: el que refiere al manejo de recursos 
naturales y desarrollo del riego, en el que se habrá de invertir 
un préstamo del Banco Mundial, financiado en parte por el 
Estado y los productores, Este ha de significar, sin duda, el 
motor del crecimiento de la producción agropecuaria, un au- 
mento de su eficiencia y rentabilidad, la adecuación de produc- 
ciones en el momento oportuno, un mejor aprovechamiento del 
suelo y una mayor seguridad en el riesgo que constituye cual- 
quier emprendimiento agropecuario. El Proyecto 748 “Progra- 
ma de Manejo de Recursos Naturales y Desarrollo del Riego” 
significa, en su nueva perspectiva, la concreción de nuestro 
permanente requerimiento: el Estado participativo. Nos referi- 
mos al Estado que propone cambios y que participa en ellos 
junto al sector productivo, incorporando los medios tecnológi- 
cos que faciliten la inserción al nuevo sistema. Obviamente, es 
el Estado el que deberá realizar estudios en profundidad sobre 
el uso de los recursos agua y suelo, 


Las tecnologías que se vayan generando por la investiga- 
ción que financiará el proyecto, serán aplicables a predios pilo- 
tos o a microcuencas donde se radiquen importantes núcleos de 
productores. Esta es la metodología que no ha sido aplicada por 
la presente Administración, y que aparece como un hecho ex- 
cepcional cuando, en realidad, debería ser la práctica corriente. 


El Estado no puede estar ajeno a estos procesos que fueron 
precipitados por la apertura del mercado dispuesta por el go- 
bierno. Actualmente, las producciones nacionales deben com- 
petir con las de los más diversos países del mundo, en muchos 
de los cuales existen subsidios de distintos tipos. Es obligación 
del gobierno, que permite el ingreso de esos productos, posibi- 
litar la reconversión de los empresarios y obreros nacionales. 


También entendemos necesario, señor presidente, reflexio- 
nar sobre la situación del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, inciso 08, que en el año 1990 invirtió algo más de 
USS 571.824; en 1991, USS 169.494; y en 1992, U$S 169,684. 


En el proyecto remitido por el Poder Ejecutivo y en el que 
fue aprobado por la Cámara de Representantes, no figura un 
solo artículo destinado a incrementar inversiones en este Minis- 
terio. 


Nos preocupa, además, el bajísimo nivel de inversión públi- 
ca destinado a apoyar la actividad industrial, verdadera voca- 
ción nacional que atraviesa un duro período de retracción, con 
un Producto Bruto Interno que en el trienio 1990-1992 fue, a 
valores constantes, un 1.7% menor que el del trienio 1987- 
1989. Esta tendencia recesiva se ha profundizado en el co- 
rriente año, con una disminución del índice de volumen físi- 
co -excluido el pelróico- del 4.88% para el primer semestre 
de 1993 respecto a igual período de 1992, 
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La industria nacional ha debido enfrentar importaciones de 
la más variada índole, favorecidas muchas veces por subsidios 
de los países de origen y estimuladas por la baja de aranceles y 
el retraso cambiario. 


También nuestras exportaciones han visto disminuidas sus 
posibilidades de competir por el aumento de la presión fiscal, 
el atraso cambiario y la débil estructura del sistema de promo- 
ción y asesoramiento. 


El 0.09% del total de las inversiones destinado al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería muestra el escaso apoyo del 
gobierno frente a la realidad del sector. Asimismo, no reconoce 
su evolución histórica, marcada por un gran número de peque- 
fios emprendimientos que se fueron desarrollando en el merca- 
do interno para volcarse luego a la exportación. En el marco 
competitivo actual, este proceso no puede cumplirse sin la ac- 
ción de un Estado que posibilite el desarrollo, invierta y aun 
que proteja, cuando sea necesario. Muchas son las pequeñas y 
grandes empresas que han cerrado sus puertas, no a consecuen- 
cia de sus propios errores, sino debido a un modelo económico 
que parece no tener en cuenta nuestro aparato productivo. 


Preocupa el bajo nivel de inversión de los años 1990, 1991 
y 1992 y, sobre todo, las informaciones de medios de prensa 
confiables cuando señalan que el gobierno presentará al Fondo 
Monetario Internacional un minipaquete fiscal en base a recor- 
tes de inversiones y suba de tarifas públicas, debiéndose de- 
mostrar que el programa se puede cumplir y que el aumento de 
gastos que surja de la Rendición de Cuentas, hoy a estudio del 
Senado, sea financiado con recursos genuinos, Es precisamente 
a estos efectos que se deberán realizar, repito, recortes en la 
inversión pública y, además, incrementar las tarifas a efectos 
de paliar el déficit fiscal. 


Dado que he expresado una serie de observaciones al espíri- 
tu y al contexto de la presente Rendición de Cuentas, es mi 
propósito analizar el Mensaje final del proyecto enviado por el 
Poder Ejecutivo. Este figura junto al distribuido N* 2351 de 
1993, en el que se transcribe el Mensaje y proyecto de ley para 
el ejercicio 1992. Presumimos que si ha sido agregado por 
Secretaría, es porque vino junto a los documentos oficiales, y 
refleja la opinión del gobierno sobre los puntos que allí se 
tratan. 


El documento sólo nos servirá para analizar la actual políti- 
ca socioeconómica de este gobierno que, a nuestro juicio, es 
equivocada. 


El planteo inicial de la actual Administración fue una lucha 
frontal contra la inflación. El programa seguido puso énfasis en 
una acelerada reducción del déficit fiscal, que fue señalado 
como el principal culpable de las desgracias del país. Si el 
Estado recaudara más y gastara menos, se lograría acotar la 
inflación. 


El control monetario fue otrc de los instrumentos funda- 
mentales para abatir la inflación, recurriéndosce, también, a desin- 
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dexar el tipo de cambio y los salarios, y a profundizar la aper- 
tura hacia el exterior. 


En el primer año, se aumentaron impuestos y cargas socia- 
les. Ello produjo desaliento a los emprendimientos productivos 
y comerciales, así como un aumento de la actividad de los 
sectores marginales de producción y comercio, al punto de 
poner en riesgo la propia estabilidad del mercado intemo. 


El gobierno ha logrado un fenómeno peligroso para los 
sectores formales de nuestra economía. Sin duda, el aumento 
de la presión tributaria, acompañado por una retracción en 
gastos necesarios e inversión pública, genera desinterés en la 
producción. 


A esto se ha sumado un atraso cambiario -ahora recono- 
cido oficialmente por el presidente del Banco Central del 
Uruguay- que, en términos de intercambio y en relación con 
el MERCOSUR y el resto del mundo, hace que nuestros pro- 
ductos sean relativamente más caros. Así, se ha detenido el 
crecimiento acelerado, persistente y acumulativo de las expor- 
taciones uruguayas en la segunda mitad de los ochenta. 


Estamos perdiendo la competitividad que alguna vez tuvi- 
mos en el mundo para aumentar nuestra dependencia comer- 
cial con la región. La participación de Argentina y Brasil en 
nuestras cifras de comercio exterior crece aceleradamente, lo 
cual nos demuestra que cada día necesitamos más de acuerdos 
especiales para vender nuestros productos. Vamos en sentido 
inverso del proceso normal del aprendizaje exportador: comen- 
zar vendiendo a países con quienes se tienen acuerdos bilatera- 
les y continuar con la región y luego con el mundo. 


Con el único mercado que tenemos ventaja comparativa 
para vender es con Argentina, que se ha convertido en el prin- 
cipal destino para nuestros productos. Nos desvinculamos peli- 
grosamente del mercado brasileño, ya que allí nadie nos quiere 
comprar, sino que de lo que se trata es de vender lo que él 
produce. Tenemos precios superiores a los de los bienes simila- 
res que estos países producen. Por lo tanto, estamos hablando 
de un mercado cerrado para muchas de nuestras empresas. 


Al evaluar la gestión de un gobierno, es preciso tener en 
cuenta el contexto internacional y regional en que éste se 
desempeñó. Desde 1991, la economía uruguaya ha venido reci- 
biendo un conjunto de impactos internacionales claramente fa- 
vorables. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Santoro). 


-Entre ellos, se destaca la caída de las tasas de interés 
internacional, la transferencia positiva de capitales hacia Amé- 
rica Latina, los múltiples efectos benéficos de la economía 
argentina a través del aumento de las exportaciones formales e 
informales, el incremento de los flujos turísticos y el estímulo a 
la construcción en la zona balnearia. 
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El hecho de que estos factores eventuales y coyunturales 
hayan impulsado el crecimiento del Producto Bruto Interno, no 
debe ocultar la realidad de nuestro país. El Uruguay exporta 
mucho menos de lo que importa y consume cada día más 
productos extranjeros. No es éste un programa de crecimiento 
válido en el mediano plazo y mucho menos en un proceso de 
apertura al mundo, como el que hemos encarado. 


El objetivo de abatimiento de la inflación no fue alcanzado, 
tal como lo expresó el ex presidente del Banco Central en 
“Guía Financiera” de fecha 26 de setiembre de 1993. 


Se recaudaron más impuestos, bajó el gasto por salarios e 
inversión pública, y si bien no se abatieron los gastos impro- 
ductivos del Estado, se logró superar el fiscal. No obstante ello, 
la inflación continúa en cifras desproporcionadas para el es- 
fuerzo realizado. 


El gobierno reiteró una solución de contralor de cambio que 
contribuyó al crecimiento inflacionario. En efecto, el Banco 
Central no emite para pagar las cuentas de gastos e inversiones 
del Estado, porque éstas se solventan en base a impuestos, pero 
sí emite para regular el mercado de cambios. 


Estamos de acuerdo con el informe que analizamos, en el 
hecho de que se obtuvo una baja en las tasas de interescs de 
nuestra deuda externa pública y un mejor perfil de los venci- 
mientos, lo que sin duda fue permitido por la coyuntura inter- 
nacional favorable. 


Se nos quiere vender una imagen de país en pleno creci- 
miento, cuando con una pequeña recorrida por el mismo se 
aprecian signos evidentes de cómo la preferencia por lo finan- 
ciero ha hecho que la producción se estanque. 


Estamos en una peligrosa situación. Cualquier evento o co- 
lapso en la Argentina derrumbaría nuestro mercado. 


Mientras economías más adelantadas como Japón, Estados 
Unidos y Europa luchan por aumentar y vender su producción 
en mercados exteriores, y reducir la adquisición de bienes y 
servicios provenientes del exterior, nuestro país va en sentido 
contrario y no se preocupa de aumentar la producción e inver- 
siones productivas, dejando enteramente libre la adquisición de 
bienes extranjeros. 


Los países citados subsidian la producción agroindustrial 
para su fomento, mientras que en nuestro país se le aumenta la 
carga impositiva. Los créditos a esos sectores se hacen a lasas 
del 2,3 y 4% en dólares, mientras que en nuestro medio no 
bajan del 10% anual. 


Con el atraso cambiario, los productores deben adquirir in- 
sumos a precios nacionales, comparativamente caros y, a su 
vez, deben vender sus productos a precios internacionales. Esto 
produce una diferencia que en el momento de la venta se tradu- 
ce en falta de competitividad o en que se deba trabajar. cn la 
mayoría de los casos, con pérdida de capital. 
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En resumen, este documento nos dio pie para analizar la 
actual política del gobierno que, a nuestro juicio, es equivoca- 
da, pues se alinea en manejos financieros en desmedro del 
mercado productivo. Ello trae aparejado que nuestra plaza se 
paralice y que, día a día, baje el bienestar social del país. 


Finalmente, señor presidente, deseo señalar la gestión del 
Parlamento Nacional. En no pocas oportunidades, el Poder Eje- 
cutivo ha hecho pública su disconformidad por la gestión parla- 
mentaria que, a su juicio, no acompañó su gestión con leyes 
oportunas, 


Por suerte, nuestra Constitución es sabia y prevé que el 
Parlamento tenga una función de control de la gestión del Po- 
der Ejecutivo, y también una de legislación para el desenvolvi- 
miento de la actividad del Estado y del país. 


El proyecto de ley de Rendición de Cuentas remitido por el 
Poder Ejecutivo consta sólo de 50 artículos. En nuestro ámbito, 
la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda remitió 
250 artículos -que constan en los distribuidos 2429, 2430 y 
2431- y aditivos de contenido diverso, incluso de reglamenta- 
ción y adecuación de varios organismos públicos y reparticio- 
nes dependientes del propio Poder Ejecutivo. 


De hecho, varios ministros y directores de organismos pú- 
blicos debieron concurrir al Parlamento a fin de obtener la 
atención suficiente como para lograr un texto legal que mejore 
y facilite el desempeño del Estado. 


Es inexplicable que un ministro deba pedir directamente al 
Parlamento la introducción de artículos al proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas, sin poder llegar a su propio jerarca: el 
Poder Ejecutivo. 


Si leemos con atención, veremos que hay algunos aumentos 
de retribuciones al personal del Estado, muchos de los cuales 
fueron prometidos por el propio Poder Ejecutivo; y, además, 
observamos que se introducen variados tópicos y regulaciones 
necesarias para el Estado, muchas veces a pedido de las propias 
reparticiones del Poder Ejecutivo, las que estamos dispuestos a 
estudiarlas en la presente Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - En nombre del señor senador Jude y 
de quien habla, quiero señalar que votaremos afirmativamente 
el proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Eje- 
cución Presupuestal, que está a consideración del Senado en el 
día de hoy. Haré algunos comentarios y observaciones sobre el 
proyecto en sí mismo, y también con respecto a su discusión y 
trámite. Sin embargo, antes de ello haré alguna referencia al 
marco jurídico constitucional en el que estamos encuadrados a 
los efectos de ta consideración de este texto, 
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Según lo establecido en el artículo 214 de la Constitución, 
la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
puede ser mirada desde dos puntos de vista: uno de carácter 
jurídico-contable y otro de carácter político. 


Cuando digo que daremos nuestro voto afirmativo a la Ren- 
dición de Cuentas y, en particular, al artículo 1”, hago mención 
especificamente a que encontramos que las cuentas del Estado 
presentadas a nuestra consideración son correctas. En cuanto al 
punto mencionado por algunos señores senadores, relacionado 
con una abstención de opinión del Tribunal de Cuentas de la 
República, personalmente he realizado averiguaciones que me 
permiten manifestar verbalmente -no las tengo por escrito y, 
por lo tanto, no las puedo expresar de manera formal- que los 
elementos de crédito que aún no han sido contabilizados por 
falta de respaldo, se deben simplemente a una cuestión de 
carácter temporal por el momento en que debió emitirse el 
pronunciamiento del Tribunal de Cuentas. Debemos notar que 
ello no afecta a la seriedad de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal efectuado por el Poder Eje- 
cutivo y auditado por el Tribunal de Cuentas. Una vez hechas 
las cuentas, con los ajustes correspondientes y las compulsas 
del caso, los resultados no arrojarán una diferencia sustancial 
en cuanto a un superávit; por el contrario, se me ha dicho que 
esos resultados pueden ser aún menores en términos de superávit. 


He tenido la inquietud de buscar información a los efectos 
de analizar este punto del dictamen del Tribunal de Cuentas. Se 
me ha dado la respuesta que señalé y confío que en el tiempo 
que nos resta para terminar la discusión del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
tengamos la oportunidad de recibir un informe completo sobre 
ese aspecto. En los grandes números, el documento que consi- 
deramos no implica una cuantía que lleve a pensar en una 
diferencia sustancial en los resultados. 


El artículo 214 de la Constitución establece que en oportu- 
nidad de presentarse este instrumento de carácter jurídico-con- 
table, se podrán presentar las modificaciones que se estimen 
indispensables al monto global del Presupuesto. En el día de 
hoy se comentaba -y en cierto modo es exacto- que tenemos un 
régimen de Presupuesto quinquenal establecido en. la Constitu- 
ción, pero, en los hechos, es anual, ya que en esta instancia se 
produce una especie de revisión del Presupuesto, es decir, un 
mini Presupuesto que consiste en una nueva etapa de ajuste y 
aproximación. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Por ello, quiero reivindicar la validez del presupuesto quin- 
quenal como instrumento que, al comienzo de cada legislatura, 
señala las grandes pautas y principios que en esta trascendente 
materia seguirá el gobierno que comience su gestión en ese 
momento, dando los ajustes indispensables para la instancia cn 
que se traten los distintos proyectos de ley de Rendición de 
Cuentas. 


Hoy en día se hacen muchas referencias sobre la reforma 
constitucional; quien habla es también responsable de mencio- 
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nar esa materia y de proyectar sobre ella. Creo que a la vez 
debería insistirse también en cumplir estrictamente con las nor- 
mas que integran la Constitución vigente, muchas de las cuales 
son sabias y algunas de ellas están inscriptas precisamente en 
la Sección de la Hacienda Pública, donde está encuadrada la 
Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presu- 
puestal, 


Así, junto con la Ley de Rendición de Cuentas sólo se 
deberían abordar modificaciones presupuestales indispensables 
y por montos globales. Quienes hemos trabajado en la Comi- 
sión de Presupuesto integrada con Hacienda sabemos muy bien 
que hemos hecho lo contrario, porque realizamos modificacio- 
nes que, aunque necesarias y tal vez urgentes, no estaban en 
realidad incluidas en el concepto constitucional de indispensa- 
bles y por un monto global, 


Por otra parte, el artículo 215 de la Constitución establece 
que el Poder Legislativo no puede efectuar modificaciones 
que aumenten los gastos propuestos por el Poder Ejecutivo. 
El artículo 216, en su segundo inciso expresa: “No se incluirá 
ní en los presupuestos ni en las leyes de Rendición de Cuentas, 
disposiciones cuya vigencia exceda la del mandato de gobierno 
ni aquéllas que no se refieran exclusivamente a su interpreta- 
ción o ejecución”. Sé muy bien -dado esta experiencia parla- 
mentaria en la que tengo la oportunidad de compartir esta 
noble tarea- que esta no es la práctica seguida, no ya por esta 
legislatura, sino por las anteriores. Entonces, en este momento, 
no quiero efectuar un gesto inútil de protesta frente a una 
práctica que parece, por lo inveterada, imposible de cambiar, 
sino señalar que nuestro régimen constitucional tiene disposi- 
ciones sabias. 


Como integrante de un partido con vocación y expectativa 
de gobierno, señalo firmemente -en este período, en que la 
ciudadanía otorgó la conducción del país a otro partido políti- 
co- estos criterios políticos que están inspirados en claras nor- 
mas constitucionales y que tienen que ver con el debido y 
adecuado relacionamiento de los Poderes, con la buena admi- 
nistración de la Hacienda Pública y con el orden del proceso de 
autorizar los gastos, autorización que, como es sabido, es com- 
petencia privativa del Parlamento desde tiempo inmemorial. 
Digo esto al tiempo que reconozco la imposibilidad práctica de 
cortar con una costumbre tan arraigada. Este propio Cuerpo 
creó una Comisión encargada de examinar los artículos de la 
Rendición de Cuentas que no tenían que ver con la materia 
presupuestal, lo que claramente muestra que estas disposicio- 
nes están fuera de la normativa constitucional, 


Entonces, pienso que algunas de las normas que votamos -y 
aquí me incluyo- con buena fe y buena voluntad, y de las que 
afirmamos que no tienen costo en términos de dinero pero que 
pueden solucionar determinadas situaciones, podrían causar di- 
ficultades en su ejecución práctica cuando fueran contestadas o 
controvertidas en la vía jurisdiccional por ser, algunas de ellas, 
dictadas “contra legem” e ir claramente en contra de un pre- 
cepto constitucional. 
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A corltinuación, haré algunos comentarios acerca del pro- 
yecto de ley de Rendición de Cuentas propiamente dicho. El 
primer punto que me ha llamado la atención tiene que ver con 
el Balance de Ejecución Presupuestal. En los documentos res- 
pectivos hemos podido observar que, en lo que tiene que ver 
con los recursos, el desvío fue sólo del 1,4%, lo que es enco- 
miable, Esto es: la diferencia entre los recursos proyectados y 
los que efectivamente ingresaron al Tesoro. En cambio, no 
podemos decir lo mismo con respecto a las erogaciones porque 
en este caso el desvío -de acuerdo con los documentos perti- 
nentes- alcanzó a un 17,4%. Creo que vale la pena detenerse un 
poco en este punto. El mencionado porcentaje de desvío en la 
ejecución significa que en realidad se ejecutó el 82,6% del 
Presupuesto. Descomponiendo esto en sus elementos, observa- 
mos que en los gastos de funcionamiento, la ejecución fue de 
un 90,7%; y dentro de esta ejecución -que incluye salarios y 
gastos corrientes- lo que corresponde a los organismos del 
artículo 220 de la Constitución alcanzó un 94,4%, lo que es 
también encomiable; mientras tanto, en lo que respecta a la 
Administración Central, el porcentaje fue de un 89,1%. Pero 
donde surge el problema más agudo es en la ejecución de las 
inversiones que sólo llegó a un 56,9%; en la Administración 
Central el porcentaje fue de un 59% y en los organismos del 
artículo 220 de la Constitución, la ejecución llegó a un 51%. 
Deseo detenerme un poco aquí porque el tema de la inversión 
ha sido mencionado en Sala y, efectivamente, es muy impor- 
tante. Declaro que no soy de los que creen que la inversión 
pública constituye la solución de los problemas del país. Por el 
contrario, pienso que la inversión privada, el dinamismo del 
sector privado, traerán las soluciones adecuadas para el creci- 
miento y el desarrollo permanente y sostenido de nuestro país. 
Sin embargo, no cabe la menor duda de que la inversión públi- 
ca es absolutamente necesaria para determinados sectores que 
son claves, como por ejemplo, el de infraestructura y el de 
preparación de los recursos humaños y su conservación a través 
de la salud. 


Francamente, tenemos que decir que la cifra de ejecución 
mencionada anteriormente es extraordinariamente baja. Ade- 
más, aquí debemos tener en cuenta otras circunstancias que son 
agravantes. La inversión en lo que respecta a la totalidad de los 
gastos de la Administración Central y a los organismos del 
artículo 220 de la Constitución de la República alcanzó sólo un 
9,6%; esto lo señaló el señor senador Santoro en su muy 
documentada exposición inicial. Los gastos de funcionamien- 
to -entre los que se incluyen salarios y gastos corrientes- consti- 
tuyen más o menos un 90%, mientras que en lo que respecta a 
las inversiones, el porcentaje es de 9,6%. Si expresamos esto 
en cifras, diríamos que en el año 1992, fue de U$S 207:000.000. 
En un Producto Bruto Interno de U$S 14:000.000.000, una 
inversión pública de U$S 207:000.000 es algo muy exiguo. 
Además, hay que tener en cuenta la baja ejecución a la que he 
hecho referencia. 


Hay que reconocer también que aunque este monto es en sí 
mismo bajo, es el más alto que se ha registrado desde hace una 
serie de años. Esto constituye un elemento positivo, como tam- 
bién lo es el porcentaje de inversión destinada a la llamada 
“inversión social” que ha crecido hasta situarse en un 21%. 
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Además, la inversión en infraestructura oscila entre un 50% y 
un 51%. Entonces, no estamos mal en lo que refiere a la forma 
cómo se ha distribuido esta inversión pero, evidentemente, se 
ha ejecutado poco y la cantidad total en el gasto público gene- 
ral es también exigua. 


Agregaré una o dos reflexiones más acerca del tema de las 
inversiones. Leyendo los interesantes documentos que nos ha 
acercado el Poder Ejecutivo, hemos podido observar en las 
fuentes de financiamiento de las inversiones, que el endeuda- 
miento interno es sólo de un 0,2%. Sin ser un técnico o un 
experto en estos asuntos, pienso que, infortunadamente, no he- 
mos podido desarrollar la colocación de valores públicos a 
mediano y largo plazo, destinados al financiamiento de obras 
de infraestructura de carácter social. 


Esto lo relaciono con el tema del desfase fiscal porque, al 
sobrevenir un desequilibrio en los gastos corrientes del Estado, 
se hace necesario financiarlos. Ello se realiza generalmente a 
través del endeudamiento que, utilizado para financiar los des- 
niveles del Presupuesto, genera la imposibilidad de emplearlo 
para la inversión, tanto por llegar a los topes legales como a la 
capacidad económica de endeudamiento del Estado. Nuestra 
posición, que es la de buscar un presupuesto y un comporta- 
miento fiscal más equilibrados, comprende también, por consi- 
guiente, el concepto de poder recuperar, algún día, la posibili- 
dad de colocar los valores del Estado en el público a efectos de 
financiar la inversión y así aumentarla. De otra manera, ¿cómo 
podríamos hacer para incrementar significativa y sustantiva- 
mente la inversión? Debemos pensar que el año pasado se 
ejecutó por un total de U$S 207:000.000; duplicar esta cantidad 
-pequeña comparada con el producto del país- significa una 
suma mayor a los U$S 200:000.000. Ahora bien; a través del 
estudio del presente proyecto de ley de Rendición de Cuentas y 
del contacto mantenido con los representantes de muchos orga- 
nismos, advertimos la limitación de los recursos frente a la 
inmensidad de las necesidades existentes. 

4 

Esto es un incentivo más para tratar de disminuir el peso 
que significa la deuda contraída a efectos de cubrir desequili- 
brios financieros, para volcarla en la inversión productiva. Pen- 
semos, por ejemplo, que el 11,4% del gasto de este presupuesto 
está destinado al servicio de la deuda pública. Al decir esto no 
hablamos de la deuda exterma, ni de las Carteras pesadas, sino 
del servicio de los Bonos del Tesoro y las Letras de Tesorería 
emitidos por el Poder Ejecutivo, donde no se incluye, como 
desearíamos, la posibilidad de financiamiento. 


A continuación, señor presidente, voy a realizar un brevísi- 
mo comentario sobre la estructura del gasto. Haciéndome eco 
de manifestaciones ya realizadas por compañeros dei Cuerpo, 
debo decir que hay organismos que, prácticamente, no han 
visto crecer los recursos que se les brinda para funcionar. Para 
mi estudio, me ha sido de gran utilidad el distribuido N* 2358 
donde, en las páginas 12 y 13, hay una serie de cuadros muy 
interesantes. Allí vemos, por ejemplo, que la participación de 
los Ministerios de Industria, Energía y Minería o de Ganadería, 
Agricultura y Pesca en el gasto, desde 1986 -primer año que 
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figura en el cuadro- hasta la fecha es más o menos la misma, 
no ha crecido. Si pasamos revista a los demás ministerios, 
apreciamos que también se mantiene la proporción; incluso, en 
alguno de ellos, descendió. Vemos, por ejemplo, que en las 
áreas de defensa y de seguridad se ha experimentado una dis- 
minución desde 1986 a la fecha. Los restantes, reitero, han 
permanecido más o menos igual, ya que un 0,1%, más o me- 
nos, no representa una diferencia sustantiva en la estructura del 
gasto público, 


Lo que sí ha aumentado dramáticamente -tal como lo seña- 
laron los señores senadores Santoro y Alonso Tellechea- es el 
gasto en la seguridad social, que pasó de una participación del 
8,3% en 1991 a casi el 15% en 1992, 


Todo esto debe hacernos reflexionar, porque tanto el incre- 
mento de los recursos destinados a la seguridad social como al 
servicio de la deuda pública, están llegando a volúmenes lan 
significativos que tienden a ser factores de desequilibrio fiscal 
y de distorsión en la estructura del gasto. En efecto, los ya 
limitados recursos para inversión así como los gastos de carác- 
ter social -educación, salud- y los demás necesarios para el 
funcionamiento del Estado, amenazan ser devorados -digamos 
así- por el crecimiento de estos otros elementos, lo que va a 
crear dificultades en el mediano y largo plazo, no sólo para esta 
Administración sino también y particularmente para Adminis- 
traciones futuras. 


Otro tema al que se ha hecho referencia en sala y al que 
quiero dar cierto énfasis, es el que tiene que ver con los funcio- 
narios públicos. En el seno de la Comisión, los señores senado- 
res Zumarán y Cassina, solicitaron información al respecto. 


Desde el comienzo de esta Administración nuestro sector 
político se ha preocupado por lograr estabilidad en las cuentas 
del Estado y una reducción del gasto público ya que, de lo 
contrario, el Estado continuará pesando gravemente sobre el 
conjunto de la sociedad, incrementando la presión tributaria 
-imposible de aumentar- y el endeudamiento -que también está 
muy delimitado por el costo que tiene el servicio de la deuda- o 
bien recurriendo a la emisión, lo que sería un verdadero desas- 
tre. Cualquiera sea la teoría económica que se Lenga, es eviden- 
te que una inyección de dinero que se produzca por la emisión, 
genera una presión inflacionaria importante. Esto, sobre una 
inflación del 50% o del 60% como la que tenemos, tendría un 
efecto devastador, 


Seguimos con mucho interés la cvolución de este tema, 
votando y acompañando las leyes tendientes a lograr una rc- 
ducción progresiva del volumen del Estado. Particularmente, 
respecto al número de los funcionarios públicos, hemos apoya- 
do las leyes que incentivan su retiro, A través de los dalos 
recibidos observamos una inquietante persistencia del número 
de estos funcionarios. Las cifras que nos hablan de ellos, luego 
de una caída registrada en los años 1990 y 1991, han retomado 
vigor, a través de los nombramientos directos y por la vía de 
los arrendamientos de obra. El que mencione los arrendamicn- 
tos de obra no quiere decir que *iscrepe con la existencia de 
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este instrumento que es muy necesario, útil y adecuado. Inclu- 
so, no discrepo con el hecho de que por medio de ellos se 
remuncere adecuadamente a técnicos nacionales muy califica- 
dos que, de lo contrario, emigrarían a lugares donde les paguen 
los emolumentos que correspondan a su calificación técnica. 
Reitero que, del conjunto de antecedentes que hemos podido 
compulsar, se desprende que, en este renglón, no se ha logrado 
el abatimiento deseado en el gasto público. Es necesario desta- 
car que si los servicios generales del Estado implican un gasto 
importante, no podemos pensar en incrementos adicionales en 
los gastos sociales, porque allí se está creando una restricción, 
una limitación. 


Señor presidente: en la presente coyuntura regional e inter- 
nacional, la estabilidad económica de nuestro país resulta parti- 
cularmente trascendente y todos los esfuerzos que se hagan en 
esa dirección van a ser pocos. En ese sentido, no puedo decir 
que me causa satisfacción el proceso seguido, en términos de 
equilibrio fiscal, a través del Parlamento en este proyecto de 
ley de Rendición de Cuentas. En las cifras de que dispongo se 
puede ver que esta iniciativa llegó del Poder Ejecutivo con un 
déficit de caja de U$S 83:000.000; a esto, en la Cámara de 
Representantes se le sumaron U$S 73:000.000 y en la Cámara 
de Senadores U$S 45:000.000. Esto significa para la Rendición 
de Cuentas un déficit de USS 188:000.000. 


Ello es preocupante porque, además, en una información 
que solicité y que me fue proporcionada por los representantes 
del Ministerio de Economía y Finanzas, se advierte que el 
resultado fiscal consolidado para este afío muestra un déficit 
del 1,5% con respecto al Producto. Aquí, en el resultado fiscal 
consolidado, es donde se dan cita todos los factores. Así tene- 
mos el resultado del Presupuesto de la Administración Central 
y el correspondiente a los organismos del artículo 220 de la 
Constitución, el de las empresas públicas y el del sector públi- 
co-financicro, o sca, del Banco Central del Uruguay, del Banco 
Hipotecario del Uruguay y de los Bancos gestionados. La suma 
algebraica de los resultados positivos y negativos de estos con- 
ceptos nos da un resultado deficitario para el ejercicio 1993, el 
que se vería incrementado por los desequilibrios adicionales 
generados en el presente proyecto de ley de Rendición de Cuen- 
tas. 


Cualquiera sca la concepción económica que se tenga con 
respecto a la incidencia de la emisión en la inflación, no tengo 
la menor duda de que si no atendemos ese desequilibrio a 
través de recursos genuinos, la magnitud de este desnivel será 
tal que, si acudiéramos a la emisión para cubrirlo, teniendo en 
cuenta lo reducido de nuestra base monetaria, necesariamente 
se gencraría un proceso inflacionario extremadamente agudo 
sobre las postrimerías de este período de gobierno, lo que sería 
absolutamente lamentable. No es fácil, sin embargo, acudir a 
recursos genuinos de naturaleza tributaria porque la presión 
tributaria ha llegado a límites tales que estamos tratando de 
aliviar cn esta Rendición de Cuentas respecto de ciertos secto- 
res productivos del país. Por otra parte, debemos tener en cuen- 
ta que el servicio del endeudamiento ya es un elemento de 
costo importante dentro de la estructura del presupuesto, alcan- 
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za a un 11,4% del total del gasto público. Esto va “in crescen- 
do”, con tremendas dificultades para el Estado e implica que el 
desequilibrio actual se extienda a generaciones futuras. Y la 
solución de utilizar la emisión sería suicida. En el contexto 
actual no se ha logrado dominar ese flagelo; evidentemente, la 
inyección de dinero por emisión para cubrir una diferencia de 
esta magnitud traería aparejado un desequilibrio insoportable 
con gravísimas consecuencias. 


Por lo tanto, señor presidente, compartiendo lo que estable- 
ce el artículo 1” de este proyecto de ley y muchas de las solu- 
ciones contenidas en el proyecto anexo, debemos señalar, con 
la mayor claridad y seriedad posible nuestros reparos y objecio- 
nes, no al proceso contable del Balance de Ejecución Presu- 
puestal y Rendición de Cuentas, sino al resultado fiscal de este 
instrumento, en el conjunto de los distintos elementos que con- 
figuran el panorama macro-económico de nuestro país, que 
amenaza la estabilidad necesaria que, como decía hace un mo- 
mento, juzgo absolutamente importante mantener en una situa- 
ción regional y mundial extremadamente delicada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor senador 
Lenzi. 


SEÑOR LENZI. - Señor presidente: deseo expresar breve- 
mente nuestra adhesión a este proyecto, que voy a volar junta- 
mente con el señor senador de Boismenu. Asimismo, hago 
mías las palabras vertidas por el señor senador Cigliuti, a quien 
conozco hace muchos años, ya que nacimos juntos a la vida 
política en la vieja casona de Don Tomás Berreta. 


Es un honor para mí votar este proyecto, al que ya apoyé cn 
la Cámara de Representantes. Fundamentalmente, quiero ex- 
presar mi solidaridad con el Ministerio de Salud Pública al que 
vemos activo, cumplidor y eficaz. Se trata de un ministro que 
ha hecho honor a la Salud Pública, a la que recurren los más 
humildes y carenciados; ha comprendido que la sangre y cl 
dolor del pobre son iguales a la sangre y el dolor del rico. Por 
esa razón, contribuimos con nuestro voto para el reciclaje del 
Hospital de Clínicas, donde se asisten los carenciados, los de 
menos recursos. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente, en nombre de nues- 
tro sector, nos vamos a limitar a hacer, simplemente, un funda- 
mento de voto. Por eso nuestra exposición va a ser muy breve. 
Queremos decir algunas de las pocas cosas que nos parece 
imprescindible señalar, para no permanecer en silencio cn un 
debate tan interesante y sobre un proyecto de ley tan importan- 
te como es la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal. 
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En este proyecto de ley, nos hemos enfrentado al eterno 
dilema del hombre, a la permanente opción que se le presen- 
ta -en cualquier ámbito en que inscriba su acción, ya sea políti- 
co, social o en todo aquello que constituye la actividad huma- 
na- entre lo mejor y lo posible. Por eso, frente a esta opción 
que hemos sentido más duramente, quizá, en esta legislatura 
que en otras, hemos optado por dar nuestro voto a este proyecto 
de ley, luego de señalar las discrepancias y de cumplir con la 
misión que todo legislador tiene de procurar, estudiar y mejorar 
los instrumentos legales o los proyectos de ley sometidos a su 
consideración. Naturalmente, compartimos muchas de las críti- 
cas que aquí se han hecho que, por otra parte, se han reiterado 
en todo este tipo de leyes, a lo largo de esta legislatura. Por 
ejemplo, casi todos los señores senadores que han hecho uso de 
la palabra -inclusive el miembro informante de la mayoría- han 
señalado la limitación que existe en cuanto a la inversión públi- 
ca. También lo expresaron todos los integrantes de la Comisión 
que estudió este capítulo en la que estaban representados todos 
los sectores, Es decir que en eso hay una opinión unánime. Por 
supuesto, del lado de los hombres y, fundamentalmente, de los 
técnicos que asesoraron al gobierno, esto parece impuesto por 
la política económica a que han ajustado su accionar. Todos 
somos conscientes de los perjuicios que causa al país la falta de 
inversión pública o los bajos niveles de ésta y de lo que el país 
pierde en este terreno. Es evidente que hubiéramos deseado 
aumentar algunos de los gastos que figuran, no por el hecho de 
gastar, sino por considerarlo plenamente justificado. Hay que 
recordar-como recién lo hacía el señor senador Blanco y lo han 
hecho casi todos los señores legisladores que han hecho uso de 
la palabra- que el Parlamento carece de atribuciones para gas- 
tar sin la debida financiación. Junto con este rubro de gastos, 
debemos señalar la exigiidad de algunas retribuciones persona- 
les que son absolutamente carentes para atender las necesida- 
des vitales de los servidores del Estado. Frente a esta situación 
de carencia, ¿qué deberíamos hacer? ¿Deberíamos dejar al país 
sin la Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal o darle nuestro voto no silencioso, no prescinden- 
te, sino en una actitud constructiva? 


Para ello, hemos dialogado con los representantes del Poder 
Ejecutivo y de la oposición en la búsqueda de soluciones para 
mejorar esta ley. A mi juicio, y creo que al de todos los aquí 
presentes, ésta es la labor del legislador. 


Consideramos que existe una manera para solucionar estas 
carencias y Cs que nosotros, los legisladores, aportemos los 
recursos necesarios para cubrir los gastos que desearíamos ha- 
ber votado, Sin embargo, he oído muy pocas proposiciones en 
esta materia, pero, en cambio, se ha expresado el deseo de 
aumentar los gastos, cosa que comparto en los casos que lo 
justifican. También se han reclamado mejores retribuciones que 
he aprobado prácticamente en todos los casos planteados. Pero 
se ha hablado muy poco de proyectar o buscar nuevas fuentes 
tibutiwrias para cubrir los egresos que estaríamos creando con 
nuestro VolLo. 


En el caso concreto del aumento de sueldo a los funciona- 
rios judiciales -y en este sentido, puedo hablar con absoluta 
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tranquilidad- nos pareció que debíamos bregar para encontrar 
una solución. Fue así que con el apoyo y la contribución de 
todos para mejorar esta proposición, se logró este aumento. 


Debemos seftalar que en las conversaciones que mantuvi- 
mos con aquellos que están más cerca del Poder Ejecutivo, 
planteamos prácticamente todas las objeciones que estamos for- 
mulando a esta ley y que hemos oído esta noche en las exposi- 
ciones de gran parte de los oradores. Sin embargo, debemos 
aclarar que en ninguna transacción se obtiene el 100% de lo 
deseado por cada parte; por lo tanto, nosotros debimos confor- 
marnos con lo que obtuvimos, que no fue poco, En las tratati- 
vas que mantuvimos con las personas que están más directa- 
mente vinculadas con el Ministerio de Economía y Finanzas y 
con la Presidencia de la República, conseguimos mejorar esta 
ley. A través de estas transacciones, creemos haber encontrado 
el camino para el cumplimiento de nuestro deber. 


Nosotros no hemos votado simplemente por solidaridad par- 
tidaria porque en la época en la que gobernó cl Partido Colora- 
do, en la legislatura anterior, también colaboramos para que el 
país tuviera un presupuesto y leyes de Rendiciones de Cuentas, 
para que obtuviera las cosas que muchos de nosotros y la opi- 
nión pública reclamábamos. Por lo tanto, no es de extrañar que 
en este momento repitamos aquella actitud. Si bien integramos 
el partido de gobierno, sabido es que no tenemos representantes 
en el gabinete ministerial y, en ese sentido, no tuvimos oportu- 
nidad de formular en tiempo las iniciativas que podríamos ha- 
ber propuesto en representación de nuestro sector para incorpo- 
rar a la Rendición de Cuentas. De cualquier manera, no sé si lo 
hubiéramos obtenido porque, tal como aquí se ha señalado, al 
encontrar resistencias en el Ministerio de Economía y Finan- 
zas, algunos de los ministros de Estado debieron recurrir a los 
legisladores para conseguir por la vía del Poder Legislativo lo 
que no habían logrado por la del Poder Ejecutivo. Esta es la 
constatación de la realidad política en la que nos movemos. 


Casi todas las mejoras que logramos obtener cstán conteni- 
das en los organismos del artículo 220 de la Constitución, no 
porque las otras no fueran justificadas -muchas de ellas lo son- 
sino porque las disposiciones que rigen la vida financiera de 
estos organismos, nos permiten aquello que la Constitución nos 
niega en el caso de los demás incisos, es decir, el derecho a 
aumentar los sueldos y erogaciones. A este respecto, la Consti- 
tución establece que los legisladores podemos optar entre cl 
Mensaje del Poder Ejecutivo y el de estos organismos. Por eso 
es que aquí sí fue posible introducir modificaciones que con- 
templaron nuestros propósitos de aumentar, aunque fuera en 
ínfima parte, algunas inversiones, gastos de funcionamiento y 
retribuciones personales. En el caso de ANEP, puedo decir que 
se contempló un porcentaje altísimo de su proyecto de presu- 
puesto. Asimismo, estoy en condiciones de expresar que se 
logró la consolidación de las partidas que la Universidad de la 
República tiene asignadas en esta ley, pero que no están previs- 
tas para el año 1995, por lo que, seguramente, se iban a gencrar 
grandes trastornos. Por lo tanto, la consolidación de estas partl- 
das hacia el futuro, fue una conquista importante, más allá de 
que algunas otras pudieran haber quedado en el camino, 
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Es así que los sectores correspondientes a la enseñanza y a 
la justicia pudieron ser contemplados porque la Constitución de 
la República da al legislador la oportunidad de hacerlo, posibi- 
lidad que no tiene cuando se trata de otros Incisos donde la 
iniciativa de gastos debe provenir exclusivamente del Poder 
Ejecutivo. 


En síntesis, ante una actitud de simple crítica, preferimos la 
de contribuir a mejorar la ley, en la medida de nuestras posibi- 
lidades, que son muchas de acuerdo con nuestra fuerza política. 


Reitero que en estas transacciones ninguna de las partes 
obtiene el 100%, por eso he votado artículos que contienen 
disposiciones que me satisfacen plenamente, y he tenido que 
acompañar otras que no me agradan. También he debido ceder 
en terrenos donde no hubiera deseado hacerlo, para obtener por 
otra vía conquistas que mejoraban otros sectores del Estado y 
de sus servidores. 


En ese sentido, nuestra posición no es nueva porque si 
hemos dado nuestro aporte para mejorar las leyes presupuesta- 
les al gobierno anterior, hoy también le damos nuestro voto al 
gobierno de nuestro partido y, reitero, no sólo por solidaridad 
partidaria, sino porque hemos conversado al respecto, profun- 
dizado en los temas y llegado a un acuerdo que, naturalmente, 
no es plenamente satisfactorio pero nos deja la sensación de 
haber contribuido a mejorar esta ley tan trascendente para el 
país y muy esperada por amplios sectores de la opinión pública. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente 
al ejercicio 1992. 


(Se vota:) 
-19 en 28. Afirmativa. 
Corresponde pasar a la discusión particular. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: luego de haberse 
votado en general este proyecto de ley de Rendición de Cuen- 
tas y Balance de Ejecución Presupuestal, y habiéndose realiza- 
do las exposiciones sobre este tema por parte de los señores 
senadores que actuaron como miembros informantes, formulo 
moción para que el Senado pase a cuarto intermedio hasta 
mañana a la hora 10, a fin de continuar con la consideración de 
este proyecto en la discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar la moción formula- 
da por el señor senador Santoro, a efectos de que el Senado 
pase a cuarto intermedio hasta mañana a la hora 10. 
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(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta mañana a la hora 
HO. 


8) SE LEVANTA LA SESION 

SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 

(Así se hace a la hora 20 y 2 minutos, presidiendo el doctor 
Aguirre Ramírez y estando presentes los señores senadores 


Amorín Larrañaga, Arana, Astori, Batalla, Blanco, Bouzas, 
Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, Elso Goñi, Garga- 
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no, González Moderneli, Grenno, Irurtia, Jude, Korzeniak, 
Lenzi, Moreira Graña, Pereyra, Pérez, Pozzolo, Priore, Ri- 
caldoni, Santoro, Urioste y Zumarán). 
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